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A lo largo de las últimas dos décadas, la Suprema Corte de Justiciade la Nación (SCJN) se ha abocado a la tarea de adoptar políticas,programas y acciones que estrechen sus lazos de interlocución con la
sociedad mexicana. Como parte de dichas tareas, el Supremo Tribunal ha mos-
trado gran interés por dar a conocer la riqueza de sus archivos históricos. Si
bien las publicaciones recientes sobre sus repositorios en la ciudad de México
han sido importantes y muy enriquecedoras, las investigaciones en los archi-
vos estatales, en particular las de las Casas de Cultura Jurídica, han sido verda-
deramente escasas. Por tal motivo, me es grato presentar esta obra que se
suma al esfuerzo por rescatar parte de la valiosa y poco conocida información
histórica del archivo de la Casa de Cultura Jurídica “Ministro José María
Lozano” en Toluca, Estado de México.
Gracias al encuentro institucional y académico entre la SCJN y la Uni-
versidad Autónoma del Estado de México, los autores de este libro, profe-
sores de dicha Universidad, se han dado a la tarea de rescatar, catalogar e
investigar la información histórico-jurídica de nuestra institución en el
recinto mencionado.
El presente libro intenta aportar elementos novedosos para entender
la compleja cultura jurídica del México decimonónico, por medio de es-
tudios de caso basados en los primeros juicios de amparo en la entidad
mexiquense.  Los autores muestran una forma particular de abordar el
estudio del amparo frente a la pena de muerte, la imposición del trabajo
forzoso y la defensa de la propiedad corporativa contra los actos de auto-
ridad local, en especial de los jefes políticos. Además, esta obra explica la
relación que existió entre ciudadanos, comunidades y jueces del Poder
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Judicial Federal, quienes con su diario actuar articularon, conectaron y
dieron congruencia al sistema de justicia del siglo XIX, época en la que
sucedió la confrontación entre dos grandes tendencias: por un lado, la cul-
tura jurídica del liberalismo y los derechos humanos y, por el otro, las reac-
ciones de una vieja sociedad corporativa, todo esto bajo el contexto en el
que se perfilaron los primeros conflictos de cooperación procesal entre la
justicia local y la federal.
Una de las preguntas centrales de este libro es ¿cómo los sujetos comen-
zaron a construirse como ciudadanos al tiempo que se apropiaron de los
discursos del derecho individual? Y las diversas maneras de responder de
los autores nos permiten ver la gran diversidad en nuestra historia jurídi-
ca nacional.
A propósito de la revisión integral del Sistema de Justicia, que actual-
mente se realiza en nuestro país, el estudio de la historia sobre el amparo
aporta elementos que ayuden no sólo a comprender nuestro presente,
sino también a conocer los errores que en el pasado se cometieron. Este
esfuerzo, sin duda, contribuirá a elaborar propuestas innovadoras, pero
también integrales de nuestra propia historia y que cada día nos permitan
construir una mejor SCJN.
Desde 1994, se han venido discutiendo reformas al juicio de amparo, como
ampliar los efectos de sus sentencias contra leyes, admitir los amparos colecti-
vos, superar los problemas en el incumplimiento de sus ejecutorias y crear
nuevas garantías procesales de defensa de la Constitución.  Las enseñanzas de
la historia, una vez más, nos muestran que dichas necesidades ya existían
desde hace más de un siglo, es así como las historias de este libro son elocuen-
tes, pues señalan que los ciudadanos mexicanos de aquella época ya buscaban
ampararse, una y otra vez, contra la inconstitucionalidad de muchas leyes que
habían emanado de viejos sistemas autoritarios, como la famosa Ley de
Jefes Políticos del Estado de México de 1868. Asimismo, ilustran la lucha con-
tra las leyes de desamortización de las corporaciones y comunidades tradicio-
nales, quienes hicieron todo lo posible por introducir los amparos colectivos
“disfrazados” de individuales, ya fuese como grupo de vecinos o como socieda-
des agrícolas.
No cabe duda que la revisión histórica de la  institución del amparo
puede ayudar a entender las principales causas por las cuales ha sido muy
difícil cumplir las sentencias y sus ejecutorias a lo largo de sus 146 años de
vida, con considerables costos sociales y políticos, así como las razones por
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las cuales los procesos se fueron convirtiendo en un recurso de queja com-
plejo y lleno de formalismos. En el siglo XIX, se inició el difícil reconocimien-
to de la potestad de los Jueces Federales y se plantearon las problemáticas de
cómo lograr su fortalecimiento, pues el no cumplimiento de las sentencias,
antes como ahora, afecta la confianza hacia las instituciones que adminis-
tran justicia. Lo que, desde entonces, apuntó hacia el aumento de las facul-
tades discrecionales de los Jueces Federales. Por ello, la justificación de los
cambios en el presente debe contemplar los resultados del pasado.
Entre las principales etapas del amparo decimonónico mexiquense,
se puede señalar el tránsito en las sentencias de las interpretaciones ex-
tensivas de la ley, al apego irrestricto de la norma constitucional. En el
periodo que va de 1868 a 1890, se constata el cambio de una práctica ju-
dicial, en la que eran frecuentes las interpretaciones extensivas de la nor-
matividad, pues se argumentaba “la búsqueda del espíritu de la ley”, a
otra en la que se fue imponiendo un mayor control de la constitucionali-
dad en la impartición de justicia más imparcial, apegada a la letra de la
Constitución. Este proceso ha suscitado, hasta nuestros días, un sinfín de
conflictos, debido a que durante mucho tiempo se pensó que lo mejor era la
aplicación mecánica de la ley. Dicha idea se halla actualmente en la agen-
da de discusión de la revisión integral del Sistema de Justicia.
Por último, la presente obra también nos deja el lado humano de los
promotores fiscales y jueces federales del siglo XIX, quienes ya utilizaban la
suplencia de la deficiencia de la queja, e intervenían en los procesos me-
diante la aplicación de normas y criterios que apoyaban las quejas o re-
cursos interpuestos por las comunidades en la defensa de sus derechos de
propiedad.
Por todo lo anterior, me complace poner en manos del lector esta obra,
que, sin duda, contribuirá al debate y la reflexión sobre los problemas
jurídicos y de consolidación de las instituciones de justicia en México.
Mtro. en D. César de Jesús Molina Suárez
Director General de las Casas de Cultura Jurídica
15INTRODUCCIÓN
Introducción
Durante el sigo XIX, la sociedad mexicana se enfrentó a múltiplesprocesos de transformación enmarcados en una compleja cultu-ra liberal. Y aunque los objetivos del liberalismo eran el desman-
telamiento de una comunidad política estamental y corporativa, y la con-
formación de una nueva sociedad de individuos, ciudadanos y propiedad
privada, sus éxitos y fracasos fueron muy variables y con diversos impac-
tos a lo largo y ancho del territorio nacional. En esta diversidad, la histo-
ria del amparo en el Estado de México en la segunda mitad del siglo XIX, que
se presenta en este libro, busca aportar algunos elementos novedosos que
ayuden a comprender la compleja cultura de la época.
La preocupación reformista del momento se centraba en el dogma de la
libertad originaria de todos los hombres, la cual se divide en las libertades
de enseñanza, profesión, trabajo, opinión, imprenta, asociación, defensa
personal, tránsito y comercio, así como en la seguridad jurídica de la pro-
piedad. Para el logro de todos estos objetivos fue necesario difundir la
nueva filosofía política del individualismo y la cultura de los derechos
humanos como la base de las nuevas instituciones sociales, cuyo sustento
jurídico estaría estipulado en las garantías constitucionales y su protec-
ción por medio del juicio de amparo. Sin embargo, la forma en la cual los
grupos sociales de la época adoptaron o rechazaron dicha cultura ha sido
un campo historiográfico poco explorado. Por tal motivo, este libro exa-
mina la forma en la cual nació y se desarrolló la cultura de las garantías
individuales en el Estado de México, a través de los rasgos específicos de la
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práctica judicial del amparo durante las tres primeras épocas de su histo-
ria: 1861-1868, 1869-1882 y 1883-1901.1
Como muchas otras entidades del país, el desequilibrado desarrollo
económico y social del Estado de México durante el siglo XIX , también se
puede ver reflejado en la conflictiva difusión del liberalismo y sus ideas
individualistas dentro de una sociedad corporativa y de una activa vida
comunal. El choque entre modernidad y tradición —es decir, entre libera-
lismo y corporativismo— significó el intento de destrucción de la base
social y material de la vida comunitaria de miles de comunidades rurales,
así como el violento ataque a sus formas espirituales y religiosas de expre-
sión, puesto que se trataron de cambiar con la Constitución y la ley en la
mano las creencias y la mentalidad colectiva del pueblo, en aras del pro-
greso material y la inserción al mercado capitalista.2
Las propuestas centrales de este libro explican cómo el modelo de mo-
dernidad jurídica, centrado en las garantías individuales, adquirió un ca-
mino particular en el Estado de México, al confrontar el proceso de conso-
lidación del poder central nacional con las prácticas locales.
El libro que el lector ahora tiene en sus manos es producto del proyecto
de investigación colectivo “La Suprema Corte de Justicia y las garantías
individuales en la segunda mitad del siglo XIX”, auspiciado por la Suprema
Corte de Justicia de la Nación (en adelante SCJN) y la Universidad Autóno-
ma del Estado de México (UAEM), y con las facilidades otorgadas por la
Casa de la Cultura Jurídica “Ministro José María Lozano”, en Toluca. En el
proyecto se ha realizado investigación básica y la catalogación y análisis de
la documentación histórica del siglo XIX de dicha Casa de la Cultura. Los
resultados parciales de este proyecto, basados en la documentación histó-
rica de la serie Amparo del Primer Juzgado de Distrito con sede en Toluca,
1 Por épocas del amparo entendemos cada uno de los periodos de vigencia de las leyes
orgánicas del amparo, que más adelante se explicarán.
2 Por capitalismo entendemos la época histórica en la que México, siendo ya una nación
independiente, se incorporó en el mercado mundial competitivo dirigido por las potencias
europeas y estadounidense. Sin embargo, aunque el capitalismo mexicano del siglo XIX estuvo
lejos de cubrir las principales características del modelo internacional —crecimiento significativo
de la producción agrícola; aumento sustantivo de la población; proletarización masiva del cam-
pesinado; y la gran acumulación de capital— sí logró conformar un Estado Nacional centraliza-
do, con un aparato político, jurídico y administrativo fuerte, que pudo influir sobre la geografía
y la sociedad mexicana, con apoyo de las oligarquías locales. Cerutti, “Contribuciones recientes”,
pp. 25-59;  Arenal, “La Constitución de 1857 y el proyecto conservador”, pp. 12-20.
17INTRODUCCIÓN
han sido revisados y discutidos en un seminario de investigación sobre el
tema, en el que participaron académicos, especialistas en historia, archi-
vística y derecho, así como un significativo número de alumnos de la Fa-
cultad de Humanidades de la UAEM.
Consideramos que la aportación más relevante de esta obra colectiva
es la metodología con la que examinamos y desarrollamos el análisis histó-
rico del juicio de amparo. No es solamente una historia institucional de las
leyes y los personajes centrales de la SCJN, pero tampoco es una historia
social que sólo utiliza fragmentos de la información judicial para recons-
truir estructuras sociales, económicas o políticas. Buscamos —ojalá lo
hayamos conseguido—, ubicarnos en una posición intermedia que parte
del análisis judicial de los expedientes del archivo, para reconstruir el con-
texto y la trayectoria histórica tanto de la SCJN, como de los actores
involucrados.
En otras palabras, investigamos la coincidencia entre el contexto jurí-
dico y el histórico o, mejor dicho, tratamos de decodificar el comporta-
miento jurídico desde la realidad social y política. La preocupación cen-
tral de este libro tiene que ver con la forma como se comportó la SCJN
durante (y más allá) del proceso jurídico, así como en la conexión de lo
que sucedía dentro del Juzgado de Distrito con los procesos políticos y
sociales de la entidad. Asimismo, nos centramos no sólo en el momento
histórico inmediato, sino que buscamos explicar estructuras de más am-
plia duración, las cuales nos permitieron comprender el trasfondo históri-
co de las problemáticas aquí planteadas, algunas veces con profundas raí-
ces que nos remiten a los primeros años de la Colonia.
El eje central de este libro lo constituye el estudio del juicio de amparo,
que a lo largo de la historia contemporánea ha sido objeto de una amplia
reflexión teórica y doctrinal. Algunos teóricos, como Ignacio Vallarta,
Silvestre Moreno Cora, Héctor Fix Zamudio y Octavio Hernández, lo han
considerado una institución de carácter político que busca mantener el
equilibrio de los poderes de la nación y resolver los conflictos entre autori-
dades, personas individuales y personas colectivas.3 Tradicionalmente, el
amparo ha sido considerado una impugnación metaprocesal que no está
3 Aunque la historiografía dedicada al tema de la SCJN y el amparo es muy amplia como para
señalarla toda aquí, los temas centrales que se han desarrollado hasta ahora son la historia de la
institucionalidad de la Corte; la historia jurídica y vicisitudes del juicio de amparo y las reformas
a las distintas leyes del amparo. Algunos trabajos representativos corresponden a: Rhi Sausi
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dentro de los procesos judiciales primarios. Ignacio Burgoa lo define como
una institución cuyo objeto es proteger al gobernado contra cualquier
acto de autoridad que, en detrimento de sus derechos, viole la Constitu-
ción (tutela directa) y la legislación secundaria (tutela indirecta).4
Durante el siglo XIX, el juicio de amparo tuvo tres épocas, según la vi-
gencia de sus distintas leyes reglamentarias: la primera (de 1861 a 1868), la
segunda (de 1869 a 1882) y la tercera (de 1882 a 1900). Su historia judicial
inició con la Ley Orgánica del Amparo del 30 de noviembre de 1861, cuya
vigencia —como lo señala Burgoa Orihuela— sólo se aplicó a partir de
1868, meses después de la muerte de Maximiliano y la restauración de la
República.5 Esta ley se componía de 4 secciones y 34 artículos. La sencillez
en su procedimiento, que otorgaba gran laxitud a los jueces de Distrito, así
como la imprecisión en su conceptualización y aplicación, permitió su
amplia utilización por parte de diversos actores sociales de la época y tras-
cendentales implicaciones políticas. Los ciudadanos de aquellas décadas
podían ampararse casi contra cualquier acto de autoridad o ley en los que
sintieran violados sus derechos. Todo esto se debió a que los primeros
amparos de la época estuvieron poco reglamentados y versaran sobre
materias muy distintas.
La segunda época inició con la Ley Orgánica del Amparo del 20 de
enero de 1869, la cual buscó revirar el camino y reducir tanto las amplias
facultades del Juez de Distrito, como la injerencia del juicio, e incluso en
su famoso artículo 8° quiso omitir el amparo en negocios judiciales. Esta
ley se componía de 5 capítulos y 31 artículos. En la normatividad, se
observa una mayor precisión en la conceptualización y el contenido
procesal, así como una mayor restricción a las funciones y actos del Juez de
Distrito, que quedaron sometidos a la revisión oficiosa del Pleno de la SCJN.
Finalmente, la tercera época inició con la Ley de Amparo del 4 de
diciembre de 1882, con la que concluyó la construcción del amparo,
bajo la égida absoluta de la SCJN, la cual, a partir de entonces, se convirtió
Garavito, “Las primeras tres décadas del juicio de amparo”; Burgoa, El juicio de amparo; Arnold,
Política y justicia; Arenal, “La Corte y la pena de muerte”; Soberanes Fernández, Sobre el origen de
la SCJN; Ledesma Uribe, “Panorama del derecho mexicano”,; Margadant, Estudios jurídicos; Barra-
gán, Primera ley de amparo de 1861, las Memorias del II, III y IV congresos de historia del derecho
mexicano, 1981, 1984, 1988, respectivamente.
4 Burgoa, El juicio de amparo, p. 125.
5 Ibid., p. 133.
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en la guardiana y fiscalizadora de toda la justicia federal del país. A dife-
rencia de sus antecesoras, esta ley desglosa a detalle el procedimiento del
juicio de amparo en sus 10 capítulos y 83 artículos, y establece todo tipo de
responsabilidad de los jueces, como mecanismo fiscalizador de su actuar
en la administración de justicia. Bajo esta normatividad, los individuos y
las comunidades no sólo manifestaron más contundentemente sus quejas
en una gran cantidad de juicios de amparo, sino que buscaron proteger sus
derechos históricos, readaptando y refuncionalizando discursos e institu-
ciones, según lo marcaba la nueva cultura jurídica. Durante este periodo,
el incremento constante de las demandas por juicio de amparo significó
que dicha instancia metaprocesal dejara de ser un procedimiento rápido y
sencillo, y que cada vez se fuera llenando de más formulismos.6
A continuación se explican los procedimientos y fases que seguía un
juicio de amparo en el siglo XIX que, a pesar de las variaciones de acuerdo a
las distintas leyes orgánicas, era la siguiente:
a) Se presentaba la queja o escrito inicial por parte del quejoso ante el
Juzgado de Distrito correspondiente, señalando el acto reclama-
do y las autoridades responsables.
b) El Juez de Distrito lo revisaba, lo aceptaba y, en su caso, aprobaba
la petición de suspensión del acto reclamado.
c) El Juez de Distrito notificaba al promotor fiscal para abrir a prue-
ba el juicio.
d) El promotor fiscal solicitaba a la o las autoridades responsables un
informe justificado sobre el acto reclamado.
e) En caso necesario, se iniciaba con el desahogo de pruebas, tanto
instrumentales como testimoniales.
f ) Una vez sustanciado el juicio, el promotor fiscal elaboraba su pedi-
mento al Juez de Distrito, en el que le sugería la resolución al mismo.
g) Finalmente, el Juez de Distrito emitía su sentencia, que podía con-
formarse con el pedimento del promotor fiscal o bien podía diferir.
h) Por último, la sentencia se enviaba al Pleno de la SCJN para su revi-
sión y publicación de ejecutoria.
6 Ibidem.
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A lo largo de la historia contemporánea de México, el amparo se ha consi-
derado el medio más eficaz para defender al gobernado de los abusos y
prepotencia del poder público en sus actos de autoridad; sin embargo,
desde una visión histórica, es necesario complementar dicha apreciación
con otra que analice el papel fundamental que el amparo tuvo en el paula-
tino proceso de centralización del poder y consolidación de las institucio-
nes republicanas en el país. A través de dicho instrumento jurídico, se
pudieron fiscalizar y supervisar las acciones de los estados de la Federa-
ción, al reglamentar “las invasiones de esferas” locales y federales.
Esta obra colectiva debe verse como una primera aproximación a la rica
y compleja historia del amparo en el Estado de México, pues, a lo largo de
cinco capítulos, retomamos solamente estudios de caso, entre 1868 y 1893,
referentes a problemáticas diversas, pero teniendo como eje las garantías
individuales. Los resultados de estos capítulos y sus implicaciones no pueden
considerarse conclusiones definitivas, sino sólo como las primeras ideas de
una historia global del amparo, las cuales incluyen tanto lo institucional
como lo político-social.
No obstante, obtuvimos las primeras apreciaciones del comportamien-
to de múltiples personajes sociales partícipes en los juicios de amparo, que
van desde los indígenas, campesinos, obreros, artesanos, pueblos, munici-
pios, jefes políticos y oficiales militares, pero también los jueces de Distrito,
los promotores fiscales hasta llegar a los ministros del Supremo Tribunal.
Otro aporte valioso de esta obra es que, en las historias que se presen-
tan, observamos con cierto detalle el proceso de ensayo y error que se
presentó durante los primeros años en la institución jurídica del amparo.
Resulta muy revelador observar cómo, administradores de justicia y ciu-
dadanos quejosos, aprendieron a conocer, trastocar y transformar en su
favor las leyes de amparo de la época.
Revisemos ahora brevemente cómo se analiza en este volumen la cita-
da confrontación entre tradición y modernidad, en función del enfoque
que cada autor sabe trabajar. Como veremos algunos de los trabajos son
de corte político, otros económicos y algunos más filosóficos, o bien,
vinculados con la Colonia. La obra se divide en dos partes: El derecho a la
vida y al trabajo y El derecho a la propiedad. En la primera se analizan dos
temas: uno vinculado a la pena de muerte; y el otro, a la libertad de traba-
jo; el primero es en coautoría de Ana Lidia García Peña y Alejandra Suárez
Dottor; el segundo, en coautoría de Pedro Canales Guerrero y Myrna Za-
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mudio Guadarrama. En la segunda parte se estudia, en tres capítulos, el
espinoso asunto de la propiedad corporativa de comunidades y pueblos
indígenas, el primero de Diana Birrichaga Gardida; el segundo de René
García Castro y Evelia Román Sevilla, y el tercero de Gloria Camacho
Pichardo.
A pesar de la gran diversidad de temáticas estudiadas en los cinco capí-
tulos de este libro, la metodología central que los unifica es el desarrollo
del juicio de amparo en el Estado de México, el análisis de los expedientes
judiciales y la reconstrucción del contexto histórico de cada caso, desta-
cando la actuación de las autoridades involucradas en la administración
de justicia de la SCJN.
El texto de Ana Lidia García Peña y Alejandra Suárez Dottor, “La pena
de muerte y el juicio de amparo en el Estado de México, segunda mitad del
siglo XIX”, muestra, en el estudio del amparo, el choque que confronta la
tradición con la modernidad en torno de la pena capital en México. Por un
lado, las ideas liberales de “utilidad y justicia” y de garantías individuales
de respeto a la vida hicieron aparecer la pena capital como una pesada
reminiscencia del pasado, que debía sustituirse por un sistema penitencia-
rio que no fuera punitivo, sino capaz de reformar al infractor y volverlo
útil a la sociedad. Por otro lado, la pena de muerte fue un instrumento
político fundamental para toda autoridad ejecutiva, legislativa o judicial,
local o federal, que buscase imponer su autoridad sobre sus enemigos po-
líticos en un Estado de México convulso, lleno de salteadores, disturbios y
guerras. Este trabajo resalta la importancia histórica de la pena de muerte
y su multifuncionalidad para todos los actores sociales de la época. Sin
embargo, también deja en claro que dicha pena nunca fue efectiva para
acabar con los males que supuestamente combatía, pero que otorgó el
gran poder de mantener siempre viva la amenaza legal de la muerte.
El debate jurídico en torno de la pena de muerte estuvo dominado por
el ambiguo artículo 23° constitucional, en el que esta pena se aboliría “a la
mayor brevedad”, pero que en realidad trascendió el siglo XIX. El orden
constitucional fue seguido de infinidad de leyes y decretos (federales y esta-
tales), que determinaron la suspensión de garantías y concedían poderes
extraordinarios al Poder Ejecutivo y, además, claro está, la posibilidad de
otorgar la gracia del indulto.
En este capítulo se revisan 42 juicios de amparo sobre la pena de muerte
en el Estado de México, en donde el personaje central es, sin lugar a dudas,
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el jefe político, quien a toda costa buscaba legitimar su autoridad en su
respectivo distrito. En el análisis judicial de ocho amparos contra senten-
cias de pena de muerte, se pueden seguir las dos primeras generaciones de
la aplicación de dicha ley.
Para la primera época de la ley de amparo, en particular para el primer
caso documentado en el Juzgado de Distrito en el Estado de México en
1868, fueron fundamentales las argumentaciones del prestigioso abogado
mexiquense Prisciliano Díaz González, quien dejó asentado que las sen-
tencias de pena de muerte deberían aplicarse solamente a salteadores, nunca
a plagiarios. Es decir, sentó un claro precedente de que en estos juicios
debía administrarse justicia sin hacer extensiva la interpretación ni buscar
el “espíritu de la ley”, sino sólo aplicando estrictamente lo que decía la ley
constitucional.
Es interesante observar que en esta primera época del amparo, la gran
autonomía de los jueces de Distrito se reflejó en un caso en el que el juez
federal, después de amparar al quejoso, quiso conservar al reo a su dispo-
sición y sacarlo de las cárceles, que se encontraban bajo el poder del go-
bierno mexiquense. Esta confrontación de jurisdicciones tuvo que ser re-
suelta por el presidente de la República, sentando el precedente de que
ningún reo amparado quedaría a disposición del Juzgado de Distrito.
En lo que respecta a la segunda época del amparo (1869-1882), el análisis
de los procesos judiciales de pena de muerte se centró en la problemática de
los delitos políticos y en particular en el sonado disturbio de 1873, en el sur
del estado, en contra de la incorporación de las Leyes de Reforma a la Cons-
titución, en el que quedó claro que para la SCJN fue muy distinto amparar y
proteger a salteadores y ladrones del fuero común, que proteger la vida de
líderes políticos indígenas. En la comparación de cinco juicios de amparo,
tres con contenido político y dos sin ese cariz, se observa que el com-
portamiento de los promotores fiscales, jueces locales y federales, magis-
trados y ministros, nunca fue automático, pues sus apreciaciones y fallos
primero fueron valorativos; luego, argumentativos. Es decir, a veces res-
tablecer el supuesto orden quebrantado era lo más importante, aunque
no se diese una exacta aplicación de la ley. Pero luego, al restablecerse el
orden constitucional, la legalidad se convertía —supuestamente— en lo
más importante.
Por su parte, Pedro Canales Guerrero y Myrna Zamudio Guadarrama,
en “El juicio de amparo y la garantía individual de libertad laboral. Prác-
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tica y cultura jurídica en el Estado de México (1868-1901)”, analizan la
problemática relativa a la conciencia y la cultura jurídicas de los indivi-
duos en la defensa de su libertad laboral. Plantean la fundamental pregun-
ta de ¿cómo los sujetos comienzan a erigirse como ciudadanos, al tiempo
que se apropian de los discursos del derecho individual? Es decir, cómo los
individuos educados en valores comunitarios son capaces de adaptar va-
lores de la individualidad para la defensa de sus intereses cotidianos.
Una cuestión fundamental de tal capítulo es que señala la difusa fronte-
ra entre la práctica del antiguo trabajo comunitario y el nacimiento de la
garantía a la libertad del trabajo. Cómo y por qué un grupo de individuos
a veces aceptan realizar labores comunitarias gratuitas en los caminos,
por ejemplo, y en otros momentos lo señalan como un abuso de autoridad
del poder local. En este capítulo, los autores explican las características del
trabajo comunitario, en el que los prestadores de servicio lo hacen de ma-
nera rotativa y sin remuneración, a cambio del reconocimiento y prestigio
que la comunidad misma les brinda. En cambio, cuando se exige un traba-
jo en instancias no recíprocas o se rompe su lógica, comienza a retroceder
la cultura comunitaria y surgen quejas que defienden la libertad laboral
e individual.
Canales y Zamudio se adentran en el debate de cómo campesinos e indíge-
nas aprenden a construirse, a través del discurso de los abogados, en indivi-
duos iguales ante la ley. Por ello, estudian el papel fundamental de los aboga-
dos como principales difusores de la nueva cultura jurídica y la paulatina
apropiación de los derechos individuales por parte de los actores sociales.
Dicho capítulo examina a detalle doce juicios de amparo que se remon-
tan, y dividen por igual, a la segunda y la tercera época del amparo. Los
primeros seis tratan de quejas de personas a quienes se les exigió prestar
trabajo obligatoriamente y sin la justa renumeración, en tres tipos de ins-
tancias: una que denominaremos de trabajos comunitarios (en forma de
rondas y composturas de caminos), otra de servicio a instituciones (como
servir de celador y moler maíz en la cárcel) y la tercera, en obras públicas (un
caso por condena y otro en la colocación de postes de telégrafos).
En la tercera época del amparo, los siguientes seis casos analizados por
los autores muestran ejemplos de quejas similares a las de la época ante-
rior, pero se suma el caso del trabajo forzado en hacienda o empresa priva-
da, cuyos propietarios estaban coludidos con las respectivas autoridades
municipales.
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En todos los casos estudiados, los quejosos no sólo buscaron el resarci-
miento económico, sino que además comenzaron a reivindicar, conscien-
temente, sus derechos individuales. Esto último llevó a los autores a plan-
tear la interrogante de si esos comportamientos marcaron el nacimiento
de una cultura ciudadana, o simplemente los actores realizaron reclamos
espontáneos. De cualquier manera, se señala que en el contexto tradicio-
nalista de la época, los trabajadores eran más conscientes de su derecho de
propiedad que de su derecho de libertad personal.
La segunda parte del libro la abre Diana Birrichaga Gardida con el
capítulo “Regimen municipal y amparo en el Estado de México. Cambios
en el gobierno interior de los pueblos (1855-1868)”, en el que estudia la
efímera historia de la municipalidad de Santa María de Nopaltepec, en el
Distrito de Otumba, entre 1862 y 1868, creada bajo las facultades extraor-
dinarias —casi absolutas— de Benito Juárez durante la intervención fran-
cesa. Época en la que no sólo se dividieron los grupos de individuos, sino
también los municipios, para apoyar a liberales o a intervencionistas.
El problema se desató entre el municipio constitucional de Axapusco y
el de Nopaltepec, el cual había sido creado sin que mediaran los requisitos
que la ley estatal establecía, y que estaba a punto de desaparecer. Gracias a
una ley del amparo tan flexible como la de 1861, el municipio de Nopaltepec
se presentó como quejoso y tuvo el suficiente derecho para reclamar los
actos del Congreso del Estado que directamente le afectaban.
Asimismo, esta corporación buscó defender una violación a garantías
de propiedad privada individual, pues argumentaba que sus vecinos ha-
bían recibido un reparto de tierras conforme a la Ley Lerdo y que la supre-
sión del municipio implicaría el retorno de dichas tierras a su antiguo
propietario, la municipalidad de Axapusco, afectando con ello los dere-
chos de propiedad de los vecinos de Nopaltepec.
Pero no sólo el comportamiento del quejoso era desconcertante, sino
también el del promotor fiscal, quien no supo cómo actuar y solicitó ase-
soría al Ministerio de Justicia. El Juez de Distrito recibió respuesta de aquél,
en el sentido de que debía levantar la suspensión provisional, en virtud de
que no se había consumado el acto de autoridad. Por tal motivo, no hubo
violación de ninguna garantía, pues la conformación constitucional de la
nueva municipalidad apenas estaba en discusión en el Pleno de la asamblea
estatal. Aunque en la técnica jurídica esta suspensión es, en verdad, un
sobreseimiento, pero en la normatividad de la época no existía como tal.
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En conclusión, es importante señalarle al lector las complejas y difusas
características de la primera época de la ley de amparo (1861-1868). Sin
que tengan un riguroso orden jerárquico, exponemos las siguientes re-
flexiones como resultado de las propuestas de Birrichaga:
Primera, su amplitud o ambigüedad para definir a las partes que interven-
drían en él, sobre todo al quejoso y las autoridades responsables. Como se
pudo apreciar, tuvimos a la vista un caso desconcertante, pues una corpora-
ción cuestionada se constituyó en voz y defensa de los intereses particulares de
unos individuos que, según sus propias versiones, ya habían recibido en
adjudicación y propiedad unos terrenos de cultivo bajo la Ley Lerdo. Y, por
otro lado, se definió como partes responsables tanto al Congreso estatal,
como a su gobernador, siendo que el primero tenía en esas fechas la facultad
de erigir o suprimir municipalidades conforme a las leyes, requisitos y proce-
dimientos establecidos. Mientras que el gobernador sólo tenía la facultad de
promulgar las resoluciones de dicho Congreso.
Segunda, los ambiguos procedimientos para actuar por parte del promo-
tor fiscal y el propio Juez de Distrito, pues en su actuación ambos consultaron
y recibieron respuesta tanto del Ministerio de Justicia, como del propio presi-
dente de la República, quienes les explicaron cómo aplicar la ley de amparo
vigente. Asimismo, la indefinición de una técnica jurídica que pudiera aplicar-
se de manera precisa en la resolución de los casos particulares, pues, aunque
en este proceso el juez suspendió el juicio porque el acto de autoridad no se
había consumado, en realidad no se había tipificado para esta época el auto
de sobreseimiento.
Tercera, las facultades omnímodas concedidas al Juez de Distrito, para que
otorgara un incidente de suspensión inmediato frente a una insuficiente defi-
nición de los actos reclamados y de las propias autoridades responsables. En
ese mismo sentido, la falta de un procedimiento superior que revisase la
aplicación de la ley, permitió que no hubiese injerencia del Pleno de la SCJN en
los actos de este Juez de Distrito, contra quien no se fincó ninguna responsa-
bilidad, pues, a pesar de la enérgica queja del gobernador del estado sobre la
invasión de su soberanía por dicho juez, no se hizo nada al respecto y sus
faltas en el procedimiento quedaron impunes.
Este capítulo presenta la problemática de cómo se contraponen dos momen-
tos históricos y cómo el conflicto se resuelve más por la vía político-admi-
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nistrativa que por la judicial: el primero, con las acciones que Juárez reali-
zó cuando tuvo poderes extraordinarios y creó nuevos municipios, según
los intereses políticos y militares de la época; y el segundo, cuando se
reimplantó el orden constitucional, en el que las consecuencias de aquel
momento provocaron problemas no sólo entre corporaciones rurales por
la propiedad de la tierra, sino que además implicó una controversia cons-
titucional entre el Ejecutivo Federal y el Congreso local. Aunque la ley de
amparo de 1861 previó la aplicación de este juicio para invasiones de la
autoridad federal en la autonomía estatal, el Congreso del Estado de México
no recurrió al amparo en el caso de Nopaltepec y, al parecer, se prefirió
una posible solución política al asunto.
El siguiente capítulo, en torno a la problemática de cómo las antiguas
corporaciones civiles coloniales se refuncionalizaron a través de los ayun-
tamientos constitucionales, es el de René García Castro y Evelia Román
Sevilla, “El amparo y la propiedad corporativa civil frente a la jurisdicción
municipal en el Estado de México (1856-1882)”, en el que se estudia la
disputa territorial entre Lerma y Santa María Atarasquillo. El conflicto
rebasa el contexto de la desamortización decimonónica y se inserta en una
larga trayectoria que incluso se remonta a las primeras épocas coloniales.
Los autores realizan un aporte fundamental al señalar que la trascenden-
cia histórica de la reforma liberal sólo se entiende en una apreciación de
larga duración que rebase la coyuntura de la aplicación de la Ley Lerdo.
Al igual que en el texto de Birrichaga, en el de García y Román se com-
prenden las implicaciones que conllevaba la inestable creación y supresión
de municipalidades en el Estado de México en esa época. En este caso, se
revisa la apropiación, por parte del municipio de Lerma, de las propieda-
des corporativas de sus localidades sujetas, en particular las del reciente-
mente extinto municipio de Atarasquillo. Dicho conflicto derivó en tres
juicios de amparo interpuestos por los vecinos de Atarasquillo, entre 1879
y 1881, contra el juez de primeras letras: uno por usurpación de propie-
dad y haberse negado a abrir un negocio judicial; y dos durante el desa-
rrollo de dos juicios distintos (uno civil y otro penal). Llama la atención
que, en los tres casos, tanto el fallo del Juez de Distrito, como el de la SCJN,
fue amparar y proteger a los vecinos de Atarasquillo en contra de las arbi-
trariedades de la municipalidad de Lerma. Este proceder tiene una doble
explicación: en un primer plano, consideraríamos que la SCJN defendió los
derechos de propiedad de los vecinos de una antigua corporación indíge-
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na, ajustados ahora a las disposiciones de la Ley Lerdo. Sin embargo,
una segunda interpretación que considere más ampliamente la historia de
la SCJN, nos lleva a plantear que dichos amparos fueron un precedente más
que ayudaron a consolidar el poder centralizador de dicha institución
sobre los poderes estatales. No es gratuito que el Tribunal Superior de
Justicia, el jefe político de Lerma y el gobernador del Estado hayan realiza-
do prácticas dilatorias o de disimulo ante las ejecutorias emitidas por el
Poder Judicial Federal.
La parcialidad de las autoridades locales, políticas y judiciales también
quedó demostrada en el levantamiento de Lerma, protagonizado por po-
bladores de origen español o blancos, quienes se sublevaron con el lema de
“Viva Lerma y muera la sentencia federal”. En este caso, no se procedió de la
forma acostumbrada en la época, que era la de perseguir y procesar a los
cabecillas y líderes de dichos movimientos —como se señaló en los casos de
pena de muerte—, sino que se les dejó impunes y en contubernio con dichas
autoridades.
En los amparos estudiados por García y Román, las actuaciones del Juez
de Distrito y la SCJN revelan que no aplicaron el artículo 8° de la ley reglamen-
taria de amparo de 1869, en el sentido de su improcedencia en “negocios
judiciales”. Lo que marca la tendencia hacia la centralización de la admi-
nistración de justicia. Esto quiere decir que, en 1879, el juicio de amparo
estaba teniendo ya su función clara de medio de control de la constitu-
cionalidad, pues imponía el arreglo de todos los actos de los jueces y
órganos jurisdiccionales locales a las disposiciones de la ley fundamental
del país. Este papel del amparo y exigencia del poder central la interpreta-
ron por los actores de la época como de una clara injerencia política en los
gobiernos estatales y las instituciones de sus poderes.
El último capítulo de este volumen es el de Gloria Camacho Pichardo,
“Las sociedades agrícolas en los pueblos del sur del valle de Toluca y la
desamortización (1856-1900)”, es un análisis a través de los documentos de
la SCJN cuyo enfoque fundamental es mediante el factor económico, como
eje de las transformaciones de los usos y la propiedad de la tierra que
afectaron a las sociedades campesinas del centro del país. En particular se
analiza la formación de sociedades agrícolas campesinas en el sur del valle
de Toluca, para enfrentar las políticas individualistas de los liberales y el
papel del Poder Judicial en el empeño desamortizador. La autora muestra
que, en el Distrito de Lerma, caracterizado por el atraso económico y con
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un escaso crecimiento de las haciendas, el desarrollo económico en el siglo
XIX se volcó rápidamente en la explotación forestal.
En este capítulo se estudian tres juicios de amparo muy significativos,
porque muestran el comportamiento tradicionalista y poco adecuado a
las modernidades jurídicas de las garantías individuales de los pueblos y
comunidades ubicados al pie de la sierra, de los bosques o en regiones
cercanas al Distrito Federal. Los pueblos de San Pedro Totoltepec,
Ameyalco, Atlapulco, Almaya y Coaxusco, buscaron, a través de las socie-
dades agrícolas o la asociación de vecinos, justificar que eran o bien pro-
pietarios individuales unidos en sociedad, o en comunidad, y que como no
se les habían repartido tierras en 1882, no debería ser molestada aquélla
que tenían en conflicto con sus vecinos. Casos desesperados en los que estos
pueblos no tenían títulos legítimos de montes y tierras que tradicional-
mente habían usufructuado. No deja de ser paradójico la aplicación de
estrategias judiciales relativas a la desamortización, para resguardar anti-
guos derechos corporativos en zonas forestales.
En los tres casos que Camacho analiza, el amparo no procedió porque
los pueblos solicitaron la protección de derechos en los que no se violaban
sus garantías individuales, lo que reafirma la idea de que la construcción
de la nueva cultura jurídica no fue fácil, menos aun para sujetos con una
antigua tradición corporativa, quienes no terminaron de erigirse como
individuos jurídicos en el contexto liberal.
La diversidad de las propuestas planteadas en este libro señalan que la
oscura historia de la desamortización necesita reformularse para pueblos
y comunidades, no sólo en su carácter de combativos, sino como hábiles
luchadores de sus derechos jurídicos. Y más allá de la carga negativa que la
historiografía ha asignado a la Ley Lerdo, nos preguntamos ¿si la aplica-
ción de dicha ley en realidad creó en el centro de México el gran despojo de
propiedad indígena y campesina?, o si, por el contrario, ¿las corporacio-
nes tuvieron la capacidad de adaptarse y refuncionalizarse ante las nuevas
circunstancias que el liberalismo les impuso, y poder con ello aprovechar-
las y conservar sus antiguas propiedades colectivas.
En los tres trabajos dedicados a la desamortización, se aprecia la com-
pleja relación entre la jurisdicción municipal y la propiedad corporativa
civil. Los pueblos siempre estuvieron en busca de estrategias que les permi-
tieran conservar sus derechos y propiedades históricas, para lo cual fueron
capaces de refuncionalizar sus viejas instituciones, ya fuese como nuevas
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municipalidades, o como un conjunto de vecinos que gozarían de propie-
dades mancomunadas, o bien como sociedades agrícolas para la explota-
ción de antiguos terrenos de común repartimiento.
Estas investigaciones superan el aspecto negativo de la desamortiza-
ción y aportan nuevas respuestas a las preguntas planteadas por la histo-
riografía revisionista, acerca de cómo, cuándo, dónde y por qué hubo
procesos de privatización de tierras, algunos beneficiosos, otros perjudi-
ciales para los pueblos; complejas historias en las que unos ganan y otros
pierden, otros más se mantienen pasivos y los restantes establecen estrate-
gias muy activas.
En cuanto a las fuentes primarias de esta obra, cabe señalar que los
cinco capítulos se basan, fundamentalmente, en los documentos resguar-
dados en el Archivo Histórico de la Casa de la Cultura Jurídica “José María
Lozano”, en Toluca, dependiente de la SCJN. Aquí se han conservado los
testimonios documentales más antiguos referentes a los primeros juicios
de amparo tramitados en el Primer Juzgado de Distrito del Estado de Méxi-
co, hacia la segunda mitad del siglo XIX. Todos los autores que participan en
esta obra, académicos de la UAEM, son también colaboradores activos en la
elaboración de un instrumento electrónico de consulta de los expedientes
históricos de esta Casa de la Cultura Jurídica. No obstante, cada uno tuvo
plena libertad para hacer uso de otros repositorios de información, entre
los que destacan el Archivo General de la Nación, el Archivo del Poder
Judicial del Estado de México, el Archivo Histórico de Notarías del Estado
de México, el Archivo Histórico Municipal de Lerma y el Archivo Munici-
pal de Texcoco.
Con las cinco historias que presenta este libro, esperamos contribuir a
la construcción de una historia global y compleja del juicio de amparo en
el contexto tradicionalista del Estado de México; historia que no sólo de-
pendió del sistema legal, sino que buscó encontrar las líneas de coinciden-
cia entre lo político, lo social, lo económico, lo cultural y, claro está, lo
jurídico, para explicar los procesos de aceptación o transformación de las
nuevas reglas del liberalismo decimonónico. No creemos que la historia se
componga fundamentalmente de luchas entre personajes buenos contra
malos, porque el comportamiento humano, afortunadamente, es muy
complejo y lleno de contradicciones; y más aún en contextos sociales tan
críticos e inestables, como el siglo XIX. Pero tampoco quisimos contar una
historia apologética que no descubra las contradicciones, las fallas y diver-
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sos modos de sentir y pensar de la época y de la nueva cultura de las garan-
tías individuales.
En las historias aquí narradas, todos los actores sociales implicados tu-
vieron distintos procesos de aprendizaje: los pueblos, a saberse presentar
como conjunto de individuos; los ladrones, a mostrarse como plagiarios,
pero nunca como salteadores; los tumultuosos, a decir que protestaron en
defensa de sus creencias, mas no en contra del sistema; el trabajador o jorna-
lero, a demostrarse como víctima del autoritarismo de hacendados y presi-
dentes municipales. Aunque también los personajes judiciales tuvieron
importantes enseñanzas, pues los jueces y promotores fiscales aprendieron a
cuidarse de la intromisión de las esferas de autoridad y de ser fácilmente
vencidos en las argumentaciones jurídicas por parte de hábiles abogados,
quienes con gran preparación y sagacidad pudieron, a veces, ganar o sor-
prender sus voluntades. Lo mismo pasa con los ministros de la SCJN, quienes
aprendieron a irse imponiendo no sólo a la rebeldía de poderes locales,
como el de los jefes políticos, en la búsqueda de lograr las anheladas ejecucio-
nes de las sentencias, sino también a vencer las posibles autonomías de los
jueces de Distrito.
Cabe señalar que, como sistema, la justicia federal jamás negó la apertu-
ra o sentencia de un juicio de los quejosos por motivos raciales. No cabe
duda que para los tribunales federales era más peligroso un tumultuario
mestizo que un indígena reclamando derechos de propiedad. Sin embargo,
sí se advierten diferencias de trato cuando, ante los mismos delitos, por ejem-
plo, el tumulto de Lerma, en comparación con el de Zinacantepec, los jueces
federales fueron más rigurosos e implacables contra los indígenas de este
último municipio, que contra los blancos de aquél, cuyos delitos de homici-
dio y desacato a la autoridad federal quedaron impunes. Esto, nos conduce
de nuevo a la discusión de que la administración de justicia decimonónica
primero fue valorativa; luego, argumentativa. Los jueces y ministros eran
hombres de su época que actuaron bajo los valores predominantes del
momento.
Estamos conscientes de que estas investigaciones son sólo casos inicia-
les, no concluyentes ni definitivos, pero sí muy reveladores de una historia
que nos muestra una SCJN humana y compleja, con fallas y aciertos, en
construcción de un sistema centralizado de administración de la Justicia
Federal. A veces, jueces, magistrados y ministros actuaron de muy buena
fe, apegados a derecho y a un rígido formalismo jurídico. En otros casos,
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nos percatamos de que actuaron de manera condicionada por la situación
política de su momento; y, en otros más, observamos comportamientos
muy parciales, incluso tendenciosos. Podríamos decir que la mayoría de
estos comportamientos fueron a título individual, pero cuando el actuar
valorativo de un personaje fue avalado por otras instancias, estamos segu-
ros de que se trató de un proceder más amplio y general, incluso hasta
institucional. Todo ello nos permite tener una nueva óptica más rica y
compleja de la historia jurídica que vivió nuestro país, en particular en el
Estado de México, hacia la segunda mitad del siglo XIX.
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La historia de la pena de muerte en México ofrece una gran variedad deposibles enfoques y perspectivas de análisis, con diversas conceptuali-zaciones y prácticas sociales, acordes con los diversos conceptos de
justicia, la multiplicidad de las leyes penales y los contextos de cada época. A
pesar de que México goza de una larga tradición abolicionista contra la
pena de muerte, no se ha terminado de explicar por qué en la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos seguía contemplada hasta el 17 de
marzo de 2005, cuando el Senado de la República aprobó una reforma cons-
titucional para eliminarla de la Carta Magna. Para construir dicha expli-
cación, hacen falta estudios históricos y regionales que analicen los dis-
tintos contextos espaciales y temporales en los que se aplicó la pena de
muerte. Por tal motivo, este capítulo busca analizar las circunstancias
particulares de la práctica judicial y social de la pena de muerte en uno de
los estados más importante y ricos del país: el Estado de México.
A lo largo de su historia contemporánea, el Estado de México fue uno de
los pocos estados que mantuvo la pena de muerte en su Código Penal, hasta
fechas muy cercanas, pues se suprimió en 1961.1 Asimismo, recientemente, a
1 El primer estado en abolirla en su Código Penal fue Michoacán, en 1924, posteriormente, el
Código Penal Federal de 1929; Querétaro en 1931; Jalisco en 1933; Zacatecas en 1936; Chihuahua en
1937; Chiapas y Yucatán en 1938; Sinaloa en 1939; Coahuila en 1941; Campeche y Puebla en 1943;
Durango en 1944; Veracruz en 1945; Aguascalientes en 1946; Guerrero en 1953; Colima, Guanajuato
y Nayarit en 1955; Tamaulipas en 1956; Tlaxcala en 1957; Tabasco en 1961; Morelos, Nuevo León,
Hidalgo, Oaxaca, San Luis Potosí y Sonora en 1975. Véase Islas, La pena, pp. 10-11.
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través de una consulta, la población mexiquense estuvo a favor de conside-
rar la pena de muerte como solución al problema de la criminalidad. Di-
cha consulta se realizó en el proceso electoral de 2003, cuando algunos
candidatos a legisladores de la alianza entre el Partido Revolucionario
Institucional y el Partido Verde Ecologista de México llevaron a cabo, el 16
de febrero de ese mismo año, una consulta vía telefónica, por la Internet o
mediante urnas, sobre la conveniencia o no de instaurar la pena de muerte
para crímenes graves, como homicidio, secuestros, robo de niños o asalto con
violencia en el Estado de México. Los resultados fueron que el 85.4 por ciento
de casi 800 000 opiniones emitidas (el 10 por ciento del padrón electoral
mexiquense) se pronunció a favor de imponer la pena de muerte.2
Este resultado muestra que la pena de muerte, además de ser un tema
polémico, sigue vigente en el sentir de la sociedad como una solución
inmediata a los problemas de seguridad pública. Sin embargo, sólo los
estudios históricos explican los complejos procesos sociales vinculados a
la muerte y sus particularidades específicas en la entidad mexiquense.
Lamentablemente, la historia de la pena de muerte en la entidad perma-
nece en la oscuridad y casi en el absoluto desconocimiento. Sólo se saben
algunos fragmentos, como las opiniones en contra de grandes hombres
de leyes, como Prisciliano Díaz González en el siglo XIX. Pero más allá de
los detalles, se requiere un análisis comparativo de los distintos momen-
tos históricos, descifrar los valores de cada época y conocer sus prácticas
judiciales particulares. En la presente investigación, se ha decidido reali-
zar una revisión de la práctica judicial de la pena de muerte en el Estado
de México en los procesos judiciales que llegaron al Primer Juzgado de
Distrito del Estado en Toluca, mediante los juicios de amparo de la se-
gunda mitad del siglo XIX, resguardados en el Fondo Estado de México de
la Casa de la Cultura Jurídica “Ministro José María Lozano”, en Toluca.
En este capítulo se tocan dos temas fundamentales: la práctica política
y social de la pena de muerte en México, así como las contradicciones de un
país abolicionista en los discursos políticos, pero que aplicaba la pena de
muerte en la práctica judicial como un recurso aparentemente incómodo,
efímero y que “pronto” iba a ser superado, según el artículo 23 de la Cons-
titución Federal de 1857; cuando, en realidad, fue un arma sumamente útil
2 En <http://vimahevi.gleon.com/penademuerte.html>, 31 de marzo de 2005; Díaz Aranda,
Contra la pena, p. 3.
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tanto de lucha política y social, como de legitimación del poder. El segundo
tema es la práctica judicial del amparo en el Estado de México y las discor-
dias y confusiones que generó entre los poderes centrales y estatales, así como
la lucha entre las autoridades políticas y judiciales, y la gran diferencia que
significó aplicar el amparo contra la pena de muerte en tiempos de relativa
paz que en momentos de sediciones y tumultos.
EL PENSAMIENTO POLÍTICO DEL SIGLO XIX Y LA PENA DE MUERTE
Desde un enfoque más amplio, podemos considerar la pena de muerte
como un elemento constitutivo de toda la historia de México, desde el
mundo prehispánico hasta el 2005 la pena de muerte estuvo vigente; sin
embargo, las razones de su vigencia cambiaron a lo largo del tiempo. Des-
de finales del XVIII y durante todo el XIX, el desarrollo del liberalismo en
nuestro país llevó a la construcción de una nueva estructura política y
social, además de modificar los procedimientos judiciales y con ello redefinir
la utilidad social y política de la pena de muerte.
El liberalismo, entendido como la formación de complejos sistemas
político-jurídicos centrados en el individualismo, las libertades y la cultura
de los derechos humanos, con sustento jurídico en las garantías constitucio-
nales, implicó también una reformulación del uso político y represor de la
pena de muerte.3 Por primera vez en nuestra historia, dicho castigo tuvo una
doble cara: por un lado, una pesada herencia del pasado que rememoraba
prácticas obsoletas y, por otro, un mal necesario que la joven nación debía
conservar, mientras no llegase a su madurez democrática.
Asimismo, la pena de muerte cobró un papel importante en el debate
judicial, primero novohispano (desde finales del XVIII) y luego mexicano
(durante prácticamente todo el siglo XIX), las razones tienen que ver con la
necesidad de pacificar al país, que se hallaba inmerso en innumerables
asonadas, levantamientos y guerras, pero también con la necesidad de
impulsar el desarrollo capitalista. No bastaba acabar con las revueltas
3 Antonio Annino establece las complejidades del término liberalismo, su vaguedad y la
carencia de una teoría coherente como para definir una cronología o privilegiar la actuación de
un grupo político. Annino, “Nuevas perspectivas...”, 1995. Excelentes artículos sobre las distintas
etapas de los liberalismos mexicanos son los de Knight, “El liberalismo mexicano...”, 1984, y Hale,
“Fundación de la modernidad mexicana”, 1992.
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intestinas, hacía falta construir una amplia infraestructura de caminos
que estimulara las inversiones y el desarrollo económico del país. Por lo
que la existencia de levantamientos militares, pronunciamientos, asona-
das, insurrecciones, tumultos, sediciones, bandolerismo, plagiarios y sal-
teadores de caminos se volvieron problemáticas de primer orden que
necesitaban resolverse. La protección a la propiedad y al desarrollo co-
mercial se convirtió en una de las obligaciones fundamentales del Estado
liberal y, como señala Michel Foucault, un nuevo sistema de distribución
social y espacial de la riqueza requirió el uso de viejos controles sociales de
la monarquía absolutista.4
Durante el siglo XIX, la pena de muerte fue asunto de dos realidades: la
amplia difusión de las teorías prevencionistas y de derechos humanos entre
la población culta del país, que señalaban que el progreso de la razón públi-
ca, la “dulcificación de las costumbres” y el desarrollo de la reforma peni-
tenciaria, estaban en contra de la violación al derecho fundamental a la
vida y que se deberían de buscar mecanismos formales de control social;
así como, la práctica judicial de la época con la que, una y otra vez, apare-
cía como necesaria la imposición de la pena de muerte.
La confusa existencia decimonónica de la pena de muerte se complicó
aún más al llegar la segunda mitad del siglo, cuando se “intentó” justificar-
la en la inexistencia de un sistema carcelario en nuestro país. Desde enton-
ces, la pena capital no sería ya una venganza, sino sólo una medida provi-
sional, mientras se creaba un sistema penitenciario efectivo que realmente
terminaría con todos los malhechores.5 Aun cuando no se explicó en qué
consistiría dicho sistema carcelario, ni cómo actuaría para impedir la
maldad, todos aceptaron que sería la solución perfecta.
Por lo que las preguntas fundamentales que surgen son, ¿por qué la
abolición de la pena de muerte a lo largo del XIX sólo fue una esperanza
imposible de aplicar a la realidad social del país? ¿Cuáles fueron los funda-
mentos de las creencias que la hicieron aparecer como necesaria? Y si su
existencia nunca fue efectiva para evitar los levantamientos y los salteadores,
pues éstos ocurrieron a lo largo de todo el siglo. ¿Por qué se siguió creyen-
4 Foucault, La verdad y las formas jurídicas, p. 13.
5 “Artículo 13 del Segundo Proyecto de Constitución Política de 1842”; José María Lafragua,
“Proyecto de Ley de Garantías presentado al Congreso Constituyente”, 5 de abril de 1847; “Estatuto
Orgánico Provisional de la República Mexicana”, 15 de mayo de 1856, Dublán y Lozano, Legislación
mexicana, p. 2.
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do lo contrario? A pesar de la enorme inestabilidad existente, y de que la
amenaza de la pena capital no sirvió para nada, muchos de los discursos
emitidos hicieron creer que sin la existencia de la pena máxima, la patria
corría un grave peligro.
Jaime del Arenal plantea la interesante hipótesis de que, como estaba
prohibida la muerte para los acusados de delitos políticos en el porfiriato,
el delito de asalto en los caminos sirvió de pretexto a las autoridades para
perseguir y exterminar al enemigo político, debido a que la oposición to-
maba las armas y se organizaba en banda o en gavilla, o bien realizaba una
guerra de guerrillas:
En lo futuro, será inconcebible que alguien se oponga políticamente y por la
vía de las armas a la pax republicana, pronto transformada en pax porfiriana,
y si a alguno se le condenó a muerte no lo fue por su posición política, sino
por su carácter de salteador de caminos. Todo movimiento insurreccional
será duramente reprimido por la vía judicial y si ésta fallaba, ahí estaba el
recurso expedito de la ley fuga; dos vías que en definitiva lograron asegurar
aquella paz, a costa de la vida del inconforme.6
La idea de considerar a la pena de muerte como una estrategia política de
ajuste de cuentas fue originalmente elaborada por Blas José Gutiérrez, quien
en su obra Nuevo Código de la Reforma, publicada originalmente de 1868 a
1870, señalaba que intencionadamente no se había hecho nada por estable-
cer un régimen penitenciario, pues eso habría imposibilitado exterminar a
los pronunciados, quienes, por cierto, no eran los enemigos de la patria sino
de los gobernantes de la época,7 lo que en palabras de Foucault sería una
forma oculta de apropiación y legitimación del poder.8
Sin embargo, si retomamos dicha hipótesis desde un enfoque más am-
plio, que permita explicar la práctica penal a lo largo del siglo XIX, la pena
de muerte no solamente era una manera de acabar con los enemigos polí-
ticos, pues también se aplicó sobre muchos individuos que políticamente
no eran peligrosos, sino que, junto con el proyecto carcelario, se convirtie-
ron en el punto de enlace entre el pasado y la modernidad: mientras el país
no terminase de ser “civilizado”, dicha pena subsistiría. Símbolo de que aún
6 Arenal, “La Corte”, p. 1166.
7 Gutiérrez, Nuevo Código, p. 1168.
8 Foucault, La verdad y las formas jurídicas, p. 33.
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la nación estaba inmersa en retrasos y violencia, al tiempo que representa-
ba la manifestación de poder que tenían el presidente, el gobernador, las
legislaturas o, incluso, los jefes políticos. Es decir, en un país donde había
rebeldía a las autoridades políticas, la mejor manera de demostrar la supe-
rioridad era imponiendo el castigo máximo, ejemplar, de tal modo que
legitimaba la autoridad de unos cuantos. Pero, al mismo tiempo, la pena
capital se convirtió en el sostén de una utopía: cuando llegase a existir un
régimen carcelario efectivo, que terminase con los bandidos, y todos los
mexicanos sean ciudadanos benéficos, habrá finalizado la utilidad judicial
de la pena de muerte y México se codeará entre las naciones más civilizadas
del planeta.
¿Por qué esta dualidad de la pena de muerte? Una posible respuesta se
vincula con los distintos caminos entre la teoría y la práctica judicial, lo
que Foucault llama la “oposición entre la reforma de la racionalidad lega-
lista ilustrada y la reorganización del represor sistema penitenciario del
siglo XIX”.9 Mientras se buscaba imponer una supuesta teoría liberal racio-
nal y justa a nivel constitucional, los legisladores, juristas y abogados se-
guían siendo hombres de una época caracterizada por el autoritarismo y
la represión, heredada del sistema monárquico absolutista, que se acentuó
con los procesos de militarización y represión policiaca del siglo XIX, en el
que la pena de muerte se veía como un escudo contra el mal, era la medici-
na de un cáncer que debía erradicacarse: la inestabilidad social. A tal gra-
do que el proyecto carcelario y la pena de muerte se convirtieron en dos
elementos fundamentales de la “sociedad disciplinaria” del siglo XIX.10
Esta compleja historia de la pena de muerte permite explicar aparentes
contradicciones; mientras se difundió la racionalidad legalista de los gran-
des ilustrados que abogaban por el respeto irrestricto a la garantía a la
vida, una y otra vez se aplicó la mayor de las violaciones a los derechos
humanos: la muerte. Al tiempo que se buscó proteger la vida y los dere-
chos del individuo, se promulgaron leyes y artículos que la cegaban y los
violaban. Por ejemplo, María José Rhi Sausi Garavito señala cómo el mis-
mo día que se aprobó la Ley de Amparo del 17 de enero de 1869, se discutió
en lo general uno de los proyectos de ley sobre plagarios y su castigo por
medio de la pena capital.11
9 Foucault, “Quinta Conferencia”, en La verdad y las formas jurídicas.
10 Ibid.
11 Rhi Sausi, “Las primeras”, p. 129.
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Una de las fuentes fundamentales de la argumentación política en con-
tra de la pena de muerte fueron los principios de la teoría prevencionista y
de la política penal ilustrada y humanitaria de Cesare Beccaria, quien en
1764 publicó el libro fundamental De los delitos y de las penas, en el que
condenaba como injustas las teorías punitivas absolutas basadas en el do-
lor humano, como los tormentos, las penas crueles e inhumanas y la pena
de muerte. El mayor de los delitos es el que destruye a la sociedad y los
atentados contra la seguridad y libertad de los individuos, y la pena de
muerte es la guerra del Estado contra un ciudadano. Beccaria establecía
que el fin de la pena no era atormentar, sino atender la prevención general
y la utilidad de todos.12 Asimismo, consideraba la pena de muerte como
inútil e innecesaria, pues la certidumbre de un castigo moderado siempre
causa mayor impresión para amedrentar los ánimos de los hombres.
Sin embargo, Beccaria aceptaba la pena de muerte por dos motivos:
cuando un individuo, aun privado de su libertad, siga siendo potencial-
mente peligroso para el gobierno y, entonces, la nación se vea amenazada
de perder su libertad. Y el segundo, en tiempos de anarquía, cuando los
desórdenes ocupan el lugar de las leyes y la muerte de uno sea el único freno
para disuadir a otros de cometer delitos. La propuesta de este ilustrado
esboza esa idea fundamental del siglo XIX, en la que el encierro prolongado
y el servicio obligado será el freno más fuerte contra el delincuente. Por lo
que concluye al proponer la esclavitud perpetua en reemplazo de la pena
de muerte,13 lo que los juristas mexicanos del XIX interpretaron como la
creación de un sistema carcelario.
Una característica importante de los pensadores mexicanos de este últi-
mo siglo que discutieron sobre la pena de muerte fue su eclecticismo, pues
al tiempo que utilizaban argumentos ilustrados y liberales también em-
pleaban elementos católicos. Tal fue el caso de Ignacio Vallarta, el gran
jurista del siglo XIX, quien en 1853 escribió un breve “Ensayo sobre la justi-
cia de la pena de muerte”, el cual refleja las ideas del joven abogado de
23 años, lleno de esperanza por la regeneración nacional, según los princi-
pios del interés individual, la responsabilidad personal y la libertad. El fin
era realizar el cristianismo por medio de los postulados liberales, a través
de una explicación científica. Vallarta debate con el derecho de castigar y se
12 Beccaria, De los delitos, p. 77.
13 Ibid., p. 80.
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pregunta “¿Es justa la pena de muerte? Esta cuestión se resuelve en estas otras:
¿es necesaria esta pena?, ¿es útil a la sociedad?, ¿qué nos dice de ésta la histo-
ria?, ¿cuál es el valor de las tradiciones de los pueblos sobre este punto?, ¿qué
resuelve la ciencia?”14 A nivel histórico, la pena de muerte sólo ha servido
para justificar la guerra y la venganza, cuando la fuerza hacía las veces de la
justicia. Al llegar la Ilustración, en el siglo XVIII, se realizó la paz y fraternidad
que la religión había prometido en el pasado,15 pero será en el XIX cuando
suceda el matrimonio entre la religión, la ciencia y la filosofía, lo que permi-
tirá que la humanidad sea feliz. Inspirado en Beccaria y Victor Hugo, Vallarta
se declaró encendido abolicionista de la pena de muerte, porque no satisfa-
cía los requisitos de la ley penal, justicia y utilidad:16
La pena de muerte es injusta, es cruel y bárbara, está reprobada por la razón,
por la ciencia, por la humanidad, por la civilización moderna; es contraria al
espíritu de la legislación criminal actual, y no se puede armonizar con el más
bello porvenir del mundo, porvenir preparado por la religión y por la ciencia;
en una palabra, la sociedad no tiene derecho de dar la muerte.17
Entonces, la pena de muerte es ya innecesaria, pues hay mejores y más
efectivos castigos; además del desarrollo de los medios de comunicación,
la vigilancia policiaca y la distribución de la fuerza pública que hacen res-
petar las leyes; y si alguno las infringe, la prisión devolverá la tranquilidad
pública. Por lo que el siguiente paso es que los filósofos deben dejar que los
legisladores reformen las leyes. Propone que la pena con prisión sustituya
a la de muerte y, al igual que Beccaria, Vallarta señala que los castigos que
una prisión perpetua hacen sufrir, son mucho más graves y efectivos que
los que produce la muerte.
La parte culminante del ensayo de Vallarta es cuando indica que la única
revolución que acaba con la injusticia de la pena de muerte es la aparición de
la legislación penal, pues ya no se trata de aplicar penas corporales como la
mutilación y los tormentos, sino más elevadas en la “región del espíritu”, por
ejemplo, la pérdida del honor del hombre, la suspensión de sus derechos
políticos, la privación de su libertad personal y otros castigos semejantes.
14 Vallarta, “Ensayo”, p. 15.
15 Ibid., p. 27.
16 Ibid., p. XXVIII.
17 Ibid., p. 41.
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Esto es —según Vallarta— lo que marca la diferencia entre el derecho
penal antiguo y la legislación penal moderna.18
Al pasar de los años y tras la promulgación de la Constitución de
1857, la pena de muerte —según el artículo 23— quedó en el indefinido
papel de que estaría vigente mientras el poder administrativo no estable-
ciera un régimen penitenciario “a la mayor brevedad posible”. Esta des-
concertante definición constitucional de la pena capital sólo provocó
que crecieran los debates y las confusiones. Veinticinco años después, en
la propia SCJN hubo una discusión en torno a que ya habían pasado mu-
chos años de la promulgación de la Constitución y el breve plazo que
señalaba el artículo 23 para establecer el régimen penitenciario había
fenecido; por lo tanto, debía considerarse abolida la pena de muerte. Sin
embargo, el mismo Vallarta, presidente del Máximo Tribunal, rechazó
tal propuesta, pues era contraria a lo marcado por la Carta Magna,
además de que aún no se terminaba de establecer el régimen penitencia-
rio en toda la República. Vallarta concluía que no correspondía a la
Corte fundar penitenciarías en toda la República ni abolir la pena de
muerte sino que son atribuciones que corresponden a cada Estado de la
Federación.19 El problema es que precisamente la SCJN se dedicó a señalar
como inconstitucionales todos los decretos que las legislaturas locales
emitían en torno a la pena de muerte; además de que nunca se definió
qué significaba un régimen penitenciario: si establecer cárceles en todos
los estados, si reglamentar el sistema o si decretar la prisión perpetua.
Como se aprecia, lejos quedaron las posturas totalmente abolicionistas
que Vallarta esgrimió en su juventud, pues terminó por aceptar la muerte
como un mal necesario. Buscó acostumbrar a las autoridades administrati-
vas y judiciales a una más estrecha regulación de su práctica, limitando su
aplicación a los casos estrictamente necesarios y conforme lo señalaba
la Constitución Federal de 1857.20 Su función consistió no en acabar
con la pena de muerte, sino en regularizar y corregir su uso y acabar con las
interpretaciones equívocas y aplicaciones arbitrarias por parte de autorida-
des judiciales inferiores y, sobre todo, de autoridades políticas y militares,
quienes durante todo el siglo y al amparo del desorden social que se vivió,
18 Ibid., p. 39.
19 Arenal, “La Corte”, pp. 1179-1180.
20 Ibid., p. 1163.
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habían abusado de su aplicación pretendidamente avalados en una serie de
decretos y leyes de dudosa legitimidad.21
La lógica del discurso de los administradores de justicia fue que si no se
podía suprimir la pena capital, había, cuando menos, que limitar el núme-
ro de casos en que se aplicara, y siempre apegada a la leyes, a lo que los
abogados llaman “hacer una correcta y precisa interpretación del artículo
23 constitucional”.22 Sin importar si estuvieran en pro o en contra de la
pena de muerte, lo que se debía hacer era “respetar, guardar y hacer guar-
dar la Constitución”,23 como lo señala la siguiente cita del Ministro Jesús
M. Vázquez Palacios, quien, a pesar de ser opositor de la pena capital, llegó
a dictar sentencias condenatorias en 1882:
En este amparo —comenzó diciendo— como en todos lo que tienen contacto
con la vida del hombre, mi posición es verdaderamente difícil, porque luchan
dentro de mí las ideas que nacen de sentimientos humanitarios y los que impo-
nen el cumplimiento del deber… Si alguna vez debiera votarse para elegir una
escuela, yo, sin vacilar, casi sin pensarlo, votaría por la escuela que profesa los
principios que acabo de indicar, pero tal voto lo daría en un club, en un congre-
so de auxilios mutuos o en un congreso legislador, porque en estos lugares, se
exponen y discuten las teorías y se puede ser innovador; y no votaría del mismo
modo en un tribunal porque en el tribunal no se discute teoría; allí se discute la
tesis y aquí está aceptada la tesis, allí se legisla, aquí se juzga… allí se puede
pertenecer a cierta escuela, aquí sólo puede observarse la ley.24
Cuesta trabajo aceptar este argumento legalista, pues resulta que lo fun-
damental no es el supuesto respeto a la vida, sino la exacta aplicación de la
ley. Cuando, en realidad —y como se demostrará a lo largo de este capítu-
lo—, el problema histórico estuvo en determinar qué autoridad tenía el
derecho de segar la vida y cuándo, pues si había un momento de “excep-
ción”, entonces la exacta aplicación de la ley se dejaba de lado en aras del
“bien público”. Y, claro está, una autoridad menor o local no podía matar,
21 Ibid., p. 1165.
22 Ibid., p. 1170.
23 Ibid., p. 1178.
24 Publicada en El Semanario Judicial de la Federación, segunda época, II, 303, citada en Arenal,
“La Corte”., p. 1178.
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mientras que un tribunal federal sí tenía la suficiente legitimidad para
hacerlo, aun si aplicaban leyes inconstitucionales, como la de 1873.25
Al parecer, durante el siglo XIX hubo muy pocos pensadores en México
que estuviesen en favor de la pena de muerte (retencionista). Tal fue el caso
de Alberto Lombardo, quien publicó en El Foro, en 1877, un artículo que
condenaba el sentimentalismo de Beccaria y las abstracciones del derecho
natural al buscar preservar la vida humana; en oposición, Lombardo se-
ñalaba que la pena de muerte forma parte de las naciones civilizadas, y
deberá existir mientras subsistan las malas pasiones del género humano al
ser la única garantía para tener seguridad.26 Aunque, en general, los defen-
sores de la pena de muerte hablaban de que era un mal necesario, pero
transitorio. No lo consideraban como un acto de justicia que se suponía
debía castigar al delincuente con un mal equivalente al daño que causó; es
decir, la tradicional ley del talión, de “ojo por ojo y diente por diente”, no
tenía aceptación en el pensamiento político de la época; más bien se le veía
como el único remedio para evitar la descomposición social.
En 1868, Prisciliano Díaz González consideraba que aplicar la pena de
muerte porque no existían cárceles eficientes que evitaran la fuga de los reos
era un alegato de miedo.27 Y mientras se omite la cadena perpetua, porque se
opone a la libertad, se asesina en nombre del derecho natural. En esta lógica
del miedo y del poder, y junto con Díaz González, plantearíamos la si-
guiente pregunta: ¿cuándo sería el tiempo adecuado para abolir la pena de
muerte? Pues, nunca, ya que nuestro país en el siglo XIX ni el XX, tampoco en
el XXI, ha logrado establecer un sistema penitenciario eficiente.
HISTORIA JURÍDICA DE LA PENA DE MUERTE EN MÉXICO
A nivel jurídico, la historia de la pena de muerte también muestra las
contradicciones ya señaladas: rechazarla, pero aceptarla como un mal
necesario. A medida que avanzó el siglo, se fueron reduciendo los delitos
por los cuales se aplicaba la pena de muerte.
25 Para una revisión de todas las leyes emitidas en torno a la pena de muerte, véase el Anexo
II de este capítulo.
26 Alberto Lombardo, “La pena de muerte”, El Foro, 21 de septiembre de 1877, en Arenal, “La
Corte”, p. 1169.
27 Díaz, Informe pronunciad, p. 25.
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Durante las primeras décadas del siglo se mantuvo un amplio espectro de
delitos contra los cuales se empleaba, tal es el caso del Código Penal del
Estado de Veracruz de 1835, el cual establecía la imposición de dicha pena
sobre agresiones a políticos; el que ayudase a otro a suicidarse; el homicida
con alevosía; el homicidio cometido por motivo de robo o riña; el parricida,
entendido como el que mata con premeditación a sus ascendientes o des-
cendientes por consanguinidad o afinidad; la mujer que mata a su esposo
o el marido que mata a su mujer; a no ser en acto de propia defensa o en un
momento de ira ocasionado por los celos y capaz de perturbar la razón; el
incendiario; el violador de una niña mayor de siete años que le ocasionare
alguna enfermedad o la muerte; además, claro está, los delitos políticos.28
En el Congreso Constituyente de 1842, al discutirse el párrafo 22 del
artículo 13 del proyecto de Constitución, el diputado Melchor Ocampo se
opuso a la pena de muerte y señaló que iba en contra de toda razón, aun-
que era un mal necesario y transitorio en lo que las nuevas generaciones
desechan el pasado.29
Más adelante, durante el Congreso Constituyente de 1856, Vallarta,
temeroso de la vaguedad de la afirmación de que la pena de muerte existi-
ría mientras no se implantara un régimen penitenciario, propuso, sin éxi-
to, que se concediera un máximo de cinco años para establecerlo. Mientras
algunos diputados, como Guillermo Prieto, argumentaban que la pena de
muerte era una violación del derecho natural; Arriaga y Mata insistían en
que era necesaria, mientras no hubiese penitenciarías adecuadas con qué
sustituirla. El argumento era matar al hombre al que no había dónde en-
cerrarlo, ante el que el sistema era impotente para moralizarlo. Se trataba
de borrar las manchas sociales. Uno de los más firmes oponentes de la pe-
na de muerte fue Francisco Zarco, quien decía sustentarse en argumentos
filosóficos, humanistas y cristianos, señalaba que era un método ineficaz y
estéril, además de constituir un
verdadero asesinato que la sociedad comete en uno de sus individuos sin tener
para ello el menor derecho... la venganza no debe entrar jamás en las institucio-
nes sociales, la justicia debe tener por objeto la reparación del mal causado y la
corrección y mejora del delincuente y nada de eso se logra con ofrecer al pueblo
28 Islas, La pena, pp. 5-6.
29 Arenal, “La Corte“, p. 1163.
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espectáculos de sangre que sirven sólo para desmoralizarlo... No se puede
dejar a la discreción del gobierno ni a la lentitud de las autoridades subalter-
nas una cosa tan preciosa y tan sagrada como la vida del hombre.30
En ese mismo Congreso, Ignacio Ramírez señaló como algo absurdo per-
mitir la pena de muerte mientras no hubiera buenas cárceles; ya que lo
único logrado era añadir un crimen a otro y arrojar un cadáver sobre otro
cadáver.
Zarco señaló que, aunque en el Congreso Constituyente no hubo una
sola voz que se levantara en defensa de la pena de muerte, la situación social
del país y su realidad política fueron determinantes para mantener su exis-
tencia.31 Finalmente, en la sesión del 20 de enero de 1857 se aprobó el artículo
23 que establecía:
para la abolición de la pena de muerte, queda a cargo del poder administra-
tivo establecer, a la mayor brevedad, el régimen penitenciario. Entre tanto,
queda abolida para los delitos políticos, y no podrá extenderse a otros casos
más que al traidor a la patria en guerra extranjera, al salteador de caminos, al
incendiario, al parricida, al homicida con alevosía, premeditación o ventaja, a
los delitos graves del orden militar y a los de piratería que define la ley.32
Mientras el artículo 23 establecía provisionalmente la pena de muerte, el
29 señalaba, contradictoriamente con el primero, que se prohibía la suspen-
sión de las garantías que asegurasen la vida del hombre. Este artículo se ceñía
al espíritu liberal de la época, cuando los derechos del hombre no debían ser
sometidos a los de la sociedad, pues ésta era para el hombre y no el hombre
para la sociedad —tal y como lo señaló Mata durante el Constituyente—.33
La contradicción se hallaba en que, mientras el espíritu general de la Consti-
tución de 1857 fue reivindicar los derechos del hombre, ésta impuso el cadal-
so, ignorando las garantías individuales. Por tal motivo, juristas de la talla
de Prisciliano Díaz González señalaban:
30 Islas, La pena, pp. 4.
31 Arenal, “La Corte”, p. 1166.
32 Islas, La pena, p. 5.
33 Díaz, Informe pronunciado, 15.
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Demos ahora una mirada retrospectiva a la legislación de los que se llaman
déspotas y a las doctrinas de los jurisconsultos del tiempo de la Inquisición, y
nos asombraremos de que en nuestros tiempos de libertad y de progreso, se
prodigue tanta muerte.34
Más adelante, Benito Juárez (en enero de 1862) y Maximiliano de Habs-
burgo (en octubre de 1865) promulgaron decretos en los que la pena de
muerte aparecía como una impostergable necesidad.35
Durante la Comisión Redactora del Código Penal Federal de 1871,
encabezada por Antonio Martínez de Castro, se señalaba que, aunque la
pena de muerte era ilegítima e injusta, no se podía abolir, ya que se com-
prometería altamente la seguridad pública y privada, debido a que se
carecía de un sistema penitenciario capaz de alcanzar los dos grandes
fines de las penas: el ejemplo y la corrección moral.36 Según los penalistas
de la época, lo único que se podía hacer era reducir gradualmente el
número de casos en que se aplicaba. Los artículos 248 a 251 establecieron
que las ejecuciones ya no se realizarían en público, sino en lugares cerra-
dos, sin más testigos que los necesarios y al público sólo se le informaría
por medio de carteles.
Los delitos que merecían la pena de muerte, según los artículos 404,
561, 619, 1080 y 1081 eran causar muerte o lesiones que dejaran imposibi-
litado; como consecuencia de detener vagones en camino público y robar
a los pasajeros; homicidios premeditados, con ventaja, con alevosía o con
traición; matar o herir en duelo sin haber combate; el plagio; ayudar a los
enemigos de México en tiempos de guerra; fomentar la conspiración, sedi-
ción o rebelión; la piratería; la violación o violencias graves cuando hayan
dejado abandonado a una o más personas sin medios para salvarse. La
exposición de motivos del Código Penal de 1871, firmada por Antonio
Martínez de Castro decía:
Cuando estén ya en práctica todas las prevenciones que tienen por objeto la
corrección moral de los criminales; cuando por su trabajo honesto en la
prisión pueden salir de ella instruidos en algún arte u oficio y con un fondo
bastante a proporcionarse después los recursos necesarios para subsistir;
34 Ibid., p. 18.
35 Arenal, “La Corte”, p. 1166.
36 Islas, La pena, p. 8.
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cuando en las prisiones se los instruya en su religión, en la moral y en las
primeras letras; y, por último, cuando nuestras cárceles se conviertan en
verdaderas penitenciarías de donde los presos no puedan fugarse, entonces
podrá abolirse sin peligro la pena capital. Hacerlo antes sería, a mi juicio,
comprometer la seguridad pública, y tal vez reducir a nuestra sociedad al
extremo peligroso de hacerse justicia por sí misma, adoptando la bárbara
Ley de Lynch.37
Según Martínez de Castro, la pena de muerte serviría como escarmiento
para algunos delincuentes. La intimidación debía aplicarse, antes de que
los malvados se persuadan de que sigan delinquiendo sin que sus crímenes
se averiguaran. Señalaba que la pena de muerte no podía abolirse en na-
ciones como la nuestra, despoblada, con pésimas cárceles, con una política
todavía imperfecta, que había estado en guerra continua durante sesenta
años, con su industria y comercio abatidos, y en momentos en que comen-
zaba a reestablecerse la seguridad.
Será hasta inicios del siglo XX cuando se omitan algunas de las indeter-
minaciones de la normatividad en torno a la pena de muerte; en 1901, el
gobierno de Porfirio Díaz reformó el artículo 23 constitucional y omitió
toda mención al régimen penitenciario e introdujo claramente el delito de
plagio:
Queda abolida la pena de muerte para los delitos políticos. En cuanto a los
demás, sólo podrá imponerse al traidor a la patria en guerra extranjera, al
parricida, al homicida con alevosía, premeditación o ventaja, al incendiario, al
plagiario, al salteador de caminos, al pirata y a los reos de delitos graves del
orden militar.38
EL PROCESO JURÍDICO DE LA MUERTE EN EL ESTADO DE MÉXICO
La historia jurídica de la pena de muerte en el Estado de México que se
analiza es producto tanto de la revisión de los juicios de amparo, como de
su cotejo con las leyes y disposiciones emitidas en torno a la materia.
37 Díaz Aranda, Contra la pena, p. 5.
38 Arenal, “La Corte”, p. 1185.
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Dicha historia es una azarosa consecución de interminables leyes, órde-
nes y decretos, contradictorios entre sí y que fueron emitidos por autori-
dades federales y locales, con las que se sentenciaba a los reos. Al compa-
rar los procesos judiciales de los amparos revisados y contrastarlos con las
normatividades, la historia jurídica se resumió en la información incluida
en el Anexo II, cuyo análisis se desarrolla a continuación.
Dar seguimiento a la historia jurídica de la pena de muerte resulta una
tarea farragosa, a muchos decretos que declaraban suspensas las garantías
individuales y aplicaban la pena de muerte les sucedían otros que estable-
cían el indulto o abrogaban los anteriores. Además, mientras las legislatu-
ras locales decretaban la pena de muerte por plagio, por ejemplo, en los
juicios de amparo se desechaban por contravenir lo estipulado en el artí-
culo 23 constitucional, lo que sin duda ponía en entredicho la autonomía
estatal. En algunos casos, las autoridades locales intentaban fundamentar
la legalidad de la disposición estatal al vincularla a alguna otra
normatividad federal; pero de nuevo los argumentos se desechaban por
contravenir lo señalado por la Carta Magna. No obstante, algunas leyes
de suspensión de garantías dictadas por el gobierno federal, como la de
1873, se aplicaron tanto por parte de autoridades locales como federales,
sin importar que contravinieran la suprema ley.
Entre las más antiguas disposiciones liberales está la Constitución de 1857,
analizada en líneas precedentes, cuyo artículo 23 establece que la pena de
muerte se aplica contra el salteador de caminos, el traidor a la patria, el
homicida con alevosía, premeditación o ventaja, principalmente. Y dicho
artículo se convierte en el sustento de la argumentación de la defensa y del
tribunal federal.
Sin embargo, pocos años después de la Constitución, al calor de la
Guerra de Reforma, surgieron distintos decretos federales que otorga-
ban al presidente facultades extraordinarias para imponer la pena de
muerte. Tal como señala el artículo 29 constitucional, que establece la
forma de suspensión de garantías por parte del supremo magistrado de
la nación.
Uno de ellos fue el del 3 de junio de 1861, expedido por el Congreso
General en los luctuosos días en que plagiaron y asesinaron a Melchor
Ocampo grupos conservadores. Pero, en su contra, el Juez Teófilo Sánchez,
en 1868, señalaba que las disposiciones emitidas en tiempo de guerra se
deben adormecer en la calma de la paz y debe regir el orden constitucio-
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nal. Otro fue la Ley del 25 de enero de 1862, que otorgaba facultades am-
plias al Presidente de la República, dadas las críticas y extraordinarias
circunstancias.
La frecuente emisión de decretos locales que imponían la pena de muer-
te fue contrarrestada por la Circular del Ministerio de Gobernación del
12 de abril de 1868, que se volvió célebre, al señalar que aunque hay loca-
lidades donde el orden público está más o menos alterado, o bien por
movimientos revolucionarios exclusivamente políticos, o bien por gavi-
llas de bandoleros que no tienen más ley que el robo y el plagio, debía
respetarse el orden constitucional y ningún poder local suspendería ga-
rantía alguna para atender las exigencias de la paz pública:
 A pesar de las contradicciones que puedan haber entre la Constitución Fede-
ral y las constituciones y leyes de los estados ninguna autoridad de cualquier
clase o categoría puede alegar, para atentar contra las garantías individuales,
que obedece leyes y órdenes que a la Constitución sean contrarias. No pu-
diendo suspender estas garantías más que el presidente de la República de
acuerdo con el Consejo de Ministros y con aprobación del Congreso de la
Unión. Aun cuando autoridades civiles o militares, legislaturas de los estados,
o el mismo Congreso de la Unión expidan órdenes, decretos o leyes que
suspendan o ataquen las garantías individuales, el Poder Judicial federal sin
estrépito, sin provocar un antagonismo peligroso entre los poderes públicos,
sin hacer declaraciones generales, y limitándose sólo a proteger y amparar al
individuo cuyas garantías se atacan, fallará siempre que la ley anticonstitucio-
nal no pueda prevalecer sobre la suprema de la Unión, y que ésta en todos
casos deba ser obedecida y respetada por todas las autoridades. De esta ma-
nera, el capricho y la arbitrariedad son imposibles, la Constitución una ver-
dad y las garantías que otorga un beneficio para todos los habitantes de la
República.
Dentro de este complejo revoltijo de normatividades y leyes de suspensión
de garantías, dos leyes que tuvieron un gran impacto en la práctica judicial
del amparo en el Estado de México fueron la del 3 de mayo de 1873, publi-
cada por el presidente Sebastián Lerdo de Tejada para contrarrestar la
oposición provocada por la incorporación de las Leyes de Reforma a la
Constitución; y la del 10 de octubre de 1876, en la que Porfirio Díaz, jefe de
la revolución de Tuxtepec, emitió en Coixtlahuaca, Oaxaca, un decreto
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que estipulaba la pena de muerte a todo salteador y plagiario. Un par de
meses después, el 10 de diciembre, el gobernador Juan N. Mirafuentes la
publicó e intentó su aplicación en el Estado de México.
Mientras la primera tuvo un carácter federal y se aceptó y aplicó por
parte de autoridades locales, así como por jueces y Ministros de la SCJN, la
segunda fue más polémica y frecuentemente la desecharon las autoridades
federales. Como se observa en el Anexo II, la Ley de 1873 fue sucesivamente
prorrogada hasta 1876 y se empalmó con la de Coixtlahuaca, que desde
sus inicios matizó la radicalidad de su articulado y pronto, el 27 de diciem-
bre, redujo la intervención de las autoridades políticas y militares, al per-
seguir sólo los delitos mayores al robo. Después, la circular del 17 de julio
de 1877, mandó que todas las causas de asalto, robo y plagio iniciadas por
jefes militares y políticos debían concluir en los tribunales del fuero co-
mún. Al igual que otras leyes, la de Coixtlahuaca, dentro de su articulado,
incluyó las condiciones en las que se aplicaba el indulto. Por lo que dichas
normatividades al mismo tiempo amenazaban con el supuesto derecho de
matar y también otorgaban la gracia del posible perdón.
Una y otra vez, la Ley de Coixtlahuaca fue cuestionada por las defensas y
por los jueces federales, quienes señalaban que se emitió durante una época
de excepción que ya había pasado y que el país, de vuelta al orden constitu-
cional, debía ser regido de nuevo por dichas leyes; pero, a diferencia, los
mismos jueces federales aplicaron la Ley de 1873, vigente hasta 1876, gra-
cias a sucesivas prórrogas. Siempre se argumentó que las disposiciones emi-
tidas en tiempo de guerra no debían ser aplicadas una vez restaurado el
orden constitucional, pero el problema estaba en saber ¿cuándo termina la
guerra y se reinstaura el orden constitucional? en un siglo en el que lo normal
fue la inestabilidad y la guerra, ¿cuándo se puede hablar de que se vive la
“normalidad” de la paz? Entre 1810 y 1880, no existió el orden republica-
no, mucho menos la paz constitucional, pues la excepción se convirtió en
norma. Así, la pena de muerte se convirtió en el trofeo que el vencedor,
siempre sustituible, podía imponer no sólo a sus enemigos, sino a todo aquel
que obstruyera su triunfo. Aunque la pena capital fue un recurso poco efec-
tivo, incómodo y que muy pocos se atrevieron a defender, su práctica judi-
cial nos enseña su enorme multifuncionalidad.
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LA PENA DE MUERTE Y EL PRIMER JUZGADO DE DISTRITO
DEL ESTADO DE MÉXICO
En la realización de este apartado, se consideran los procesos judiciales que
llegaron al Primer Juzgado de Distrito del Estado de México en Toluca, a
través de los juicios de amparo de la segunda mitad del siglo XIX, resguarda-
dos en la Casa de la Cultura Jurídica “Ministro José María Lozano” de esa
misma ciudad. Cabe aclarar que para la época, los juicios de amparo que se
tramitaban en el Juzgado de Distrito eran los que reclamaban actos de vio-
lación en procedimientos y en sentencias de autoridades administrativas y
tribunales estatales; incluían aspectos de inconstitucionalidad o ilegalidad
de sentencias, omisión de procedimientos, aplicación arbitraria de leyes,
entre otros asuntos.39 En lo que respecta a la pena de muerte, la mayoría
de los quejosos demandaban la intervención del Juez de Distrito para que
no se aplicasen sentencias apresuradas, emitidas por autoridades políti-
cas o judiciales, principalmente jefes políticos, quienes en su mayoría
buscaban imponer un castigo ejemplar y expedito que sirviese de escar-
miento en sus respectivas jurisdicciones.
Cabe señalar que los juicios de amparo no resolvían el conflicto, tam-
poco determinaban la legitimidad de la pena de muerte, sólo establecerían
si se cometió un acto de autoridad violatorio de las garantías individuales
al juzgar a los reos por leyes inconstitucionales de suspensión de garantías
o por autoridades incompetentes. En algunos estudios se señalan las
limitantes del amparo, para convertirse en una protección útil ante los
actos de autoridad y como una violación a la soberanía de los Estados,
pues no cualquiera podía acudir a éste, ya que se necesitaban recursos
económicos, por lo que Rhi Sausi Garavito lo denomina “una garantía
individual selectiva”.40 Al parecer, en la prensa de la época, una y otra vez se
veía el amparo como una arma a favor de la centralización que nulificaría
la independencia de los Estados.41 De tal manera que el análisis de los jui-
cios se hará contrastando la forma de argumentar de autoridades locales
con los Jueces Federales para entender algunos de los elementos de la lucha
entre los diversos poderes.
39 Arellano, El juicio de amparo, pp. 690 y ss.; 708 y ss.
40 Rhi Sausi, “Las primeras tres”, p. 140.
41 Ibid., p. 132.
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En la mayoría de los amparos no se buscaba la inocencia del quejoso,
sino la suspensión del acto de autoridad, que en este caso constituye la
condena a pena de muerte, pues de lo que se trata no es de resolver los
delitos sino de salvar la vida. Esto nos lleva a la problemática de que la
argumentación no se centra en la injusticia sino en la ilegalidad.
Algo importante es que, a pesar de su alto costo y carácter selectivo,
gracias a los llamados “juicios de insolvencia económica”, el amparo pron-
to se convirtió en un recurso generalizado de una sociedad ávida de pro-
tección,42 una pregunta relevante es ¿cómo impactó en la mentalidad de las
personas y en las prácticas sociales? Al tiempo que el amparo formó parte
de la difusión de esta nueva cultura de las garantías individuales, una y
otra vez se emitieron leyes suspensorias, dado el supuesto estado de insegu-
ridad de los caminos y los múltiples levantamientos, como en el es caso de
las leyes que decretaban las sentencias de pena de muerte. Del Primer Juz-
gado de Distrito del Estado de México, se han localizado 42 juicios, que
abarcan desde 1868 hasta 1901 (véanse cuadro 1 y anexo I).
42 Ibid., p. 138.
CUADRO 1
TRIENIOS EN QUE SE REALIZAN LOS JUICIOS DE AMPARO CONTRA LA PENA DE MUERTE
EN EL PRIMER JUZGADO DE DISTRITO DEL ESTADO DE MÉXICO
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La mayor cantidad de juicios de amparo realizados en ese Distrito fue-
ron los que hubo a raíz de la revolución de Tuxtepec de 1876, en la que
Porfirio Díaz se levantó contra el régimen de Sebastián Lerdo de Tejada, en
cuyo proceso emitió la famosa Ley de Coixtlahuaca.
Respecto de los delitos por los cuales se aplica la pena máxima, tenemos
que, según el cuadro 2, el delito más frecuente fue el asalto y robo, seguido
del homicidio y el plagio. Durante la época, fue muy debatido si plagiador
y salteador de caminos eran sinónimos.
En cuanto al fallo de las sentencias, el cuadro 3 señala que, en 42 juicios,
se otorgaron 20 amparos, 11 se rechazaron, 8 fueron sobreseídos, 1 se
ejecutó antes de dictarse el fallo de suspensión, 1 indultado y 1 consignado
ante la autoridad competente.
Al comparar estos datos con los de la SCJN en la época en que Vallarta
fue presidente (1878-1882), tenemos que, según la investigación de Are-
nal, de 66 demandas, 23 fueron amparados, 25 no amparados y proba-
blemente ejecutados, dos ejecutados antes o después de la suspensión y
14 previamente indultados.43
Como se aprecia en el cuadro 4 y en el anexo 1, la mayoría de las conde-
nas a pena de muerte se dieron en distintos poblados del Estado de México.
Asimismo, 30 sentencias las emitieron los jefes políticos del lugar, cuatro
43 Arenal, “La Corte”, p. 1176.
CUADRO 2
DELITOS POR LOS CUALES SE APLICÓ LA PENA DE MUERTE
Delitos Cantidad
Asalto y robo como salteador
   en gavilla 25
Homicidio 7
Plagio 5
Violación y homicidio 3
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por parte de oficiales militares y otras ocho por los juzgados de Letras del
Tribunal Superior del Estado. Lo anterior significa que los principales agen-
tes políticos de la pena capital fueron los jefes políticos, quienes en los
distintos poblados incluidos bajo la jurisdicción del Distrito, acostum-
braban aplicar dicha condena para castigar delitos relativos al respeto a la
propiedad privada.
Conviene abrir aquí un pequeño paréntesis y señalar la importancia de los
jefes políticos en la entidad mexiquense, quienes gozaron de un gran poder
coercitivo sobre pueblos y municipios. Después de la Ley Orgánica para el
Gobierno y Administración Interior de los Distritos Políticos del Estado de
México de 1868, dichas autoridades quedaron estrechamente vinculadas al
gobernador del estado y de múltiples maneras se buscó reducir sus facultades
judiciales y someterlos a un poder centralizador; sin embargo, una y otra vez
CUADRO 3
SENTENCIAS DE AMPARO EN PENA DE MUERTE




Ejecutados antes de la suspensión 1
Indultado 1
Consignación ante autoridad




AUTORIDADES QUE CONDENAN CON PENA DE MUERTE
Autoridad Núm. de condenas
Jefes políticos 30
Oficiales militares 4
Juzgados de Letras 8
Total 42
FUENTE: AHCCJ-SCJN/EM/IJDT/A/Pn.
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fortalecieron su dominio personal en la vida de sus municipios y pueblos.44
Algunas de sus funciones fundamentales, como las campañas de pacifica-
ción o el auxilio que debían prestar a la administración de justicia en sus
distritos, les permitió extralimitar sus funciones e imponer penas capitales
motivadas por faltas contra la “autoridad del Jefe Político y para conser-
var la seguridad en las poblaciones, campos y caminos”.45
En el cuadro 5, se presenta la distribución de las sentencias de pena de
muerte por la variable geográfica de los valles y sus respectivos distritos.
Como se advierte, la mitad de las sentencias se emitieron en el valle de
Toluca, seguido en importancia por el de México, con trece sentencias y,
CUADRO 5
SENTENCIAS DE MUERTE POR VARIABLE GEOGRÁFICA
Región Distrito Núm. de sentencias
Valle de Toluca Toluca 12
Lerma 3
Ixtlahuaca 2




















44 Falcón, 1998, pp. 99 y ss.
45 Ibid., pp. 112 y ss.
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finalmente, el sur del estado con otras nueve. El Distrito donde más se aplicó
la pena de muerte fue el de Toluca (12 casos), y a continuación los de Villa del
Valle, Lerma, Texcoco, Temascaltepec y Cuautitlán (con tres cada uno). El
resto de los distritos tuvieron de una a dos sentencias de pena de muerte.
Cabe subrayar que dichos juicios de amparo en contra de sentencias de
muerte dictadas por autoridades locales representan la punta del iceberg
del problema social de este castigo. Son sólo los casos que llegaron a un
Tribunal Federal, pero de ninguna manera reflejan su probable extendida
práctica judicial en la época. Sin embargo, el análisis discursivo de dichos
juicios sí nos permite adentrarnos en la compleja historia de la pena de
muerte y en la lucha entre poderes locales y federal.
SALTEADORES Y PLAGIARIOS ANTE LA PENA DEL ÚLTIMO SUPLICIO
Pero, ¿qué sucedió con la pena de muerte durante los primeros años del
uso judicial del recurso de amparo?, ¿se respetaron los preceptos constitu-
cionales?, ¿cómo se construyeron los discursos en defensa de las leyes cons-
titucionales y las garantías individuales en una época en la que predomi-
naron los decretos de excepción y de suspensión de garantías? Para contestar
estas preguntas, revisaremos algunos juicios de amparo tramitados ante el
Primer Juzgado de Distrito del Estado de México, entre 1868 y 1876, cuya
característica central es que fueron amparos contra la pena de muerte por
delitos cometidos contra la paz y el orden que normalmente incluían a
salteadores y plagiarios.
Definir al salteador y al plagiario, según la óptica del siglo XIX, resulta una
difícil tarea, pues no sólo fueron conceptos polisémicos, sino que además se
convirtieron en el emblema de la mayor maldición de todo el siglo, pues abar-
caba todos los delitos contra el orden y la paz pública; su erradicación llegó a
significar uno de los principales objetivos del anhelado progreso.
Por salteador normalmente se entendía: “A los que en caminos o lugares
despoblados asalten a los individuos con violencia, llevando el objeto de
robarlos, herirlos o matarlos y los que en gavilla atacaren en poblado con
el mismo objeto”.46 Por plagiario se nombraba al que secuestra personas y
46 “Decreto del 27 de septiembre de 1823”, “La ley del 23 de mayo de 1872” y “Ley del 3 de mayo
de 1873”.
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pide dinero por su rescate y que regularmente comete el delito en despo-
blados. Los delitos contra el orden eran:
la rebelión contra las instituciones políticas bien se proclame su abolición o re-
forma, rebelión contra autoridades reconocidas, atentar a la vida del supremo
jefe, Ministros o representantes. El alzamiento sedicioso presionando a la
autoridad para que modifique leyes. Desobediencia formal a cualquier autoridad
civil del gobierno. Asonadas y alborotos públicos cuando tienen por objeto la
desobediencia o insulto a las autoridades perpetrado por reuniones tumul-
tuarias, que intenten hacer fuerza, vociferando injurias y entrar violentamente a
cualquier edificio, arrancando bandos y fijando en su lugar proclamas y pas-
quines que inciten a la desobediencia de una ley o disposición gubernativa.47
Sin embargo, de estos tres —saltear, plagiar y delitos contra el orden—
sólo el primero estaba tipificado en el artículo 23 constitucional como
merecedor de la pena de muerte. Por lo tanto, las argumentaciones de la
defensa y de la autoridad responsable durante los amparos, buscaban com-
probar que se trataba o no —según sea el caso— del delito de salteador. A
lo largo de los discursos en los juicios, se usaban de un modo ambiguo las
categorías de asalto, robo, plagio, saltear y tumulto para definir esos mis-
mos delitos, lo que los vuelve difícil de tipificar ante la ley, en especial al
juzgar y condenar. En algunos casos, se argumentaba que el plagio no era
un delito de conspiración, pues, a diferencia del salteador de caminos, no
alteraba la paz pública. En otros se señalaba que la diferencia entre saltea-
dor y plagiario era que el primero cometía sus atracos en despoblado,
donde el robo no puede tener esperanza de auxilio.
En particular, las leyes de suspensión de garantías del 23 de mayo de 1873,
publicada por el presidente Sebastián Lerdo de Tejada, y la del 10 de octubre
de 1876, emitida por el rebelde Porfirio Díaz —ampliamente utilizadas en
los juicios de amparo— explícitamente señalaban que se castigaría con la
pena de muerte al ladrón, al salteador y al plagiario.
Asimismo, los inicios de una cultura de derechos humanos dio pauta a
que cada quien interpretara la ley como mejor convenía a su argumenta-
ción. Los debates judiciales se daban en uno u otro sentido: o se cumple
una exacta aplicación de la ley o se realiza una interpretación extensiva aten-
47 “Decreto del 6 diciembre de 1856”.
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diendo a la exigencia social. Así, mientras algunos señalaban que aplicar la
pena de muerte por plagio era violentar las leyes constitucionales, algunos
Magistrados indicaban que puede y debe haber interpretaciones extensivas,
atendiendo las exigencias sociales. ¿Respetar las leyes sólo porque son leyes o
buscar la justicia? Pareciera que en cada caso la lucha estuvo por definir si se
aplicaba una justicia técnica u otra interpretativa. El problema jurídico que
se plantea es que a la concepción formal de la justicia, centrada en la Ley
Positiva, se le sumó el debate jusnaturalista de que sólo fuese justa y confor-
me a leyes naturales, en particular el respeto a la vida.48
Algo muy importante es que la aplicación de la ley estuvo totalmente
condicionada por las presiones políticas de la época, mientras que los pro-
motores y jueces federales, así como los Ministros, defendían la exacta
aplicación de la ley en tiempos de relativa paz; en momentos de sediciones
o tumultos, como los de 1873, se aplicaban entonces, interpretaciones ex-
tensivas según la exigencia política. Para explicar esta problemática, se
revisarán ocho juicios de amparo, en los que se contrastarán los discursos
y argumentaciones de los tres principales participantes: autoridad local,
defensa y justicia federal.
Primero se analizarán cuatro juicios de amparo sin ningún contenido
político, en los que se persiguen delitos de plagio, asalto, salteador de cami-
no y violación. En casi todos, las autoridades federales buscaron ajustarse a
los preceptos constitucionales y hacer una “exacta aplicación de la ley”. Lo
importante de estos casos es que fueron de los primeros juicios de amparo en
el Estado de México y muestran el aprendizaje de ensayo-error de las autori-
dades judiciales de la Federación, quienes mostraron un comportamiento
vacilante entre intervenir o no en la impartición de justicia local.
En cambio, en los cuatro juicios restantes que también se estudian, tres
están marcados por la disputa política entre el Estado y la Iglesia durante
la incorporación de las Leyes de Reforma a la Constitución en 1873, en la
que las actuaciones de las autoridades judiciales de la Federación fueron
sesgadas y dejaron de lado la exacta aplicación de la ley en favor de una
interpretación extensiva, dado el peligroso momento político por el que
pasaba el país.
48 Bobbio, El problema, p. 17.
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Plagio y asalto
Para este delito se han revisado dos juicios de amparo cuya característica
común es que fueron defendidos por el prestigioso penalista Prisciliano
Díaz González, uno en 1868 y otro en 1871.
En 23 de abril de 1868, el hacendado Sebastián Silva fue plagiado por
una gavilla en la hacienda de Nijini, en el Distrito de Ixtlahuaca, entre los
que participaron el joven Cenobio Arredondo, entre otros, y que pidió
por su rescate $5,500.00. Posteriormente, el comerciante Antonio Pliego
intervino en el proceso de entrega del dinero y devolución del plagiado.
Aunque ambos inculpados se declararon confesos, Antonio Pliego asegu-
raba que el orquestador fue Cenobio Arredondo, quién a su vez señaló que
el primero lo invitó a participar en dicho secuestro. A Arredondo también
se le imputó complicidad en el plagio de otras tres personas; mientras que
Pliego tiene fama pública y procesos seguidos en la Jefatura Política. Poco
tiempo después del plagio, el 3 de mayo, se publicó en el Distrito el decreto
de la Legislatura del Estado del 21 abril, en el que se castigaba con la pena
de muerte el delito de plagio.49
En junio del mismo año, el Juez Segundo de Letras de Toluca condenó a
ambos a la pena de muerte. A los pocos días la segunda instancia, ante los
Magistrados de la Primera Sala del Tribunal Superior de Justicia del Esta-
do de México, confirmó la sentencia del primero. Finalmente, el caso llegó
a la justicia federal por medio del amparo.
El otro expediente revisado es el que se formó durante la navidad del 25
de diciembre de 1870 contra Pascual Valdez y Valentín Piña, quienes fueron
procesados y acusados de haber cometido plagio de dos comerciantes en
1868. En breve juicio, el jefe político de Toluca, Nolasco Cruz, los condenó
a la pena de muerte y el Congreso Estatal se negó a concederles la gracia del
indulto. Por tal motivo, los quejosos promovieron juicio de amparo.50
49 “Juicio de amparo interpuesto por los señores Antonio Pliego, Cenobio Arredondo y sus
defensores”, AHCCJT-SCJN/EM/1JDT/A/Pn/1868/1, 270 fojas.
50 “Juicio de amparo promovido por los reos Pascual Valdés y Valentín Piña contra el Gefe
Político de esta ciudad”, AHCCJT-SCJN/EM/1JDT/A/Pn/1870/107.
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Argumentos y discursos de la autoridad local
En el primer caso, el Juez Segundo de Letras de Toluca sentenció a pena
de muerte a Arredondo, con fundamento en la ley estatal del 21 de abril de
1868, en la que se estipula la pena de muerte a los plagiarios. También se
fundamentó en el Diario de Debates del Congreso Constituyente de 1856,
en el cual se debatió aplicar la pena de muerte a todos los delitos graves y
atroces. Por su parte, los Magistrados de la Primera Sala del Tribunal Su-
perior de Justicia del Estado citaron la Ley del 3 de junio de 1861, pro-
mulgada por el Congreso Federal, la cual, al no haber sido derogada,
consideraban que seguía vigente, y mandó que los plagiarios fueran cas-
tigados con la pena del último suplicio. Señalaban que dicha ley no sólo
violaba las garantías individuales, sino que las afianzaba al aplicar la
pena de muerte contra los bárbaros que las atacaban. Defendían la in-
terpretación extensiva de la Constitución como una de las característi-
cas del Congreso de la Unión.
Diversos incidentes en el proceso pusieron en evidencia la lucha de po-
der entre las autoridades locales y federales. Al admitirse el juicio de ampa-
ro y ordenarse la suspensión de la ejecutoria de las sentencias, se le entregó
notificación al gobernador del Estado, al Juez de Letras, al Presidente del
Tribunal y al Jefe Político del Distrito. Sin embargo, el cumplimiento de
este auto causó polémica y los funcionarios de gobierno se negaron a obe-
decer a la autoridad del Juzgado.
Para el segundo caso, el jefe político condenó a pena de muerte aplican-
do la Ley de suspensión de garantías del 9 de abril de 1870. Justificó la apli-
cación retroactiva de dicha ley para castigar un delito cometido dos años
antes, insistiendo en que el cumplimiento de la ley no debe de ser exacto,
pues lo importante es reprimir los delitos a través de los consejos de guerra
que, además, siete testigos reconocieron la autoría de los malhechores.
Estos juicios abrieron el debate de ¿cuánto tiempo son vigentes los de-
cretos y leyes emitidos en tiempos de “excepcional” inestabilidad? ¿Cómo
debe respetarse el orden de prelación? Mientras la Constitución de 1857 no
aplicaba la pena de muerte a plagiarios, los Congresos federal y local emi-
tieron leyes, del 21 de abril de 1868 y del 9 de abril de 1870, respectivamen-
te, que sí la aplicaban.
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Argumentos y discursos de la defensa
En ambos procesos, la presencia de Prisciliano María Díaz González mar-
có de manera importante la historia del amparo en el Estado de México,
pues su argumento sentó el precedente de que los juicios de amparo deben
realizarse sin hacer extensiva la interpretación ni buscar el espíritu de la
ley, sino sólo aplicando estrictamente lo que dice ésta.
Para el primer caso, después de la declaración de Cenobio Arredondo,
en la que aceptó haber cometido el delito de plagio casi ningún abogado
quiso defender su causa. Finalmente, el licenciado Feliciano Sierra y Rosso
fue designado como defensor gratuito. Por su parte, Antonio Pliego y
Gómez, quien sabe firmar muy bien, tiene como abogado defensor a
Prisciliano María Díaz González.
Según la argumentación de Prisciliano Díaz y Feliciano Sierra y Rosso, la
sentencia de la Primera Sala del Tribunal Superior del Estado violaba siete
garantías de sus clientes. La primera es a la garantía del artículo 23 de la
Constitución, porque la sentencia incluye el delito de plagio contra la ex-
presada prohibición de “las palabras castizas” del mismo. La segunda vio-
lación es a la garantía del artículo 126 de la Constitución, por aplicar el
decreto estatal del 21 de abril de 1868. En lo que respecta a la tercera, aun-
que ambos abogados coinciden en la violación a la garantía del artículo 127,
porque la Primera Sala se convierte en Congreso General y declara que la
Ley del 3 de junio de 1861 es una adición del artículo 23 constitucional,
incluso la considera orgánica del mismo; y que, además, al aplicar dicho
decreto viola los artículos 40, 41, y 117 que establecen la soberanía e inde-
pendencia del Estado de México y que establecen que las facultades de los
funcionarios federales sólo son las que expresamente les ha concedido la
Carta Magna. Sierra y Rosso difería de Díaz al señalar que el Congreso de
la Unión sí puede emitir leyes que establezcan la pena de muerte para los
plagiarios, y aclaraba que dicho decreto sólo fue emitido no como Congreso
General, sino como legislatura del Distrito Federal y Territorios, por lo cual
no se puede aplicar a toda la federación. Finalmente, concluían en que deben
ser amparados según los artículos 101 y 102 de la Constitución.
En favor de su cliente, Sierra y Rosso argumentó que los plagiarios del
siglo XIX son más civilizados que los del XII, en la época de Alfonso X el
Sabio, y por lo mismo ya no se debe aplicar en su contra la pena de muerte.
Los delincuentes de aquella época eran más criminales y detestables que los
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de los tiempos modernos, pues los primeros plagiaban para reducir a la
esclavitud a sus enemigos, mientras que los modernos sólo lo hacen por unos
días y los obligan a entregar pesos por el recobro de su libertad.
La argumentación de la defensa se centró en señalar que el plagio no
es un delito de conspiración y tampoco altera la paz pública. Señala que
erróneamente el Juez equiparó el delito de plagio con el de salteador de
caminos. El artículo 23 no permite tal interpretación, pues ni es oscuro
ni confuso, sino claro en los delitos a los que se aplica la pena de muerte.
Por lo que el Juez de Letras no interpreta sino que adiciona, atribución
que sólo la puede realizar el Congreso de la Unión. Por lo que también se
viola el artículo 50 de la Constitución, el cual prohíbe que se unan en una
persona los poderes legislativos y judicial. También se viola el artículo 126 al
darle más valor a la Ley de Estado del 21 de abril de 1868, que a la Constitu-
ción misma, pues manda que los jueces de cada estado se arreglen conforme
a dicha Carta Magna. Señala el principio de que no se pueden interpretar
extensivamente las leyes penales, aunque haya razón, pues deben circunscri-
birse a los límites más estrechos. Para ello se fundamenta en Escriche y Juan
Sala. Finalmente, pidió se revocara la sentencia.
Para el segundo caso y como parte de su argumentación, Prisciliano
Díaz González incluyó un ejemplar del informe que presentó en el juicio de
amparo antes señalado. Díaz Gutiérrez señalaba que lo publicó debido a
las agresiones que había sufrido por muchas personas incriminándolo de
mala fe al defender la causa de Pliego, a quien se acusaba de plagiario. El
caso fue muy sonado en Toluca y las críticas a Díaz Gutiérrez fueron
publicadas en el periódico La Ley. Sin embargo, Díaz Gutiérrez elaboró
una excelente y erudita argumentación en la que condenó la sentencia
inconstitucional de la Sala del Tribunal, pues, con fundamentos en el libe-
ralismo clásico, señalaba que es muy amplia la libertad del hombre para
combatir cualquier ley que viole sus garantías individuales, pues éste ja-
más debe estar sometido a la “imbécil esclavitud del interés social”.
También polemiza con la idea que considera al Derecho Natural sobre
la Constitución de 1857, pues si así fuese se impondría la anarquía de la
razón, pues cada uno de nosotros pisotearía la Ley Suprema del país di-
ciendo “Nada de ley, nada de autoridad, todo es razón.”
El artículo 23 de la Constitución indica que no se puede extender a
otros delitos la pena de muerte. Los únicos delitos que establece son trai-
ción a la patria en guerra extranjera, salteador de caminos, incendiario,
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parricida, homicida con alevosía, premeditación y ventaja, delitos graves
del orden militar y piratería. Por lo que no se incluye el de plagio.
Hay inexactitud en considerar el plagio como sinónimo de salteador de
caminos, pues este último sucede en despoblado. No se quiso dar muerte a
todo ladrón, sino sólo al salteador de caminos, que ejerce coacción o fuer-
za en circunstancias en que el robo no puede tener esperanza de auxilio;
por lo que se infiere que lo que se quiso castigar fue la violencia, más no el
despojo de la propiedad.
Asimismo, cuestiona la existencia de una interpretación auténtica y críti-
ca el argumento de la Sala del Tribunal, que juzga no de la ley sino según la
ley. Cuando en realidad los jueces tienen que juzgar de la ley y no según ésta.
Según Beccaria, no hay nada más peligroso en la legislación penal que el
axioma “de que es necesario consultar el espíritu de la ley”,51 pues sería en-
tonces el resultado de la buena o mala lógica del Juez. Pues la Sala, argu-
mentando el espíritu de la ley, ha invocado la inconstitucional Ley del 3 de
junio de 1861 y, según su interpretación auténtica, extiende la pena de muer-
te al cómplice y no sólo al reo principal.
Tampoco se acepta que la Ley del 3 de junio de 1861 sea una adición a la
Constitución, pues sólo el Congreso lo aprueba. Es una ley sólo para distri-
tos y territorios, más no se puede aplicar al Estado de México, ya que impli-
caría una invasión a la soberanía de una entidad política. También cues-
tiona la Ley del 21 de abril de 1868, que condena a pena de muerte a los
cómplices de plagio. Desechó por completo la prueba privilegiada de las
acusaciones.
El documento de Díaz mencionaba otra sentencia de la Sala, la cual
absolvió de la pena de muerte a Rafael Delgado, condenado por el Juez de
Temascaltepec por el asalto y robo a una casa particular; en dicho caso la
sala declaró que el asalto en casa no era salteamiento de caminos y desechó
la prueba privilegiada.
Argumentos y discursos del Juez Federal y la Suprema Corte de Justicia
Después de las dificultades para conseguir un Juez de Distrito y un Promo-
tor Fiscal, dichos cargos recaen en Teófilo Sánchez y Jesús Cevallos, respec-
tivamente. La sentencia que ampara a los quejosos se fundamenta en que se
51 Beccaria, De los delitos, p. 33.
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juzgó a los reos con una ley dada con posterioridad a la perpetración del
delito, dándole al referido decreto efecto retroactivo, infringiendo el artí-
culo 14 de la Constitución. Asimismo, dicho decreto contraviene al artícu-
lo 24, al aceptar la posibilidad de pruebas privilegiadas sin que tengan que
ser plenas. También rechaza que el decreto federal del 3 de junio de 1861 sea
interpretación o reforma del artículo 23, pues para ello deben observarse
los requisitos que el artículo 127 establece.
La sentencia del Juez considera que, si bien es nuevo el juicio de amparo
en la República Mexicana, es
también el efecto de las más amplia libertad constitucional que como dice
Tocqueville en su obra titulada Democracia en América del Norte, es el más
fuerte antemuro que nunca se haya levantado contra las asambleas políticas.
Motivo por el que la Constitución de 1857 a ejemplo de la de Estados Unidos
del Norte ha investido a los jueces federales de un inmenso poder político que
sea el guardián de las garantías individuales.
También considera el ensayo de Daunou sobre Las garantías individuales,
en la que señala que la Constitución es la ley de todas las leyes, pues si
éstas pudieran traspasarla, aquella sólo se convertiría en un fantasma;
por lo tanto, es ley inmutable. Lo que contradice la letra de una ley
constitucional jamás es conforme a su espíritu. La Constitución significa
la tranquilidad pública, el apoyo de la autoridad política y la garantía
de la libertad de los ciudadanos.
La lucha entre autoridades locales y federales continúa después de dic-
tada la sentencia de 1868, pues al ser uno de los primeros juicios de amparo
contra la pena de muerte, el Juez de Distrito señaló que esos reos se encon-
traban sin Juez, por lo que el Juzgado los conserva a su disposición como
consecuencia del amparo y protección, en tanto que el presidente se sirva
resolver qué tribunal debe juzgarlos en razón de que la ley nada dispone
sobre el particular.
Este incidente muestra la gran diferencia que había entre impartir jus-
ticia y realmente hacerla efectiva, pues aunque la ejecutoria manda ampa-
rar a los reos y, por lo tanto, no ejecutarlos, el Juez Federal teme por sus
vidas y narra cómo en agosto de 1868, el gobierno del Estado permitió el
fusilamiento de por lo menos cinco reos en Tenango del Valle y Toluca, por
orden de los respectivos jefes políticos, sin ningún tipo de formalidad de
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causa. El temor del Juzgado se incrementó cuando se enteró de que, a pesar
de la sentencia de amparo, el gobierno estatal había mandado fusilar a los
reos al trasladarlos y fingir una supuesta fuga. Ante esta nueva embestida
del Poder Judicial, la Secretaría de Justicia del Estado de México se indignó
por las constantes injerencias de dicha autoridad, lo que consideró era un
“ataque brusco y discreto a la soberanía e independencia del Estado”, pues
los reos siguen estando bajo el poder del gobierno local, ya que fueron
acusados de un delito común. Finalmente, la Presidencia de la República,
a través del Ministro de Justicia Mariscal, da la razón al gobierno estatal y
señala que no hay fundamento legal para que dichos reos quedaran a dis-
posición del Juzgado del Distrito, pues sus facultades se limitan, según la
Ley de 1861, a que, una vez amparados los reos, comunicar el fallo al go-
bierno del Estado y cuidar de la ejecución de la sentencia. Además de que el
gobierno del Estado se comprometió a respetar la vida de los reos.
Salteadores de caminos y asaltantes
Como ya se mencionó antes, el delito más perseguido y castigado con la
pena de muerte era el de salteador de caminos, pero lo interesante del
siguiente juicio es que la sentencia del Juez de Distrito se demoró más de un
año en enviar los autos a través de un medio seguro, pues normalmente sus
diligencias eran asaltadas. A lo largo y ancho de los distintos parajes que
llevaban a la ciudad de Toluca, se cometían infinidad de asaltos y robos de
todo tipo de transporte e individuos, quienes estaban a merced de los
múltiples salteadores que merodeaban los distintos caminos. Ante esta
“plaga” de la sociedad Rafael M. Hidalgo, jefe político de Toluca en 1876, se
empeñó en castigar de manera ejemplar dichos delitos.
Así, en los primeros días de agosto de 1876, tres comerciantes reboceros
de Temascaltepec fueron asaltados por una cuadrilla de tres hombres ar-
mados y montados a caballo en el paraje “La Alcantarilla”, camino de San
Buenaventura, ubicado a media legua de la capital. Inmediatamente, uno
de los asaltados realizó la denuncia ante el Juez Menor del barrio de San
Bernardino, quien salió a la búsqueda de los malhechores, pero no les
pudo dar alcance. Por lo que esa misma noche lluviosa, el jefe político
ordenó una brigada para seguirles la pista, rastreando las huellas de sus
caballos. Y a través de veredas, milpas y callejones, dieron con la casa de
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uno de los asaltantes, Lafio Jardón, zapatero, de 50 años, quien ya se había
dado a la fuga. Sin embargo, al día siguiente, el presidente municipal de
Santiago Tianguistenco devolvió a Jardón, así como el caballo y los obje-
tos que le encontraron.
Fue un juicio sumario y lleno de irregularidades: en los careos, se obli-
gó a Jardón a montar a caballo y colocar en su cara la supuesta bufanda
que utilizó durante el asalto para que las víctimas lo identificaran; y sin
recepción del escrito de defensa ni sustanciación, Jardón fue acusado de
los delitos de asalto y robo, y condenado a la pena de muerte. Pero tres
horas antes de su ejecución, solicitó el amparo contra la sentencia de Hi-
dalgo ante el Juez del Primer Distrito del Estado, licenciado Ramón
Ortigosa, quien ordenó la suspensión provisional.52 Sin embargo, con la
misma premura que actuó Hidalgo, Ortigosa también sentenció presu-
rosamente el juicio y, al hacerlo omitió la petición del promotor fiscal. En
su fallo, decidió no amparar a Jardón, pues quedó probado completa-
mente su participación en el robo a mano armada, en despoblado y en
cuadrilla.
Argumentos y discursos de la autoridad local
Al presentar su informe, el jefe político Hidalgo señaló que los delitos
que se le imputaban a Jardón estaban plenamente comprobados, tal es la
identificación plena que hicieron los agraviados y los datos
circunstanciales de unas pisadas del caballo que iban del lugar donde se
cometió el delito hasta la casa del quejoso, sin que Jardón pudieran com-
probar lo contrario. El eje de su discurso se basó en señalar la “conducta
observada” de Lafio y en establecer la correcta aplicación de la ley del 28 de
abril de 1874. Rechazó haber violado las garantías del quejoso, pues les
dio tiempo suficiente para que presentara su defensa, pero, al parecer,
por la impericia de sus abogados, Luis Rivera Melo y Francisco Pérez, no
se presentó a tiempo el documento.
52 “Juicio de amparo promovido por Lafio Jardón contra la sentencia de muerte que en su
contra pronunció la Jefatura Política de este Distrito del centro”, AHCCJT-SCJN/ EM/ 1JDT/ A/
Pn/ 1876/ exp. 4.
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Argumentos y discursos de la defensa
El eje de la argumentación en la defensa de Jardón se centró en señalar
que no fue cogido in fraganti, ni mucho menos se le comprobó el delito
imputado por el cual fue sentenciado. Sostiene que el jefe político de
Toluca lo procesó conforme a la Ley del 28 de abril de 1874, providencia
exclusiva para los salteadores y plagiarios y, en consecuencia, se han viola-
do en su persona las garantías individuales consagradas en los artículos
constitucionales 14, 20, 101 y el 1 de la Ley de Amparo de 1869 y el
artículo 3 de la Ley de 1874. También señala las irregularidades que no
permitieron a sus abogados presentar el escrito de defensa, y cómo el
jefe político los engañó en los plazos de recepción de la documentación
y sentenció sin ninguna notificación a su parte.
Argumentos y discursos del Juez Federal y de la SCJN
El argumento del Juez Ortigosa para no amparar a Jardón se centró en
que la autoridad responsable de Toluca actuó conforme a las faculta-
des que la Ley de 3 de mayo de 1873 (prorrogada en la del 28 de abril de
1874) que otorga dicha autoridad a los jefes políticos y porque éste com-
probó la total participación de Lafio Jardón en el delito de asalto y robo
a mano armada, en despoblado y en cuadrilla.
No hubo inexactitud en la aplicación de la Ley de 1873 —señala Orti-
gosa—, puesto que, investido como juez, el jefe político pudo “valorizar
la prueba bajo su responsabilidad” sin otra revisión que la vista del pro-
ceso por parte de la legislatura del Estado para decretar o no el indulto.
Algo muy importante en esta argumentación es que Ortigosa polemizó
con la función del recurso de amparo, pues aunque no se puede “garanti-
zar el acierto de los Jueces en la apreciación de las pruebas”, el amparo no
autoriza a los tribunales federales a revisar los procedimientos judiciales
de una autoridad. El amparo no se convierte, en última instancia, en el
modo de juzgar a los reos de asalto y robo en cuadrilla y en despoblado,
tampoco puede atacar la soberanía y régimen interior de los Estados.
Lo anterior se relaciona con la polémica desatada en torno a la Ley
reglamentaria del amparo vigente en esa época, la del 20 de enero de 1869,
cuyo artículo 8 implicaba un vicio de inconstitucionalidad, pues estable-
cía: “No es admisible el recurso de amparo en negocios judiciables”.53 Lo
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cual significaba una oposición con el artículo 101 constitucional que orde-
naba que los tribunales federales resolvieran controversias por leyes u ac-
tos de cualquier autoridad que viole garantías individuales. Según Manuel
Dublán, no había contradicción, sino que el artículo 8 de la Ley se debió a
que la infinidad de recursos presentados en dicha materia habían “parali-
zado a la justicia”, centralizando la administración de justicia, ya que los
juicios no fenecían en los estados, sino en la SCJ anulando las decisiones del
Poder Judicial estatal. Finalmente, para salvar la interpretación del artí-
culo 8, los juristas de la época señalaron que el amparo no procede mien-
tras está en proceso del conocimiento de los tribunales.54
Y aunque Ignacio Burgoa observa que la justicia federal se negó a apli-
car dicho artículo 8 y admitió las quejas de amparo en materia judicial,55
en la sentencia del juicio de Jardón observamos que Ortigosa abrió la dis-
cusión de si la justicia federal debía o no intervenir en los fallos emitidos
por autoridades locales. De nuevo la polémica entre las autoridades fede-
ral y local está presente en la argumentación de un Juez de Distrito, quien
señala que los Tribunales Federales no pueden revisar sentencias locales,
pues el amparo estaría cometiendo “escandalosa e inconcebible infrac-
ción[...] al atacar la soberanía y régimen interior de los estados”.
Finalmente, la revisión de la SCJ se llevó a cabo después de un año, pues
Ortigosa, temeroso de que la correspondencia la robasen los pronuncia-
dos o los ladrones, señaló que la mandaría a través de la jefatura política.
Pero el documento se mantuvo archivado hasta el nombramiento del nue-
vo Juez de Distrito, en octubre de 1877.
El fallo de los Ministros fue revocar la sentencia y amparar al quejoso,
pues fueron violadas sus garantías individuales, establecidas en el artículo 20
constitucional, pues la jefatura política de Toluca no tuvo facultades para
juzgar ni sentenciar. Como la Ley de 20 de abril de 1874, prorrogada el 9 de
mayo de 1876, pugna con la Constitución que es la suprema ley. Firmaron:
Ignacio Manuel Altamirano, Ignacio Ramírez, Antonio Martínez de Cas-
tro, Miguel Blanco, José Ma. Bautista, Salvador Guzmán, José Manuel Sal-
daña, Eligio Muñoz y Luis María Aguilar.
53 Dublán y Lozano, Legislación mexicana, p. 522.
54 Burgoa, El juicio de amparo, pp. 134-135.
55 Ibid., pp. 134-135.
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Plagio y violación
En mayo de 1877, la joven Juana Chávez fue raptada por una cuadrilla de
cinco hombres, quienes llevaban la cara cubierta y eran dirigidos por un
joven preceptor de 23 años de edad, llamado Félix de la Luz García, al
parecer todos ellos eran peones de la hacienda de Atizapán, cuyo jornal
diario era de real y medio. Más adelante, se señala que la principal ocupa-
ción de Félix era ser jornalero y sólo por algunos meses fue maestro. Al
tiempo del rapto, cuatro individuos que se desempeñaban en el servicio de
ronda para cuidar la paz pública del lugar apoyaron a los secuestradores,
pues al oír tocar la campana del pueblo para reunir a los vecinos y perse-
guir a los malhechores, simularon que perseguían a los bandidos por un
rumbo distinto del que habían tomado los secuestradores. Ya lejos del
lugar, Félix fue ayudado por una viuda, quien le prestó su casa para que se
llevase ahí a la raptada y la violase.56
Poco después, todos los implicados fueron detenidos, hechos presos y
remitidos a la cárcel de Toluca. Un año después, en julio de 1878, el jefe
político de Toluca, Rafael M. Hidalgo, les siguió un breve proceso judicial
y condenó a los cinco secuestradores a la pena de muerte, así como a los
cuatro cómplices y a la viuda a penas carcelarias que iban de cuatro a seis
años de prisión. La condena se fundamentó en los artículos 9 y 18 de la Ley
del 10 de octubre de 1876, conocida como de Coixtlahuaca, promulgada
en el Distrito el 10 de diciembre del mismo año, y se argumentó la magni-
tud de la condena en que se formó una cuadrilla para el asalto y rapto,
además de que, de antemano se planeó la consumación del delito.
El mismo día en que se leyó la sentencia, los acusados y sus abogados
se acogieron a la Ley del indulto del 2 de mayo de 1877. Días después, la
Secretaría de Justicia del Gobierno Estatal indultó a los acusados, libe-
rándolos de la pena de muerte y reduciendo las penas carcelarias de to-
dos. Félix, el principal acusado de asalto, rapto y violación, fue condenado
a la pena de ocho años de prisión. Tras este decreto, todos los condena-
dos pidieron amparo ante el Juez de Distrito.
56 “Juicio de amparo promovido por Félix de la Luz García, Tomás Silvestre, José Pedro y
socios contra la pena de muerte a que fueron condenados por la Jefatura Política de Toluca”, Juez
2° Suplente Manuel G. Urbina, 1878-1879, AHCCJT-SCJN/EM/1JDT/A/Pn/1878/exp. 32/ 35 ff.
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Argumentos y discursos de la autoridad local
La sentencia emitida por el jefe político Hidalgo, cuya profesión era la
abogacía, presenta una doble característica, por un lado se ciñe al formato
de la argumentación jurídica: “Vistas detenidamente las constancias todas
del sumario, los cargos que se formularon a los inculpados, sus contesta-
ciones, lo alegado por los defensores, con todo lo que hubo de verse, se
convino […]”. El centro de la argumentación es probar con absoluta cla-
ridad la culpabilidad, que se acredita en las declaraciones del inculpado,
de los codelincuentes y de los testigos, además de la acumulación de prue-
bas, cuya uniformidad significa la prueba más perfecta y plena. “El hecho
criminoso queda suficientemente comprobado y confesado judicialmen-
te[…] por lo que el acusado se ha hecho acreedor a que se le apliquen los
preceptos severos de la ley”.
Por otro lado, dicha argumentación no descuida la narración de la
historia, con estrategias no judiciales, sino del sentido común:
El día del asalto se adelantó García con alguno de sus cómplices a avisar a
María Vicenta, que llevaba a la muchacha robada y que le diese el abrigo
prometido, a lo que accedió Vicenta permitiendo sin oposición alguna que la
joven Juana fuera introducida a su casa y se perpetrara allí la violación de que
fue víctima.
En este discurso, la violación es categorizada como un crimen y un “des-
afuero”, pero nunca se refiere el daño personal a la víctima, Juana Chávez.
Aunque en el Código Penal del Estado de México se establece que la pena
por violación será cinco años de prisión cuando la persona ofendida pasa-
se de 14 años, el debate judicial no giró en torno a este delito del fuero
común; sino a que dicha agresión se realizó bajo el formato que utilizan los
salteadores: una cuadrilla de hombres, con la cara tapada, quienes come-
ten el delito a mitad del camino y secuestran a la víctima.
Argumentos y discursos de la defensa
Aunque la defensa la llevan los licenciados Vicente Roldán y Luis Cano y
Rodríguez, la única firma que aparece es la del principial acusado, Félix de
la Luz García, quien, además, escribe y firma los documentos. El discurso
75A.L. GARCÍA-PEÑA Y A. SUÁREZ-DOTTOR: LA PENA DE MUERTE Y EL JUICIO DE AMPARO...
de este maestro señala que la filosofía y el ser social del siglo XIX vuelve
absurda la existencia de leyes privativas de la vida y señala que bajo las
circunstancias “anómalas” de la revolución de Tuxtepec, se hirió de muerte el
derecho natural y legítimo del hombre con la Ley de Coixtlahuaca, pero que
tras el restablecimiento del orden constitucional carecía de vigencia.
Por lo que señala que se les juzgó por una ley inconstitucional, violadas
en sus personas las garantías individuales que establecen los artículos 13,
16, 21 y 50 de la Constitución Política de los Estados Mexicanos, y que el
castigo no fue impuesto por el Poder Judicial, sino por una autoridad
incompetente para ello. El artículo 50 establece que no se pueden reunir en
uno solo dos o más poderes de la federación y que es exclusivo del legislati-
vo la facultad de dictar leyes, por lo que cuando Porfirio Díaz emitió la Ley
de Coixtlahuaca, ni siquiera tenía el carácter legal de presidente de la Re-
pública. El 13, que nadie puede ser juzgado por leyes privativas ni por
tribunales especiales; el 21, que la aplicación de las penas es exclusiva de la
autoridad judicial y el 16, que nadie puede ser molestado en su persona,
familia o domicilio, sino por virtud de mandamientos escritos de autori-
dad competente.
La argumentación de la defensa se centró en la inconstitucionalidad de
la Ley de Coixtlahuaca de 1876, promulgada por Porfirio Díaz en su carác-
ter de jefe beligerante, quien a través de la pena de muerte quiso moderar
los excesos que traía consigo la revolución armada de Tuxtepec. Al triun-
far dicha revolución, la ley quedó sin fundamento y sin razón de ser, res-
taurándose la repartición de los tres poderes de la federación.
Al argumentar la defensa a favor de sus garantías individuales señala-
ban que:
fuimos juzgados por una ley privativa y por un juzgado especial; fuimos
molestados en nuestras personas por orden de una autoridad incompetente;
que siendo una pena propiamente la que se nos aplicó no fue impuesto por la
autoridad judicial que es la única que tiene la facultad de imponerla.
La argumentación utilizó otros fallos de la SCJN en casos similares y que
fueron publicados en los periódicos Los derechos humanos, El Foro, El
Semanario Judicial, Diario Oficial. Señalaba la supuesta “multitud de eje-
cutorias” en las que el Supremo Tribunal ha declarado inconstitucional
dicha ley.
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Finalmente, piden el amparo, según los artículos 101 y 102 de la Cons-
titución y el artículo 1 de la Ley reglamentaria del juicio de amparo del 20
de enero de 1869.
Argumentos y discursos del Juez Federal y de la SCJN
Por su parte, Jesús Cevallos, promotor fiscal del Juzgado de Distrito, seña-
laba que la violación a las garantías subsistió, aun cuando el gobierno y la
legislatura estatal concedieron el indulto y recomendó al Juzgado otorgar
el amparo a los acusados, contra lo acordado por el gobierno del Estado,
con fundamento en los artículos 101 y 102 de la Constitución Federal y la
Ley de Amparo del 20 de enero de 1869, dado que el jefe político de Toluca
invadió facultades judiciales.
La sentencia del Juez de Distrito, Manuel González Urbina, del 2 de sep-
tiembre de 1878, siguió la recomendación del promotor y señaló que tanto
la sentencia del jefe político, como el indulto del gobierno y Legislatura del
Estado, violaron las garantías de los quejosos. También estableció que los
delitos por los que se les acusaba eran muy graves, pero debían ser conoci-
dos por la autoridad judicial. Mencionaba que el artículo 21 de la Constitu-
ción previene que las autoridades políticas y administrativas sólo pueden
imponer correcciones hasta de 500 pesos de multa y un mes de corrección.
Asimismo, pedía la consignación de los procesados a la autoridad judicial
competente, para que fueran juzgados conforme a la ley.
La SCJN ratificó la sentencia, indicando que quedaba estrictamente pro-
hibida la reunión de dos o más poderes en una persona o corporación.
Firmaron los Magistrados Ignacio Manuel Altamirano, Ignacio Ramírez,
Pedro Ogazón, Manuel Alas, José María Bautista, Juan de Mata Vázquez y
Enrique Landa.
Asaltantes, plagiarios y salteadores por motivos políticos
Aunque el uso de la pena de muerte contra los enemigos políticos fue un
tema muy polémico, incluso comenzó a prohibirse desde la Ley del 25 abril
de 1832,57 su práctica se mantuvo vigente durante casi todo el siglo. No
57 Dublán y Lozano, Legislación mexicana, p. 424.
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obstante que el artículo 23 constitucional prohibía aplicar la pena de
muerte contra los enemigos políticos, los procesos revisados evidencian
cómo se disfraza el levantamiento político como delito del fuero común,
para poder aplicar la pena capital. La forma en la que se condenaba al
enemigo político era señalándolo como asaltante, salteador y plagiario
organizado en gavillas que atentaba contra la paz pública. Tal es el caso
de José Zapata, quien, en febrero de 1872, fue condenado a la pena capi-
tal por el jefe político de Zumpango, aunque, según la argumentación de
su esposa, era un preso político. Sin embargo, se desconocen las causas
de la sentencia y los motivos de la solicitud de amparo.58 En su lugar, sólo
nos queda un breve proceso judicial compuesto por telegramas entre
Zumpango, Cuautitlán y Toluca, y como telón de fondo una atormenta-
da esposa que inútilmente se trasladó de un lugar a otro esperando la
suspensión del acto. En un par de días se presentó la solicitud de amparo,
fundamentada en el artículo 5 de la Ley de Amparo de 1869, y aun cuan-
do se ordenó la suspensión provisional, el gobierno federal, a través del
Ministerio de Guerra, dictaminó ejecutar al reo, según la Ley de plagia-
rios y salteadores de 1871.
En oposición a la brevedad de este juicio, existen otros tres ampliamen-
te vinculados al levantamiento indígena contra las Leyes de Reforma en
Tejupilco, Temascaltepec y Zinacantepec de 1873, en dichos acontecimien-
tos, la reacción de las autoridades fue promulgar Leyes de suspensión de
las garantías y aplicar en juicios sumarios la pena de muerte.
El levantamiento indígena de 1873 en el centro del país estuvo precedi-
do del polémico tema de la incorporación de las Leyes de Reforma a la
Constitución, después de muchos debates y varios intentos fallidos, final-
mente el 26 de septiembre de 1873 el Congreso de la Unión aprobó su
incorporación; asimismo, estableció la obligatoriedad de jurar su protes-
ta por parte de los funcionarios y empleados de la República.59 En el caso
del Estado de México, las fuentes judiciales señalan que el Arzobispado de
México emitió una dura condena, cuyas resoluciones mandaban que to-
dos los católicos se negaran a protestar “guardar la Constitución y Leyes de
Reforma”, pero si por motivos de su empleo tuviesen que hacerlo, primero
58 “Juicio de amparo interpuesto por María Rivas a favor de su esposo José Zapata sentenciado
a muerte por el gefe político de Zumpango por plagiario”, AHCCJT-SCJN/EM/IJDT/A/Pn/1872/
exp. 265/6 fs.
59 Falcón, México descalzo, pp. 157 y ss.
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lo realizasen como católicos y sin perjuicio de sus creencias, y después se
retractasen para poder recibir la comunión. Estas consignas se pegaron en
las puertas de muchas parroquias, como en las municipalidades de
Tejupilco, Temascaltepec y Zinacantepec, en octubre. Al mismo tiempo, se
difundió entre los pobladores de Tejupilco un panfleto que llamaba a la
defensa de la religión católica para “matar a todos los protestantes y lu-
char contra los masones”. Posteriormente en Zinacantepec, se llamó al
movimiento contra “la firma de la protesta” que llevaban los supuestos
funcionarios públicos que habían jurado la reforma y que venían de Toluca.
Powell señala que en esos días muchos indígenas realizaron peticiones a la
legislatura estatal en Toluca, solicitando la abolición de la ley que prohibía
las procesiones.60
Durante los primeros diez días de noviembre de 1873, el movimiento de
protesta se transformó en un levantamiento popular con piedras, palos,
mazos, mosquetas y algunos fusiles, en el que llegaron a participar más de
dos mil indígenas provenientes de Laguna, Rincón, Acatitla, Salitre de Lu-
vianos, Acamuchtitlán, Cuentla, Ocotepec, San Andrés de las Garzas; en
algunos casos el levantamiento incluyó a todos los habitantes del pueblo.
Entre los alzados, básicamente indígenas, hubo agricultores, jornaleros, ar-
tesanos, autoridades locales (como tesoreros, jueces auxiliares y concilia-
dores) y diversos presbíteros, como José Francisco Arias y José Eduardo
Giles, quienes estimularon a los feligreses a levantarse en armas. La prensa de
la época señaló que el conflicto se inició en Zinacantepec, donde el ayunta-
miento había sido cesado por negarse a hacer el juramento y en su lugar
fueron escogidos nuevos funcionarios municipales venidos de Toluca, nom-
brados por el jefe político Telésforo Tuñón Cañedo.61
Al parecer, el tumulto inició el 1 de noviembre en Zinacantepec, “cuan-
do una gran masa de indios enfurecidos se vieron en las calles y plazas” y,
tras ser tocada la campana en señal de levantamiento, asaltaron varias
casas de los que habían protestado la Constitución al grito de “viva la
religión, mueran los protestantes” y dirigiéndose posteriormente a la Casa
Consistorial, atacaron a tres funcionarios del gobierno estatal que habían
llegado ese día y que eran acusados de haber protestado las reformas; des-
pués de golpearlos, los asesinaron y les destrozaron la cabeza con un mazo.
Al poco tiempo, el movimiento se extendió a otras poblaciones cercanas,
60 Powell, El liberalismo, p. 148.
61 Ibid., p. 149.
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como Temascaltepec, en donde asesinaron al jefe político, al administra-
dor de rentas y al guarda de la administración; este suceso perturbó a
Tejupilco, porque corrió el rumor de que el párroco del lugar estaba preso
y que otras dos personas más fueron liquidadas, todos los afectados fueron
perseguidos por haber protestado la reforma.
Después de algunas escaramuzas con las fuerzas armadas del gobierno
estatal, comandadas por el coronel Telésforo Tuñón Cañedo —jefe políti-
co de Toluca— el saldo del levantamiento fue de seis sublevados muertos,
ocho funcionarios asesinados, el asalto y fractura de puertas de varias ca-
sas municipales, el incendio de los archivos del Juzgado Conciliador y la
aduana de Temascaltepec, así como el saqueo de la hacienda de Tenería y
diversas casas de los particulares identificados como los que habían pro-
testado la reforma. Además de los enfrentamientos a balazos entre autori-
dades y levantados en Tejupilco.
Romana Falcón y Powell plantean que la represión del movimiento
implicó una gran matanza entre la población indígena, con fusilamientos
en masa y sin fórmulas de juicios, según las notas periodísticas y las discu-
siones parlamentarias.62 Sin embargo, la revisión de las fuentes archivísticas
revelan que, además de los tres juicios de amparo que aquí se revisarán,
hubo más procesos judiciales de pena de muerte de, por lo menos, otros
siete cabecillas del movimiento, pero que no llegaron al procedimiento de
amparo ni al conocimiento del Juez de Distrito.
Las autoridades políticas locales y militares que realizaron las averi-
guaciones nombraron este suceso como “turba desenfrenada por el fana-
tismo”, “chusma” e “indiada que odia a la gente de razón”. En las averigua-
ciones fueron identificados algunos de los principales cabecillas del
movimiento y procesados en tres diversos juicios: Pablo Aguilar por los
tumultos y asesinatos acaecidos en Tejupilco, fue condenado a la pena de
muerte por el general en jefe de las Operaciones del Estado de México;
Miguel Equiluz, en diciembre de 1873; Francisco Leonardo y Teodoro
Honorato, por los asesinatos de los tres funcionarios del gobierno local y
el asalto en gavilla en Temascaltepec, siendo sentenciados a la misma pena
por el jefe político del Distrito en marzo de 1874; y los hermanos José y José
Antonio Longinos, por los asesinatos de los tres representantes del gobier-
no del Estado, además de los asaltos y tumultos en Zinacantepec, también
62 Ibid., p.150; Falcón, México descalzo, pp. 157-166.
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fueron condenados a la pena máxima por el jefe político de Toluca en junio
de 1874.63
Aunque los tres juicios de amparo suceden en 1875 en el Primer Juzgado
de Distrito del Estado de México, cuyo Juez fue Ramón Ortigosa y el pro-
motor fiscal Jesús Cevallos y en los tres se aplica la misma Ley del 3 de mayo
de 1873; además de ser revisados por el mismo Tribunal Pleno de la SCJN —
compuesto por los Ministros José María Iglesias, José Arteaga, José María
Lozano, Ignacio Ramírez, José María Vigil, M. Sandoval, I. Guzmán, L.
Velásquez, José García Ramírez, M. Auza y Enrique Landa— las senten-
cias, distintas entre sí, dejan mucho que desear de las actuaciones de las
autoridades judiciales federales. De los cinco procesados, el único que con-
siguió el amparo contra la pena de muerte fue Pablo Aguilar, mientras que
los otros cuatro fueron ejecutados.
Los cinco procesados eran indígenas y se dedicaban a labores del cam-
po, como hortelanos y jornaleros; en particular, Teodoro Honorato tam-
bién se desempeñaba como Juez Auxiliar de Cuentla. Según las diversas
testimoniales, se reconstruyen los papeles protagónicos de dichos perso-
najes: Pablo Aguilar fue de los principales promotores en Santa Ana, Santa
María y San Juan y amenazó con matar a todos los que habían protestado
por las reformas. Francisco Leonardo y Teodoro Honorato también fue-
ron identificados como supuestos autores de un documento que incitaba a
los pobladores al levantamiento en contra de la municipalidad de Tejupilco.
Por su parte, los hermanos Longinos, fueron identificados como miem-
bros de una familia combativa, en cuya casa se realizaban juntas de indíge-
nas del barrio de la Veracruz en Zinacantepec.
Argumentos y discursos de la autoridad local
Todas las sentencias de las autoridades se basan en la Ley del 3 de marzo de
1873, pero los fundamentos de cada una de aquéllas son muy distintos. En
el caso de Pablo Aguilar, el general Equiluz, después de las averiguaciones,
63 “Juicio promovido por Pablo Aguilar contra la sentencia que lo condenó a sufrir la pena de
muerte”, AHCCJT-SCJN/EM/IJDT/A/Pn/1873/s/n 2; “Juicio de amparo promovido por José
Anacleto y Cosme Damian, por sus hermanos Francisco Leonardo y Teodoro Honorato, contra la
providencia del gefe político de Temascaltepec que condenó a muerte a los dos últimos”, AHCCJT-
SCJN/EM/1JDT/A/Pn/1874/exp. 18/ 155 fs; “Recurso de amparo promovido por José Longinos y
José Antonio de Zinacantepec, sentenciados a la pena de muerte por el gefe político de esta
ciudad”, AHCCJT-SCJN/EM/1JDT/A/Pn/1874/exp. 4/ 108 fs.
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estableció haber cubierto la formalidad de la identificación del procesado
y haber sustanciado la culpabilidad por los homicidios con la declaración
del reo, su identificación a través de las testimoniales de cuatro vecinos del
lugar y diversas pruebas de objetos y animales que pertenecieron a las
víctimas y que Aguilar tenía en su poder. Equiluz fundamentó la sentencia
de marzo de 1874 en el artículo 3 de la Ley de 1873, que a la letra dice: “Los
que no fueren aprehendidos en fraganti serán juzgados sumaria y verbal-
mente por las autoridades cuyos agentes hayan hecho la aprehensión, bien
sean las autoridades políticas de los distritos o los jefes militares de la fede-
ración o de los estados”.
Por su parte, el jefe político de Temascaltepec, Alberto Franco, conde-
nó a la pena capital a Francisco Leonardo y Teodoro Honorato, después
de un irregular proceso de averiguación que se inició cuando el juez conci-
liador, al realizar las primeras diligencias y testimoniales, se percató del
contenido político del movimiento en contra de una ley federal y que, por
lo tanto, correspondía al Fuero Federal juzgarlo, por lo que despachó el
expediente al Juez de Distrito, señalando que era asunto federal por ser
delito de infidencia, pero el Juez estableció que no era asunto de su compe-
tencia y lo remitió de nuevo al conciliador, quien a su vez lo reenvió al jefe
político Franco.
La sentencia de este último, en junio de 1874, señalaba que por ningún
motivo era asunto de infidencia, sino del orden común, por lo que él estaba
autorizado para juzgarlo. La sustanciación del juicio sólo se centró en las
declaraciones tanto de los inculpados, como de los demás testigos y por la
Ley de 1873 los condenó a pena capital.
En el último caso, el jefe político de Toluca, Ignacio Guadarrama, señala-
ba que vistas las declaraciones y diligencias de los delitos de asalto a mano
armada y asesinatos cometidos por los hermanos Longinos, y después de
realizar los careos y de que los acusados no quisieron presentar defensa. Fun-
damentó su argumentación en el artículo 8 de la Ley de 1873, que define a un
salteador como en hacer justicia social y cumplir con la voz pública que no
ha cesado de reclamar un digno castigo para crímenes tan horrendos. Final-
mente, señalaba que la culpabilidad de los procesados se comprobaba por el
hecho de haberse ausentado del pueblo y esconderse en San Juan y los sen-
tenció a la pena máxima en junio de 1874 (véase el cuadro 6).
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Argumentos y discursos de la defensa
En lo que respecta a las actuaciones de la defensa, como es predecible, no
hubo abogados defensores nombrados por los procesados, pues, excep-
to Teodoro, todos los demás eran analfabetos y se suponía muy pobres
como para pagar a un licenciado. Además, sólo en el caso de Francisco
Leonardo y Teodoro Honorato, juicio en el que participó un juez conci-
liador, se nombró un abogado de oficio, el licenciado Luis Rivera Melo.
Para el caso de los hermanos Longinos, dos días antes de dictar sentencia
el Juez de Distrito y después de haber sido presentado el pedimento del
promotor fiscal, se presentó un escrito de defensa sin firmar.
En su defensa, Pablo Aguilar aceptó el cargo de haberse pronunciado en
el “movimiento revolucionario de los pueblos indígenas de Tejupilco”, pero
no de haber ejecutado asesinatos, robos e incendios, pues los verdaderos
líderes del movimiento fueron los auxiliares de los pueblos. Asimismo, argu-
mentaba que la Ley de 1873 no era aplicable a su caso y que se le habían
violado las garantías que le otorgaban los artículos constitucionales, entre
ellos el 20, que ordena que todo acusado en juicio criminal tendrá las garan-
tías de la declaración, los careos y la descarga de la defensa, y lo que estipula
la Ley de amparo de 1869.
En el juicio de Francisco Leonardo y Teodoro Honorato, la defensa de
Rivera señala —como en el caso anterior— que no es aplicable la Ley de
1873 y que se han violado garantías constitucionales, como las del artículo
20. Establecía que el jefe político no era autoridad competente para juzgar
un delito en contra de los poderes de la federación, pues el tumulto fue
contra una ley federal promulgada por el Congreso y en contra de los
principios de la Constitución Federal. Por lo tanto, sus defendidos no ac-
tuaron como salteadores, sino por infidencia. Asimismo, no se probó el
delito ni la culpabilidad de los procesados en el sumario del proceso, por
lo que se violó el artículo 1 de la Ley orgánica del amparo de 1869.
En el caso de los hermanos Longinos, el argumento de la defensa seña-
laba que fueron juzgados como salteadores, sin permitírseles rendir prue-
ba alguna. Violando el artículo 20 constitucional, además de que la Ley
de 1873 estableció el derecho de prueba y defensa de los procesados. Tam-
bién se violó el artículo 16 constitucional, pues ¿dónde se ha visto que la
sola denuncia baste para dar un delito por probado y condenar un hom-
bre a muerte? Al igual que en los otros casos, señalaba que no quedó
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probada la existencia del delito ni la culpabilidad de los procesados, pues no
se identificaron los muertos, ni hubo autopsia, ni certificado de defunción
(véase el cuadro 6).
Argumentos y discursos del Juez Federal y de la SCJN
Finalmente, llegamos al análisis de las actuaciones de las autoridades fede-
rales; es interesante constatar las complejas participaciones del promotor
Cevallos, el juez Ortigosa y los once Ministros, quienes actuaron a discre-
ción y bajo el predicamento de un complejo incidente político. Comence-
mos con el promotor fiscal Jesús Cevallos:
1. En el caso de Pablo Aguilar, señalaba que no se hizo una exacta
aplicación de la Ley de 1873, pues no se detuvo al reo in fraganti y
que, por lo tanto, se habían violado sus garantías constitucionales
que marca el artículo 20 al no permitírsele el careo contra sus de-
nunciantes, la recepción de pruebas y la defensa, por lo que pide
sea amparado.
2. En el caso de Francisco Leonardo y Teodoro Honorato, contradic-
toriamente dice que en el movimiento de los pueblos no hubo nin-
gún dato que lo pudiese señalar como sedición o un hecho de
rebelión, pues todo lo acontecido fueron sólo delitos del orden co-
mún “a mano armada por muchos individuos” que trataban de ase-
sinar a los protestantes “en el sentido de los cultos” y, por tanto, es de
exclusivo conocimiento de las autoridades políticas. Sin embargo,
en las averiguaciones y sumaria del juez conciliador, se establecía
que el movimiento fue impulsado por la Iglesia y en contra de las
Leyes de Reforma, incluso contenía la orden del Arzobispado, que
mandaba no protestar las adiciones, cuyo título era “Resoluciones
dadas a los que han consultado sobre la protesta de guardar y hacer
guardar la Constitución y las Leyes de Reforma”, así como la fórmu-
la de la retractación. Asimismo, el informe del coronel en jefe de la
misión definió al movimiento como una “sublevación contra el go-
bierno”. No obstante todas estas pruebas, Cevallos insistió en seña-
lar que esto no caracteriza una sedición, según lo señala el Código
Penal, título 14, capítulos 1 y 2. Por lo que el jefe político no ha
violado las garantías de los procesados, sino que procedió conforme
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a la ley de 1873. Además de quedar probados los delitos de asalto,
robo y asesinato en despoblado. Por lo que, con fundamento en la
Ley de 1869, solicitaba al Juzgado no amparar ni proteger a los
quejosos. Para nada mencionaba la violación a las garantías del
artículo 20, pues, al igual que en el caso anterior los procesados no
fueron detenidos in fraganti, ni se les permitió careo, recepción de
pruebas ni defensa.
3. En el caso de los hermanos Longinos, Cevallos de nuevo asumió
una actitud más legalista y señalaba que por distracción o por
impericia, la sentencia que dictó el jefe político la hizo sin propor-
cionar a los acusados los medios de defensa, únicas garantías que
dejó en su favor la Ley de 1873, por lo que los procesados deben ser
amparados, ya que la autoridad violó el artículo 3 de dicha ley.
Incluso cuestionaba el actuar del jefe político, quien quizá estaba
imbuido de la idea de que los asesinos de Zinacantepec deberían
morir porque así lo exige la sociedad, por lo que ponía en eviden-
cia su discurso sumamente subjetivo.
El mismo jefe político en su informe señalaba:
Ningún tiempo será bastante para borrar de la memoria la horrorosa y
sangrienta escena que tuvo lugar en la fecha ya citada y en el expresado pue-
blo, llevada a cabo y consumada por una turba desenfrenada, compuesta de
cerca de dos mil hombres, excitados, no ya por el fanatismo, que se les atribu-
ye, sino por el devorador instinto de las fieras. Ninguno habrá olvidado a esas
tres inocentes víctimas sacrificadas con tanta impiedad y a quienes sólo les
faltó que sus verdugos se hubiesen convertido en antropófagos por haber
sepultado en sus entrañas sus mutilados miembros…
¿Cuál fue la razón de que los pedimentos fueran tan distintos? El primero
lo emite en julio, el segundo en abril y el tercero en mayo de 1875; es decir,
en el primer pedimento que realizó respecto del tumulto de 1873, actuó de
forma muy parcial, negando el contenido político del movimiento y ce-
rrando los ojos ante las inconsistencias del juicio; en cambio, en los otros
dos asumió un papel más claro de defensor de las garantías individuales
(véase el cuadro 6).
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En lo que respecta a Ortigosa, Juez del Primer Juzgado de Distrito del
Estado de México, sus sentencias fueron las siguientes:
1. En el caso de Pablo Aguilar, y a pesar del pedimento del promotor
fiscal, Ortigosa decidió no amparar al quejoso y señaló que, aun-
que el quejoso intentó evitar el tumulto, era el jefe de los asaltantes,
al haber aceptado ser el jefe de la gavilla eso lo responsabilizó de
todos los hechos. Señalaba que la Ley del 3 de mayo de 1873 reves-
tía de la jurisdicción necesaria no sólo a los jefes políticos, sino
también a la autoridad militar, sin más diferencia que el modo de
juzgarlos y la identificación de la persona de los asegurados en el
acto del delito e indicaba que la sustanciación no es obligatoria
por no ser preventiva.
2. Para el proceso de Francisco Leonardo y Teodoro Honorato, re-
solvió no amparar a los quejosos y retomó la recomendación de
Cevallos y fortaleció el argumento de que los asaltos y robos fue-
ron perpetrados con premeditación; según la Ley de 1873, no era
necesaria la formación de un proceso, sino que sumaria y verbal-
mente se podía averiguar el delito.
3. En el juicio de los hermanos Longinos, el juez amparó a los quejo-
sos, pues consideró que no se justificó plenamente el cuerpo del
delito, puesto que toda la circunstancia descansaba en la voz pú-
blica de que fueron asesinados los supuestos empleados del gobier-
no del Estado. Y señala que una Ley de Tribunales y Juzgados pre-
viene que se aplique pena a lo que es igual, y que se absuelva al reo
confeso si su confesión no está precedida de la prueba del delito.
Tampoco está probado el delincuente con el decir de los cuatro
testigos, quienes son parciales y sólo vieron a los procesados con
un mazo ensangrentado y lleno de supuestos sesos, pero ninguno
prueba que supuestamente dieran muerte a las tres víctimas. No se
permitió a los procesados que se defendiesen, puesto que no se les
notificó que debían nombrar defensor, además de que se omitie-
ron los careos. Por lo tanto, se habían violado las garantías asegu-
radas por el artículo 2 de la Ley de 1873, y con fundamento en el
artículo 101 constitucional y la Ley del 20 de enero de 1869, ampa-
ra y protege a los procesados (véase el cuadro 6).
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Por último, los fallos de los Ministros de la SCJN fueron los siguientes:
1. Se ampara a Pablo Aguilar pues quedó plenamente probado que
no fue detenido in fraganti por lo que dictar la sentencia corres-
pondía a la autoridad judicial y no a la militar. Por lo que revocó
la sentencia y llamó la atención al Juez de Distrito por haber tar-
dado más de dos años en emitir su fallo.
2. No amparó a Francisco Leonardo y Teodoro Honorato, pues la sen-
tencia está formada y bien arreglada a las prescripciones de dere-
cho, por lo que la confirma.
3. No ampara a los hermanos Longinos, ya que visto el proceso y
considerando que la Ley de 1873 en su parte primera expresamen-
te suspendió las garantías que otorgó el artículo 20 constitucional
y que el artículo 3 de dicha Ley es equitativo y no obligativo, y que
si los reos no hicieron uso de la facultad de defensa, no fue por-
que se los impidiera el jefe político, por lo cual no se les ha vulne-
rado ninguna garantía. Por lo que con fundamento en la Ley de 20
de enero 1869 se revoca la sentencia y declara que la justicia de la
Unión no los ampara (véase cuadro 6).
Para entender mejor las actuaciones de todos los implicados en los proce-
sos judiciales por los tumultos de 1873, presentamos el cuadro 6.
No cabe duda de que la incorporación de las Leyes de Reforma a la
Constitución fue una anunciada bomba de tiempo, que incluso Lerdo de
Tejada preparó unos meses antes con la promulgación de la “Ley de Sus-
pensión de Garantías para Salteadores y Plagiarios” del 3 de mayo de 1873,
que otorgaba poderes extraordinarios al Ejecutivo, y explícitamente per-
mitía que autoridades políticas y militares sentenciaran la pena de muerte
y suspendieran las garantías constitucionales de los artículos 10, 20 y 21, de
tal manera que los reos podían ser sentenciados sin defensa y sin mayor
formalismo jurídico que su simple identificación, pues, como señalaron
los Ministros, el derecho de la defensa era sólo “equitativo” y no” obligativo”.
Sin embargo, cuando estalló esta bomba de tiempo en los municipios
de Tejupilco, Temascaltepec y Zinacantepec provocó que la conducta de
las autoridades judiciales federales fuera muy compleja y difícilmente ca-
talogada, ya no de justo, sino de ajustado al formalismo jurídico de la
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época, lo que Norberto Bobbio denomina “conforme a la ley”.64 Ya que el
promotor Cevallos, el juez Ortigosa, así como los once Ministros actua-
ron de modo muy distinto en tres juicios muy similares, no sólo porque
sucedieron durante los tumultos de 1873, sino porque las defensas judicia-
les prácticamente no existieron. En los tres se acusaba a los procesados
como cabecillas del movimiento, actores de los homicidios y por cometer
los tumultos en los tres poblados. También en los tres procesos la
sustanciación de los delitos y sus culpables no fueron claras, pues ninguno
de los procesados fue detenido in fraganti, ya que fueron hechos presos
entre 23 días y seis meses después del tumulto, y la culpabilidad sólo se
sustentó en declaraciones, pero nunca fue comprobada.
No obstante lo anterior, el comportamiento de Cevallos tuvo un enor-
me sesgo, determinado no por la supuesta objetividad jurídica, sino por la
presión política de la época, pues, en contra de toda lógica, catalogó el
tumulto que encabezaron Francisco y Teodoro como asunto del fuero co-
mún y no como una rebelión. De la misma manera, en el caso de los her-
manos Longinos, el juez Ortigosa, amparó señalando que no se les permi-
tió la defensa según Ley de 1873, y en el de Francisco y Teodoro no amparó
y resolvió que se procedió conforme a dicha ley al no permitírsele la defen-
sa. Por último, los Ministros ampararon a Pablo Aguilar, a pesar de que su
defensa argumentó la violación del artículo 20 constitucional, que explíci-
tamente fue suspendido en la Ley de 1873, y no amparan a los hermanos
Longinos, revocando la sentencia y el pedimento del inferior, y rechazan-
do el argumento de la defensa, porque ésta argumentó la violación del
artículo 20 constitucional.
En su investigación, Romana Falcón señala que José María Vigil, como
político, estuvo en contra de que este levantamiento indígena se castigara
con severidad o como una injusta venganza;65 sin embargo, el mismo Vigil,
como jurista y Ministro de la SCJN, actuó con suma severidad al decretar la
muerte de los hermanos Longinos por la presión política de una “socie-
dad” que seguía pidiendo el castigo ejemplar de los asesinos del tumulto de
Zinacantepec y, a pesar de que la sustanciación del juicio fue tan débil y que
tanto el promotor como el Juez ampararon, el pleno de los Ministros sen-
tenció lo contrario; tal vez, como señala Bobbio “la decisión se produjo
64 Bobbio, El problema, p. 13.
65 Falcón, México descalzo, p. 165.
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antes que los argumentos”.66 Las últimas palabras de los hermanos Longinos,
cuando se les notificó el fallo final, fueron: “Vamos a morir inocentes, pues
no solamente no cometimos el delito que se nos imputa, sino que ni estába-
mos en el pueblo el día de los asesinatos y no firmaron por no saber”.
PENA DE MUERTE, ¿ÚTIL O JUSTA?
A lo largo del siglo XIX, la pena de muerte fue un difícil problema lleno de
contradicciones, asunto de dos realidades: por un lado, las discusiones
políticas y legislativas, en su mayoría abolicionistas y, por otro, el recurso
que legitimaba el poder y la autoridad de unos cuantos en un país donde
no se respetaba a la autoridad política ni a sus instituciones. Inserta entre
el pasado y la modernidad, la pena de muerte sostuvo una enorme utopía:
cuando el sistema carcelario lograse pacificar al país, por fin México sería
una nación moderna. Pero mientras ese momento llegaba, había que apli-
car la pena capital contra todo aquel que se atreviese a molestar el orden y
la legitimidad de los gobiernos. A pesar de que nunca fue efectiva, siempre
se utilizó bajo la justificación de la normal excepcionalidad de un siglo
convulsivo, militarizado y con una creciente represión policiaca.
Estudiar la pena capital desde la práctica judicial del amparo signifi-
ca examinar una temática que claramente refleja la compleja problemá-
tica social decimonónica y, como si fuese una encrucijada, en la pena
capital convergen problemas fundamentales de todo el siglo: el bandole-
rismo, la inestabilidad social y la lucha entre poderes federales y locales.
¿Cómo construir un país justo y un efectivo sistema legal, si el país estaba
infestado de salteadores y ladrones que cometían tropelías por doquier,
si la ausencia de un sistema institucional consolidado provocaba inter-
minables asonadas y revueltas locales; y si la falta de un gobierno central
fuerte provocaba una constante lucha entre los poderes federales y las
oligarquías y autoridades locales? Ante estos males, una de las alternati-
vas que se seleccionó para extirparlos fue justificar la muerte, ya fuese
por la exacta aplicación de la ley o por interpretaciones extensivas que
salvaban la dificultad de difíciles momentos políticos.
66 Bobbio, El problema, p. 29.
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El eje conductor de esta investigación fue explicar los aciertos y las
contradicciones judiciales de los juicios de amparo contra la pena de
muerte en México durante el siglo XIX. En esta difícil historia, señalar cuál
fue el papel histórico del amparo, en el que no fue lo mismo amparar a
un salteador de caminos que a un puñado de indígenas pobres y procle-
ricales. Es claro que el comportamiento de los promotores fiscales, jue-
ces locales y federales, Magistrados y Ministros nunca fue mecánico ni
automático y que sus apreciaciones y fallos primero fueron valorativos y
luego argumentativos. Las autoridades judiciales de la Federación a ve-
ces eran liberales puros que defendían a pie juntillas la ley y el respeto a la
Constitución; en otras eran liberales sociales que les preocupaba la justi-
cia y la igualdad en la ley y, finalmente, en algunas más, eran defensores
del sistema represor y hacían interpretaciones extensivas de las normas.
A veces, restablecer el supuesto orden quebrantado era lo más impor-
tante, pero luego la legalidad se convertía en lo fundamental. En este
múltiple juego de interpretaciones judiciales, la pena de muerte fue el
comodín de todas las batallas.
La pena de muerte fue un recurso repudiado, pero utilizado por mu-
chos; un arma que ningún gobernante desdeñó, pues ayudó a justificar
la legitimidad de su poder, pero una condena cuando la aplicaba un
poder subalterno. Los mismos que la condenaban aprendieron a justifi-
carla. Las normatividades, comenzando con el famoso artículo 23 cons-
titucional, mostraron una enorme inconsistencia al considerarla transi-
toria, al tiempo que tuvo una vigencia centenaria. Así la justicia, en los
inicios de la historia de los modernos derechos humanos en México, que-
dó circunscrita a la utilidad pública cambiante, cuyo debate fundamen-
tal fue ¿respetar las leyes sólo porque son leyes o buscar la justicia? Si la
creencia generalizada de la época fue considera útil a la pena de muerte,
entonces, ésta fue justa. Aunque era un recurso poco efectivo, incómodo
y que muy pocos se atrevieron a defender, su práctica judicial nos enseña
su enorme multifuncionalidad.
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El juicio de amparo y la garantía
individual de libertad laboral.
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el Estado de México
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INTRODUCCIÓN
El Archivo Histórico de la SCJN, correspondiente al Primer Juzgado de Dis-
trito del Estado de México, aún con sede en Toluca, fue rescatado y es
conservado por la Casa de la Cultura Jurídica de dicha institución. Tras el
mencionado rescate, se desarrolla actualmente un proyecto de cataloga-
ción y análisis de la documentación que nos permitirá conocer mejor la
historia de la Suprema Corte, su ejercicio judicial federal y la cultura jurí-
dica de nuestro país. La catalogación de los documentos rescatados cuya
serie, por lo mismo incompleta, inicia en la segunda mitad del siglo XIX, nos
muestra la posibilidad de analizar el ejercicio de la justicia y la cultura del
derecho en el siglo XIX, en particular lo relativo a las garantías individuales
en correlación con el juicio de amparo.
Estas páginas corresponden al análisis histórico de documentos referen-
tes a juicios de amparo interpuestos, entre 1873 y 1895 —no hallamos expe-
dientes en los años anteriores y posteriores a éstos, del periodo de estudio,
más amplio, que observamos—, por quejosos que se sentían agraviados en
su derecho individual relativo a la libertad de trabajo. Como se verá, los
juicios hallados bajo este derecho específico no son numerosos, pues repre-
sentan menos del 1 por ciento de los 1 320 casos catalogados bajo juicio de
amparo durante el periodo, aunque el 32.5 por ciento considerando los 430
relativos a la libertad (véase el cuadro 1). No consideramos aquí temas se-
mejantes y relacionados, como la leva o la prisión arbitraria, aunque en
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algunos casos estén implicadas estas otras violaciones. Este bajo número y
porcentaje, aunque consideramos el hecho que el universo documental ya
no pudo ser rescatado integralmente, nos permiten inferir la relativamente
baja importancia de la temática, como problema jurídico social, durante la
segunda mitad del siglo estudiado. Dado que el amparo busca proteger a los
individuos frente al abuso de autoridades, el análisis histórico jurídico de la
libertad de trabajo no quedaría agotado en el universo histórico documen-
tal de la SCJN: requeriría el estudio de otros archivos judiciales. Sin embargo,
la defensa de la libertad laboral ante la Suprema Corte es, sin duda, parte
importante de ese ejercicio y cultura jurídicos y, por lo mismo, objeto perti-
nente del análisis histórico que aquí proponemos.
EL JUICIO DE AMPARO Y SUS ANTECEDENTES
Los estudiosos del tema1 han señalado antecedentes históricos legales de
las garantías individuales y del juicio de amparo. El antecedente indirecto
correspondiente sobre todo al periodo novohispano, en lo que respecta al
juicio de amparo, lo identifican con el juicio de residencia efectuado por la
1 Barragán, Primera ley de Amparo; Burgoa, El juicio de amparo; Carpizo, La Constitución
mexicana de 1917.
CUADRO 1
EXPEDIENTES DE AMPARO POR VIOLACIÓN A LA GARANTÍA INDIVIDUAL DE LA LIBERTAD,
PRIMER JUZGADO DE DISTRITO, ESTADO DE MÉXICO, 1868-1901
Tipo de acto reclamado Expedientes
Derecho a estudiar 1
Consignación abusiva al Ejército 282
Prisión arbitraria 47
Privación arbitraria de la libertad 21
Trabajo forzoso 12
Libertad de movimiento 1
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Corona española a los principales funcionarios al momento de dejar el
cargo. En cambio, el antecedente directamente legal de las garantías indi-
viduales lo identifican, más bien, con la Constitución de Apatzingán en
plena Guerra de Independencia. Sin embargo, no fue sino hasta la Consti-
tución de 1857 cuando ambos discursos jurídicos hallaron plena formula-
ción en los 23 primeros artículos de la Constitución, las garantías indivi-
duales, y en los artículos 101 y 102, el juicio de amparo. Estos últimos
artículos verán promulgada su correspondiente ley reglamentaria, deno-
minada Ley de Amparo, la primera el 9 de julio de 1861, una segunda el 20
de enero de 1869 y una tercera el 14 de diciembre 1882. Los quejosos de
nuestros expedientes siempre invocan los artículos 101 y 102 de la Consti-
tución, además del 5 y 16 —en un solo caso el artículo 8—, y los siguientes
artículos de la Ley Orgánica Constitucional sobre el Recurso de Amparo,
relativos a la suspensión del acto reclamado: 9 de la Ley de 1869, 11 y 12 de
la Ley de 1882, 14 de ésta última, relativo propiamente a la libertad per-
sonal. Todos invocan el artículo 1, fracción I, de las leyes de amparo, de
1869 y 1882, que trata de la solicitud de amparo por violación de garan-
tía individual. Además, en dos de los doce expedientes, los quejosos in-
vocan el artículo 29 de la Ley de 1869, relativo a la dispensa por pobreza
del uso de papel sellado. Por otra parte, nuestros quejosos por la libertad
laboral que creen conculcada por autoridades municipales y jefes políti-
cos, sobre todo, invocan, como era de esperarse, los artículos 5 y 16 de la
Constitución —de 1857, que es la que nos atañe— la cual consagra de la
siguiente manera la libertad laboral:
5. Nadie puede ser obligado a prestar trabajos personales sin la justa retribución
y sin su pleno consentimiento. La Ley no puede autorizar ningún contrato que
tenga por objeto la pérdida o el irrevocable sacrificio de la libertad del hombre ya
sea por causa de trabajo, de educación o de voto religioso. Tampoco puede
autorizar convenio en el que el hombre pacte su proscripción o destierro.2
El 16 dice:
Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles y pose-
siones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente,
2 Tena, Leyes fundamentales, p. 607.
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que funde y motive la causa legal del procedimiento. En el caso de delito in
fraganti toda persona puede aprehender al delincuente y a sus cómplices
poniéndolos sin demora a disposición de la autoridad inmediata.3
LA LIBERTAD LABORAL EN LA HISTORIA COLONIAL Y DECIMONÓNICA
Diversas investigaciones históricas, novohispanas y decimonónicas del Méxi-
co independiente, versan sobre problemas de mano de obra, trabajadores y
remuneración del trabajo. Obras pioneras como la de Silvio Zavala y sus
colaboradores,4 ponen énfasis en la publicación de fuentes documentales de
todo el periodo colonial; esta perspectiva de trabajo fue seguida por autores
como Refugio González5 para el periodo independiente y por Nickel6 para
ambos periodos. Este último autor, como Katz7 en un momento anterior, ha
construido una línea de investigación que se ha detenido a analizar el mundo
laboral preindustrial, fundamentalmente el de los trabajadores en las ha-
ciendas. Por otro lado, el conjunto de la historia de México puede construir-
se, leerse, entenderse desde la perspectiva del mundo de los trabajadores,
como lo propuso Florescano,8 coordinador de una de las primeras obras en
su género, de síntesis, a la vez académica y de divulgación, para gran público:
se trata de La clase obrera en la historia de México, cuyo título implicaría un
anacronismo en sentido estricto pues evoca fuerza de trabajo asalariada
para el conjunto de la historia de México donde ha predominado, hasta al
menos la primera mitad del siglo XX, el trabajo campesino. Estos escritos han
sido seguidos de muchos otros sobre diversas regiones y diferentes periodos
históricos, al tiempo que muchas investigaciones o textos de divulgación y
síntesis de historia económica y social de México, han tratado de manera
colateral los diferentes problemas de los trabajadores, indios, peones, labo-
ríos, jornaleros o gañanes, campesinos. Igualmente, existen trabajos como
los de Romano y Carmagnani,9 historia de síntesis o ensayo, que formulan
3 Ibid., pp. 608 y 609.
4 Zavala, Ordenanzas, 1980 y Fuentes, 1940.
5 González, Trabajo y Estado, 1982.
6 Nickel, Morfología social, 1988.
7 Katz, La servidumbre agraria, 1980.
8 Florescano, La clase obrera, 1980.
9 Carmagnani y Romano, Componentes económicos, 2000; Romano, Mecanismos y elementos del
sistema económico, 2004.
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una propuesta de cómo deben insertarse en la historia los problemas de la
mano de obra, del trabajo, al lado de los problemas de la producción y la
productividad. Aquí se propone, desde esta perspectiva, entender los pro-
blemas de mano de obra a partir de un tipo de documentos que nos sumer-
ge, por su propia cualidad jurídica, en los fenómenos de las instituciones
jurídicas del siglo XIX. Esta perspectiva nos permitirá entender mejor el
mundo del trabajo y, al mismo tiempo, comprender el desarrollo de la
cultura jurídica decimonónica.
El contexto económico amplio de la segunda mitad del siglo XIX mexica-
no se define como el de una sociedad de Antiguo Régimen, fundamental-
mente rural.10 La mayoría de la población se dedicaba a actividades agrí-
colas; más aún, la gran mayoría era campesina, por lo que no sólo
cultivaban su propia parcela para el autoconsumo, sino que realizaban
diversas actividades para satisfacer igualmente sus necesidades, pues su
contacto con el mercado de bienes y servicios era mínimo, por no decir que
prácticamente inexistente. La historiografía mexicana nos habla de cam-
pesinos sin tierra o con tierra insuficiente, a quienes califica de peones que
podían trabajar permanente, esporádica o estacionalmente como jorna-
leros agrícolas; no obstante, esta misma historiografía no ha logrado cuan-
tificar por periodos la importancia de esta población, a lo que no ayuda
que con frecuencia los documentos nos hablen, precisamente, de peones,
jornaleros o agricultores, de forma casi indistinta. No obstante esta ambi-
güedad terminológica, aquí se analizan juicios de amparo en los que los
quejosos dicen ser jornaleros.
El contexto social y legal de la época a que nos referimos, en el discurso
al menos, puede ser considerado como liberal: igualdad de derechos, bús-
queda de la igualdad de oportunidades, igualdad ante la ley de todos los
individuos. El contexto económico legal es, de igual modo, liberal. Este
discurso liberal en su conjunto serviría como contexto de análisis sobre el
que se construiría la hipótesis de trabajo de este texto, discurso que con-
10 Antiguo Régimen es una expresión consagrada por Tocqueville (1805-1859) para referirse a
la época prerrevolucionaria en Francia, y en su acepción sociopolítica adoptada por los estudio-
sos de Occidente, pero cuyo sentido fue ampliado, entre otros, precisamente por un historiador
de la población francesa, Pierre Goubert. Hoy en día su uso cubre las acepciones cultural,
económica y demográfica. Resulta pertinente utilizarla aquí, fundamentalmente en sus acepcio-
nes cultural, económica y política, toda vez que hablamos de una sociedad preindustrial,
mayoritariamente campesina.
114 LA VIDA, EL TRABAJO Y LA PROPIEDAD EN EL ESTADO DE MÉXICO
trastaremos con la práctica jurídica que, al final, nos revelaría la cultura
jurídica del periodo estudiado.11
En efecto, la conciencia y apropiación del derecho liberal por los ciu-
dadanos decimonónicos se observaría, por supuesto, en el pleno ejerci-
cio de sus derechos, pero puede resultar un mejor reflejo de su conciencia
y apropiación la forma en que dichos ciudadanos los defienden —o no—
cuando ven violadas sus garantías individuales. Por otro lado, el análisis
histórico de la sanción judicial ejercida frente a estos procesos de defen-
sa, nos permitiría identificar la importancia del papel que el sistema ju-
dicial desempeña en los procesos —impulso o lastre— de formación de
conciencia de los derechos y obligaciones ciudadanos en todos los indivi-
duos, sin distinción de origen social.
LA LIBERTAD LABORAL EN PROCESO
Aquí presentamos la primera aproximación de resultados del análisis refe-
rido. Se identificará el discurso codificado decimonónico sobre la libertad
personal del trabajo, y se contrastará con el discurso y la práctica judicial
en el ejercicio del juicio de amparo de los actores implicados: jueces de
11 Siguiendo a Abbagnano, Diccionario de filosofía, los orígenes del liberalismo son la Reforma y
la Ilustración, liberalismo bajo cuyos principios hoy seguirían desarrollándose nuestras sociedades.
Estos orígenes implican ya, en términos históricos, dos vertientes: por un lado la reivindicación del
valor y las libertades individuales de toda persona y, por otro, más tarde, ya propiamente en el siglo
XIX, el valor e importancia del Estado Nación laico, como Institución de ciudadanos. La historia
propia de países como México, conquistado por España, país no de Reforma sino de Contrarreforma,
no queda envuelta en el desarrollo de ese primer origen del liberalismo occidental; la difusión de la
Ilustración fue igualmente perseguida por la Corona española en tierras americanas. No obstante,
las Cortes de Cádiz del final del periodo colonial lograron dejar a nuestras Constituciones mucho de
los nuevos “prejuicios” liberales entre las clases dirigentes. Así, en México empieza a desarrollarse
el liberalismo en su segunda vertiente, la del Estado, antes que la primera, la del individualismo. De
cualquier manera, ambas vertientes implican de por sí una tensión no resuelta por el hecho que los
individuos sean ahora considerados —en la letra, y en espera que las personas tomen conciencia de
ello— ciudadanos del nuevo Estado, con tantos derechos como obligaciones. El México de nuestro
periodo de estudio no escapa a esta tensión que, por otro lado, permite el desarrollo de nuestras
sociedades occidentales. Por otra parte, el liberalismo —sus libertades— implicó primero la liber-
tad religiosa de los individuo, luego, las libertades e igualdad políticas y las libertades económicas.
Entre estas últimas se inscribe precisamente la libertad individual laboral, libertad que veremos aquí
entrar en contradicción con la organización tradicional del trabajo comunitario campesino, con la
organización del trabajo servil, acostumbrado en la otra unidad de producción importante del siglo
XIX, la hacienda, e incluso, paradójicamente, con el trabajo comunitario solicitado por el “nuevo”
Estado y sus funcionarios.
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distrito, jueces municipales o de paz, abogados o representantes, promo-
tores fiscales, quejosos o agraviados, autoridades responsables de la viola-
ción constitucional.
Como hipótesis de trabajo e interrogantes iniciales, formulamos lo si-
guiente: el discurso y ejercicio judicial del amparo que, al parecer tienen una
raíz histórico-jurídica de derecho natural, en la segunda mitad del siglo XIX se
adapta al nuevo discurso de las garantías individuales consagradas en la
Constitución, de tal manera que ahora el amparo es utilizado para defenderse
contra abuso de autoridades, apoyándose muy frecuentemente en el discur-
so de las garantías individuales. ¿Es este nuevo discurso sólo profesional de
abogados o puede leerse en sus intersticios la apropiación de los derechos
individuales por parte de los ciudadanos comunes? ¿En este discurso y en este
ejercicio judicial se trasluce discriminación implícita de los individuos por
su origen social? ¿De qué tipo sería esa discriminación? Al considerar el con-
texto socioeconómico del Antiguo Régimen aún imperante, no se esperaría
que los individuos defendieran los derechos y libertades individuales (en el
trabajo), sino “simplemente” el resarcimiento o evitación de daños econó-
micos. Los abogados —autores de los discursos jurídicos de la defensa— se
habrían apropiado más concientemente del nuevo discurso liberal. En su
discurso, los jueces habrían considerado claramente estos derechos indi-
viduales para dictar sus sentencias; ¿de la misma manera en los diversos
casos, todos los jueces, y sin huella de discriminación por el origen social del
demandante?
Cabe decir que los documentos hasta ahora identificados relativos a esta
problemática de doble perspectiva, libertad laboral y derecho de amparo,
no permiten concluir, como ya apuntamos, en términos cuantitativos ni
geográficos ni sociales, sobre la importancia jurídica que habría cobrado
para los trabajadores el nuevo recurso que la ley les había dado en la Cons-
titución de 1857. En efecto, son muy pocos los expedientes de juicio de ampa-
ro solicitados por quejosos que demandan la protección de la ley contra
autoridades que los quieren obligar a trabajar sin remuneración o contra su
voluntad. Doce son los expedientes entre 1873 y 1895 en este Distrito Judicial
del Estado de México, referidos estrictamente a esta temática, con exclu-
sión de los juicios de amparo promovidos contra el ejercicio de la leva
militar que, de hecho, podrán analizarse en su contexto, aunque, por su-
puesto, también invoquen la misma garantía constitucional de libertad.
El corto número de casos, sin haber hecho recuento documental en otros
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archivos, no nos permite concluir —aunque así lo parezca— que los tra-
bajadores no se hayan apropiado del concepto y del recurso legal por la
libertad de trabajo y por la remuneración del mismo. Es decir, antes de lle-
gar a esta conclusión formalmente negativa habría que revisar, por ejem-
plo, juicios civiles donde trabajadores de diversos medios laborales acusen
a patrones de obligarlos a trabajar sin la remuneración respectiva o con-
tra voluntad. El mundo laboral dependiente de instancias gubernamenta-
les, contra las que el trabajador puede solicitar amparo, no es el más amplio,
a pesar de su innegable importancia; de hecho, dejamos de lado en este
texto los juicios de amparo promovidos por funcionarios públicos donde
hallamos —no debería sorprender— funcionarios del propio servicio judi-
cial. En efecto, nuestros documentos no dejan de constituir un cuerpo docu-
mental que nos permitirá inferir algunas conclusiones que consideramos
sustentadas.
Otro problema, examinado aquí en la medida que los documentos nos
lo permiten, lo constituye la apropiación del discurso por parte de quienes
recurren al juicio de amparo al ver violada su garantía constitucional,
individual, de libertad laboral.
Hemos dicho que se trata de juicios promovidos entre 1873 y 1895;
como se ve, la primera fecha es quince años posterior a la promulgación de
la Constitución de 1857. Esta Constitución es de discurso claramente libe-
ral, en oposición, o en desarrollo si se quiere, de los postulados de anterio-
res constituciones, no sólo en los temas que nos ocupan.
A pesar del corto número de expedientes que ya señalamos, cabe acla-
rar que el archivo histórico conserva pocos expedientes inmediatamente
posteriores a dicha promulgación, es decir, entre 1857 y 1873, fecha de nues-
tro primer expediente sobre libertad de trabajo; el primer expediente de
amparo, conservado en nuestro archivo, corresponde a 1868 aunque la
primera Ley de Amparo se promulgó en 1861. De cualquier manera, nos
interesa acercarnos al análisis del empleo jurídico del juicio de amparo
sobre garantías individuales durante la segunda mitad del siglo XIX; a este
periodo corresponde un importante desarrollo del discurso legal y el ejer-
cicio jurídico, tanto de las garantías individuales como del juicio de ampa-
ro, adquiriendo ambos plena vigencia jurídica. La vigencia de este último
no impide la discusión sobre sus alcances y límites, discusión en que par-
ticipan connotados personajes del mundo jurídico político, como Igna-
cio Vallarta —quien firma como integrante, en 1881, de la SCJN dos
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CUADRO 2
EXPEDIENTES ESTUDIADOS
Sentido de la resolución judicial y de la previa demanda
* 1.  1873 Amparo ratificado por la Suprema Corte a dos campesinos contra munícipe, por
trabajo obligatorio no remunerado.
* 2.  1873 Expediente incompleto.Ciudadano demanda contra munícipe por trabajo obli-
gatorio no remunerado.
* 3.  1880 Sobreseimiento, por desistimiento, ratificado por la Suprema Corte [dada proba-
ble libertad de quejoso por parte del jefe político].
* 4. 1881 Amparo ratificado por la Suprema Corte a 191 obreros (por nombre y apellido),
contra munícipe por trabajo obligatorio no remunerado.
* 5. 1881 Amparo ratificado por la Suprema Corte, contra consignación al ejército. La
queja era contra munícipe por trabajo obligatorio no remunerado.
* 6. 1881 Expediente incompleto. [¿Sobreseimiento de acción? Quejoso libre de facto.] Que-
joso no ha ratificado, dice, por enfermedad. Fugado, demanda contra munícipe por
privación de libertad y amenaza de consignación militar al negarse a trabajo obliga-
do no remunerado.
* 7. 1886 Sobreseimiento, por desistirse el quejoso al ser liberado. Demanda contra el jefe
político por trabajo obligatorio no remunerado.
* 8. 1890 Expediente incompleto. No se encontró ratificación, por Suprema Corte, del Amparo
por juez distrital a favor de 62 quejosos (dos no fueron incluidos), contra cobro de
cuota y multas, por no prestar servicio de guardia, y contra este trabajo no remune-
rado para el ayuntamiento. No amparados los 15 quejosos por violación del derecho
de petición, art. 8º constitucional, por parte del jefe político.
* 9. 1892 Expediente incompleto. [¿Sobreseimiento por [in]acción?]Los tres quejosos son
desaparecidos y no pueden ratificar. Demandaban amparo contra el jefe político,
por violación de libertad personal, coludido con hacendado que los obligaba a
trabajar contra su  voluntad.
* 10. 1892 Expediente incompleto. Sobreseimiento por el Juez de Distrito al cesar efectos
del acto reclamado. Ratificación de la Suprema Corte no encontrada. Demanda
de prisionero contra juez de primera instancia de Chalco por trabajo obligatorio
no remunerado.
* 11. 1892 Ratificación por la Suprema Corte de sobreseimiento, por cesación de efectos de
acto reclamado, contra munícipe, por privación de libertad al no desear pagar
multa sino prestar servicio municipal voluntariamente y sin remuneración.
* 12. 1893 Modificación por la Suprema Corte de la sentencia por juez de distrito. El juez no
amparaba contra prisión ni contra trabajos forzados decretados por tribunal
estatal: la Corte ampara contra trabajos forzados, pero no contra prisión.
* De facto, los quejosos son favorecidos por el juicio, como efecto inmediato o formal de demanda
interpuesta (véase el anexo I).
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ratificaciones de amparo que estudiamos aquí— y Mariano Otero, por
citar a los más representativos.
INTRODUCCIÓN AL DISCURSO DE AMPARO POR LA LIBERTAD LABORAL
De los doce expedientes, tres están incompletos por no contener sentencia
ni acta de ejecutoria ni documento de sobreseimiento, aunque pensamos
—debido al buen estado del expediente y hallarse cosido— que se habría
tratado de esto último y no de la pérdida de fojas —al haber olvidado el
Juez redactar el sobreseimiento—. En cinco expedientes hallamos senten-
cia y resultan amparados en contra de la violación de su garantía indivi-
dual de libertad de trabajo. Los funcionarios implicados —porque la
presentación formal de la demanda así lo señala— son cinco presidentes
municipales. En tres expedientes más constatamos que hubo sobreseimien-
to, asentado así por haber cesado el acto reclamado; en uno de estos casos,
al recobrar su libertad el quejoso, que era obligado a trabajar contra su
voluntad por el Juez de Primera Instancia en la prisión, donde se hallaba
acusado del robo de una yegua. El segundo de estos casos se refiere a un
habitante de un pueblo que presentó demanda de amparo contra el auxi-
liar municipal, quien lo obligaba a realizar trabajo de veintena que no
deseaba llevar a cabo el quejoso: es sobreseído el caso también por cesa-
miento del acto reclamado.
El tercer caso se refiere a la retención del quejoso, falsamente acusado
del robo de animales; cuando el jefe político libera al acusado éste se desis-
te. En el último expediente considerado, no hay sentencia y se señala que la
razón es no haber localizado a los agraviados, quienes se quejaban de que
el presidente municipal y jefe político se coludieran con un hacendado
para hacerlos trabajar, junto a sus paisanos, contra su voluntad; al resis-
tirse, los quejosos fueron privados de su libertad. La gran mayoría de los
campesinos ni se resisten ni levantan demanda de amparo por la colusión
de las autoridades con el hacendado que practica la compulsión al traba-
jo. Sin duda, esta represión política habría de servir de lección a favor del
statu quo entre los campesinos de la región.
Analizaremos algunos aspectos de estos tres expedientes que resultan
tan significativos como interesantes por el fondo y la forma en que se pre-
sentan, en que se lleva el proceso, sobre actos reclamados en otros tantos
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escenarios sociales. Nos permitirán observar la administración de justicia,
analizar el tipo de discurso jurídico de los actores, constatar la tensión de
valores opuestos en la defensa de derechos individuales, civiles, laborales,
sociales, económicos, o los del Estado.
Presentamos el análisis de los expedientes siguiendo el orden cronológico
de los procesos, para resaltar su posible relación con el desarrollo de la con-
ciencia jurídica, pues además se distribuyen a lo largo de veinte años de
ejercicio judicial; los expedientes se refieren directamente a la violación de la
libertad de trabajo. El primero, abierto en 1873 por campesinos que se de-
claran obligados a trabajar sin remuneración por la municipalidad. El se-
gundo, de 1881, por trabajadores de un par de fábricas, cuyos dueños los apoyan
—de hecho como terceros interesados— en su queja contra la municipalidad
que les reclama trabajo sin remuneración y contra su voluntad. El tercero, en
1892, de campesinos concientes de su derecho a la libertad de trabajo frente
al hacendado coludido con autoridades políticas para obligarlos a trabajar.
LA LIBERTAD INDIVIDUAL FRENTE A LA PRESTACIÓN DE SERVICIO
COMUNITARIO MUNICIPAL
El caso del primer expediente tiene como actores centrales a habitantes
del municipio de Zinacantepec, y es ejemplar no sólo por ser el quejoso
campesino sin tierra sino sobre todo por el desarrollo y tono del discur-
so durante el proceso del juicio. En cierto sentido, es representativo de
otros ocho de los doce expedientes que ponen en tela de juicio la obliga-
ción de prestar servicios comunitarios sin retribución, en los que la au-
toridad municipal es objeto de demanda de responsabilidad. En efecto,
este documento nos pareció el más interesante por estas razones. Se tra-
taría de un jornalero sin tierra y sin trabajo dispuesto a prestar su servi-
cio de trabajador comunitario en la vigilancia, e incluso en la obra
pública de mantenimiento de los caminos, pero no sin remuneración
más allá del número de jornadas correspondientes a dicho servicio. Se
queja de que el munícipe pretenda hacerlo trabajar más tiempo sin la
paga correspondiente. Es amparado contra el presidente municipal, aun-
que éste argumenta órdenes del jefe político. El otro aspecto interesante
es el discurso de defensa que, salta a la vista, no es del propio quejoso.
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En efecto, entrevemos —hallazgo importante de nuestro análisis—, que
podría haber sido el mismo Juez conciliador —agente auxiliar munici-
pal, ¿Juez de Paz de la comunidad?— el autor del discurso jurídico de
defensa. No podemos confirmar que se trata del agente auxiliar, que inclu-
so es el mismo que había obligado por orden superior al campesino a
realizar los trabajos sin retribución, pues no aparece en ningún docu-
mento el nombre del autor de las declaraciones del quejoso, cuando,
evidentemente, no puede ser autor de dicho discurso el quejoso, analfa-
beta que tampoco sabe dibujar una firma. Con este hallazgo, también
cabe subrayar la evolución del tono del discurso de la defensa entre el
escrito de presentación de la demanda y el escrito posterior al desahogo de
pruebas de ratificación. En efecto, el primero tiene un leve tono de “misera-
bilismo” o victimismo al invocar del quejoso su origen de campesino sin
tierra, abusado por la autoridad al quererlo obligar a trabajar sin paga:
que el C. Presidente Municipal de Zinacantepec violando el artículo 5 de la
Constitución general de la República nos obliga a prestar un servicio en
estremo como cual es el de después de desempañar el servicio gratuito de
ronda el trabajar al otro día el camino que conduce a los distritos de Sultepec
y Temascaltepec sin que este trabajo se nos remuneré competentemente como
lo previene el artículo citado del código fundamental. [...] Nuestra clase de
indígena, pobres hace que solo el día que trabajamos podemos adquirir un
pequeño jornal que apenas es bien escaso para atender a nuestra subsistencia
y como estos actos los está repitiendo el citado presidente municipal diaria-
mente con todos los vecinos de nuestro pueblo es indispensable ocurrir [...] 12
En cambio, el último documento mantiene un discurso de “altos vuelos”
y con gran rigor formal sobre los derechos del individuo y del ciudada-
no, en contra ya no sólo de la labor que excede el tiempo de trabajo comu-
nitario acordado tradicionalmente, sino todo trabajo no remunerado mo-
netariamente como manda la Constitución, en contradicción con las leyes
estatales, municipales y tradicionales no escritas:
12 “Juicio de amparo promovido por José de los Santos y José Alberto, contra el presidente
municipal de Zinacantepec por violación del artículo 5 de la Constitución General”, AHCCJT-
SCJN/EM/1JDT/A/Pn/1873/exp.127, f. 1.
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Es un principio bien sabido por todos los que ejercen y esten revestidos de
carácter publico que la base principal para que funden y apoyen sus procedi-
mientos no es otra que la Suprema ley de la República, es decir, su constitución
y los artículos que ella contiene, los cuales son los preceptos en que se conside-
ran las garantías de que disfruta todo C.; pero desgraciadamente se mira que el
catecismo fundamental se pospone a toda ley secundaria dando margen a
vulnerar los principales principios y a tener como un ridículo las principales
garantías de todo ciudadano.
 Las ordenanzas municipales que en su informe cita el presidente munici-
pal de Zinacantepec es una ley secundaria pero en tanto esta no pugne contra
ningún precepto del Código, pues si a los ciudadanos de una municipalidad
se les quiere obligar gratis et amore se viene violando desde luego el art. 5º
mencionado que dice que a ningún C. se le puede exigir trabajo personal sin la
justa remuneración.13
De hecho, el discurso va más allá pues argumenta ya no sólo contra las
leyes estatales y municipales formales sino en general y en abstracto contra
el trabajo comunitario no remunerado, si bien es cierto que se refiere ex-
plícitamente al trabajo en el mantenimiento de caminos —que tal vez no
creen les beneficien— más que al servicio de rondas14 —que sí les podría
parecer justo y de beneficio directo a su comunidad—:
[...] hemos probado suficientemente que no solo a nosotros sino a otros
muchos vecinos de otros pueblos se les ha exigido con apremio, y quizá con
prisión por falta de obediencia a la prestación de trabajos gratuitos hechos en
los caminos públicos; y como entendemos que ésta no es la manera de que se
repongan las vías de transito a costa del sudor y trabajo de la clase mas
menesterosa de la sociedad, la que apenas vive con suma miseria de su trabajo
personal [...].15
13 “Juicio de amparo promovido por José de los Santos y José Alberto, contra el presidente
municipal de Zinacantepec por violación del artículo 5 de la Constitución General”, AHCCJT-
SCJN/EM/1JDT/A/Pn/1873/exp. 127, f. 23v.
14 La organización social de los pueblos implicaba, y todavía hoy es el caso, la realización de
trabajos sin remuneración de servicio a toda la comunidad de que se forma parte. Véase el sexto
apartado.
15 “Juicio de amparo promovido por José de los Santos y José Alberto, contra el presidente
municipal de Zinacantepec por violación del artículo 5 de la Constitución General”, AHCCJT-
SCJN/EM/1JDT/A/Pn/1873/exp. 127, f. 23v.
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Más allá de esto, vislumbramos el papel que pudieron desempeñar las es-
cuelas de derecho, sus egresados, no sólo en el desarrollo del discurso judi-
cial sino en el de la conciencia jurídica de los individuos, es decir, empezar
a hacer sentir a personas campesinas e indígenas individuos iguales ante la
ley. ¿Qué tan importante, cuantitativamente, fue este trabajo en el desa-
rrollo de la cultura jurídica nacional? Aún no lo sabemos pero este expe-
diente nos revela que existió, dado que los quejosos no se revelan capaces,
sin la eficacia jurídica de quienes conocen el discurso judicial, de redactar
demandas jurídicamente pertinentes. En once de los doce casos, los aseso-
res son anónimos pues no se acostumbraba señalar el nombre del abogado
o asistente jurídico, pero sin duda se trataba de egresados o pasantes de las
escuelas de derecho, de diverso origen social, dado que estas escuelas estu-
vieron abiertas desde el siglo XIX a estudiantes de casi todas las “clases” so-
ciales: esto explicaría en parte la penetración o difusión del discurso jurídi-
co y, tal vez, la cultura y conciencia jurídica entre todos los grupos sociales,
como aquí constatamos.16 ¿Quién inicia este movimiento, los campesinos
o los conocedores del derecho?, ¿en qué comunidades se dio esta presencia
y tendencia? Tampoco lo sabemos, pero cabría preguntarse si esto se dio —
por ejemplo— en Zinacantepec, comunidad campesina y, para la época,
supuestamente indígena, por estar cercana a la ciudad de Toluca, bajo
mayor influencia cultural citadina. Así, este mismo caso nos abre la inte-
rrogante, por investigar comparativamente con otros expedientes, acerca
de si cabría esperar este desarrollo de la cultura jurídica en comunidades
más “indígenas”, más alejadas culturalmente de la capital del Estado de
México.
16 En efecto, un decreto, relativo al Reglamento del Instituto Literario, expedido el 19 de
octubre de 1872, establecía que los estudiantes de la carrera de Jurisprudencia debían asistir a uno
de los juzgados de primera instancia para realizar prácticas durante los dos últimos años de
estudio. Igualmente, de acuerdo con la Ley Orgánica de la Instrucción Pública del Estado de
México del 13 de enero de 1837, los pasantes en jurisprudencia tenían que cubrir como requisito
un año de prácticas en los Tribunales del Estado. (CLDEM, 1824-1910).
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IMPUESTO, GASTO Y SALARIO MONETARIOS FRENTE A LA LIBERTAD
DE NO PRESTAR SERVICIO OBLIGADO, Y SIN REMUNERACIÓN, A LA
MUNICIPALIDAD
El segundo expediente analizado se refiere a trabajadores de dos fábricas que
no quieren ser obligados a prestar servicios de vigilancia nocturna en el
municipio. Se trata de un caso enteramente diferente al anterior, pues en éste
último los implicados son un grupo que recibe todo el apoyo de la empresa
—tal vez ésta pagó los servicios del abogado, pues se revela que quiere aho-
rrarse un pago al municipio con el que se había comprometido—. De los 191
trabajadores quejosos, 67 saben firmar (35 por ciento), proporción elevadí-
sima para la época incluso en zona semiurbana como la Tlalnepantla de esa
época.17 Estas fábricas eran parte del ramo textil y, aunque estrictamente
hablando no era necesario saber leer para manejar la maquinaria implica-
da, no cabe duda, se constata, que los empresarios prefieren mano de obra
calificada, al menos en términos de alfabetización. Los argumentos de una y
otra parte exponen los fundamentos legales que los asisten y que, a la distan-
cia, nos deja clara la tensión de valores defendidos por unos y otros: los
valores comunitarios y los valores de la individualidad. La comunidad or-
ganizada como sociedad —apoyada legalmente pero sin duda abandonada
presupuestariamente por el gobierno estatal— requiere prestación del ser-
vicio de vigilancia preventiva diurna y nocturna de la comunidad. Al indivi-
duo inserto ya en el mercado laboral como obrero remunerado monetaria-
mente, y obligado a cumplir con un horario fijo o rotativo, se le dificultaría
“cumplir” su “obligación” comunitaria tradicional o lo obligaría a desarro-
llar jornadas laborales dobles. La empresa decide romper un compromiso
firmado, pero no establecido por ley, para resarcir monetariamente el servicio
que dejarían de prestar los obreros a su comunidad; no sabemos —pero nos
resultaría extraño— si las empresas pagaban impuestos municipales. Parece-
ría constatarse, como es frecuente en la disputa paralela de valores en tensión,
que todos tienen parte de razón o, al menos, razones igualmente valiosas,
aunque el telón de fondo resulte ser económico, monetario. En este escenario
17 El analfabetismo en el plano nacional alcanza el 80 por ciento de la población. Mílada
Bazant (2002, p. 116) señala para el Estado de México 87 por ciento de analfabetas en 1895; Toluca
tiene el mismo porcentaje, mientras en Tlalnepantla 81.2 por ciento, es decir, que los trabajadores
de que hablamos se hallan entre 18.8 por ciento de personas que saben leer y escribir en esta
última localidad.
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actúan también enfrentadamente la economía monetaria y la economía no
monetaria: el salario y los impuestos empresariales son monetarios; los inte-
grantes de la comunidad, ciertamente mayoritariamente campesina, no
pagan impuesto monetario sino que prestan servicio no remunerado a la
comunidad que, hasta cierto punto, se confunde con la organización muni-
cipal tradicional, no monetaria. El gobierno del estado no recibe suficientes
ingresos monetarios para distribuir entre sus ayuntamientos, a fin de que
éstos puedan pagar los servicios indispensables. Los ayuntamientos reciben
menos —si reciben— ingresos, a tal punto que muchas autoridades munici-
pales no perciben remuneración alguna; en estos casos, la tradición suple el
sueldo, distribuyéndose cargos y tareas indispensables —prestación de ser-
vicios municipales que hallamos no sólo en este expediente sino en nueve de
los doce estudiados—, de manera rotatoria y sin remuneración: la recom-
pensa era (todavía hoy lo es) el reconocimiento o el prestigio, donde la
equidad estaba garantizada por el sistema rotatorio de todos los integrantes
de la comunidad. Entre menos monetarizada era la comunidad, más tendía
a este sistema de servicios no remunerados; por ello, encontramos este siste-
ma en los municipios o delegaciones del ámbito rural, sobre todo los indíge-
nas. En municipios de composición indígena es difícil salir de este sistema y
rara vez encontraremos renuencia a prestar los servicios comunitarios: el
control social tiene alta eficacia. En municipios campesinos no indígenas,
como los mencionados en otros expedientes parte de este análisis, empeza-
mos a encontrar esta tensión entre los valores comunitarios e individuales.
En este caso específico, constatamos que se trata de un municipio que ha
iniciado muy tempranamente su industrialización, la monetarización de
una parte de su mano de obra, lo que de seguro favorece la tensión de
estos valores, tensión incrementada por las mismas empresas. No sabe-
mos si las fábricas pagaban impuestos municipales y estatales pero sienten,
saben, en términos de derecho, que ni los individuos ni ellos tienen obliga-
ción de cubrir gastos de la prestación de un servicio personal, aunque comu-
nitario por tradición, no remunerado. El Juez de Distrito no podía sino
amparar a los individuos, con base en la Constitución nacional que prima
sobre la Constitución estatal y sobre la legalidad tradicional —a pesar de
que ésta no se pone formal pero sí indirectamente sobre la mesa—:
El argumento que aducen los interesados a mi sentir creo que favorecería a
todos los habitantes de la republica quienes amparados bajo este principio de
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conveniencia, daría por resultado que en ningún lugar de ella, se prestarían
los vecinos a desempeñar servicios de esta clase que les están encomendados
por leyes generales.18
Aunque no sabemos si, como postula el fiscal, la empresa fue demanda-
da por incumplimiento de contrato, las compañías con esta resolución
han ganado la primera partida. No creemos que en la sentencia favora-
ble de amparo haya influido el probable hecho —que se inferiría del
alegato de la autoridad municipal— de haber llevado a la opinión pú-
blica, por la publicación en la prensa, de este caso. Argumenta el ayun-
tamiento:
Esta cuestión añeja y que ha merecido hasta la prohijación de la prensa de la
capital, el debate con denuedo por parte de los apasionados para juzgar las
cosas públicas bajo el deafragma [sic] del acceso que impele a la constante de
sentenciar ligeramente.19
De la tensión entre obreros y ayuntamiento, o entre obreros y comunidad,
tampoco nos da noticia este expediente pero, sin duda, el sistema judicial
formal no podía considerar, no al menos en casos como éstos, el sistema y
organización del derecho consuetudinario con el que no necesariamente
entraría en tensión pero respecto del cual seguía camino paralelo. Este
punto, como en el anterior expediente, propicia interrogantes por resol-
ver con estudios comparados de otros expedientes: ¿cómo actúa el sistema
judicial formal en casos de tensión valorativa o normativa frente al siste-
ma de justicia tradicional de los pueblos? Véase un caso ejemplar, en este
mismo volumen, “El amparo y la propiedad corporativa civil frente a la
jurisdicción municipal en el Estado de México (1856-1882)”, en el que los
autores analizan cómo se resuelve la tensión entre el sistema legal de pro-
piedad liberal de la tierra y el sistema de propiedad corporativo, que se-
guía prevaleciendo entre los pueblos campesinos e indígenas de nuestro
país en este mismo periodo de estudio.
18 “Los trabajadores de las fábricas Colmena y Barrón interponiendo amparo contra el ayun-
tamiento de Monte Bajo”, AHCCJT-SCJN/EM/1JDT/A/Pn/1881/exp. 51, f. 24v.
19 Ibid.
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JUECES: ENTRE EL PODER FACTUAL DE UN JEFE POLÍTICO Y LA
PROTECCIÓN DEBIDA A CAMPESINOS CONCIENTES DE SUS DERECHOS
En el tercer expediente resulta interesante constatar que, conocido el poder de
los jefes políticos de la época,20 empiecen a ser acusados éstos por ciudadanos
campesinos —apoyados por profesionales del derecho—: muestra de relativa
independencia y separación de poderes. Se trata de un caso con claros visos de
represión política, según se desprende de la lectura de los argumentos de los
arbitrariamente apresados y, finalmente, enviados, también arbitrariamen-
te, al servicio de las armas, quienes sí parecen —a diferencia de los quejosos de
los otros expedientes— muy concientes de los derechos al fundo legal de los
pueblos frente a los abusos de los hacendados y, sobre todo, del derecho a la
rebeldía contra la acostumbrada compulsión al trabajo por parte del hacen-
dado en cuestión. Los quejosos dan la impresión incluso de ser, en gran parte,
autores de su propio discurso de defensa con visos de denuncia: la inicial pre-
sentación de la demanda. Sólo ésta, pues los quejosos sufrirán represalia polí-
tica por haber demandado amparo contra el jefe político y —según se infiere—
serán entregados clandestina e ilegalmente al ejército: ahí, no volverán a
tener la oportunidad de escribir o hacer escribir documento alguno de
defensa jurídica, menos aun la ratificación de la demanda de amparo. De
cualquier manera, ése parecía ser su destino: la demanda hará acelerar el
paso al jefe político.
20 Nos referimos no sólo al poder legal sancionado jurídicamente en el plano nacional y
estatal, sino al poder fáctico que alcanzaban los jefe políticos, como aquí constatamos. De
cualquier manera, dicho poder fáctico se explica también por el amplio poder legal que les daba
atribuciones prácticamente sobre todas las esferas de la vida pública. Así, vemos que tenían
jurisdicción sobre administración de justicia, instrucción, asuntos municipales, policía y salubri-
dad, hacienda pública, gobierno interior de los pueblos, estadísticas y catastro, guardia nacional
y rural. Sólo para subrayar lo relativo al expediente que nos concierne, mencionamos las siguien-
tes atribuciones legales del jefe político: expedir órdenes de arresto contra personas cuando lo
exigiera el bien público; registrar casas, edificios, papeles y objetos cuando lo exigiera la tranqui-
lidad pública; inspeccionar cárceles; asistir a los cabildos públicos y secretos; declarar legalmente
disuelto cualquier ayuntamiento que se ponga en estado de rebelión contra el gobierno; conceder
adjudicación y expedición de títulos de propiedad de fondos municipales y tierras de común
repartimiento; conocer y resolver de los recursos de nulidad de las elecciones de ayuntamientos, jueces
conciliadores y municipales; imponer multas hasta de 200 pesos a las autoridades, funcionarios o
particulares por faltas de policía o contra su autoridad; intervenir en las operaciones del contin-
gente de sangre para el ejército y fuerzas del Estado; requerir de la fuerza armada que no esté a sus
órdenes para conservar el orden y hacer respetar sus disposiciones; intervenir en las operaciones
de catastro; organizar la guardia nacional y las fuerzas públicas del distrito; disponer de las fuerzas
de seguridad pública, rurales y urbanas del distrito para conservar la seguridad en poblaciones,
campos y caminos. Todos los subrayados son nuestros. Tena, Leyes fundamentales, p. 136 y ss.
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En efecto, el resto del expediente incompleto revela el juego con la le-
galidad de parte del jefe político ante las resoluciones judiciales, al tiem-
po que la puntual y eficaz acción para adelantarse a la acción formal,
relativamente expedita, y bien intencionada del Juez Federal y del Juez
de Paz de la localidad de origen de los quejosos. De cualquier manera, las
buenas intenciones de éstos apenas rebasan —¿por qué lo habrían he-
cho?— los procedimientos y requerimientos formalmente legales: no ima-
ginamos al Juez de Paz enfrentando el poder factual del jefe político y, tal
vez, ni siquiera del hacendado.
Son estos poderes factuales los que estarían detrás de la conculcación del
derecho de libertad laboral por parte del hacendado —que cuenta con su
propio cuerpo represivo, según denuncia de los quejosos—, en connivencia
con el jefe político y el presidente municipal de Amecameca:
decimos que ase doce días nos allamos presos en esta cárcel de Chalco a
disposición del señor Jefe político; y asta ora no se nos ha tomado declaración
ni se nos ha hecho saber el motibo de nuestra prisión; ni auto de formal
prisión, ni sabemos si alguno pide en nuestra contra. No tenemos mas cono-
cimiento que el dependiente del español Don Romualdo Solórzano, Loreto
López á estado queriendo obligar trabajar a fuerza en la hacienda de San
Pedro, como tiene obligados a la mallor parte de operarios de los de nuestro
pueblo San Pedro Nexapa, y como nosotros no tenemos voluntad de trabajar
con este señor por otros barios motibos que después expondremos. Se pre-
sento dicho dependiente Loreto acompañado de otros armados de la misma
hacienda la noche del diez y seis del presente mes como a las once a nuestras
humildes chosas, y cuando muy tranquilos dormías con nuestras familias,
nos ha hecho levantar y de autoridad propia nos ha hecho presos, nos han
llebado a Amecameca y de alli a esta carsel donde permanecemos, y como
somos unos de los vecinos que emos pedido el fundo legal de nuestro pueblo,
este señor Solórzano nos tiene odio y mala voluntad y como tiene mucha
influencia con las autoridades, tanto municipales como de Chalco, han des-
pachado a Yucatán a algunos de nuestros compañeros y otros se an muerto
en esta carsel, solo por seguir ante el gobierno el juicio del fundo legal de
nuestro pueblo, tenemos mucho temor nos pase lo mismo [...].21
21 “Amparo promovido por Jacinto Galván y socios contra el jefe político de Chalco”, AHCCJT-
SCJN/EM/1JDT/A/Pn/1892/exp. 732, f. 1 y v.
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Como se constata, el documento tiene también el carácter de denuncia por
el abuso del hacendado al invadir el fundo legal del pueblo de los quejosos
y obligarlos a trabajar para él. Sin embargo —no podía ser de otra mane-
ra por tratarse de un juicio de amparo—, es la conculcación de su libertad
personal por parte del jefe político contra la que se amparan tres quejosos
del municipio de Amecameca, Distrito de Chalco, al haber sido aprehen-
didos arbitrariamente por su rechazo al trabajo compulsivo.
¿Qué hemos de decir de la falta de sentencia que se refleja en el documento
incompleto? ¿No es, en realidad, falta de justicia o, mejor dicho, de legali-
dad? En realidad, según el expediente, no es falta de legalidad por parte de los
jueces: ellos cumplen al pie de la letra —y un poco más, como aduciremos—
lo que marca la ley. Quien incumple la ley es la autoridad política y el hacen-
dado. Pero la legalidad no implica que los jueces, ni siquiera las autoridades
civiles, se conviertan en demandantes, por ejemplo, de los abusos del hacen-
dado. Los campesinos son concientes de su derecho, sobre todo, claro, de la
propiedad o posesión de su principal medio de producción, la tierra; menos
concientes son de su libertad de trabajo o, mejor dicho, del derecho judicial
a dicha libertad pues no parecen haber emprendido demanda alguna por ser
obligados a trabajar contra su voluntad: esto deberá ser confirmado, en un
plano analítico representativo, por estudios en los archivos judiciales civiles
o penales; en este último caso, por ejemplo, en demandas por maltrato. Lo
interesante del proceso, en términos de historia de la cultura jurídica, es que
los quejosos, concientes de su derecho a la libertad personal, hallen con
relativa facilidad, aun estando encarcelados, abogados o conocedores del
sistema judicial que les permita reclamar con pertinencia jurídica ese dere-
cho: solicitar amparo contra el representante del Ejecutivo —con grandes
poderes fácticos, incluso de “procuración de justicia”—, el jefe político. Por
su parte, los jueces cumplen más allá de la letra. No parece que les correspon-
diera realizar tareas, sobre todo al Juez de Distrito, que vemos realizan: este
Juez —sin duda convencido de la injusticia denunciada, sufrida por los cam-
pesinos de Nexapa, y la injusticia por la que solicitan amparo los quejosos—
no sólo cumple lo que le dicta la norma en cuanto a procedimientos se refie-
re, sino que mandata al Juez de Paz para que busque a los familiares de los
quejosos, ya desaparecidos, y sean informados como si fueran los formal-
mente demandantes, que según el propio expediente no lo son.
Lo que el expediente nos deja ver es que de haber ubicado a los quejo-
sos, y recibido notificación oficial de su presencia en la cárcel o el ejército,
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hubieran sido amparados: los poderes fácticos del hacendado, el presiden-
te municipal, el jefe político, fueron más eficaces, tan eficaces como los del
ejército necesitado de infantería. La legalidad judicial no pudo traducirse
en justicia. El propio expediente nos deja entrever que los quejosos no
podían ratificar su demanda, presentarse, como requería el Juez de Distri-
to: habían sido desaparecidos en la vorágine de la práctica de la leva, tan
ilegal como derivada del poder factual, en este caso tan frecuentemente
como en otros, del jefe político y sus amigos. Las autoridades municipales
y las distritales declaraban que “nada sabían” de su paradero y negaban —
contra toda verosimilitud— que hubieran estado encarcelados en el local
donde habían podido dictar, asistidos por quien poseía la cultura jurídica,
su demanda de amparo. El poder factual del jefe político se dejaba sentir
no sólo en las declaraciones de munícipes y alcaide:
En el mismo día doce de abril terminada la anterior diligencia yo el Juez con los
testigos de mi asistencia me traslade a la cárcel publica y presente el alcaide C.
José Guerrero lo requerí para que me previera de manifiesto a los presos que-
josos Jacinto Galvan, José Crecencio y Cirilo González a los cuales dijo no podía
presentar porque no existían en la cárcel que a su cargo, como en efecto pasadas
citar no se encontraron, dándose por concluidas estas diligencias que firme con
el alcaide. Doy fe. Peña [rúbrica] José Guerrero [rúbrica].22
La habilidad y poder factual del jefe político se dejó sentir también en el
manejo de los tiempos legales para recibir al enviado del Juez Federal:
el secretario [...] manifestó no encontrarse en esta cabecera el señor jefe polí-
tico, pues que se halla en asuntos del servicio fuera de esta población sin saber
el día de su regreso.
En doce de abril de mil ochocientos noventa y dos, que regreso el señor jefe
político me traslade a la jefatura de su digno cargo y constituido en ella el
personal del juzgado, a las ocho de la mañana, le impuse del auto anterior y
enterado dijo: que lo oye y recibe el pliego del ciudadano Juez de distrito, a la
hora en que se hace esta notificación que son las ocho de la mañana, firman-
do de su recibo. Doy fe. Peña [rúbrica] 23
22 “Amparo promovido por Jacinto Galván y socios contra el Jefe político de Chalco”, AHCCJT-
SCJN/EM/1JDT/A/Pn/1892/ exp. 732, f. 6v.
23 Ibid., f. 6v.
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Sabía el jefe político cómo dar respuesta al requerimiento, a la vez que
entregar —se infiere— con presteza, ilegalidad y sigilo a los quejosos al
ejército:
Obsequiando desde luego el auto de 28 de marzo último que hoy recibo cuyo
auto se dictó con motivo de un amparo que contra mi interpusieron unos
individuos que dicen llamarse Jacinto Galban, José Crecencio y Cirilo González
y quienes no firmaron el ocurso respectivo según se expresa en la inserción que
se sirvió Ud. proveer se me hiciera saber, debo manifestarle que en la cárcel y a
mi disposición no hay mas detenidos que los penados conforme a mis faculta-
des, sin que ninguno de ellos lleve los nombres de las personas a que se aluden
en la nota que tengo la honra de contestar. Y[ndependencia] y L[ibertad] Chalco
abril 2 de 1892. M. Barrozo [rúbrica] 24
El seguimiento del caso —y ejecución de búsqueda de los desaparecidos,
impulsada, hay que decirlo, por los jueces— lo realizan las esposas, una
madre y un hijo, los mismos que sin duda se enterarán del sobreseimiento
de acción sobre su caso, como enterados habían sido por el Juez de Paz de
Amecameca de las diligencias anteriores, de las que ellos mismos eran par-
tícipes. Cabe resaltar tanto la actuación del Juez de Distrito como la actua-
ción del Juez Conciliador de Amecameca. Este Juez asiste con su saber
jurídico a los mencionados familiares en primer grado, convertidos en
representantes oficiosos de los quejosos desaparecidos, en todos los escri-
tos que espera el Juez de Distrito.
Aunque el expediente resulta mudo en relación con el poder de la figura
del jefe político, así como con su peso sobre la posible sentencia, parece que
no hubo influencia: se percibe el deseo de independencia de los jueces respec-
to del poder político e incluso militar. El documento nos aporta, en cambio,
otros elementos que de cualquier manera nos llevan a formular más pregun-
tas, algunas sin respuesta. En efecto, uno de los tres quejosos es ubicado por
la esposa en un regimiento de la ciudad de México; tras realizar el trámite
y ser solicitada información por el Juez al secretario de Guerra, éste res-
ponde con una formalidad legal: no existe el número del batallón mencio-
nado por los familiares:
24 Ibid., f.7.
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tengo la honra de manifestarle: que el batallón de infantería no. 17 no se
encuentra en esta plaza y que en el ejército no hay regimiento de ese número;
en tal virtud, esta comandancia no puede obsequiar el pedido de Ud. respecto
del soldado José Cirilo González a quien se refiere. México junio de 1892.25
Y volverá a responder con otra formalidad legal a un segundo requeri-
miento:
el secretario de guerra con fecha 18 del actual me dice que existiendo en el
ejército, varios individuos del mismo nombre y apellido no es posible saber
en que cuerpo prestan sus servicios Jacinto Galván, José Crecencio y Cirilo
González. [...] y Conste. México junio 22 de 1892.26
También por el expediente se entrevé que, tras la ubicación por parte de los
familiares, el requerimiento de la justicia provocó la rápida e interesada
transferencia del quejoso a otro regimiento: el Estado necesita soldados
para su ejército. Los otros dos quejosos también habrán desaparecido tal
vez para siempre de las vidas de madres, esposas e hijos: no lo sabremos.
¿La familia ya no tuvo recursos para ir a buscar tan lejos? ¿El Juez de Distri-
to, más que cansarse, comprendió lo anterior o entendió que era demasia-
do esperar que la familia pudiera superar la barrera del poder del ejército
y la razón de Estado, para obtener información precisa del paradero de sus
familiares? El expediente, como la esperanza de los actores imposibilita-
dos, no se sobresee formalmente sino de facto, sobreseimiento de [in]acción
se dice hoy.
El balance: razón de Estado por parte del ejército; poder extralegal del
hacendado; connivencia con amigos económicamente poderosos y poder
factual, más que legal, del jefe político; cumplimiento formal, expedito, bien-
intencionado de la ley en un juicio de amparo por parte del Juez de Distrito;
cumplimiento cabal de su deber, formal, del Juez de Paz. La legalidad del
sistema judicial, vista en este expediente, avanza más rápidamente que la
justicia, más rápidamente que la cultura jurídica de los ciudadanos en gene-
ral, y tanto o más rápida —¿o más lentamente?— que la conciencia ciudada-
25 Ibid., f. 33.
26 “Amparo promovido por Jacinto Galván y socios contra el Jefe político de Chalco”, AHCCJT-
SCJN/EM/1JDT/A/Pn/1892/exp. 732, f. 24.
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na de los campesinos actores de este expediente. ¿Conciencia ciudadana o,
simplemente, reclamo espontáneo? Reclamo —¡que constituiría prueba his-
tórica!— del derecho a la vida, la libertad personal, derecho al trabajo por
la tierra, libertad de trabajo, conciencia de incipiente igualdad ciudadana
ante la ley.
ALGUNOS PROCESOS COMPARADOS
En términos de una breve comparación analítica del expediente 1 y otro
similar, el 8, hallamos que la norma jurídica evolucionó en el periodo
estudiado. En efecto, si comparamos este primer expediente de 1873 con
el octavo de 1890 (véanse cuadros anexos), descubrimos que un nuevo
decreto de 1883 ha dejado en manos de los pueblos organizar la vigilan-
cia comunitaria y prever formas de remuneración de dicho trabajo, siem-
pre y cuando la comunidad y autoridades procedan según lo señalan las
propias normas, normas donde incluso, al parecer y según la sentencia,
se especifican procedimientos de formalidad democrática: asambleas,
nombramientos, acuerdos firmados, informes a autoridades superiores.
La legislación y la práctica jurídica parecen haber progresado en menos
de veinte años (véase el anexo II).
Tras una comparación transversal de expedientes, vale la pena subrayar
que los jueces prefieren o dan mayor importancia a la demanda de amparo
contra la leva —donde siempre están implicados los jefes políticos— que
contra la libertad de trabajo, aun cuando los quejosos invocan ambas viola-
ciones en la demanda, incluida la privación de la libertad. Empero, cuando
los quejosos invocan sólo la libertad de trabajo, incluso cuando se trata de
presos, son amparados por la precisa demanda de libertad laboral. Otra
observación, resultante de comparación analítica, aporta elementos a la
discusión de si el trabajo jurídico es técnico o implica juicios de valor, huma-
nitaristas, políticos. Observamos que en el proceder jurídico de los jueces,
comparado con el de los abogados asesores, destaca que el discurso de éstos
tiende a ser construido con datos y, sobre todo, con juicios de valor —es
decir, con fundamento humanitarista— que rebasan el discurso estricta-
mente legal, aunque por supuesto incluye los términos legales. Sólo en un
caso, contra autoridades municipales campesinas, el abogado, ciertamente de
origen citadino, utiliza como argumentación juicios de valor etnocéntricos:
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¿Cómo es posible permitir que autoridades poco o nada inteligentes [sic],
menoscaben preceptos que no sólo tienen su origen en nuestra Ley funda-
mental y la de países civilizados [sic], si no de la misma ley divina [!] de la
naturaleza?
¿Se trata, en este caso, también de un abogado sin nombre como los demás?
No, éste sí firma, pagado sin duda por las fábricas textiles: se llama Toribio
Juárez. En cambio, el discurso de los jueces parece apegarse a los argumen-
tos y términos estrictamente jurídicos, aparentemente sin atender los dis-
cursos valorativos de los abogados. En efecto, vimos a un Juez de Distrito,
en el expediente 9, tercero analizado, que parece sensibilizado por la infor-
mación previa —hechos abusivos, más que juicios de valor, vale la pena
subrayar—, fuera del objeto de la demanda: parecería que los abogados
saben que los jueces, aunque impedidos de expresarlo jurídicamente, son
influenciables —son humanos, y ¿les gusta sentirse humanitarios?—, preci-
samente, por el discurso que implica juicios de valor como los que leemos en
los expedientes y fueron escritos por los abogados, como si fuera una apues-
ta en la que si no se gana no se pierde. ¿Se tratará de una práctica discursiva
propia de este periodo liberal? Otro estudio comparativo por realizar.
En otro caso —comparación al interior del mismo expediente—, ve-
mos al Juez de Distrito ante una doble demanda: contra el Ayuntamien-
to, según artículo 5 constitucional, y contra el jefe político (de Otumba),
según artículo 8 de la Constitución —invocación única entre los doce
expedientes—. El Juez interpretará esta segunda demanda como sobreseí-
da o no procedente contra el jefe político, a quien ni siquiera creyó necesa-
rio solicitar informe como autoridad responsable. Aun más, el expediente
deja entrever que se habría buscado, verbalmente, que no fuera ratificada
la queja contra el jefe político: sólo 16 de los 64 quejosos iniciales la ratifi-
can. Enfrentado al dilema, halló la salida en la improcedencia jurídica de
la queja. El sistema jurídico —¿este Juez Distrital?— no parecía estar pre-
parado enteramente para dictaminar con base en el mencionado artículo
8, y menos aun si se trataba de un jefe político. Subrayemos que este artícu-
lo estipula el derecho de petición ante autoridad, siempre y cuando fuera
por escrito —¡por nuestro pueblo mayoritariamente analfabeta!—, auto-
ridad que tenía obligación legal de responder, lo cual no había hecho el jefe
político de Otumba.
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CONCLUSIONES
Fueron muy pocos los expedientes hallados —en el Archivo Histórico de
la Casa de la Cultura Jurídica de la SCJN, en el Distrito de Toluca—, sobre la
problemática relativa a la conciencia jurídica de los individuos de su liber-
tad laboral. Sin embargo, los tres casos significativos analizados nos per-
miten proponer las siguientes conclusiones.
En primer lugar, por el propio ámbito jurisdiccional del juicio de am-
paro —contra funcionarios del Estado de México—, no debe extrañar que
sea corto el número de expedientes sobre la problemática de la libertad
laboral. Estos expedientes no son suficientes, pues, para proponer conclu-
siones “estadísticamente” representativas del conjunto geográfico del dis-
trito judicial implicado ni del momento histórico a que se refiere nuestro
trabajo, como tampoco del posible desarrollo de la conciencia jurídica
durante ese periodo. Sin embargo, nos atrevemos a formular algunas pro-
posiciones que creemos tienen validez cualitativa, al menos como hipóte-
sis sustentadas que podrán ser puestas a prueba por futuros estudios, tan-
to sobre el resto de los archivos históricos de la SCJN, como sobre expedientes
de archivos históricos pertenecientes a otras instancias judiciales, civiles y
penales.
En torno a la historia institucional y de cultura jurídicas, nos pregun-
tábamos al inicio de la investigación si en el periodo de estudio se observa-
ba avance o inmovilidad y si las instituciones jurídicas encabezadas por la
SCJN habían desempeñado un papel de impulso o de lastre en la cultura
jurídica ciudadana. El análisis de los expedientes arroja evidencias del im-
pulso dado por el sistema judicial en su conjunto, tal vez especialmente a
través de las escuelas de derecho a que tenían acceso individuos de diverso
origen social. Este diverso origen geográfico y social facilitó que hubiera
conocedores del lenguaje y procedimientos legales que apoyaran a los ciu-
dadanos en el ejercicio de sus derechos judiciales, igualmente, en diversas
localidades. En algún sentido, parece más importante el papel desempeña-
do por estos abogados o pasantes de derecho que por los Jueces Distritales.
Los abogados traducían la intención jurídica de los quejosos en discurso
legal pertinente, al tiempo que seguramente explicaban el sentido y alcan-
ce de dicho discurso. Y sin embargo, desconocemos los nombres de esos
traductores de la demanda ciudadana de justicia que utilizaban tan eficaz-
mente el nuevo discurso del amparo, invocando las garantías individua-
135P. CANALES-GUERRERO Y M. ZAMUDIO-GUADARRAMA: EL JUICIO DE AMPARO...
les. Desconocemos los nombres de estos difusores de la cultura jurídica,
pues no se acostumbraba anotar el nombre del abogado o asistente legal
en los escritos de demanda: éste fue el ejército que favoreció el desarrollo de
la cultura jurídica en la época. Bajo esta circunstancia, pensaríamos que
incluso algunos Jueces de Paz, con formación jurídica, pudieron ser auto-
res de dichos documentos, como parece quedar patente en el último caso
que analizamos, donde el Juez de Paz es mandatado por el Juez de Distrito
para fungir como asistente legal. Es plausible que esto mismo haya sucedi-
do en el caso del jornalero de Zinacantepec, por parte del Juez de Paz o de
un asistente del Juez de Distrito. Si este fuera el caso, cobraría mayor im-
portancia histórica el papel del sistema judicial en el desarrollo de la cultu-
ra jurídica en ese momento histórico.
La loable difusión de la cultura jurídica mencionada no implica la su-
peración del conflicto de valores en la impartición de justicia. Por ejemplo,
como se constata en el caso del jornalero de Zinacantepec, semejante a la
mayoría de los expedientes encontrados, ciertamente ni los municipios ni
los gobiernos estatales reciben suficientes impuestos ni suficiente presu-
puesto y, ante la obligación municipal de garantizar la prevención delictiva
o la obligación de los gobiernos de abrir y dar mantenimiento a los cami-
nos, recurren al derecho consuetudinario del servicio comunitario no re-
munerado que, de hecho, había sido ya consagrado en la normatividad
estatal (véase anexo II D). Al respecto, cabe preguntarse si, por un lado,
los abogados, autores bienintencionados del discurso de reivindicación de
las garantías individuales frente a la autoridad municipal, y, por otro, los
Jueces Distritales, eran concientes de la frecuente tensión de valores entre
dichas garantías y los valores comunitarios. Sin duda, los jueces eran
concientes de ello, pero su papel no era defender los valores comunitarios
dado que la legalidad constitucional marcaba ya el derrotero liberal: la
tensión valorativa a que nos referimos constituía (y constituye), más bien,
una problemática social, económica, política, no legal en primera instan-
cia; implica también un proyecto nacional. Este proyecto liberal, que quiere
apoyarse —para multiplicar los caminos indispensables— en los valores
tradicionales del trabajo comunitario no remunerado, aunque sanciona-
do por el sistema de reciprocidad, trastoca ineluctable y paradójicamente
—a través del sistema legal formal— dichos valores tradicionales.
Nos preguntábamos, también al inicio del capítulo, si el nuevo discur-
so de las garantías individuales era sólo discurso de abogados. El análisis
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de los expedientes nos revela que, aunque sin duda son impulsados los
quejosos a suscribir por su eficacia tal discurso, no cabe duda que éste
responde también al sentimiento de injusticia por parte de los demandan-
tes. Esto es muy claro sobre todo en el tercer expediente analizado. En los
expedientes de querella contra las autoridades municipales ello es igual-
mente claro en cuanto que, por ejemplo, si bien el jornalero de Zinacantepec
se mostraba inicialmente dispuesto a entregar su trabajo comunitario en
las rondas de vigilancia, no estaba dispuesto a trabajar sin remuneración
—tarea tal vez recientemente instaurada— en la apertura y reparación de
caminos que no parecen beneficiar a la comunidad. Este sentimiento de
injusticia lo impulsa a la denuncia pero, al parecer, el abogado lleva más
lejos el discurso de ratificación de la demanda al denunciar, como parte de
la argumentación, la injusticia sufrida ya no como individuo sino como
grupo social que siente ser obligado injustamente a entregar trabajo gra-
tuito: sólo a ellos se les ve trabajar sin remuneración en el mantenimiento
de los caminos cuando dependen de un jornal para sobrevivir; aunque no
sabemos si se trata de un jornalero o de un campesino que complementa su
ingreso con el eventual jornal. La Constitución, y su cumplimiento por la
eficaz nueva vía del amparo, ha de salvarlos. El sentido e individual recla-
mo por justicia logra su objetivo por el apoyo del abogado que construye
este nuevo y eficaz discurso. Así, no es sólo el resarcimiento económico lo
que busca el individuo, como habíamos postulado inicialmente; la mayo-
ría de los procesos analizados traslucen la reivindicación de un derecho
individual del que ya eran concientes los quejosos en términos de defensa
de la libertad de trabajo y el derecho a la retribución.
Finalmente, otra de las interrogantes iniciales consistía en preguntar-
nos si el sistema judicial habría discriminado negativamente a los deman-
dantes por su origen social. La respuesta es contundente: no. La mayoría
de las demandas son presentadas por campesinos y ello no obsta para que
los casos sean llevados de manera relativamente expedita por los Jueces de
Distrito (véase la duración de cada caso en anexo I). Prácticamente todos
son resueltos favorablemente, es decir, son amparados o las demandas son
retiradas pues el inicio de averiguaciones había hecho que los quejosos
vieran resarcida la injusticia. Y en el caso de represión por parte del jefe
político contra los quejosos, con acendrada conciencia política de los de-
rechos comunitarios y ciudadanos —el último expediente analizado—,
nos parece ver una actuación especialmente recta y preocupada —aunque
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al final ineficaz, como ya vimos— de los Jueces, el de Distrito y el de Paz, no
obstante tratarse de la demanda contra un jefe político con grandes pode-
res fácticos que, de hecho, no dejó de ejercer exitosamente. La actuación
del sistema judicial parece reflejar, según vimos en éste y otros expedientes,
independencia frente al Poder Ejecutivo. Los abusivos poderes fácticos de
hacendados y jefes políticos se verían enfrentados con cierta mayor efica-
cia por la Revolución, que no tardaría mucho en llegar.
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El derecho
a la propiedad
○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○ ○
Segunda parte
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Diana Birrichaga Gardida
Régimen municipal y amparo
en el Estado de México.
Cambios en el gobierno interior
de los pueblos (1861-1868)
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INTRODUCCIÓN
En octubre de 1868, la municipalidad de Nopaltepec (Distrito de Otum-
ba) interpuso un amparo contra la Legislatura del Estado de México por
un acto de autoridad que decretó la desaparición de esa jurisdicción
municipal y su anexión a la municipalidad de Axapusco. La Ley aludida
era la Ley Orgánica de Procedimientos de los Tribunales de la Federa-
ción, que exige el artículo 102 de la Constitución Federal, para todos los
juicios que habla el artículo 101 de la misma, que permitía que toda
persona que considerara violadas sus garantías tenía derecho a acudir al
amparo de la justicia federal. Resalta el hecho de que la municipalidad de
Nopaltepec asumió que era una persona jurídica o persona moral ofi-
cial, con capacidad legal para acudir a los tribunales. La exposición de
motivos para solicitar el amparo a la justicia federal permite determinar
uno de los principales problemas de la época: la transformación del go-
bierno interior de lo pueblos en el periodo de 1861 a 1868, pero en parti-
cular las controversias que suscitaban las relaciones de derecho de las
municipalidades en el marco de la Ley de Desamortización.1 La lectura
de los argumentos jurídicos revela una realidad sobre el ámbito munici-
pal en el periodo de estudio: la existencia legal de nuevas entidades a
través de la intervención federal, pero manteniendo intacto el derecho
1 Véase el Apéndice.
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de poseer y adquirir bienes propios. Cabe señalar que, a partir de 1824,
las municipalidades en el Estado de México se constituyeron como corpo-
raciones que poseían bienes propios, en otras palabras, estas entidades
fueron dotadas con derechos como personas jurídicas.2
La revisión de los expedientes resguardados en la Casa de la Cultura
Jurídica de Toluca, durante la vigencia de la primera Ley de Amparo de
1861, permitió localizar un solo juicio referente a una municipalidad como
quejosa y no como autoridad responsable. Si bien es cierto que este traba-
jo sólo retoma un expediente para su análisis, resulta clave este juicio de
amparo para entender las relaciones de derecho construidas en torno a las
corporaciones municipales en el siglo XIX. Asimismo, el recurso de amparo
de esta municipalidad fue uno de los primeros verificados en el Primer
Juzgado de Distrito del Estado de México, con sede en Toluca, lo que per-
mitió analizar el debate en torno a los derechos de propiedad de las corpo-
raciones municipales.
En este capítulo parto de los efectos políticos de la Guerra de Reforma
y la Intervención Francesa para analizar los cambios en la organización
municipal del Estado de México. Lo anterior permite explicar un asunto
crucial en el gobierno interior de los pueblos: los derechos de poseer y
adquirir bienes de las corporaciones municipales. En este caso, Nopaltepec,
resulta una guía para ir desmenuzando las dificultades que atravesaban las
municipalidades en estos años aciagos. Además, el conflicto de esta munici-
palidad nos remite a las difíciles relaciones de la entidad mexiquense con las
autoridades federales, pues ¿qué implicaciones tuvo para los habitantes del
Estado de México la aplicación de las disposiciones emanadas del gobierno
juarista en esos años de excepción?, ¿qué cambios ocurrieron con las relacio-
nes de derecho de las municipalidades en un contexto de cambios políticos
impuestos por los liberales mexicanos? Destaca el hecho de que en 1868, los
vecinos de Nopaltepec consideraron que el amparo era el medio ideal para
defender el derecho de bienes que habían adquirido con la erección munici-
pal decretada por el presidente Benito Juárez, durante los años de guerra y
ratificada por el Imperio de Maximiliano.
2 Las personas jurídicas se definen como las“personas que no existen sino para fines jurídicos,
que nos aparecen al lado del individuo como sujetos de las relaciones de derecho”; en palabras
de un autor, eran “seres ficticios”. Savingny, Sistema de derecho, p. 60.
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CONSTITUCIÓN Y REFORMA
El 5 de febrero de 1857, fue promulgada la nueva Constitución Federal que
consignaba los derechos del hombre y establecía la supremacía del poder
laico sobre el eclesiástico. Un punto que se discutió en la redacción de la
Carta Magna fue el intento de erigir el poder municipal como contrapeso
del poder estatal. El promotor de esta iniciativa fue el diputado José María
Velasco, pero no encontró apoyo dentro del Congreso. El sistema munici-
pal seguiría siendo un asunto del gobierno interno de los pueblos de cada
entidad federativa.3
La Constitución de 1857 fue interpretada como un ataque directo a los
intereses de la Iglesia católica. En diciembre de ese año, los opositores a la
revolución liberal promovieron el Plan de Tacubaya, desconociendo la Car-
ta Magna. El general Ignacio Comonfort, presidente de la República, se sumó
al movimiento señalando “que la Constitución sólo era sostenida por la
coacción de las autoridades” y que debían respetarse las costumbres y tradi-
ciones de los pueblos respecto de la religión católica.4 En enero de 1858, el
licenciado Benito Juárez fue nombrado presidente interino de la República.
El gobierno juarista, después de distintos contratiempos, se instaló en el
puerto de Veracruz, desde donde dirigió sus ejércitos contra los grupos que
no reconocían el orden constitucional emanado de la Carta Magna.
El 11 de enero de 1861, Benito Juárez entró victorioso a la ciudad de
México, inmediatamente convocó a elecciones para el Congreso y para la
presidencia. Juárez fue electo presidente constitucional y enfrentó dos gran-
des retos: el primero fue establecer “con plenitud y fervor los principios de
la Reforma”, mediante la “reorganización, orden, economía y moralidad”
del país.5 Y el segundo desafío fue suspender los pagos de la deuda externa
a España, Gran Bretaña y Francia. Después del fracaso de algunas nego-
ciaciones, intentando reactivar el pago, los tres países bloquearon los
puertos como medida de presión. Sin embargo, Francia decidió declarar
la guerra a México y con esta agresión de nueva cuenta cambió el mapa
político del país.
3 Pani, Para mexicanizar..., pp. 136-137.
4 “Plan de Tacubaya, 19 de diciembre de 1857”, Iglesias González, comp. e introd., Planes
políticos, p. 333.
5 Ibid., p. 416.
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Tras la intervención extranjera, Benito Juárez recibió del Congreso fa-
cultades extraordinarias para enfrentar al invasor. El 11 de diciembre de
1861, el Congreso de la Unión decretó que se “faculta omnímodamente al
Ejecutivo para que dicte cuanta providencia juzgue conveniente en las ac-
tuales circunstancias, sin más restricciones que las de salvar la independen-
cia e integridad del territorio nacional, la forma de gobierno establecida
en la Constitución y los principios y las Leyes de Reforma”.6 Con base en
esas facultades extraordinarias, el presidente Juárez emitió dos decretos
que alteraron la administración del gobierno interior de los pueblos en el
Estado de México. El primero, de 25 de febrero de 1862, declaraba el esta-
do de sitio en el Estado de México y, en consecuencia, “el jefe nombrado por
el supremo gobierno reasumirá desde luego los mandos político y militar
del dicho Estado”.7 Un segundo decreto de 7 de junio del mismo año man-
dó formar tres distritos militares (Toluca, Actopan y Cuernavaca) en el
territorio de esta entidad e integrar cinco jurisdicciones distritales (Chalco,
Texcoco, Otumba, Zumpango de la Laguna y Tlalnepantla) al gobierno
del Distrito Federal.8
En junio de 1863, el ejército francés ocupó el Distrito Federal y los
distritos militares formados por el gobierno juarista en territorio
mexiquense. El general Forey, jefe del ejército francés, a su llegada al
Distrito Federal, nombró una Junta Suprema de Gobierno y a la vez
designó a la Regencia encargada de establecer la Junta de Notables que
elaboraría el proyecto monárquico.9 El avance del ejército francés por el
interior de la república y la instalación del Imperio mexicano dieron la
oportunidad para la unión momentánea de los distintos grupos libera-
les. Los dos proyectos de nación (liberal federalista y monárquico) se en-
frentaron en combates armados, pero también se vio plasmado en la forma
en que administraron a los pueblos. En el siguiente apartado veremos
cómo la Guerra de Reforma, la Intervención Francesa y el Imperio transfor-
maron la administración político-territorial en el Estado de México duran-
te estos años aciagos.
6 Dublán y Lozano, Legislación mexicana, XIX, p. 334.
7 Ibid., p. 388.
8 Ibid., pp. 473-474.
9 Hamnett, “El partido conservador”, pp. 227-231.
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EL GOBIERNO INTERIOR EN EL ESTADO DE MÉXICO: AÑOS ACIAGOS
(1861-1862)
A partir de 1824, en el Estado de México se integró el gobierno interior basa-
do en un sistema de prefecturas, compuesto por prefectos y municipalidades
administrativas. Con la creación de esas prefecturas, se pretendía regular
el desorden territorial derivado de la proliferación de los ayuntamientos
aprobados por la Constitución gaditana y la Diputación Provincial. El 9 de
febrero de 1825, el Congreso estatal expidió una Ley para organizar a los
ayuntamientos del Estado. En ésta se determinó que podía haber ayunta-
miento en los pueblos o comarcas con una población de cuatro mil habitan-
tes. Con esta medida, se intentó reducir el número de ayuntamientos creados
con las reformas gaditanas. Los territorios que administraran los ayunta-
mientos fueron designados como municipalidades. En los pueblos de
un mismo partido que no cumplieran con el número de habitantes, se auto-
rizó que se reunieran para cubrir el requisito. En términos generales, la mu-
nicipalidad era una agregación o segregación de pueblos, a fin de cumplir el
requisito de población señalado por la ley.10 Las municipalidades fueron con-
sideradas corporaciones o comunidades, es decir, personas jurídicas que te-
nían por objeto el derecho de bienes (necesidad de poseer y medios de adquirir
bienes propios).11
Una reforma que afectó al régimen municipal fue el decreto del 15 de
octubre de 1852, emitido por el Congreso estatal. Esta disposición legal or-
denó que los partidos fueran formados de municipalidades y municipios.
Las primeras conservaban las prerrogativas de formar un cabildo en pobla-
ciones mayores a los cuatro mil habitantes. Mientras que en los municipios
no se formarían ayuntamientos, en su lugar serían nombrados un municipal
propietario y un suplente. Esta administración sólo se crearía en poblacio-
nes que no alcanzaran el vecindario requerido por la Ley.
Durante los años de la guerra, la estructura político-territorial del Es-
tado de México sufrió cambios radicales que afectaron a las municipalida-
des y municipios. En mayo de 1861, el Congreso Constituyente Estatal
10 Birrichaga,“Administración de tierras”, en particular el capítulo 3.
11 Savingny consideraba que dentro de las personas jurídicas estaba la comunidad, cuya
unidad “descansa en relaciones de residencia y propiedad territorial”. Savingny, Sistema de Dere-
cho, pp. 63-65. Sobre la forma de adquirir bienes por parte de las municipalidades, véase Birrichaga,
“Administración de tierras”, capítulos 2 y 4.
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nombró gobernador provisional al general Felipe B. Berriózabal, con la
encomienda de sostener “el poder legítimo de la nación, emanado de la Cons-
titución Federal de 1857”.12 En este contexto, los congresistas instrumentaron
medidas “para salvar la Constitución General de la República, las Leyes de
Reforma, pacificar el Estado y sostener su constitución política”, así que
concedieron al Ejecutivo estatal facultades extraordinarias en todos los
ramos de la administración pública. La primera labor de Berriozábal para
pacificar el Estado fue la reorganización del territorio en 27 distritos enca-
bezados por jefes políticos, quienes tenían las mismas atribuciones que los
prefectos. Los cantones designados fueron Actopan, Cuernavaca, Chalco,
Huejutla, Huichapan, Ixtlahuacan, Ixmiquilpan, Jilotepec, Jonacatepec
(Morelos), Otumba, Pachuca, Sultepec, Temascaltepec, Tenango del Valle,
Tenancingo, Texcoco, Tetecala, Tlalnepantla, Toluca, Tula, Tulancingo, Vi-
lla del Valle, Yautepec, Zacualtipan, Zimapán y Zumpango de la Laguna.13
En octubre de 1861, el Congreso Constituyente aprobó una renovada
Constitución Política del Estado de México, acorde con los preceptos ema-
nados de la Constitución Federal de 1857. Con base en este nuevo pacto, la
entidad se declaraba “libre, independiente y soberana en lo que exclusiva-
mente toca a su administración y régimen interior”. Cabe destacar que se
enfatizó el reconocimiento de las garantías individuales y al sistema de
municipalidades y municipios. La Constitución ordenaba establecer ayun-
tamientos y municipales en los pueblos o comarcas que tuvieran cuatro
mil o más habitantes, en las cabeceras de los partidos judiciales y en donde
el Congreso del Estado lo decidiera “por aproximarse al número expresa-
do el de sus habitantes o por otras justas causas”.14 Sin embargo, la Consti-
tución Estatal no fue acatada de inmediato, pues el Estado de México era
escenario de la guerra contra el ejército francés. En enero de 1862, el terri-
torio mexiquense estaba siendo acosado por los invasores; un mes des-
pués, el gobierno federal ordenó el estado de sitio en todo el territorio.
Para fortalecer la defensa territorial, el presidente Juárez nombró al general
Tomás O’Horan comandante militar del estado responsable del combate a
12 Colección de decretos del Congreso Constituyente, VI, 7, p. 21.
13 AHEM, GGG, vol. 63, exp. 68, 1861, 3 fs: Proyecto y decreto número 25 sobre la división del
Estado en 27 distritos y nombramiento de jefes políticos.
14 Colección de decretos del Congreso Constituyente, VI, 40-68, p. 77. El 4 de noviembre de 1861, este
Congreso autorizó la erección de una municipalidad en Tescatitlán, en el Distrito de Sultepec, cuya
comarca se formó con los pueblos de San Francisco Tescatitlán, de las rancherías de La Gavia, Chiquita,
Huayatenco, Carvajal, Nostepec, Pedregal y Jesús del Monte. Pérez Alvirde, Erecciones municipales, p. 137.
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los “enemigos de la patria”.15 Al Congreso Estatal llegó la noticia de la inmi-
nente intervención militar por fuerzas extranjeras. Para resguardar la sobe-
ranía del Estado, los legisladores otorgaron facultades extraordinarias al
gobernador Francisco Ortiz de Zárate. En las acciones de Ortiz para contro-
lar a la población, estaba la creación de pueblos, así encontramos que el 11
de junio de 1862 Ortiz ordenó la erección del pueblo de Las Mercedes de las
Llaves, en la propiedad de la ranchería de Las Llaves. Este nuevo pueblo fue
dotado con un fundo legal de 1 200 varas en cuadro. Los terrenos de la
ranchería y del fundo legal quedaron hipotecados al capital de 22 066 pesos
y los réditos eran de la Dirección de Beneficencia Pública del Estado.16
La incursión del ejército francés en territorio del Estado de México
orilló al presidente Benito Juárez a declarar el estado de sitio en toda la
entidad. La medida no frenó la presencia del invasor, así que el 7 de junio
de 1862, Juárez, con base en la facultad omnímoda que le otorgó el Con-
greso de la Unión, decretó que el Estado de México se dividiera en tres
distritos militares: Toluca, Actopan y Cuernavaca, para mejorar la lu-
cha contra los conservadores e imperialistas franceses, pues en el Estado
“ha venido a radicarse la guerra civil” y resultaban inoperantes las comu-
nicaciones, además de que “la situación se prolongaría indefinitivamente
[sic] porque el Estado México, tan extenso como es, no puede recibir los
auxilios eficaces y directos que necesita de su propia capital”. El acuerdo
final señalaba que el primer distrito se formaría con los distritos de Sulte-
pec, Temascaltepec, Tenango del Valle, Tenancingo, Toluca, Villa del Valle,
Ixtlahuaca y Jilotepec, considerándose como capital Toluca. El segundo
con los distritos de Tula, Ixmiquilpan, Zimapán, Huichapan, Actopan,
Huascasaloya, Pachuca, Huejutla, Zacualpan y el antiguo distrito de Apam.
La capital estaría asentada en Actopan. Y el tercero con los distritos de
Jonacatepec, Yautepec, Morelos, Tetecala y Cuernavaca, esta última la ca-
pital. Asimismo, los distritos de Texcoco, Chalco, Otumba —con excep-
ción del antiguo Partido de Apam— Zumpango de la Laguna y Tlalnepantla
fueron agregados a la jurisdicción del Distrito Federal.17 El gobernador
Francisco Ortiz decretó su cumplimiento el 3 de agosto de 1862, de esta
15 Colección de decretos del Congreso Constituyente, VI, 40-68, p. 77.
16 Pérez Alvirde, Erecciones municipales, pp. 139-140.
17 Dublán y Lozano, Legislación mexicana, VIII, pp. 473-474.
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manera, una vez más fue modificada la estructura político territorial de
este estado18 (véase el cuadro 1).
Durante los siguientes años, cada distrito militar, mientras estuvo bajo el
control del gobierno juarista, tuvo vida autónoma con gobernador militar,
tribunal y jueces designados por autoridades militares. En tanto los pueblos
agregados al Distrito Federal, fueron reconocidos dentro del Departamen-
to del Valle de México, pero administrados por las leyes locales del Distrito
Federal.19 Bajo la administración federal, se crearon algunas municipalida-
des en el Valle de México por orden del presidente Juárez. Posteriormente, el
gobierno de Maximiliano también ordenó cambios a la vida municipal, pues
instaló la organización departamental en toda la República mexicana. En las
poblaciones que se adhirieron al Imperio —por coacción o consenso— los
ayuntamientos fueron renovados inmediatamente con ciudadanos incon-
dicionales al emperador.20 Diversos problemas aquejaban a las municipali-
dades “imperiales” por los efectos de la guerra, el primero fue que muchas
poblaciones dejaron de instalar los tianguis autorizados por el gobierno
estatal. Un ejemplo, el Ayuntamiento de Chimalhuacán, en abril de 1861,
obtuvo licencia para establecer un día de tianguis semanal, pero el privilegio
sólo pudo verificarse dos meses, “por haberse opuesto a nuestros deseos el
estado de guerra”. En junio de 1865, el gobierno imperial le concedió permi-
so de tener de nueva cuenta el tianguis.21 El segundo punto de conflicto eran
los constantes reclamos de pueblos para separarse de sus municipalidades, a
fin de formar nuevas entidades políticas locales. Entre 1865 y 1868, el go-
bierno imperial respondió favorablemente a muchas peticiones, así, en
el Departamento de México se erigieron diez municipalidades y nueve
municipios.22 Las nuevas erecciones provocaron numerosos conflictos
por la posesión de tierras, pues se requería definir los derechos territo-
18 Pérez Alvirde, Erecciones municipales, p. 141.
19 Dublán y Lozano, Legislación mexicana, VIII, pp. 473-474.
20 AGN, Ayuntamientos, vol. 80. exp.9, ff. 80-81: carta del prefecto de México informando a la
Regencia del Imperio la renovación del Ayuntamiento de Texcoco porque “profesaban los prin-
cipios demagógicos”, 3 de diciembre de 1863.
21 AGN, Ayuntamientos, vol. 92. exp. 65, ff. 1-4: solicitud del presidente del Ayuntamiento de
Chimalhuacán al prefecto de México para establecer un tianguis, 13 de junio de 1865.
22 Las municipalidades erigidas entre 1865 y 1868 fueron Tolcoyuca, Tezontepec, El Chico,
Epazoyuca y Tezontepec (1865), Santa Ana Jilotzingo, Santiago Tlazala, Omitlán, Antonio Coatepec
y Olivo Merced de las Llaves (1868), y los municipios de Acatlán, Metepec, Tlanalapan (1865);
Ecatzingo, Ayapango, Tlanchinol, Xochiatipan, Almoloya, Chinconcuac (1868). Salinas y Birrichaga,
“Conflicto y aceptación del...”.
173D. BIRRICHAGA-GARDIDA: RÉGIMEN MUNICIPAL Y AMPARO...
CUADRO 1
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riales sobre las tierras de comunidad. La historia de estas jurisdicciones políti-
cas emerge por los conflictos ocasionados por definir los derechos de propie-
dad entre los vecinos, una vez restaurado el orden constitucional después del
triunfo de los liberales. La tercera parte de esta investigación presenta los con-
flictos suscitados por la erección de una pequeña municipalidad en el Distrito
de Otumba, lo que a la vez nos permite trazar algunos rasgos de estas entidades
como personas jurídicas, es decir, sujetos de las relaciones de derecho.
RELACIONES DE DERECHO DE LAS MUNICIPALIDADES EN LOS AÑOS DE
GUERRA
Nopaltepec, una municipalidad en tiempos de excepción
Desde 1824, había correspondido al Congreso del Estado de México la erec-
ción de municipalidades y municipios en su territorio. Sin embargo, en los
periodos de excepción, esta facultad recayó en el Poder Ejecutivo. Durante
los años de intervención militar (1862-1867), el Congreso de la Unión facul-
tó omnímodamente al presidente Benito Juárez para que dictase todas las
providencias que garantizaran el orden; una de estas disposiciones fue la
erección de nuevos pueblos y municipalidades.23 Las municipalidades juaris-
tas han pasado desapercibidas para los historiadores, pues pocas evidencias








FUENTE: Miño y Vera, Estadísticas para la historia, pp. 83-84.
CUADRO 1 (continuación)
Partidos Municipalidad Municipio
23 El 17 de febrero de 1863, el presidente Juárez ordenó la erección del pueblo de Río Frío, en
el Partido de Chalco. Dublán y Lozano, Legislación mexicana, VIII, p. 589.
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den federal, como estatal.24 Es en los archivos judiciales donde aparecen las
historias de la creación de este tipo de municipalidades.25 Un caso notable
está registrado en el Archivo de la Casa de la Cultura Jurídica de Toluca,
Sección del Primer Juzgado de Distrito del Estado de México en Toluca, serie
Amparo y subserie Amparo, caja 1, expediente 91/1868.
Los vecinos de Santa María de la Asunción Nopaltepec, San Felipe
Teotitlán y San Miguel, las haciendas de Reyes, Venta de Cruz y Santa Inés,
así como los ranchos de Tepetepec, San Jerónimo, Tlachichilco, Nopaltepec
y Santa Clara solicitaron al presidente Benito Juárez la segregación de la
municipalidad de Axapusco y que se autorizara que todos formaran una
nueva jurisdicción municipal. En septiembre de 1862, Benito Juárez, in-
vestido de la facultad legislativa, erigió la municipalidad de Santa María
de la Asunción Nopaltepec y que “esta providencia se hizo en vista de las
graves razones de convivencia particular y pública que alegaron los solici-
tantes”.26 Juárez ordenó formar los propios de la nueva municipalidad con
parte de los terrenos de común repartimiento de la municipalidad de
Axapusco y “que toda cuestión que en lo de adelante se suscitara entre
ambos municipios sobre la propiedad o posesión de ellos, se ventilara y
decidiera por los tribunales de la Nación”.27
Axapusco se inconformó con esta disposición y elevó su protesta ante el
Ejecutivo Federal, pues perdían tierras prioritarias para su subsistencia.28
El suelo agrícola de estos pueblos se describía reseco y falto de agua, así, un
testimonio de la época señalaba que el suelo “sólo es propio para las siem-
bras de maíz, haba, alverjón, cebada, frijol y, principalmente lo que es el
cultivo del maguey que produce el pulque fino”. La industria pulquera se
desarrollaba principalmente en haciendas y ranchos; cuyos propietarios
24 Véase la “Colección de los decretos expedidos por el Congreso Constituyente y Constitucio-
nal y por el ejecutivo del Estado Libre y Soberano de México, en la época corrida de mayo de 1861
a octubre de 1868”; Dublán y Lozano, Legislación mexicana; Pérez Alvirde, Erecciones municipales.
25 En el Archivo del Poder Judicial del Estado de México, existen diversos juicios civiles por
derechos de propiedad entre las municipalidades en el periodo 1863-1867.
26 “Solicitud de amparo interpuesta por el Lic. Manuel Bolado por la orden de suprimir la
municipalidad de Nopaltepec, Toluca, 20 de octubre de 1868”, AHCCJT-SCJN/EM/1JDP/A/Pn/
1868/exp. 91.
27 Ibid.
28 Desde finales del siglo XIX, los conflictos por posesión de tierra fueron una constante entre
San Sebastián Axapusco y Santa María Nopaltepec. Véase AGN, Tierras, vol. 1595, exp. 10, ff. 45; AGN,
Tierras, vol. 3707 (1864-1867).
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residían en México, o en otras poblaciones de más importancia que Axapusco.
La mayoría de los vecinos eran jornaleros (véanse los cuadros 2 y 3).29
El 21 de enero de 1863, los integrantes del nuevo Ayuntamiento de No-
paltepec, Mariano Álvarez (alcalde), José María Pérez, Agustín Sánchez,
Antonio Castro, Ignacio Jiménez y Guadalupe González (regidores) y An-
drés Coronel (síndico), otorgaron poder a José Adalid, vecino de la Ha-
cienda de los Reyes, para gestionar la posesión de todos los terrenos que
formaban parte del fundo legal del pueblo. La necesidad de designar a su
representante fue definir las colindancias de Nopaltepec con la municipa-
lidad de Axapusco, “por las que se verán obligados a ocurrir a los tribuna-
29 Noriega, Estadística del Departamento..., pp. 539 y 541.
CUADRO 2
DIVISIÓN TERRITORIAL DE LA MUNICIPALIDAD DE AXAPUSCO, 1868
Nombre población Categoría Población
Axapusco Pueblo 1 055











La Palma Hacienda 54
Atla Hacienda 32






Venta de Guarda Ranchería 2
Total 3 617
FUENTE: Miño y Vera, Estadísticas para la historia..., p. 174.
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les para deducir sus derechos que no pudiendo hacerlo por sí”, y como
establecían las leyes estatales, solicitaron la licencia respectiva del ciudada-
no jefe político del Distrito de Otumba. 30
Una vez que el gobierno juarista abandonó la ciudad de México, se impu-
so el control político del gobierno imperial en las municipalidades controla-
das por autoridades leales al emperador Maximiliano. El cambio de fuerzas
políticas no suspendió la disposición de formar nueva jurisdicción munici-
pal. En la ciudad de México, el 6 de mayo de 1864, ante el notario público del
Imperio y testigos, don José Adalid cedió el poder a Manuel Bolado para que
continuara las gestiones. Meses después, obtuvieron respuesta favorable y
ocuparon las tierras. En enero de 1865, el Ayuntamiento de Axapusco pro-
movió un juicio de propiedad ante el Juez de Letras de Otumba, para recu-
perar sus tierras, pero también elevó una súplica al emperador para que
suprimiera la municipalidad por carecer de los requisitos señalados por
la ley. Los conflictos políticos retrasaron una resolución a la petición de
Axapusco.
El 10 de junio de 1868, esta municipalidad logró que se declarara insub-
sistente la resolución del gobierno general, quedando en consecuencia
CUADRO 3
DIVISIÓN TERRITORIAL DE LA MUNICIPALIDAD DE NOPALTEPEC, 1868
Nombre población Categoría Población
San Miguel Atepoxco Pueblo 190
Nopaltepec Pueblo 623
San Felipe Teotitlán Pueblo 394
Santa Inés Hacienda 29
Venta de Cruz Hacienda 79
Reyes Hacienda 225
Santa Clara Rancho 2




FUENTE: Miño y Vera, Estadísticas para la historia..., p. 174.
30 “Solicitud de amparo interpuesta por el Lic. Manuel Bolado por la orden de suprimir la
municipalidad de Nopaltepec, Toluca, 20 de octubre de 1868”, AHCCJT-SCJN/EM/1JDP/A/Pn/
1868/ exp. 91.
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suprimida la municipalidad de Nopaltepec. Ante la noticia, los vecinos de
Nopaltepec solicitaron la intervención del gobernador Cayetano G. Pérez
para suspender la disposición legislativa, pero no estaba en sus atribuciones
determinar estos asuntos. De nueva cuenta, se presentó un ocurso a la Legis-
latura, y después de discutir los congresistas determinaron que con fecha del
16 de octubre “la municipalidad de Axapusco vuelva al estado que tenía
antes de la erección”. Además, acordaron que el jefe político realizara una
audiencia con ambos ayuntamientos y con los vecinos más notables de la
población para dirimir sus diferencias. Sin embargo, para Nopaltepec el
asunto era de naturaleza contenciosa, pues “se opuso a que se le despojara de
los derechos que como entidad política tenía asignados, en virtud de la dis-
posición del gobierno general como de los de propiedad que le dan sus legí-
timos e incuestionables títulos que la acreditan”.31 En este sentido, los vecinos
de Nopaltepec reclamaban que la municipalidad había sido establecida con
“regla positiva”, es decir, con autorización expresa del poder del Estado,
representado en las facultades extraordinarias del presidente Juárez. En otras
palabras, la municipalidad contaba con el reconocimiento oficial, por lo
que tenía personalidad y capacidad jurídica para poseer bienes. Para la de-
fensa de sus derechos, se presentó una solicitud de amparo ante el juez del
Primer Distrito del Estado de México.
El quejoso: la municipalidad de Nopaltepec
El 20 de octubre 1868, el licenciado Manuel Bolado, apoderado de la mu-
nicipalidad de Santa María de la Asunción Nopaltepec, del Distrito de
Otumba, promovió un amparo contra la Legislatura del Estado, que au-
torizó la desaparición de esa municipalidad. Este amparo forma parte de
los primeros juicios que se interpusieron para la defensa de las garantías
constitucionales suscitadas con la restauración de la República. Este recur-
so de defensa fue publicado el 30 de noviembre de 1861, cuando se promul-
gó la Ley Orgánica de Procedimientos de los Tribunales de la Federación,
que exige el artículo 102 de la Constitución federal, para todos los juicios de
que habla el artículo 101 de la misma, conocida simplemente como la Ley de
31 “Solicitud de amparo interpuesta por el Lic. Manuel Bolado por la orden de suprimir la
municipalidad de Nopaltepec, Toluca, 20 de octubre de 1868”, AHCCJT-SCJN/EM/1JDP/A/Pn/
1868/exp. 91.
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Amparo. Esta Ley revisaba por primera vez dos asuntos: los derechos/
libertades plasmados en el texto constitucional y la tutela de los poderes
públicos. El artículo 2 de la Ley de Amparo indicaba que todos los habi-
tantes de la República —en su persona o intereses— que consideraran
violadas sus garantías, tenían derecho a ocurrir a la justicia federal para
solicitar un amparo.32 Resulta obvio que la municipalidad asumió que
era una persona jurídica sujeta a las disposiciones de la Ley de Amparo.
El ocurso de la municipalidad fue presentado ante el Juez de Distri-
to del Estado de México, en el carácter de persona moral oficial que estaba
siendo afectada en sus intereses patrimoniales.33 El argumento central de
Manuel Bolado, representante legal de Nopaltepec, para revertir la orden
de extinguir a la municipalidad, era que sus vecinos habían recibido “los
terrenos de repartimiento con total arreglo a la Ley de 25 de junio de 1856,
sin que la controversia pendiente entre ambas municipalidades se conside-
rara un obstáculo, pues aquélla da el derecho al arrendatario o quien
estuviere en posesión”. En este contexto, explicaba Bolado, no era posible
revertir la situación al estado que estaba antes de la erección de Nopalte-
pec.34 En este sentido, se acusaba que
la Honorable Legislatura, con una ligereza verdaderamente lamentable por
tratarse de la primera autoridad del Estado, ha resuelto a última hora la
cuestión sin tener a la vista el expediente en donde constan las diligencias que
ella misma mandó practicar, y sin el informe que rindió el alcalde de la muni-
cipalidad de Nopaltepec, es decir, la ha condenado sin oírla, con lo que ha
violado la garantía que otorga el art. 20 en su fracción 5ª, del Código funda-
mental de la república.35
32 Soberanes y Martínez, Apuntes..., p. 285.
33 Cabrera, La Suprema Corte..., II, 40. Las personas morales oficiales son “aquellos órganos
centralizados o descentralizados del poder estatal que pueden actuar como quejosos en el Ampa-
ro”. Arellano, El juicio de amparo, p. 480.
34 El 25 de junio de 1856 Miguel Lerdo de Tejada, ministro de Hacienda, presentó una Ley para
la desamortización de los bienes de la Iglesia y de corporaciones, cuya aplicación haría “en el país
una verdadera revolución, convirtiendo de la noche a la mañana en propietarios a los que no lo son
y trayendo consigo otras consecuencias de un valor incalculable” como el aumento de los impues-
tos. “Carta de Manuel Siliceo a Manuel Doblado informando sobre la Ley de desamortización, 25 de
junio de 1856” en Tamayo, Benito Juárez, II, 196.
35 “Solicitud de amparo interpuesta por el Lic. Manuel Bolado por la orden de suprimir la
municipalidad de Nopaltepec, Toluca, 20 de octubre de 1868”, AHCCJT-SCJN/EM/1JDP/A/Pn/1868/
exp. 91.
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Bolado explicó que el artículo citado se refería a la defensa en causas crimi-
nales y no mencionaba nada de los negocios civiles porque la defensa era
de derecho natural y porque suponía que había un juez “que debía suje-
tarse a los trámites que marcan las Leyes de Procedimientos en que se
manda oír a las partes”, pero en el caso de Nopaltepec no había Juez, sino
la mediación del jefe político.36
Un segundo argumento era que al ordenar la Legislatura que la mu-
nicipalidad de Axapusco retornara al estado que tenía antes de la erec-
ción, estaba resolviendo sobre la propiedad de terrenos en disputa entre
las dos municipalidades, de esta forma se violaba el artículo 50 de la
Constitución General que prevenía “nunca podrán reunirse dos o más de
estos poderes en persona o corporación”.37 El argumento de Nopaltepec
permite dilucidar cómo las relaciones de derechos de las municipalida-
des estaban siendo puestas a debate. El Poder Legislativo del Estado de
México tenía facultades para la erección de nuevas municipalidades, con
el derecho de poseer y adquirir bienes como lo establecía la norma jurí-
dica para este tipo de persona jurídica; sin embargo, la Legislatura esta-
tal asumía funciones de justicia, pues contravenía el reparto de tierras
realizado con base en la Ley de Desamortización. En este sentido, el re-
curso de Nopaltepec recalcaba que la resolución de la Legislatura viola-
ba la garantía que otorgaba el artículo 27 de la Constitución, pues No-
paltepec llevaba más de cinco años disfrutando de las tierras en
propiedad.38 La exposición del representante terminaba diciendo:
Por lo expuesto, al juzgado suplica que habiendo por interpuesto en toda
forma el recurso que la Ley de 30 de noviembre de 1861 se sirva mandar en
atención a la gravedad del caso —y para evitar las desgracias que se ven y
36 Art. 20. En todo juicio criminal, el acusado tendrá las siguientes garantías:
V. Que se le oiga en defensa por sí ó por persona de su confianza, ó por ambos, según su
voluntad. En caso de no tener quien lo defienda, se le presentará lista de los defensores de oficio,
para que elija el que, o los que le convengan. Constitución de 1857.
37 Art. 50. El Supremo Poder de la Federación se divide para su ejercicio en Legislativo,
Ejecutivo y Judicial. Nunca podrán reunirse dos o más de estos poderes en una persona o
corporación, ni depositarse el legislativo en un individuo. Constitución de 1857.
38 Art. 27. La propiedad de las personas no puede ser ocupada sin su consentimiento, sino por
causa de utilidad pública y previa indemnización. La Ley determinará la autoridad que deba
hacer la expropiación y los requisitos con que ésta haya de verificarse. Constitución de 1857.
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habrán salvado así la vida de algunas personas— se suspendan, con arreglo
al artículo 4º de la Ley citada, los efectos de acuerdo a la Legislatura. 39
El 21 de octubre de 1868, el Juez de Distrito, Teófilo Sánchez, consideró de
gravedad el caso y ordenó la suspensión previsoria del acto, a fin de comen-
zar con las diligencias señaladas por la Ley de Amparo.40 El juez Sánchez no
corrió el traslado al promotor fiscal, ya que se apegó a la excepción marcada
por la Ley de Amparo en su artículo 4, que señala:
El Juez de Distrito correrá traslado por tres días “a lo más” al promotor fiscal,
y con su audiencia declarará, dentro del tercer día si debe o no abrirse el juicio
conforme al artículo 101 de la Constitución; excepto el caso en que sea de
urgencia notoria la suspensión del acto o providencia que motivó la queja, pues
entonces lo declarará desde luego bajo su responsabilidad.41
Una vez abierto el juicio, el 22 de octubre, Teófilo Sánchez procedió a enviar
oficios a cada una de las partes (el promotor fiscal, el quejoso y la autoridad
responsable). Con esta acción, inició un enfrentamiento entre poderes, pues
las autoridades del Estado de México consideraron una intromisión de la
soberanía la intervención del juez federal. Veamos los argumentos.
Argumentos de la autoridad responsable: gobernador y Legislatura
estatal
Al abrir el juicio el juez, Teófilo Sánchez, procedió el traslado a las partes
en un tiempo menor a tres días. El juez consideró al Congreso Estatal y al
gobernador las autoridades responsables que ordenaron y ejecutarían la
extinción de la municipalidad de Nopaltepec. El 23 de octubre, Antonio
Zimbrón, presidente del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Méxi-
39 “Solicitud de Amparo interpuesta por el Lic. Manuel Bolado por la orden de suprimir la
municipalidad de Nopaltepec, Toluca, 20 de octubre de 1868”, AHCCJT-SCJN/EM/1JDP/A/Pn/1868/
exp. 91.
40 “Orden del juzgado de distrito para iniciar juicio de Amparo contra la Legislatura estatal, 21
de octubre de 1868”, AHCCJT-SCJN/EM/1JDP/A/Pn/1868/exp. 91.
41 “Ley Orgánica de Procedimientos de los Tribunales de la Federación, que exige el artículo 102
de la Constitución federal, para todos los juicios de que habla el artículo 101 de la misma”, reprodu-
cida en Barragán, Primera Ley de..., p. 101. Los subrayados son míos.
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co y encargado del Ejecutivo, remitió su respuesta señalando que revisó pun-
tualmente el escrito del juez y encontraba notorias inconsistencias. Primero
que Manuel Bolado, representante de Nopaltepec, no había acreditado su
personalidad jurídica para entablar el juicio de Amparo ante la autoridad,
como lo señalaba la Ley.42 Y que de acuerdo con su experiencia de justicia
había examinado “detenidamente el artículo 101 de la constitución y la Ley
de 30 de noviembre de 1861” y no encontraba un solo artículo que pudiera
legalmente invocarse para justificar el auto que había pronunciado. Señala-
ba que el artículo 2° de la Sección Primera, facultaba a que “todo el que crea
que se ha violado en su persona o intereses algunos de las garantías indivi-
duales, que otorga la Constitución General de la nación, o las leyes orgáni-
cas, tiene el derecho de solicitar el referido recurso”. Pero en el caso de ampa-
ro a Nopaltepec:
no se ha violado ninguna de esas garantías con el hecho de haber acordado la
H. Legislatura la continuación constitucional de una municipalidad com-
puesta de los pueblos que la conformaban a principios del año de 1862,
mientras resuelve definitivamente si es o no conveniente se erija la de
Nopaltepec, luego que éste haya cumplido con los requisitos legales.43
El gobernador Zimbrón hizo un análisis del espíritu de la Ley de Amparo
de 1861 para explicar las razones jurídicas que invalidaban la acción del
Juez Teófilo Sánchez y cómo se estaba invadiendo la soberanía estatal:
La sección 2ª de la expresada Ley de 30 de noviembre, se refiere únicamente
a las Leyes o actos de la autoridad federal que vulnere y restringa la sobera-
nía de los estados, y evidentemente ninguna de sus prevenciones puede
tener aplicación al caso presente.
La sección 3ª se ocupa de las Leyes o actos de las autoridades de los estados
que invadan las atribuciones de los Poderes de la Unión, y en esta parte de la
Ley tampoco puede fundarse el auto de un supuesto que la Legislatura ha
estado en su derecho para declarar todo lo que crea justo y conveniente a los que
42 En el Estado de México los pueblos y municipalidades requerían de autorización de las
autoridades estatales para nombrar un representante legal en los litigios. Véase Marino, “La
modernidad...”.
43 “Respuesta del gobernador Antonio Zimbrón al juez Teófilo Sánchez, 23 de octubre de
1868”, AHCCJT-SCJN/EM/1JDP/A/Pn/1868/exp. 91.
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componen el territorio de los estados, sin que tengan que mezclarse en este
asunto los poderes de la unión, pues de lo contrario sería ilusorio el sistema
federativo, y más cuando están sancionadas la libertad, soberanía e independen-
cia de los Estados por la Constitución General, y el cuando de la H. Legislatura
se refiere exclusivamente al régimen interior del mismo Estado.
No se hace un análisis de los demás artículos de la ley porque todos tratan
de los procedimientos que deben seguirse en los juicios de amparo.44
Aclaraba el gobernador que, con base en los artículos 11, 24 y 29 de la Ley de
Amparo, la sentencia sólo podía limitarse a amparar y proteger al individuo
que se queja de la violación de una garantía individual o que está libre de
cumplir la ley o providencia que lo agravia, ya sea emanada de una autori-
dad federal o de los Estados. Y que, de acuerdo con los artículos 2, 20, 21, 27
y 28, las reclamaciones a que se refiere la repetida ley sólo eran aplicadas a los
individuos y no a las corporaciones, como era el caso analizado en su escrito.
Un escrito del secretario de gobierno informó al Juez que
Por estas consideraciones, el C. gobernador que tiene el deber estricto de
sostener la soberanía y dignidad del Estado me manda decir a V., como lo
verifico, que protesta contra lo dispuesto por Vd. en el auto a que se refiere la
nota oficial, que contestó asegurándole que hará uso de todas las reservas
legales que le otorgan las Leyes, para reparar el ultraje inferido a la soberanía del
mismo Estado, sin exceptuar el de la responsabilidad en que evidentemente ha
incurrido.45
Por su parte, la Legislatura del Estado de México estaba en receso, que-
dando en funciones la diputación permanente. En este sentido, el oficial
mayor de la Secretaría del Congreso no contaba con personalidad jurí-
dica para recibir a nombre de la Legislatura el traslado que le mandó
correr el Juez de Distrito en el recurso de amparo. El apercibimiento del
Juez fue devuelto indicándole que “no se ingiera [sic] en negocios que son
de su inconveniencia”. 46 En las respuestas del gobernador y de la Legisla-
tura, se consideraba la decisión del Juez Federal como una intromisión y
44 Ibid.
45 Ibid.
46 “Oficio de Pascual Martínez de Castro al juez del distrito (29 de octubre de 1868)”, AHCCJT-
SCJN/EM/1JDP/A/Pn/1868/exp. 91.
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violación de la soberanía estatal. Resulta patente el disgusto de ambos
poderes estatales.
Argumento del quejoso
El 27 de octubre, Manuel Bolado, en representación de la municipalidad
de Nopaltepec, expuso la interpretación sobre las consecuencias que pro-
vocaría la decisión de la Legislatura del Estado de México respecto de la
existencia de esa jurisdicción. Indicó que la municipalidad que representa-
ba estaba en juicio contencioso con Axapusco, en este sentido, la Legislatu-
ra actuaba como juez competente para dirimir una controversia que ven-
tilaba los derechos de las dos municipalidades. Bolado definía los alcances
del decreto de supresión; si Axapusco se volvía a integrar con el territorio
existente antes de la erección del de Nopaltepec era natural que recuperara
todos sus derechos y preocupaba especialmente, el derecho a cultivar los
terrenos de común o propios por parte de sus vecinos. Sin embargo, esa
tierra había sido adjudicada a los vecinos de la municipalidad de
Nopaltepec, con total arreglo a la Ley de 25 de junio de 1856, sin que “la
controversia pendiente entre ambas municipalidades se pueda considerar
como un obstáculo, pues que aquella da el derecho al arrendatario o que
estuviere en posesión”.47 Los derechos de propiedad de los vecinos de
Nopaltepec estarían comprometidos con la disposición de la Legislatura.
Argumento de promotor fiscal
El promotor fiscal revisó las contestaciones de la autoridad responsable y
consideró que no entraría a revisar las atribuciones de la diputación per-
manente, pues le bastaba conocer que la Legislatura estaba en receso para
señalar que no era posible cumplir con el auto de oír a todas las partes del
juicio. Respecto al hecho de que la diputación se negó a recibir, indicó que
era necesario hacer una consulta al Ministerio de Justicia, a fin de resolver
lo conveniente. El promotor afirmó que la Ley orgánica de 20 de noviem-
47 “Oficio de Manuel Bolado argumentando el traslado solicitado por el Juez de Distrito (27 de
octubre de 1868)”, AHCCJ-SCJN/EM/1JDT/A/Pn/1868/ exp. 91.
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bre de 1861 no determinaba el tiempo fijo para concluir “los previos de
esta naturaleza”, en cuyo caso el juzgado no estaba interfiriendo en ningu-
na clase de responsabilidad.48
El desenlace
El 10 de noviembre, el Juez de Distrito recibió la respuesta del presidente
de la República respecto de las dudas que había generado la aplicación de
la Ley de Amparo contra la disposición de la Legislatura del Estado de
México. En el escrito indicaba al Juez que fue correcta su interpretación
respecto a que, estando en receso la Legislatura, la diputación permanente
carecía de facultades para representarla. El juez también recibió una co-
municación del Ministerio de Justicia, la cual señalaba que la Legislatura
aún no había decidido la supresión de Nopaltepec, pues incluso los dipu-
tados estaban discutiendo el asunto y el Juez de Distrito debía levantar la
suspensión haciéndose saber esta providencia al quejoso.49
Si bien el amparo se suspendió por no existir la causa que motivó el
juicio de amparo, este proceso entablado por el Juez Teófilo Sánchez daba
en parte la razón a Bernardo Couto, que durante la discusión de la Ley de
Amparo de 1861 señalaba:
Notarían los señores diputados que al votarse el presente proyecto, en lo
general no le di mi voto, y mientras más oigo la discusión, más me afirmo en
mi creencia primitiva de que no debe votarse. Desde el momento en que
pueda ponerse en duda la validez de una ley; desde que haya una autoridad
que pueda declarar que los ciudadanos no la deban cumplir, quedará entera-
mente desvirtuada, y resultará que un Juez de Distrito tenga más respetabili-
48 “Respuesta del promotor fiscal, 4 de noviembre de 1868”, AHCCJ-SCJN/EM/1JDT/A/Pn/1868/
exp. 91.
49 “Aclaraciones de la presidencia y del ministerio de justicia de 10 y 14 de noviembre de 1868”,
AHCCJ-SCJN/EM/1JDT/A/Pn/1868/ exp. 91. El 16 de octubre de 1872 el Congreso del Estado
decretó la erección de un municipio de Nopaltepec a partir del 1 de enero del siguiente año. La
jurisdicción municipal se integraría con los pueblos de Santa María de la Asunción Nopaltepec,
San Felipe Teotitlán y San Miguel Atepoxco, las haciendas de Reyes, Venta de Cruz y San Inés y los
ranchos de Tepatepec, San Jerónimo, Tlachichilco, Nopaltepec y Santa Clara. Se aclaró que por
única vez la división territorial la verificaría la municipalidad de Otumba. Pérez Alvirde, Erecciones
municipales, p. 160.
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dad que toda la representación nacional, y que el voto de uno solo valga más
que ciento y tantos diputados que hayan podido expedir una Ley.50
Al parecer, la Ley de Amparo de 1861 permitió una invasión de esferas por
parte de Jueces y Magistrados Federales sobre las atribuciones de los pode-
res estatales. A partir de 1868, las Leyes del Estado de México quedaron
sujetas a numerosas revisiones para ser confrontadas respecto de su
inconstitucionalidad.51
CONCLUSIÓN
Los registros oficiales establecen que la erección del municipio de Santa María
Nopaltepec la aprobó el Congreso del Estado de México el 19 de octubre de
1871, para comenzar su vida política en enero del siguiente año. Sin embar-
go, como hemos visto en este capítulo, esta organización municipal ya había
sido creada como municipalidad en septiembre de 1862, mediante un decre-
to del presidente Benito Juárez, que investido de facultades legislativas per-
mitió la existencia de Nopaltepec dentro en el territorio del Distrito Federal.
La erección de esta municipalidad se inscribe dentro del estado de excep-
ción declarado ese mismo año con la división del Estado de México en
distritos militares. Pero a la restauración política y territorial, las autori-
dades del Estado de México cuestionaron la existencia de esta organiza-
ción, pues no cubría los requisitos establecidos por la Legislación estatal.
En junio de 1868, el Congreso Estatal ordenó la desaparición de esta muni-
cipalidad de manera inmediata. La respuesta de la municipalidad fue in-
terponer un amparo ante el Juzgado de Distrito de Toluca, para que se
reconociera la existencia de una vida municipal.
Ahora bien, la oportunidad de acudir a los tribunales federales a diri-
mir asuntos relativos al gobierno interior de los pueblos, fue punto de
confrontación entre las autoridades mexiquenses con la federación, pues
las leyes y decretos estatales dieron origen a diversas interpretaciones de la
Ley de Amparo de 1861. En su lugar hubo una ambigüedad para establecer
50 “Sesión del 20 de septiembre de 1861”, en Barragán, Primera ley..., p. 95.
51 Véase juicio de amparo que trató sobre declaración de inconstitucionalidad del decreto de
la Legislatura del Estado de México sobre la pena de muerte. Barragán, Primera Ley de..., pp. 118-
120. Véase el capítulo de García Peña y Suárez Dottor en este volumen.
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las relaciones de derecho de las corporaciones municipales, pues en el caso
de Nopaltepec, como municipalidad se reconoció como persona jurídica,
esto es, un sujeto con capacidad de poseer propiedad. Sin embargo,
Nopaltepec, por considerarse jurídicamente como “ser ficticio”, requería
de la representación de un sujeto aprobado por las autoridades estatales
para presentarse como quejoso en un juicio de amparo. En el que trata-
mos, el licenciado Manuel Bolado, como apoderado y representante de la
municipalidad de Nopaltepec, asumió la defensa del quejoso contra los
actos de la Legislatura del Estado, pero en la argumentación encontramos
las contradicciones que implicaba establecer la personalidad jurídica de
una municipalidad. Vamos por partes, Nopaltepec fue reconocida con re-
laciones de derecho: propiedad, servidumbre, posesión, obligaciones y
acciones.52 La argumentación central de Manuel Bolado para la admisión
del amparo fue que el reparto de tierras de común repartimiento, con base
en la Ley de 25 de junio de 1856, entre los vecinos de Nopaltepec invalidaba
la disposición de la Legislatura, pues ya existían plenos derechos sobre la
propiedad por parte de dicha municipalidad que había entregado las tie-
rras a los adjudicatarios como parte de sus funciones administrativas.53
La interpretación del Juez de Distrito para ordenar la suspensión pro-
visoria permite entender que se reconocieron los derechos de la municipa-
lidad como persona jurídica o persona moral oficial. En este sentido, la
garantía de propiedad sí estaba siendo vulnerada por las disposiciones de
la Legislatura estatal, por tal motivo procedía el amparo de la justicia
federal. Este juicio permite vislumbrar que existía una indefinición de la
técnica jurídica, pues el juez recurrió a la consulta del Ministerio de Justi-
cia para una interpretación de la Ley de Amparo de 1861. Por su parte, el
gobernador mexiquense consideraba un agravio a la soberanía de su enti-
dad la intervención del Juez de Distrito. Además, el eje de la discusión era
si las corporaciones municipales eran personas jurídicas con los mismos
derechos que las personas individuales a las que hacía referencia la Ley del
30 de noviembre de 1861. Al parecer, no se discutió este asunto, pues el juez
levantó la suspensión por considerar que el hecho reclamado aún no había
52 Al respecto véase Savingny, Sistema de derecho..., pp. 87-113.
53 “Una corporación podía arrendar sus inmuebles o administrarlos por cuenta propia;
abandonar el goce de los mismos a sus miembros”. Ibid., p. 92. Sobre las formas de administración
de los bienes corporativos en las municipalidades del Estado de México. Véase Birrichaga,
“Administración de bienes”, capítulo 5.
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sido verificado, pues la Legislatura estatal discutía el asunto. Hasta octu-
bre de 1871, el Congreso del Estado de México ordenó la erección del mu-
nicipio de Santa María Nopaltepec, con esto ratificó las acciones de las
municipalidades instaladas desde 1862 sobre la propiedad de las tierras del
común repartimiento. En los años siguientes, el Poder Judicial siguió discu-
tiendo la naturaleza de las corporaciones municipales como sujetos con
derecho a poseer y adquirir bienes, dentro del marco de una reforma libe-
ral que negaba la existencia de estas personas jurídicas, pero que en la prác-
tica seguían exigiendo las relaciones de derecho que el Estado mexicano les
había otorgado en el siglo XIX.
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APÉNDICE
CRONOLOGÍA GENERAL DEL LITIGIO POR LA ERECCIÓN DE LA
MUNICIPALIDAD DE SANTA MARÍA DE LA ASUNCIÓN NOPALTEPEC
1861. Los vecinos de Santa María de la Asunción Nopaltepec, San Felipe
Teotitlán y San Miguel, las haciendas de Reyes, Venta de Cruz y Santa
Inés y los ranchos de Tepetepec, San Jerónimo, Tlachichilco, Nopal-
tepec y Santa Clara solicitaron al presidente Benito Juárez la segre-
gación de la municipalidad de Axapusco.
16 de febrero de 1862. El presidente de la República, Benito Juárez, inves-
tido de la facultad legislativa, erigió la municipalidad de Santa Ma-
ría de la Asunción Nopaltepec.
Marzo de 1862. La municipalidad de Axapusco presentó una protesta
ante el Ejecutivo Federal por la segregación de los pueblos de San-
ta María de la Asunción Nopaltepec.
21 de enero de 1863. El Ayuntamiento de Nopaltepec otorgó poder a José
Adalid, vecino de la Hacienda de los Reyes, para gestionar la pose-
sión de todos los terrenos que estaban formando parte del fundo
legal del pueblo.
6 de mayo de 1864. El Ayuntamiento imperialista de Nopaltepec otorgó
poder a Manuel Bolado para que continuar las gestiones de la con-
formación de las tierras del común repartimiento vinculadas a los
propios.
Octubre de 1864. Las autoridades locales de Nopaltepec asumieron la
administración de las tierras del común repartimiento
Enero de 1865. El Ayuntamiento de Axapusco promovió juicio de pro-
piedad ante el Juez de Letras de Otumba, para recuperar sus tierras
y solicitó al emperador Maximiliano suprimiera la municipalidad
de Nopaltepec por carecer de los requisitos señalados por la ley.
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10 de junio de 1868. Las autoridades estatales declararon insubsistente la
resolución del gobierno general, quedando en consecuencia supri-
mida la municipalidad de Nopaltepec.
Julio de 1868. Petición de las autoridades municipales de Nopaltepec al
gobernador Cayetano G. Pérez, para suspender la disposición de la
Legislatura.
16 de octubre de 1868. La Legislatura determinó que la municipalidad de
Axapusco vuelva al estado que tenía antes de la erección de la muni-
cipalidad de Nopaltepec. Los legisladores solicitaron que el jefe po-
lítico realizara una audiencia con ambos ayuntamientos y con los
vecinos más notables de la población para dirimir sus diferencias.
20 de octubre 1868. El licenciado Manuel Bolado, apoderado de la muni-
cipalidad de Santa María de la Asunción Nopaltepec, del Distrito de
Otumba, promovió un amparo contra la Legislatura del Estado
por autorizar la desaparición de esa municipalidad y su agregación
a la municipalidad de Axapusco.
21 de octubre de 1868. Teófilo Sánchez, Juez de Distrito, consideró de
gravedad el caso y ordenó la suspensión previsoria para evitar la
disolución de la municipalidad de Nopaltepec.
22 de octubre de 1868. Teófilo Sánchez, Juez de Distrito, envió oficios al
promotor fiscal, el quejoso y la autoridad responsable para iniciar
el Juicio de Amparo.
23 de octubre de 1868. Antonio Zimbrón, presidente del Tribunal Supe-
rior de Justicia del Estado de México y encargado del Ejecutivo,
remitió su respuesta señalando una intromisión en la soberanía es-
tatal por parte del Juez de Distrito.
27 de octubre de 1868. Escrito de Manuel Bolado, representante de la
municipalidad de Nopaltepec, indicando los daños ocasionados por
la disposición de la Legislatura del Estado de México.
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Noviembre de 1868. Solicitud del Juez de Distrito al Ministerio de Jus-
ticia y la Presidencia de la República sobre la exacta aplicación de
la Ley de 30 de noviembre de 1861.
10 de noviembre de 1868. Respuesta de la Presidencia de la República
indicando que, estando en receso la Legislatura estatal, carecía de
facultades para recibir los oficios para el amparo.
14 de noviembre de 1868. Respuesta del Ministerio de Justicia, indican-
do que el Juez del Distrito debía levantar la suspensión otorgada al
quejoso, porque la Legislatura local aún no había decidido la su-
presión de Nopaltepec.
19 de octubre de 1871. El Congreso del Estado de México aprobó la
erección del municipio de Santa María Nopaltepec.
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INTRODUCCIÓN: ¡VIVA LERMA! ¡MUERA LA SENTENCIA FEDERAL!
En la mañana del 4 de junio de 1879, Agustín Morales, auxiliar del pueblo
de Atarasquillo, acompañado por dos vecinos más, se presentaron en la
antigua ciudad de Lerma para informar al jefe político y al presidente
municipal que se daría inicio a la apertura de una zanja en la llamada
“ciénega de Chignahuapan”. Esta obra se hacía con el fin de cerrar la entra-
da por donde los vecinos de dicha ciudad seguían introduciendo ilegal-
mente sus animales a pastar, siendo que los habitantes del pueblo habían
ganado una ejecutoria de amparo el 29 de abril, en la que se ordenaba a las
autoridades municipales restituirles la posesión que hasta esa fecha habían
tenido de dicha ciénega. Al llegar los de Atarasquillo a las oficinas de am-
bas autoridades, no encontraron a sus titulares, sólo estaba Juan Iturbe,
secretario del Ayuntamiento, quien aparentemente se desentendió del asun-
to. Los comisionados solicitaron la ayuda de algún regidor, pero ninguno
de ellos se encontraba en las oficinas municipales. Sin poder cumplir su
misión, se trasladaron como a las 11:00 de la mañana a la citada ciénega
para iniciar los trabajos de apertura de la zanja. En el camino escucharon
los tañidos de la campana de la iglesia y, poco después, se presentó en la
misma ciénega un enardecido grupo de vecinos de la ciudad, que al grito
de “¡Viva Lerma!” y “¡Muera la sentencia federal!” se abalanzó a punta de
machetes y balazos sobre los vecinos de Atarasquillo que estaban traba-
jando en la zanja. La trágica escena fue presenciada por varios gendarmes
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municipales, quienes acompañaron a los de Lerma, pero que no intervi-
nieron de manera activa en la refriega. Al verse sorprendidos, varios indi-
viduos del pueblo huyeron internándose en la ciénega para protegerse. Sin
embargo, algunos fueron alcanzados y de esta agresión resultaron seis ve-
cinos heridos y uno muerto, todos de Atarasquillo.
Poco después de este desafortunado incidente, Donaciano Quesada, pre-
sidente municipal de Lerma, acompañado de vecinos y de otros gendarmes
municipales, se presentó en la escena del crimen. Ahí encontró a cuatro de
los heridos y los remitió presos a la cárcel de la ciudad y mandó aprehender
a todo aquel que se encontrara en el lugar de los hechos. Luego se dirigió al
rancho de Santa Úrsula y ahí decomisó varios caballos y objetos pertene-
cientes a miembros de la familia Montoya, líderes de Atarasquillo. Según los
informes rendidos por las propias autoridades, el jefe político del distrito
tuvo noticias de estos incidentes hasta las 17:00 horas de la tarde porque se
encontraba, según él, trabajando fuera de la ciudad.
Posteriormente, durante las averiguaciones judiciales, el auxiliar de
Atarasquillo afirmó, por información de un testigo presencial, que entre los
vecinos de Lerma participantes en el enfrentamiento armado se encontra-
ban Juan Becerril y Pedro Rodríguez, quienes fungían como Jueces concilia-
dores, así como Gerardo León, quien era el regidor de la ciudad. Es decir, se
estaba acusando a autoridades municipales de participar directamente en la
represión violenta contra los vecinos de Atarasquillo, lo que constituyó uno
de los puntos más álgidos de la discusión jurídica en los siguientes años.
Esta breve descripción de un acontecimiento histórico de finales del siglo
XIX mexicano nos revela varias cosas: por un lado, el nivel de tensión social
que existía por esas fechas entre los gobiernos municipales y los pueblos
rurales del México central, debido a la disputa por tierras, ciénegas, lagos,
bosques u otros recursos naturales, considerados como “incultos” u “ocio-
sos” por actores sociales ajenos a los campesinos y comunidades indígenas. Y,
por otro lado, el hecho de que los vecinos de un pueblo rural, bajo la juris-
dicción del Estado de México, hayan recurrido a las instancias federales (Juz-
gado de Distrito y Suprema Corte de Justicia) para solicitar un “amparo” en
contra de los actos arbitrarios de sus autoridades municipales; y no sólo eso,
sino que el máximo tribunal del país haya concedido el amparo sin violentar
las leyes federales de desamortización. Aunque este flamante instrumento
jurídico se había puesto en práctica con la Ley Orgánica de 1861, con la
finalidad de garantizar la protección del Estado a los derechos humanos
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fundamentales de los individuos y ciudadanos de este país contra los actos
de autoridad; no fue sino bajo la nueva Ley Orgánica de 1869 que se aplicó
para este caso. Claro que el proceso y ejecución del juicio de amparo requi-
rieron de un cuidadoso manejo de los hechos, de las leyes y de una sofisti-
cada habilidad de la ciencia y la técnica jurídica, que muy pocos juristas,
abogados y Jueces estaban en ese entonces en capacidad de hacerlo con
maestría y eficiencia.
Todo esto nos obliga a reflexionar sobre la historia institucional, política y
jurídica por la que atravesaba nuestro país en la segunda mitad del siglo XIX;
pero también nos lleva a reflexionar acerca de la participación y actuación de
los principales actores y grupos sociales de esa época, en particular de los que
vivían en el Estado de México y en el valle de Toluca. Por ejemplo, nos surgen
varias preguntas al respecto: ¿Qué implicaciones tuvo el juicio del amparo en
la relación entre los poderes federales y estatales?, ¿qué papel desempeñaron la
Suprema Corte de Justicia, los Tribunales de Circuito y los Juzgados de Distri-
to en la impartición de justicia relacionada con las leyes federales de desamor-
tización?, ¿cuál era la situación del Estado de México en relación con estos
asuntos en esta época?, ¿por qué el Ayuntamiento y varios vecinos de la cabece-
ra municipal de Lerma se habían lanzado en 1879 en enfrentamiento abierto
en contra de los campesinos de Atarasquillo por la posesión de un terreno
pantanoso?, ¿por qué y cómo la Suprema Corte de Justicia y el Juzgado de
Distrito correspondiente concedieron amparo en tres ocasiones distintas (to-
das relacionadas con el mismo asunto) en favor de los vecinos quejosos de este
pueblo rural?, ¿quiénes y cómo apoyaron la elaborada y efectiva queja de los
vecinos de Atarasquillo ante la Justicia Federal?
En este capítulo intentaremos contestar algunas de estas preguntas.
Además, estamos conscientes de que no haremos generalizaciones a partir
de un solo caso, pero sí trataremos de irnos acercando a la construcción de
respuestas más acabadas a partir del análisis de varios litigios contenidos
en fuentes documentales judiciales.1 En este trabajo examinaremos el pa-
pel desempeñado por el juicio de amparo en la defensa de las antiguas
tierras corporativas de los pueblos, así como la relación que existió entre el
ejercicio de la jurisdicción municipal y la administración de los bienes de
“propios” en el Estado de México durante el siglo XIX, pues creemos que su
1 Este proyecto de investigación está actualmente en funcionamiento, es de carácter colectivo
y se denomina “La Suprema Corte de Justicia y las garantías individuales en la segunda mitad del
siglo XIX”, y se encuentra registrado en la UAEM con la clave 1973/2004-2.
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esclarecimiento es clave para comprender el funcionamiento y la actua-
ción de los órganos federales de justicia, en función de las múltiples quejas
que presentaron los vecinos de los pueblos ante los actos arbitrarios de sus
autoridades estatales.
Como se apreciará, el caso que ahora nos ocupa es el litigio que se
entabló entre los vecinos del pueblo de Atarasquillo y las autoridades
municipales y varios vecinos de Lerma hacia la segunda mitad del siglo XIX,
por el derecho de posesión y propiedad de los terrenos pantanosos conoci-
dos como la laguna o ciénega de Chignahuapan. Las fuentes primarias de
información en las que nos basamos para este estudio han sido, principal-
mente, las que proceden del Archivo Histórico de la Casa de la Cultura
Jurídica en Toluca, Estado de México (AHCCJT-SCJN), en particular, la sec-
ción del Primer Juzgado de Distrito (1JDT), serie Amparo (A), subserie
Principal (Pn), 1879, expedientes 3 y s/n; 1880, expedientes 53 y 63. Pero
también se ha consultado el Archivo Histórico Municipal de Lerma (AHML).
La dramática imagen que describimos líneas atrás ha sido empleada y
reproducida en buena parte de la historiografía moderna de México, para
ilustrar que los pueblos rurales del centro del país sólo tuvieron como alter-
nativa la protesta y la resistencia violenta frente a los efectos negativos de la
leyes liberales y muy en particular de la Ley Lerdo, así como de los abusos de las
autoridades políticas y de la codicia de las clases pudientes (hacendados y
rancheros) de la época. Un buen ejemplo de ello es la obra de Thomas Powell,
quien afirma que, por medio de esta ley los liberales mexicanos no sólo destru-
yeron la base del poder económico de la Iglesia, sino también la cohesión
tradicional de las comunidades indígenas, las cuales, como corporaciones ci-
viles, eran propietarias de todas las tierras dentro de sus límites. El autor mues-
tra a lo largo de su libro que la rígida aplicación de esta ley en la segunda mitad
del siglo XIX sólo tuvo efectos negativos sobre las comunidades indígenas, pues
produjo un despojo generalizado de las tierras comunales, con beneplácito de
las autoridades políticas y judiciales, cuyos antiguos propietarios quedaron
entonces en un estado de indefensión total. Ello provocó, siguiendo a Powell,
la única reacción posible: irritadas protestas de los habitantes de los pueblos, y
muy pronto trajo revueltas y serios disturbios sociales que se generalizaron
por todo el país.2
2 Powell, El liberalismo, pp. 74 y 75, sobre todo véanse los capítulos III, IV y V.
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A lo largo de este trabajo trataremos de demostrar que la historia deci-
monónica de los habitantes de Atarasquillo muestra que hubo la posibili-
dad de desarrollar una respuesta más variada, rica y creativa frente a las
leyes liberales, en particular sobre las normas (estatales y federales) que se
referían a la desamortización de sus bienes corporativos, que la simple
violencia señalada por Powell. Y que en todo caso, cuando ésta se presentó,
fue producto de una concurrencia de circunstancias sociales y políticas del
momento, muchas de éstas ancladas en la vieja historia local y municipal,
pero también fue resultado del agotamiento o la obstaculización de las
vías de negociación que se habían establecido a nivel estatal para dirimir
diferencias y derechos entre las partes en conflicto. Además, señalaremos
que en la época hubo una relación compleja y muchas veces divergente, o
incluso contradictoria, entre las distintas instancias de gobierno (federal,
estatal y municipal), que impactó de manera importante no sólo en los
asuntos vinculados con los intereses, derechos y propiedades corporativas
de los pueblos, sino sobre todo en la impartición de justicia y con la bús-
queda de una injerencia cada vez mayor del Gobierno Federal en los ámbi-
tos estatal y municipal.
EL ESTADO DE MÉXICO Y EL VALLE DE TOLUCA
ENTRE 1824 Y 1857
Por los resultados que hasta ahora tenemos de la historiografía moder-
na, podemos afirmar que, a diferencia de otras entidades federativas, en
el territorio del actual Estado de México se conservaron más o menos
intactos los bienes raíces de las corporaciones civiles —tanto municipa-
les, como las de los pueblos y comunidades indígenas—, hasta la pro-
mulgación de la Ley Federal de Desamortización en 1856. Incluso con
ciertas reservas y matices podríamos extender esta afirmación hasta 1867,
pues los constantes vaivenes políticos de la época y alternativas de go-
bierno federal y estatal no produjeron de inmediato las condiciones
ideales para una aplicación sistemática y bien reglamentada de la Ley
Lerdo en la entidad mexiquense. En lo que se refiere a la primera mitad
del siglo XIX, podemos decir que esta conservación de las tierras corpo-
rativas fue producto de varias circunstancias y situaciones de la época.
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En primer lugar, destaca el hecho de que durante la primera mitad del
siglo XIX los Estados de la República mexicana tenían la facultad constitu-
cional de normar y legislar los asuntos relacionados con la propiedad te-
rritorial, incluso no hubo muchos cambios al respecto cuando el país se
convirtió en una República central y sus Estados se transformaron en de-
partamentos. Es decir, en todo este tiempo, la Federación no tuvo dicha
facultad, pues se había dejado en manos de los Estados gran parte del
ejercicio del dominio eminente sobre la tierra.
Durante la primera República federal, no hubo una legislación mexi-
quense que promoviera explícitamente la desamortización de los bienes
corporativos civiles, aunque sí la de algunas transferencias jurisdicciona-
les de una instancia a otra. Por ejemplo, la ley estatal municipal del 9 de
febrero de 1825 estableció que los bienes “de propios” de los ayuntamientos
estarían compuestos a partir de entonces por los que ya se poseían de ma-
nera corporativa desde antaño, por los edificios que se construyeran con
los fondos públicos y por las tierras que poseían en común los pueblos,
barrios y comunidades indígenas bajo la jurisdicción de cada uno de ellos
(artículos 101, 102 y 103). Y, por supuesto, los productos o rentas de estos
“propios” pasarían a formar parte de los fondos municipales, los cuales
serían administrados por el Ayuntamiento respectivo (artículos 86 y 100).3
En sentido estricto, la ley local reconoció a los ayuntamientos el derecho
para mantener y administrar los bienes corporativos que la “cabecera”
poseía desde la época colonial, pero sólo concedió la administración de los
bienes corporativos de los barrios, pueblos y comunidades que formaban
parte de su comarca municipal, sin cuestionar explícitamente su propie-
dad. Sin embargo, como se verá a lo largo de este capítulo, muchos ayun-
tamientos y autoridades interpretaron esta ley a su favor como una adju-
dicación ipso facto, en virtud de que la ley local los había convertido en los
dueños absolutos de las rentas y productos emanados de los “propios”.
Otro ejemplo parecido lo ofrece el decreto del 9 de mayo de 1833, en el
que se adjudicaba a los ayuntamientos, para sus “propios”, los terrenos
realengos o baldíos que existieran en las poblaciones que formaban parte
de la comarca municipal (artículo 3). El objetivo era subdividir dichas
tierras en fracciones pequeñas para arrendarlas a distintas familias del
mismo municipio y que se pagase por aquéllas un peso anual a la tesorería
3 Colección de leyes y decretos, 9 de febrero de 1825.
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local (artículo 4).4 En este caso, la ley local sí hizo una adjudicación explícita
de los “baldíos” a los “propios” de los ayuntamientos. El gobierno estatal
ejercía derechos jurisdiccionales sobre la tierra y en virtud de ello conce-
dió en propiedad corporativa (dominio directo) a los ayuntamientos la
tierra que consideraba que se había mantenido bajo su dominio eminente.
En ambos casos, observamos que los gobiernos estatales en turno tra-
taban de extender la jurisdicción de los ayuntamientos sobre los recursos
naturales o propiedades que se encontraban dentro de lo que en la época se
conocía como su “comarca municipal”. Ésta no estaba definida en términos
de una particular extensión territorial, sino que estaba constituida por la
agregación del territorio y propiedades de todas las poblaciones que forma-
ban parte del distrito electoral municipal, según la Constitución vigente.
Esto quiere decir que si una población cambiaba de comarca electoral,
también se afectaba la extensión municipal a la que había pertenecido o
a la que llegaba, pues cada poblado o comunidad conservó en sus manos
los recursos naturales y las propiedades que le pertenecían.5 Sin embargo, la
concesión de “baldíos” a los ayuntamientos debió tener un efecto contrario,
pues al tener aquí una verdadera adjudicación de propiedad corporativa a
los gobiernos municipales con sede en las cabeceras, debió actuar en favor de
un afianzamiento en la extensión municipal. Éstos son asuntos que merecen
hoy día un estudio más profundo y detallado al respecto.
Como afirma María del Carmen Salinas, los diputados del Estado de
México, al querer dar a los ayuntamientos medios económicos suficientes
para su administración, en realidad profundizaron su carácter corporati-
vo al haber asignado las tierras comunales —y agregamos los “baldíos”—
de los pueblos como pertenecientes a los propios de los municipios. 6
En segundo lugar, debemos buscar las distintas formas de resistencia
que presentaron los habitantes de los pueblos, barrios y comunidades in-
dígenas para evitar el traslado fácil de la propiedad o posesión corporati-
va de sus tierras a los bienes de propios de los municipios. Aunque Salinas
señala que la ley del 9 de febrero de 1825 se aplicó en muy pocos ayunta-
4 Ibid., decreto 298 del 9 de mayo de 1833.
5 María del Carmen Salinas refiere con detalle el caso del poblado de Tultepec en el valle de
Toluca, el cual perteneció primero a la municipalidad de Ocoyoacac y luego cambió a la de San
Mateo Atenco y, finalmente, a la de Lerma, y en todos esos cambios observados en la segunda
mitad del siglo XIX el poblado se llevó consigo sus exiguas propiedades raíces. Salinas, “En busca
de la fortaleza”.
6 Salinas, Política y sociedad, p. 42.
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mientos por la cantidad de conflictos que generó, la verdad es que la historia
de cada una de estas resistencias también está por investigarse y escribirse.
En tercer lugar, vale la pena mencionar que durante la primera Repú-
blica centralista se emitió la Ley local del 20 de marzo de 1837, que autori-
zaba a los 13 prefectos y 42 subprefectos del Departamento de México a
“repartir” las tierras en común entre los vecinos de los pueblos, barrios y
comunidades indígenas que no estuvieran en conflicto. En realidad, se tra-
taba de impulsar una distribución de los bienes “de común repartimiento”
que de hecho ya estaban subdivididos o era factible subdividirlos sólo en-
tre los propios jefes de familia de los pueblos, barrios o comunidades
mexiquenses. Aquí observamos un cambio respecto de las leyes anteriores,
puesto que ahora se otorgan a las autoridades intermedias el derecho de
autorizar la distribución de antiguas tierras corporativas de los pueblos.7
Es posible que las constantes alternancias de gobierno entre federalistas y
centralistas de la primera mitad del siglo XIX hicieron que estas medidas
legales tuvieran poco efecto, ya que las autoridades intermedias necesita-
ban de tiempo y estabilidad en sus jurisdicciones para aplicar esta ley. No
obstante, se requiere también de estudios precisos en este punto para co-
nocer con exactitud lo que sucedió en esta época.
Una cuarta circunstancia la encontramos en una política continua de
reducción o ampliación en el número de municipalidades y municipios des-
de 1825 hasta 1857. Resulta que en cada nueva Constitución, federal o cen-
tral, se estableció una nueva reducción o ampliación en el número de
gobiernos locales (municipalidades y municipios) que se autorizó para el
territorio mexiquense.8 Estas variaciones hacían que hubiera ajustes cons-
tantes en las nuevas jurisdicciones municipales, no llegándose a consolidar
ninguna y volviendo más complicado cualquier ejercicio de autoridad o de
adjudicación de tierras corporativas. Además, varios pueblos y comunida-
des solicitaron con frecuencia su cambio de adscripción municipal o distri-
tal, alegando amenazas de despojo de sus bienes, cobros excesivos en las
contribuciones, derechos de autonomía y muchas otras que justificaban su
7 Edgar Mendoza advierte, en un trabajo reciente, que el distrito político a cargo de un jefe polí-
tico fue la principal institución gubernamental para llevar a cabo la desamortización de la propie-
dad civil. Dicha institución tuvo una fuerza inusitada en la segunda mitad del siglo XIX, pero tuvo sus
antecedentes inmediatos en las antiguas subdelegaciones coloniales y en las prefecturas de la
primera mitad del XIX republicano. Mendoza, “Distrito político y desamortización”, pp. 209-212.
8 Salinas, Política y sociedad, 37-59.
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actitud de resistencia corporativa. Pensamos que se trató de una estrategia
legal por parte de los pueblos que les funcionó bien porque les permitió,
por un lado, evadir temporalmente las amenazas reales que hacían los
ayuntamientos u otros actores sociales sobre sus bienes y personas; y, por
otro lado, mantener en posesión sus bienes corporativos.
No obstante, la participación decidida de algunos gobernantes liberales
del Estado de México, como la de Mariano Riva Palacio, junto con la de algu-
nos empresarios prominentes, autoridades intermedias (prefectos y subpre-
fectos) y municipales, aunado a las ideas de progreso económico y las legisla-
ciones vigentes, hizo que en ciertas ocasiones durante este periodo (1850) se
presentaran oportunidades para que se propusiera la creación de grandes
obras públicas, cuya realización afectaba muchas veces los bienes comunes de
los pueblos, barrios y comunidades indígenas de la entidad que, como ya se ha
visto, eran considerados por la ley como “propios” de los ayuntamientos. Tal
es el caso del proyecto estatal de desecación de las lagunas del Alto Lerma, que
lo planteó por vez primera en 1850 este gobernador.9
En realidad, la desecación de las áreas pantanosas de la entidad era una
idea añeja en el siglo XIX, que se remontaba por lo menos a la Ley del 9 de
febrero de 1825 (artículo 69), en la cual se otorgaban a las municipalida-
des mexiquenses dicha función, así como la de darle cauce a las aguas es-
tancadas e insalubres.10 Esta disposición se volvió a presentar en el decreto
del 28 de abril de 1845 (artículo 10), en las ordenanzas municipales del 7 de
octubre de 1845, así como en el decreto del 7 de enero de 1847 (artículo
69). Por la documentación consultada, podemos afirmar que los munici-
pios colindantes a la zona lacustre del Alto Lerma sólo pudieron organizar
por su propia cuenta pequeñas obras de abordamiento y desazolve de
canales y ríos, pero no grandes proyectos de desecación en la primera mi-
tad del siglo.11 Entre las razones que podemos esgrimir al respecto se en-
cuentran, seguramente, las relacionadas con la incapacidad económica
para solventar por sí mismas los costos de una obra pública de tal enverga-
dura. También debió haber influido el hecho de que gran parte de las lagu-
9 El antecedente más antiguo que tenemos a la mano sobre la intención de desecar las lagunas
del Alto Lerma está referido en un documento fechado en 1792, el cual señala que el virrey Re-
villagigedo comisionó al capitán Manuel Mascaró para que investigara acerca del desazolve y
limpieza del río Lerma, así como del desagüe de la laguna Chignahuapan. Véase AGN, Mercedes,
vol. 83, f. 484.
10 Leyes orgánicas municipales, p. 9.
11 Camacho, “Proyectos hidráulicos...”, pp. 232-242.
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nas eran propiedad privada de hacendados y rancheros, quienes quedaban
fuera de las acciones municipales de este tipo.12 Y, por supuesto, la coordina-
ción política y ejecución técnica de una obra de esta naturaleza rebasaba
incluso a las autoridades intermedias (prefectos). Finalmente, para muchos
ayuntamientos tampoco debió ser fácil querer intervenir en las zonas lacus-
tres de su jurisdicción, pues, como se comentó antes, gran parte de estos
territorios estaban todavía en posesión corporativa de los pueblos, barrios
y comunidades indígenas, cuyos integrantes las defendían con fiereza y deci-
sión ante cualquier amenaza externa.
Sin embargo, sólo después de haber sido promulgada la Ley Lerdo en
1856 y aún después del restablecimiento de la República federal, el gober-
nador Riva Palacio —quien ocupó el cargo por tercera ocasión— volvió a
retomar el viejo proyecto de desecación en 1869, cuyo objetivo fundamen-
tal era desecar alrededor de 109 caballerías inundadas (4 655 hectáreas)
que incluían los tres grandes vasos lacustres del Alto Lerma e involucraban
a tres distritos: Tenango (con diez pueblos y dos haciendas), Toluca (con
dos pueblos y tres haciendas) y Lerma (con ocho pueblos, tres haciendas y
un rancho). La desecación afectaría a tres tipos de propiedad raíz: la pri-
vada (de hacendados y rancheros), la “de propios” de los ayuntamientos y
la de los bienes comunes en manos de pueblos y barrios de origen indígena.
Para la coordinación de dicha obra, el gobernador propuso la creación de
tres juntas: una General Directiva, otra Menor Directiva y una Adminis-
trativa, a semejanza de lo que él mismo propuso para la desecación de las
zonas pantanosas en la cuenca de México. Incluso el ingeniero encargado
de la obra en el valle de Toluca fue la misma persona que lo hizo para la
cuenca de México: Francisco de Garay (véase el mapa 1).
De estos tres organismos, la Junta Menor fue la que realmente fungió
como la instancia operativa del proyecto. En ésta, el gobernador era el
presidente; los tres jefes políticos de los distritos involucrados fungieron
12 También entre particulares se disputaron la propiedad de la ciénega y laguna oriental del
Lerma. Por ejemplo, en 1845 se suscitó un serio conflicto entre don Manuel González Salceda,
dueño de la hacienda El Cerrillo, contra don Gregorio Mier y Terán, dueño de la hacienda de San
Nicolás Peralta por los límites de sus respectivas propiedades en la zona pantanosa conocida
como rancho de Alta Empresa. Es posible que parte de esta disputa haya alcanzado a interferir en
la ciénega de los pueblos de San Mateo Atarasquillo y Santiago Analco. Las enemistades entre
ambos hacendados y la participación de algunos pueblos y comunidades en el conflicto debió
generar algunas alianzas que quizá perduraron por algunos años más. Asunto que habrá de
revisarse con más cuidado. Véase Camacho, “Agua y liberalismo”, p. 56.
MAPA 1
CIÉNEGA DE CHIGNAHUAPAN Y LOCALIDADES EN CONFLICTO EN EL VALLE DE TOLUCA, 1879-1883
FUENTE: elaboración propia con base en el mapa realizado por el Ing. Francisco de Garay en 1857.
MAPA 2
LÍMITES ENTRE EL MARQUESADO Y EL CORREGIMIENTO DE LERMA EN EL VALLE DE TOLUCA, SIGLOS XVI-XVIII
FUENTE: elaboración propia con base en el mapa realizado por el Ing. Francisco de Garay en 1857.
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como vicepresidentes; había cuatro hacendados que tenían el cargo de
vocales; y había un tesorero. Todos ellos se reunieron para formar las “ba-
ses de la desecación”, las cuales deberían ser aprobadas por la Junta Gene-
ral. Esta última, a su vez, daría la orden a los jefes políticos y a los ayunta-
mientos para que procedieran conforme a aquéllas. Por supuesto que el
asunto más espinoso era el de las propiedades corporativas, en especial la
de los indígenas. En las bases se propuso que por cada caballería de tierra
“de propios” desecada y adjudicada a un beneficiario, éste debería recono-
cer al fondo municipal respectivo un capital de trescientos pesos, más los
réditos que estableciera el gobierno del Estado. La estrategia sería convo-
car a los vecinos de la municipalidad para que adquirieran lotes de terreno
inundado en los primeros quince días posteriores a la aprobación del pro-
yecto y con ello recaudar fondos para financiar la obra de la desecación.
Pero en caso de que algún vecino no quisiera hacerlo, se debía entender que
renunciaba al beneficio de adquirir terrenos de su pueblo y entonces el
gobierno dispondría de los sobrantes.
Ante las reiteradas protestas de los representantes de los pueblos y los
ayuntamientos de origen indígena, la Junta Menor decidió la subdivisión
de los terrenos inundados en fracciones que no bajasen de doce cuartillos,
para que la cuota con que debían contribuir estuviese al alcance de las
“masas proletarias y muy particularmente de los indígenas”. De esta for-
ma, la cuota propuesta fue de cincuenta pesos y que fuese pagada en cuatro
años, es decir, tocaba aportar un promedio de 50 centavos al mes a cada
adjudicatario (véase el mapa 1).13
Los hacendados y rancheros, dueños de terrenos pantanosos en el Dis-
trito de Lerma, participaban activamente en la obra de desecación, pues
tenían intereses muy concretos en ello. Por ejemplo, Isidoro de la Torre,
dueño de la hacienda San Nicolás Peralta, era también en 1870 el presiden-
te de la Junta Directiva de la Compañía del Ferrocarril Toluca-México. Es
decir, era el principal accionista e interesado en la desecación de las ciéne-
gas del Lerma, pues por sus propiedades habría de pasar la vía férrea que
se construía. Otro hacendado importante fue Francisco González de Sal-
ceda, dueño de las haciendas El Cerrillo y Doña Rosa, así como del rancho
de Alta Empresa, propiedades todas con importantes áreas inundadas de
las lagunas.
13 Camacho, “Agua y liberalismo”, pp. 109-123.
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El 1 de mayo de 1870 se inauguraron los trabajos del desagüe de las
lagunas del Alto Lerma. Hubo un gran acto oficial por parte del gobierno
del Estado y entre las personalidades invitadas estuvo presente el magis-
trado de la Suprema Corte de Justicia, el licenciado José María Aguirre de
la Barrera y Ruperto M. Millán.14 Al final, el proyecto sólo tuvo éxito en el
vaso lacustre conocido como “Chignahuapan”, que abarcó el área com-
prendida entre la ciudad de Lerma y el llamado puente de “San Bartolo”,
muy cerca del actual poblado de Villa Cuauhtémoc (u Otzolotepec). Esto
es, sólo fue posible desecar los terrenos inundados de las propiedades pri-
vadas y de algunas municipalidades como la de Lerma. En cambio, en el
área de los otros dos vasos lacustres, que van desde San Mateo Atenco
hasta Almoloya del Río, no se pudo operar este proyecto debido a que la
mayoría de los terrenos inundados eran propiedad corporativa de mu-
chos pueblos y municipalidades de origen indígena, quienes presentaron
gran renuencia y resistencia tanto a la desecación como al fraccionamien-
to de sus tierras colectivas.15
Se pensaría que el conflicto de propiedad y jurisdicción presentado
entre Atarasquillo y la cabecera municipal de Lerma en 1879 tuvo su ori-
gen, aparentemente, dentro del gran proyecto de desecación de las lagunas
o ciénegas del Alto Lerma impulsado por los liberales de esa época.16 Sin
embargo, habremos de remitirnos a su historia colonial para observar
que los enfrentamientos entre ambas entidades por estas mismas razones
tuvieron un origen remoto, cuyas causas profundas no resueltas hicieron
refuncionalizar en el siglo XIX el antiguo conflicto bajo las nuevas circuns-
tancias y actores de la época.
LERMA Y ATARASQUILLO: LOS ANTECEDENTES COLONIALES
Para comprender mejor las relaciones jurisdiccionales y las de propiedad
corporativa entre los vecinos del pueblo de Santa María Atarasquillo y los
de la ciudad de Lerma, nos remitiremos brevemente a su historia colonial.
14 Ibid., p. 115.
15 Ibid.
16 Gloria Camacho asegura que a lo largo del siglo XIX, los ayuntamientos mexiquenses
mantuvieron dentro de sus funciones el control de las aguas y ciénegas de su jurisdicción. En
cambio, a partir de los inicios del siglo XX el gobierno federal fue desplazando a los estados y sobre
todo a los municipios de dicho control. Véase Camacho, “Proyectos hidráulicos”, pp. 230 y 247.
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Como es de todos sabido, poco después de la Conquista, los españoles
reconocieron la existencia de algunas entidades políticas nativas en el
centro de la Nueva España, que bajo ciertos esquemas, valores e institu-
ciones cristianas y occidentales tuvieron una nueva vida colonial. Dichas
entidades aborígenes fueron reconocidas como “pueblos de indios”. Los
primeros gobiernos coloniales reconocieron a cada uno de los pueblos
de indios como una corporación porque los dotaron de personalidad
jurídica, un gobierno y territorio propio, una tesorería municipal y
una jurisdicción determinada. Es decir, en los primeros años coloniales
se reconoció a los pueblos nativos el ejercicio limitado de un dominio
eminente sobre hombres y recursos naturales. Aunque dicho ejercicio se
expresó en una serie de derechos jurisdiccionales sobre la población ex-
clusivamente de origen indígena, que vivía en todas las localidades que
formaban parte del pueblo de indios.17
Bajo estas premisas y condiciones, se fundó a mediados del siglo XVI el
pueblo de indios de Talasco (Tlalachco o Tlalaxco), en la ladera occidental
de la Sierra de las Cruces. El pueblo contaba en esa época por lo menos
con tres asentamientos distintos: Santa María la Asunción, con la cate-
goría de “cabecera”; San Miguel Tlatelolco y Santiago Analco, con la
categoría de “sujetos”.18 El ámbito territorial reconocido a este pueblo de
indios incluía el de las tres localidades, tenía una forma más o menos
rectangular, en pendiente, que en la parte más alta y al oriente debió
coincidir con el parteaguas de la Sierra de las Cruces, a unos 3 000 msnm,
en plena zona boscosa, área que colindaba con el pueblo de Tacuba; y en
su parte más baja coincidió por el poniente con la ciénega y el río Chig-
nahuapan (hoy Lerma) a unos 2 600 msnm, área que colindaba con el
pueblo de Toluca; por el norte, colindaba con el pueblo de Chichicuau-
tla; y por el sur, colindaba con los pueblos de Ocoyoacac y Tepezoyuca
(véase el mapa 2).
El pueblo en su conjunto fue asignado en encomienda al español Diego
Sánchez de Sopuerta, quien lo poseyó entre 1522 y 1534. A partir de 1534,
el pueblo fue asignado como tributario de la Corona y así permaneció
hasta el final del periodo colonial, quedando desde entonces bajo la admi-
nistración de un funcionario real conocido como corregidor. Como era
17 García Martínez, “Jurisdicción y propiedad”, pp. 47-60.
18 Es muy probable que la localidad de San Miguel Tlatelolco haya cambiado en el transcurso
del siglo XVII su topónimo indígena por el de Ameyalco.
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costumbre en esa época, el primer cacique indígena de Talasco llevaba el
nombre de su encomendero, don Diego. Este cacique vivía todavía a me-
diados del siglo XVI y ocupaba el cargo de gobernador en el cabildo de
indios local.19
En 1550, el pueblo de indios de Talasco enfrentó un serio problema de
propiedad con su vecino occidental, el pueblo de Toluca. El motivo fue la
disputa por los derechos de posesión y disfrute corporativos de la ciénega
y tierras denominadas “Chiconahuapan” o Chignahuapan. El virrey
Mendoza y la Real Audiencia de México determinaron que para deslindar
los derechos de uno u otro, era necesario hacer una averiguación fidedig-
na, para lo cual comisionaron a Matheo Xuárez, indio principal de Tepeaca,
a fin de efectuar dicha indagación con la imparcialidad que se requería.
Una vez realizadas las diligencias, el comisionado llamó a las autoridades
indígenas (gobernadores y principales) de una y otra parte, para que lle-
gasen a un acuerdo y terminase esta diferencia. Entonces Matheo Xuárez
informó a la Audiencia de México que ambas autoridades
de una conformidad y consentimiento se vinieron a igualar e confirmar en
esta manera. Que la dicha ciénega e tierras de ella es y está en términos y tierras
de los de Talasco, e que de aquí adelante los de Toluca tengan en la dicha
ciénega y tierras, tan solamente, el aprovechamiento siguiente: Iten que en la
dicha ciénega los de Toluca se aprovechen de zacate para caballos de la justicia
que tuvieren en el dicho pueblo, y para el gobernador y principales que tuvieren
facultad de tener caballos y no para vender. Iten, que todos los domingos y
fiestas del año puedan sacar tule y rosas para las iglesias de la fiesta que
hicieren. Iten cada un año puedan ir dos veces 30 indios de Toluca a la dicha
ciénega, cinco días en cada vez, a sacar enea para hacer petates e gozar, estas
dos veces en el año [durante] cinco días, arreo de las yerbas e pescado e otras
cosas de aprovechamiento en la dicha ciénega; con cargo que antes y primero
que [quien] venga a gozar de los susodicho lo haga saber al gobernador que
es o fuere en Talasco para que de ello tenga noticia; y se entiende que ha de ser
una vez en el verano e otra en el invierno.20
19 Gerhard, Geografía histórica, pp. 173-174; García Castro, Indios, territorio y poder, pp. 85, 122,
140, 418-419.
20 AGN, Mercedes, vol. 3, exp. 102, f. 69v.
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A partir de ello, el virrey y la Audiencia de México ratificaron todos los
puntos de dicho acuerdo, expidiendo una merced real al respecto. Como
se aprecia, se trataba de un conflicto de propiedad indígena entre dos pue-
blos o corporaciones distintas. Según el documento, quedó claro para las
propias autoridades indígenas que la ciénega y tierras denominadas “Chi-
conahuapan” estaban dentro de la jurisdicción del pueblo de Talasco y no
en la de Toluca, y que pertenecían al primero. Sin embargo, las autorida-
des de Talasco cedieron de manera muy limitada y controlada el goce y
aprovechamiento (dominio útil temporal) de ciertos recursos lacustres a
las autoridades indígenas de Toluca para que pudieran cumplir con algu-
nas de las exigencias coloniales. Lo que el documento no deja claro es cuál
era la extensión de la ciénega y las tierras denominadas “Chiconahuapan”,
así como sus límites precisos y ubicación. Hay que considerar que la exten-
sión de la ciénega o laguna de esta área variaba, según la estación del año,
pero que dicha variación involucraba a ambas márgenes del río central. El
asunto se complica mucho más, puesto que el término “Chiconahuapan”
o Chignahuapan se aplicó también a todo el vaso lacustre norte del Alto
Lerma, que iba desde el pueblo de Talasco hasta el de Otzolotepec (u Oce-
lotepec); y no sólo eso, sino que también se le aplicó a todo el río central
desde el Valle de Toluca hasta la zona de Atlacomulco. Como veremos, esta
imprecisión toponímica sería utilizada a lo largo de la historia por varias
entidades políticas para argumentar a su favor la inclusión o exclusión de
ciertos territorios o ciénegas dentro de su respectiva jurisdicción.
Desde los primeros años del virreinato, se impusieron varias jurisdiccio-
nes españolas en la Nueva España, que se agregaron de alguna forma sobre
los límites y jurisdicciones indígenas. De esta manera, la encomienda de Die-
go Sánchez de Sopuerta —más tarde corregimiento— adoptó desde el prin-
cipio el ámbito jurisdiccional del pueblo de Talasco, mientras que la enco-
mienda de Hernán Cortés —más tarde Marquesado del Valle— adoptó el
ámbito jurisdiccional del pueblo de Toluca. Visto así, la jurisdicción espa-
ñola del corregimiento de Talasco limitaba con la jurisdicción del Mar-
quesado en el Valle de Toluca durante todo el siglo XVI en la zona lacustre del
río Chignahuapan; exactamente como se encontraban los límites entre los
pueblos de indios de Talasco y el de Toluca. Sin embargo, varios aconteci-
mientos históricos de ese siglo y el siguiente agregaron otros elementos,
212 LA VIDA, EL TRABAJO Y LA PROPIEDAD EN EL ESTADO DE MÉXICO
provocando incertidumbre en la definición jurisdiccional española entre
el corregimiento y el Marquesado, precisamente en la ciénega de “Chico-
nahuapan”.
Uno de estos elementos determinantes fue la intromisión de la autoridad
de los dos primeros virreyes (Mendoza y Velasco) en esta zona lacustre del
Alto Lerma, pues estas dos personalidades concedieron varias mercedes para
cría de ganado a ciertos españoles que eran amigos y allegados suyos en
ambas márgenes del río central a mediados del siglo XVI. Además, el virrey
Luis de Velasco ordenó la edificación y mantenimiento de un doble cerca-
do de adobe que corría paralelo a ambos lados del río Chignahuapan o
“Grande”, con una extensión de más de 40 kilómetros de largo. Se trataba
de una obra muy significativa, porque todos los pueblos ribereños parti-
ciparon en su construcción y conservación por tramos. Su función ini-
cial era retener al ganado en una franja de pastizales entre ambas cercas
y el río, para que los animales no hicieran daño en las tierras agrícolas
adyacentes. Esta imposición de la autoridad virreinal en la franja po-
niente al río Chignahuapan —conocida localmente como la “Sabana
Grande”— más el embargo jurisdiccional del Marquesado, hizo que la
autoridad de los marqueses del Valle quedara en entredicho durante la
segunda mitad del siglo XVI.21 Pero, además, ello provocó desde entonces
la apropiación total de las tierras indígenas cercadas y el río central del
valle de Toluca, por parte de los colonos españoles.22
El otro acontecimiento significativo fue la fundación de la ciudad espa-
ñola de Lerma, a principios del siglo XVII, dentro del ámbito territorial del
pueblo de Talasco. Según Peter Gerhard, entre 1611 y 1613, un personaje
llamado Martín Reolín Varejón tenía en estas fechas licencia para fundar
una ciudad de españoles, a la que denominaría Lerma y cuyo emplaza-
miento debería hacerse en la banda oriental del río Chignahuapan en el
sitio denominado “Santa Clara”. El fundador tuvo el privilegio de ocupar
el primer cargo de corregidor en dicha ciudad, así como el de hacer la traza
urbana, repartir solares y tierras a instituciones y vecinos, entre las cuales
21 García Castro, Indios, territorio y poder, pp. 219-220, 293-294 y 451.
22 En un estudio publicado hace poco, se ha mostrado que tan sólo entre 1521 y 1636, los
españoles se habían apropiado ya del 81.3 por ciento de todo el territorio que había pertenecido en
sus inicios al pueblo de indios de Toluca, por lo que desde mediados del siglo XVII los naturales que-
daron reducidos a poseer una pequeña parte (18.7 por ciento) de sus tierras originales, además de
haber quedado dispersas y entreveradas con las de los europeos. Véase García Castro, “Pueblos y
señoríos otomianos...”, pp. 115-120.
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destacaban las tierras “de propios” que darían ingresos a la tesorería mu-
nicipal de Lerma.23 A partir de entonces, el corregimiento de Talasco
desapareció y su jurisdicción fue absorbida por la de Lerma. Y como era
costumbre en la época, cuando se fundaba una ciudad de españoles den-
tro del ámbito territorial de un pueblo de indios, al topónimo de este
último se le nombraba en diminutivo, por lo que a partir de estas fechas
se le comenzó a llamar “Talasquillo” o “Tarasquillo”, que más tarde deri-
vó en Atarasquillo (véase el mapa 2).24
Hacia 1620, el Marquesado del Valle entabló un litigio en la Audiencia de
México en contra del corregidor y fundador de Lerma, porque se había exce-
dido de su ámbito jurisdiccional al hacer repartimientos de tierras en la
banda occidental del río Chignahuapan, precisamente en la franja de pasti-
zales denominada Sabana Grande. Dicha acción tuvo como sustento la mer-
ced hecha al pueblo de Talasco en 1550, en la que Martín Reolín interpretó
que toda la ciénega a ambos lados del río pertenecía a su jurisdicción y no a
la del Marquesado. Después de la presentación de pruebas y descarga de
testigos, la Audiencia resolvió en primera y segunda sentencia (“vista” y “re-
vista”) que el Marquesado había probado que los límites de su jurisdicción
estaban marcados por el cauce del río Grande o Chignahuapan y que por lo
tanto Martín Reolín se había introducido indebidamente en él. A pesar de
ambas sentencias y de la acción ejecutoria de las mismas, el fundador de Ler-
ma se mostró obcecado y alegó que su jurisdicción abarcaba el territo-
rio que se encontraba entre ambos cercados de adobe y teniendo en medio
al río Chignahuapan.25
Nuevamente, en 1693, el corregidor en turno de Lerma, quien era nieto
del fundador, volvió a excederse en los límites jurisdiccionales al exigir a
los hacendados de la banda occidental del río —en la Sabana Grande—
que le reconocieran como tal. El abogado del Marquesado presentó como
pruebas las sentencias anteriores y el testimonio del oidor Agustín de Vi-
llavicencio, quien en 1636 había hecho las primeras composiciones de tie-
rras en esta zona y había reconocido como pertenecientes al Marquesado
los territorios que formaban parte de la Sabana Grande. La Audiencia de
23 Parece ser que el primer reparto de solares y tierras en Lerma sólo pudo realizarse hasta
1623. Véase AGN, HJ, leg. 338, exp. 1.
24 Gerhard, Geografía histórica, pp. 173-174; García Castro, Indios, territorio y poder, pp. 305-308.
25 AGN, HJ, leg. 298, exp. 5; leg. 409, exp. 11.
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México volvió a amparar al Marquesado y le pidió al corregidor de Lerma
que se contuviera en sus límites y jurisdicción.26
La documentación colonial hasta aquí expuesta muestra, por un lado,
un largo proceso de apropiación de tierras indígenas por parte de los colo-
nos españoles en el Valle de Toluca y, por el otro, una acción muy intensa
entre las dos jurisdicciones españolas en conflicto (Marquesado y Lerma),
los cuales inicialmente habían determinado su ámbito en función de los
ámbitos territoriales de sus respectivos pueblos de indios. Además, la ju-
risdicción indígena y la administración de los bienes corporativos del pue-
blo de Atarasquillo se fraccionaron en los siglos XVII y XVIII, dejando a cargo
de cada localidad o comunidad individual sus propiedades y posesiones
respectivas.27 Esto quiere decir que, en los primeros años del siglo XIX había,
por un lado, dos jurisdicciones bien definidas, una española y otra indíge-
na; y, por otro lado, un fraccionamiento de propiedades corporativas dis-
tribuidas entre todas las localidades (indígenas o españolas) que forma-
ban parte del corregimiento o subdelegación de Lerma.
Finalmente, no se debe olvidar que la fundación de la ciudad española de
Lerma provocó desde entonces la inconformidad inmediata de sus vecinos
indígenas, pues toda asignación de tierras o ciénegas a los propios de la
ciudad se hizo a costa de las suyas. El resultado fue el nacimiento de una
enemistad entre ambos sectores estamentales que saldría a la luz dos siglos y
medio después, bajo la forma de un conflicto de propiedad entre los vecinos
de un pueblo rural y los de una cabecera municipal.28 Quizás la falta de
prosperidad de la fundación española a lo largo del periodo colonial actuó
como un atenuante, porque no provocó mayor presión o conflicto grave a
sus vecinos indígenas, quienes conservaron en sus manos, hasta bien entrado
el siglo XIX, la posesión corporativa de grandes áreas de lagunas o ciénegas,
tierras y bosques no adscritos a la ciudad.29
Toda esta historia muestra que los conflictos jurisdiccionales y de pro-
piedad entre Atarasquillo y Lerma traspasaron el periodo colonial. Por
ello, la tarea en la primera mitad del siglo XIX de la expansión de la jurisdic-
26 AGN, HJ, leg. 338, exp. 4.
27 García Castro, Indios, territorio y poder, pp. 243-244 y 305-309.
28 La información documental colonial señala que, inmediatamente después de fundada la
ciudad de Lerma, varios vecinos y pobladores de ésta se quejaban de que eran “molestados” por
los indios de los pueblos de San Mateo Atenco, Atarasquillo y Ocoyoacac. Véase AGNEM, núm. 1
Toluca, caja 7, leg. 5, fs.24-25, año 1613.
29 Gerhard, Geografía histórica, pp. 173-174.
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ción municipal a favor de Lerma, a través de la incorporación y adminis-
tración de los bienes corporativos y de los baldíos de todas las localida-
des subordinadas, se debió, como hemos visto arriba, a la aplicación de
las leyes estatales y la política gubernamental.
LERMA Y ATARASQUILLO: ENTRE 1857 Y 1877
Desde la creación del Estado de México, en 1824, se fundó la municipalidad
de Lerma con las localidades que pertenecieron al antiguo corregimiento de
la ciudad homónima. Aunque hubo algunos cambios y ajustes, el territorio
de la comarca municipal se conservó más o menos intacto hasta la segunda
mitad del siglo XIX. Sin embargo, un acontecimiento importante que afectó
la vida política de Lerma y sus alrededores fue la creación del Distrito de
Lerma en 1868. Esta creación obedeció a la nueva política administrativa del
gobierno del Estado de México, bajo la reciente República Restaurada, que
buscaba colocar a los “jefes políticos” como ejecutivos regionales, con am-
plios poderes y facultades, entre otras, la de supervisar el “reparto de tierras”
que poseían en común los pueblos, a fin de proporcionar los fondos munici-
pales mínimos para el sostenimiento del gobierno local.30
Como se observa en el cuadro 1, el Distrito de Lerma tuvo varios cam-
bios y ajustes en cuanto a la composición de municipalidades y municipios
en la segunda mitad del siglo XIX. En 1868, el distrito contaba sólo con
cuatro municipalidades, pero a partir de 1872 se crearon otras cinco más
como producto de un proceso de segregación municipal, que en su parte
legal fue responsabilidad del Congreso Estatal hasta finales de este siglo.
Ciertamente, hubo otros muchos ajustes. Por ejemplo, la municipalidad
de Huixquilucan quedó asignada en 1879 al Distrito de Tlalnepantla. En
1879 se suprimió la de Atarasquillo, y la de Tultepec también tuvo una
vida muy efímera, pues su vigencia abarcó de 1875 a 1884. Como veremos
más adelante, en este periodo se hicieron varios fraccionamientos de tie-
rras comunes dentro del Distrito, asimismo se desarrolló también el con-
flicto jurídico entre la municipalidad de Lerma y el pueblo de Atarasquillo.
30 Véanse los artículos 100-103 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México
de 1861.
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Antes de que iniciara el conflicto entre Atarasquillo y Lerma en 1879,
ya había habido en la zona una amplia experiencia en materia de reparto
de tierras, bajo los preceptos de las leyes federales de desamortización.
Como se aprecia en el cuadro 2, la municipalidad de Lerma aprovechó en
1856 la promulgación de la Ley Lerdo para impulsar de inmediato la des-
amortización de sus tierras de “propios” para adjudicarlos a unos 82 veci-
nos, quienes pagaron en total 369 pesos de contribución anual a los fondos
municipales. Bajo esta misma ley, se hicieron otras cuatro adjudicaciones
(entre 1862 y 1863) que reportaron 17.6 pesos más a los fondos municipa-
les, alcanzando la cifra de 386.6 pesos por este concepto.
Hacia 1870, se presentó la oportunidad de realizar un nuevo reparto de
tierra en la municipalidad de Lerma, con motivo de la propuesta de deseca-
ción de la ciénega —dentro del proyecto estatal antes mencionado— que
era de unas 60 caballerías de tierras (2 567.7 hectáreas) y habían sido decla-
radas como pertenecientes a “los propios” de la ciudad. En tan sólo tres
meses, se asignaron unas 43 caballerías (1 840 hectáreas) de terreno anegado
a varios vecinos de la ciudad. El resto, poco más de 17 caballerías (727.43
hectáreas), fue puesto a remate por orden del jefe político y el Ayuntamiento
de la municipalidad. Hubo cuatro compradores que de inmediato se queda-
ron con todo el terreno. Entre ellos destaca el doctor Antonio Hernández,
CUADRO 1
MUNICIPALIDADES DEL DISTRITO DE LERMA, 1868-1879
Municipalidad Años
1868 1872 1879
Lerma Sí Sí Sí
Otzolotepec Sí Sí Sí
Ocoyoacac Sí Sí Sí






Tultepec Sólo de 1875 a 1884
FUENTE: Salinas, “En busca de la fortaleza municipal”.
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vecino de Toluca, quien adquirió 11.8 caballerías (505 hectáreas); así co-
mo Fernando Fuentes y Muñiz, secretario general de gobierno, quien com-
pró 2.2 caballerías (94.14 hectáreas).31 Como se observa, en esta operación
de reparto resultaron beneficiados vecinos de otros pueblos y altos funcio-
narios del gobierno estatal.
Desafortunadamente, por ahora no contamos con datos precisos sobre
el número de adjudicatarios ni con el monto exacto de contribución anual
de esta operación de 1870, pero haciendo un cálculo aproximado, cada ca-
ballería tenía un valor de 300 pesos, lo que sumaba un total de 18 000 pesos
por las 60 caballerías desecadas. La contribución anual se calculaba a razón
de 3 por ciento sobre el valor total, por lo que se debía haber pagado otros
460 pesos anuales a los fondos municipales de Lerma, lo que significa que
tenía ya acumulados en ese año 846.6 pesos de contribución anual, sólo por
concepto de los “censos de propios”. Esta cifra se asemejaba a los ingresos
totales —alrededor de 869 pesos— que había tenido la municipalidad en
1854, poco antes de la aplicación de las Leyes Federales de Desamortiza-
ción.32 Además, los fondos municipales de Lerma en la segunda mitad del
siglo XIX estaban constituidos por otros activos fijos, como los réditos de
capitales impuestos entre 9 y 12 por ciento anual, los cobros de alimentos
de reos y las rentas de las ciénegas que todavía conservó la ciudad en sus
manos, así como el ingreso de otros rubros no fijos.33 Este caso muestra lo
importante que era para las municipalidades mexiquenses de la época el
proceder a una rápida y efectiva repartición de tierras corporativas, con el
fin de lograr la obtención de recursos financieros más o menos seguros,
destinados al sostenimiento de los gastos del gobierno local.
Como se advierte en el cuadro 2, el resto de las operaciones de reparto de
tierras de común repartimiento dentro del Distrito de Lerma sólo se realiza-
ron después de la Restauración de la República, en 1867, una vez que los
liberales habían retomado en sus manos la dirección del país y de la entidad
mexiquense. Las adjudicaciones de tierras de “común repartimiento” en Oco-
yoacac, Atarasquillo y San Mateo Atenco estaban íntimamente relaciona-
das con la formación de los fondos municipales. En especial en Atarasquillo,
donde se procedió a hacer el fraccionamiento respectivo, inmediatamente
31 Camacho, “Agua y liberalismo”, p. 156.
32 Powell, El liberalismo, p. 162.
33 Camacho, “Proyectos hidráulicos”, p. 234.
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después de haber sido aprobada la autonomía municipal, a finales de 1872.
Según los informes de la época, el caso de la municipalidad de Huixquilu-
can estaba pendiente, porque las tierras que se habían señalado para ser
adjudicadas se encontraban en litigio con Atarasquillo y era necesario es-
perar a que el juzgado correspondiente dictara la sentencia respectiva. El
caso de San Lorenzo Huitzitzilapan es de llamar la atención, porque no
estuvo relacionado con su autonomía municipal, además de que la cantidad
de adjudicatarios y tierra repartida fue muy significativa dentro del distrito.
Una de las cuestiones que habremos de investigar es el asunto de la distribu-
ción y destino de las contribuciones anuales que hicieron los adjudicatarios
de San Lorenzo, pues al ser un pueblo subordinado a la municipalidad de
Lerma, tendría que haber compartido con ésta gran parte de dichas contri-
buciones. Finalmente, el caso de Otzolotepec parece que se sale del compor-
tamiento habitual, pero creemos que más bien se trata de un subregistro de
información (véase el mapa 1).
Pasando a una historia más específica entre Lerma y Atarasquillo, tene-
mos que las primeras noticias acerca de que los vecinos del pueblo de Santa
María Atarasquillo quisieron separarse de la municipalidad de Lerma se
remontan a 1857. Según la documentación, la causa era que las autorida-
des municipales no les querían permitir a los quejosos usar la ciénega, las
tierras laborables y los montes que les pertenecían desde tiempos antiguos
para explotar los recursos tradicionales de subsistencia (pesca, recolec-
ción de tule, caza de aves, agricultura, recoleción de leña, pastoreo, etcéte-
ra), alegando el derecho que les concedían las leyes estatales. Toda la lagu-
na o ciénega había adquirido por ese entonces un valor estratégico para la
cabecera municipal, porque sus autoridades se habían dado cuenta de que
los pastos que crecían en su ribera podrían mantener hasta tres veces más
cabezas de ganado propiedad de sus vecinos, lo que permitiría incrementar
los fondos municipales y con ello “hermosear” la ciudad. Como se aprecia,
había en esa época dos tipos de usos y dos proyectos distintos para las cié-
negas de esa zona. Al parecer, la pretensión autonomista de los vecinos de
Atarasquillo no prosperó en esta ocasión.34
Una segunda petición de separación por parte de los habitantes de Santa
María Atarasquillo la encontramos en 1870, fecha en que habían iniciado
los trabajos de desecación de las lagunas del Alto Lerma. Hay una carta
34 Camacho, “Agua y liberalismo”, pp. 30 y 37.
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dirigida al gobernador Riva Palacio, firmada por el conocido jurista don
José Urbano Fonseca, a petición de los vecinos del pueblo.35 Nuevamente, no
se logró una solución favorable al respecto.36 En realidad, muchas de estas
caballerías de tierras anegadas habían estado en manos de varios pueblos
y comunidades que habían quedado bajo la jurisdicción de la municipali-
dad de Lerma desde 1824. Por ello, en mayo de 1870, los auxiliares de los
pueblos de San Mateo Atarasquillo, Santiago Analco y San Miguel Ameyalco
solicitaron al Gobierno del Estado que les aprobara el nombramiento del
licenciado Jesús A. García como su apoderado para que los defendiera en la
parte de la ciénega propiedad de estos pueblos, pues las autoridades muni-
cipales la estaban vendiendo a diversos particulares.37
Las constantes agresiones de la cabecera municipal de Lerma a sus pue-
blos sufragáneos hicieron que, en 1872, los vecinos de los pueblos de Santa
María y San Mateo Atarasquillo, Santiago Analco y San Miguel Ameyalco
buscaran en conjunto nuevamente su separación política de la municipa-
lidad. El Congreso del Estado aprobó su petición y a partir del 17 de octu-
bre de ese año se autorizó erigir un nuevo municipio con cabecera en Santa
María Atarasquillo (véase el mapa 1).38
Como hemos señalado antes, el Congreso local aprobó varias segrega-
ciones municipales en el Distrito de Lerma en la segunda mitad de este siglo,
bajo ciertos requisitos y condiciones. Uno de éstos era que los propios peti-
cionarios presentaran una propuesta de ingresos fijos a los fondos munici-
pales, avalada por el jefe político respectivo. Los vecinos de Atarasquillo,
como fue costumbre en la época, propusieron el reparto de varios terrenos
de “común repartimiento” entre los jefes de familia de las cuatro poblaciones
que habrían de conformar el nuevo municipio, a fin de que cada adjudicata-
rio pagara una contribución anual fija a la nueva tesorería. Una vez aproba-
35 Ignacio Burgoa refiere que el autor del “proyecto de reglamento” del artículo 25 del Acta de
Reformas de 1847, o sea de la primera Ley de Amparo constitucional, fue don José Urbano
Fonseca. Es decir, que los vecinos de Atarasquillo habían contratado en 1870 los servicios de este
notable jurista y abogado para buscar su autonomía política. Véase Burgoa, El juicio de amparo,
pp. 132-133.
36 En la misma fecha, el pueblo de San Lorenzo Huitzitzilapan también pretendió separarse de
Lerma. Véase Camacho, “Agua y liberalismo”, p. 30.
37 Ibid., p. 160.
38 CLDEM, decreto 43 de 1872; AGPEEM, Erección de municipios, vol. 1, exp. 33. El gobernador del
estado era ese año el licenciado Alberto García.
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da y promulgada la creación del municipio de Atarasquillo, el jefe político y
el presidente de Lerma supervisaron el reparto de tierras ofrecido.39
El cuadro 3 muestra a los 247 adjudicatarios del municipio de Ataras-
quillo, divididos en las cuatro poblaciones que lo conformaban, así como
la cantidad de tierra asignada a cada uno, el valor de cada lote y el monto
39 El primer presidente municipal de Atarasquillo fue Evaristo Montoya, quien era miembro de
una de las dos familias de comerciantes que había en el pueblo y el único en esas fechas que sabía
leer y escribir. Según la Constitución estatal de 1861, sólo podían ser electos para este cargo, quienes
fueran reconocidos como ciudadanos en pleno ejercicio de sus derechos, tuvieran un medio de
sostenimiento decente y supieran leer y escribir. Desde los inicios del nuevo municipio, Evaristo
Montoya trató de incorporar a su jurisdicción a los habitantes de la ranchería denominada El
Llanito, pero las quejas del presidente de Lerma hicieron que el jefe político del Distrito mantuviera
a esta ranchería agregada al barrio de Amomolulco y bajo la jurisdicción de Lerma. Véase AHML,
Tierras, vol. 1, exp. 25, 1873.
CUADRO 3
REPARTO DE TIERRAS ENTRE VECINOS DEL MUNICIPIO DE ATARASQUILLO Y CONTRIBUCIÓN
ANUAL DE LOS CENSATARIOS AL FONDO DE LOS PROPIOS, 1873
Pueblo Adjudicatarios Superficie Valor Contribución
individual m2 individual ($) 3 % anual
individual ($)
Atarasquillo, Sta. Ma. 10 38 556 161.31 4.83
41 12 852 53.71 1.61
30 6 426 26.89 0.81
Subtotal 81 1 105 272
Atarasquillo, San Mateo 01 38 556 161.31 4.83
37 12 852 53.71 1.61
20 6 426 26.89 0.81
Subtotal 58 642 600
Analco, Santiago 04 38 556 161.31 4.83
47 12 852 53.71 1.61
17 6 426 26.89 0.81
Subtotal 68 867 510
Ameyalco, San Miguel 35 12 852 53.77 1.61
05 6 426 26.8 90.81
Subtotal 40 481 950
Total 247 3 097 332 12 540 41 569.69
FUENTE: AHML, Tierras, vol. 1, Exp. 25, Año 1873.
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de la contribución —calculada al 3 por ciento del valor— que cada benefi-
ciario debía pagar cada año al fondo municipal, lo que en la época se cono-
ció con el nombre de “propios”. Como se observa, hubo una asignación
diferencial de tierras dentro de los cuatro pueblos. A los 72 vecinos que se les
adjudicó un poco más de media hectárea (0.64 ha) a cada uno, representa-
ron el 29.15 por ciento del total. Los 160 vecinos que recibieron poco más de
hectárea y cuarto (1.28 ha) cada uno, representaron a la mayoría con 64.77
por ciento del total. Y, finalmente, sólo quince vecinos recibieron en adjudi-
cación cerca de cuatro hectáreas cada uno (3.85 ha) y representaron la mi-
noría con 6.07 por ciento del total.40 Aunque las diferencias en las adjudica-
ciones son muy perceptibles, por sí mismas no hablan de un proceso de
concentración de la propiedad raíz en pocas manos, derivadas de esta acción
de fraccionamiento e individualización de tierras de común repartimiento.
Ciertamente, los repartos de tierra hechos a los jefes de familia de las
diferentes localidades que componían la municipalidad de Atarasquillo
en 1873, no debieron representar mayores dificultades, pues se trataba, a
fin de cuentas de asignaciones de tierra de subsistencia entre los propios
vecinos de los pueblos. En todo esto hubo un doble beneficio: por un
lado, los pueblos subordinados ganaron en autonomía política y con-
servaron en sus manos sus antiguas propiedades y, por el otro, las auto-
ridades estatales aprovecharon la ocasión para fraccionar algunos de los
bienes corporativos que aún subsistían en manos de las localidades de
origen indígena.
Aunque sabemos que en la última década del siglo XIX, en el Distrito de
Lerma se manifestaba una acentuada concentración de la tierra, porque los
propietarios de las haciendas del Mayorazgo (en la municipalidad de Otzo-
lotepec), de Peralta y de Doña Rosa (en la de Lerma) poseían en conjunto
cerca del 50 por ciento del territorio total del distrito;41 en realidad, hemos
visto que gran parte de esa concentración de propiedad se realizó paulatina-
mente desde el periodo colonial. Sin embargo, no es nuestro objetivo estu-
diar por ahora la apropiación de tierras de los pueblos de parte de hacenda-
dos o rancheros, debido a la aplicación de las leyes desamortizadoras
—asunto que habremos de tratar detallada y documentadamente en otro
40 Entre los beneficiarios que recibieron cerca de cuatro hectáreas en Santa María Atarasquillo,
estaba la familia Montoya, en particular Evaristo, el primer presidente municipal y líder del
movimiento de resistencia que se generó a partir de 1877. AHML, Tierras, vol. 1, Exp. 25, año 1873.
41 Salinas, “En busca de la fortaleza”.
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estudio— sino el del conflicto entre una cabecera municipal y un pueblo
subordinado.
Por causas que desconocemos, Congreso Estatal decidió suprimir la
municipalidad de Atarasquillo el 20 de abril de 1877, señalando que todos
los pueblos se reincorporaran nuevamente al municipio de Lerma y que
todo lo que estaba en su custodia pasaría a pertenecer a la cabecera muni-
cipal.42 Esto es, la municipalidad de Atarasquillo tuvo una vida efímera en
el último tercio del siglo XIX de tan sólo cuatro años y medio (1872-1877),
tiempo en el que debió haber gozado en relativa paz de su autonomía
política y de sus antiguas posesiones corporativas, como la ciénega Chig-
nahuapan, las tierras laborables y los territorios de bosque que le pertene-
cían. Este retorno, como veremos enseguida, tuvo una doble implicación:
para los habitantes de Atarasquillo, significó una verdadera prueba de
resistencia ante el cierre de vías de negociación y de ensayar nuevas alian-
zas, ahora con la Justicia Federal; y para los vecinos de Lerma, sus legenda-
rios adversarios, representó la oportunidad de asestar un duro golpe a
algunas de las propiedades corporativas del pueblo aún no fraccionadas,
pero que oficialmente debían estar recién incorporadas a su jurisdicción.43
LERMA Y ATARASQUILLO: CONFLICTO Y AMPAROS (1878-1883)
El periodo (1878-1883) en el que se desarrolló el litigio entre Atarasquillo
y Lerma estuvo marcado por una continua renovación de gobernadores,
Jueces y autoridades municipales, una importante controversia jurídica y
un impactante conflicto de poderes. En tan sólo esos cinco años, el Estado
de México tuvo a los siguientes siete gobernadores de manera sucesiva:
general Juan N. Mirafuentes, Pascual Cejudo, licenciado José Zubieta, li-
cenciado Juan Chávez Ganancia, licenciado José Zubieta, doctor Mariano
42 CLDEM, decreto 6 de 1877; AGPEEM, Erección de municipios, vol. 1, exp. 44. Apenas tenía un mes
de haber sido ratificado como gobernador constitucional del Estado el general Juan N. Mirafuentes,
cuando se emitió este decreto.
43 Apenas dos meses después de haber sido suprimido el municipio de Atarasquillo (25 de junio
de 1877), varios vecinos de Lerma presentaron una solicitud a su ayuntamiento para solicitar el
fraccionamiento y adjudicación de un terreno cenagoso situado al costado norte de la calzada a
Amomolulco, es decir, lo que más tarde se reconoció como la “ciénega Chignahuapan”. AHML,
Tierras, vol. 2, exp. 1.
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44 Sánchez García, Historia del Estado de México, pp. 724-741.
Zúñiga y, otra vez, el licenciado José Zubieta.44 Algunos de ellos asumieron el
cargo en su carácter de mando político y militar; otros como gobernadores
interinos o constitucionales; y otros más fueron gobernadores “por ministe-
rio de la ley”. Es decir, que esta renovación tan acusada del Ejecutivo Estatal
y sus diferentes caracteres mostraba un signo de inestabilidad y crisis en las
estructuras políticas y de gobierno local.
También en esos cinco años hubo otras tantas elecciones y cambio de
autoridades municipales en Lerma, como lo señalaba la ley. Esta situación
tuvo su impacto en la buena marcha del juicio de amparo solicitado por
Atarasquillo, pues de un año a otro las autoridades involucradas habían
dejado su puesto y los relevos con frecuencia alegaron ignorancia del caso,
o bien que no habían tenido responsabilidad alguna en ello. Y a esto tam-
bién debemos agregar que hubo tres relevos en ese mismo periodo de los
Jueces de Distrito. Todo esto son factores que debemos tomar en cuenta al
momento de hacer nuestro análisis, pues a veces lo ganado en un momento
se retrasaba o perdía en el siguiente.
Un punto ineludible en este trabajo es la consideración de la contro-
versia jurídica y política que se desató en la época, en torno a la proce-
dencia del juicio de amparo en materia de “negocios judiciales”. Ignacio
Burgoa señala, muy atinadamente, que la Ley Orgánica de Amparo de
1869 estableció en su artículo 8 la improcedencia del juicio en negocios
judiciales, lo cual suscitó una fuerte polémica para determinar si era
contrario o no a lo que establecía el artículo 101 de la Constitución de
1857, que asentó la ejercitabilidad de la acción constitucional contra
cualquier acto de toda autoridad que vulnerase alguna garantía indivi-
dual. Burgoa expone las posturas encontradas de varios juristas de la
época que, por un lado, interpretaban esta disposición secundaria como
inconstitucional si se aplicaba a la sentencia definitiva emitida por los
Jueces menores; y, por otro, si sólo procedía durante el tiempo en que
durase el proceso en cuestión, pues se argumentaba que ello podría aca-
rrear el peligro de que la administración de justicia quedase centraliza-
da, los juicios no fenecerían en los estados donde se habían iniciado y la
Suprema Corte intervendría en la administración interior de las locali-
dades, anulando las decisiones de su Poder Judicial. Sin embargo, el au-
tor termina por dejar asentado que la propia jurisprudencia de la Supre-
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ma Corte fue constantemente uniforme, en el sentido de que el juicio de
amparo fue igualmente procedente contra los actos de la autoridad ju-
dicial en negocios judiciales cuando violaron alguna garantía individual.45
Este asunto se relaciona con dos cosas en esta época: la injerencia cada vez
mayor del poder federal en los estados, por medio de la administración de la
justicia; y la división y autonomía de los poderes centrales que se había ges-
tado hasta entonces bajo los gobiernos de Juárez y Lerdo de Tejada.
Como veremos en el caso de Atarasquillo, la SCJN concedió tres amparos
durante la vigencia de la Ley Orgánica de 1869 para anular los actos de
autoridad del Juez de Primeras Letras de Lerma: uno, por haberse negado a
abrir un negocio judicial; y dos, durante el desarrollo de dos juicios distintos
(uno civil y otro penal) en contra de los quejosos. Hemos incluido en el
apéndice 1 un resumen más o menos detallado de las fases y los argumentos
centrales vertidos por las partes en cada uno de los juicios estudiados. Ahí se
podrán apreciar las actitudes de resistencia y las tácticas dilatorias fre-
cuentes, empleadas por parte de las autoridades municipales, del jefe
político respectivo, del Tribunal Superior de Justicia y hasta del propio
Ejecutivo Estatal para acatar con prontitud las sentencias y ejecutorias
de la Suprema Corte en asuntos que tuvieron un fuerte carácter social y
político.
Iniciaremos por el principio. Todo comenzó cuando el 8 de abril de 1878,
el presidente municipal de Lerma mandó abrir una zanja en la ciénega “Chig-
nahuapan” para irla desecando y autorizó la entrada de animales, propie-
dad de varios vecinos de la ciudad, a pastar en ella. El acto tuvo como funda-
mento un acuerdo del Ayuntamiento del 22 de noviembre de 1877, en el
que se autorizó desecar la citada ciénega y repartir los terrenos desecados
entre los vecinos “más pobres y más industriosos” de Lerma para evitar,
según esto, su emigración.46 Los vecinos de Atarasquillo de inmediato solici-
taron al Juez de Primera Instancia abrir un interdicto para retener la pose-
sión que tenían sobre dicha ciénega. Sin embargo, este Juez negó dicho inter-
dicto bajo el pretexto de que su apoderado no tenía la aprobación respectiva
por parte del jefe político. Los de Atarasquillo se presentaron ante el jefe
político del Distrito de Lerma, Carlos Navarrete,  para que les aprobara el
nombramiento de apoderado en la persona de Ambrosio Molina, pero él les
45 Burgoa, El juicio de amparo, pp. 134-136.
46 Véase AHML, Tierras, vol. 1, exp. 34, año 1877.
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sugirió que se hiciese entre un vecino del mismo pueblo para evitar una
“torcida intención”. Nuevamente, los de Atarasquillo le llevaron el nom-
bramiento de Evaristo Montoya, ex presidente municipal, pero otra vez el
jefe político negó la aprobación. Los de Atarasquillo pidieron entonces al
gobierno estatal que diera la aprobación, pero también se las negó.
Como se aprecia, estaba muy reciente la incorporación del pueblo de
Atarasquillo a la Municipalidad de Lerma y los miembros de este Ayunta-
miento actuaron de inmediato para apropiarse por la fuerza de unas cua-
tro caballerías de tierras (171.16 hestáreas) lacustres o pantanosas, cono-
cidas como la “ciénega de Chignahuapan” y que hasta entonces habían
conservado en sus manos los vecinos del citado pueblo en calidad de tie-
rras de comunes.47 Según el relato, resulta muy obvio que la negativa a
iniciar el juicio posesorio, así como el reconocimiento del apoderado del
pueblo fue un asunto concertado entre las autoridades municipales, el jefe
político respectivo y el mismo Gobierno del Estado. Todos cerraron la
puerta a una posible negociación local y dejaron a su suerte a los angustia-
dos pobladores de Atarasquillo. En este punto, entra en escena la Justicia
Federal para ofrecer una alternativa de solución basada en la garantía a las
libertades consignadas en la Constitución Política del país.
El 8 de enero de 1879, Evaristo Montoya y sus 101 poderdantes se pre-
sentaron ante el Juez de Distrito (José María Romero) para presentar un
ocurso contra el presidente municipal de Lerma por haber mandado abrir
la citada zanja y permitir la entrada de ganado en la ciénega que era de su
propiedad, violando con ello la garantía de propiedad de que gozaban
según los artículos 16 y 27 de la Constitución Federal de 1857. Y en ese
mismo ocurso, señalaban que no se les había querido impartir justicia en
el ámbito estatal, violando con ello la garantía respectiva consagrada en el
artículo 17, apartado 3° de la citada Constitución.
La decisión de llevar su asunto ante las instancias federales, debió plan-
tear a los vecinos de Atarasquillo un cambio de alianza política y lealtad. De
igual forma, la invocación al artículo 27 de la Constitución de 1857 por
parte de los quejosos hizo que se conformaran jurídicamente con las leyes de
desamortización. Así, los vecinos de Atarasquillo aceptaron plenamente las
reglas del poder federal y se asumieron de manera jurídica como ciudada-
nos, con sus garantías individuales violadas por un acto de autoridad local.
47 Ibid.
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Siguiendo con el proceso, el Juez de Distrito solicitó a las autoridades
responsables le remitieran un informe al respecto. Tanto el ocurso como los
informes fueron entregados al promotor fiscal para su revisión y, en todo
caso, para determinar si procedía el juicio de amparo solicitado por los
quejosos. Entonces, el promotor fiscal sugirió que se abriera a prueba el
negocio. Los quejosos presentaron dos pruebas: una testimonial y otra ins-
trumental. Para la primera presentaron seis testigos presenciales que acredi-
taban la posesión que tenían los vecinos de Atarasquillo en la citada ciénega.
Y para la segunda presentaron la merced de 1550 que acreditó al pueblo de
Talasco la propiedad de la ciénega. Por su parte, las autoridades de Lerma
quisieron fundar sus actos en la ley local del 17 de noviembre de 1845, que en
su artículo 121 concedía a los ayuntamientos la facultad de desecar las áreas
pantanosas y repartir los terrenos desecados entre los vecinos del municipio.
Es decir, su argumento se ancló en la expansión de la jurisdicción municipal
que otorgaban las leyes estatales. Pero también pretendieron fundar su ac-
tuación en la afirmación verbal de que la ciénega de Chignahuapan era parte
de los “propios de la ciudad de Lerma”, que fueron concedidos por cédula
real el año 1611 y dados en posesión en 1630. Y en todo caso dijeron que los
de Atarasquillo no podían poseer legalmente la ciénega, debido a que lo
proscribía el artículo 27 de la Constitución Federal de 1857, con excepción
de su fundo legal. Como se aprecia, ambas partes se remitieron a sus ante-
cedentes coloniales para justificar el origen de sus propiedades corporativas.
Después de revisar las pruebas, el promotor fiscal pidió al Juez de Distri-
to que la Justicia Federal amparara y protegiera a Evaristo Montoya y sus
poderdantes por haber demostrado plenamente la posesión y propiedad
por parte de los quejosos, así como por haber probado la negativa del Juez
de Primera Instancia de administrarles justicia local. En cambio, no pidió la
razón jurídica para las autoridades responsables porque no pudieron pro-
bar nada. El Juez ratificó el pedimento del promotor fiscal y actuó en con-
secuencia. Es decir, el Juez de Distrito y el promotor fiscal no dieron entrada
a ninguna pretensión jurisdiccional por parte de la cabecera municipal so-
bre los bienes corporativos de los pueblos subordinados, porque no estaba
en juego dicho derecho; lo que los quejosos alegaban era la propiedad y
posesión de la ciénega y de ello tenían testigos y pruebas a su favor. Además,
se amparó a los quejosos en la parte de la negativa de la administración de
justicia local.
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Sólo dos meses después de iniciado el juicio de amparo, el 8 de marzo de
ese año, el Juez de Distrito amparó a los quejosos en ambos puntos y remi-
tió su veredicto a la Suprema Corte para su revisión, como estaba plena-
mente establecido en la Ley Orgánica respectiva de 1869. En la sesión del
Pleno del 29 de abril, la Corte confirmó la sentencia del Juez Federal en sus
dos partes: la primera por mayoría de votos y la segunda por unanimidad.
En los primeros días del mes de mayo de ese año, el Juez de Distrito
comunicó la ejecutoria al jefe político, al presidente municipal y al Juez de
Primera Instancia de Lerma, en la que además del amparo citado se indicaba
que las cosas quedaran como estaban antes del acto reclamado. Sin embar-
go, el 4 de junio siguiente, los vecinos y autoridades municipales de la anti-
gua ciudad de Lerma se amotinaron, desacatando la sentencia federal, ade-
más de herir y dar muerte a un vecino de Atarasquillo, como se relató al
inicio de este capítulo.
Desde el 5 de junio de 1879 y hasta febrero de 1880, Evaristo Montoya y el
Juez de Distrito trataron por todos los medios de ejecutoriar el amparo para
que los vecinos y autoridades del Distrito y municipio de Lerma acataran de
manera irrestricta la sentencia federal, pero todo fue inútil. Evaristo Monto-
ya y el resto de vecinos de Atarasquillo tuvieron que presentar el 9 de marzo
de 1880 un nuevo ocurso ante el Juez de Distrito, para que iniciara un inci-
dente sobre la ejecución de la sentencia. Sólo hasta finales de ese año y des-
pués de muchas resistencias y dilaciones por parte de las autoridades estata-
les, así como el ajuste que tuvo que hacerse ante los cambios habidos de las
nuevas autoridades municipales, el Juez de Distrito pudo dar por ejecuto-
riada dicha sentencia. Es decir, la ejecución de la sentencia de amparo en
estas materias tuvo que esperar año y medio para hacerse efectiva. Para
conocer los detalles de los argumentos de las partes y el problema de la
ejecución y acatamiento de las sentencias federales en esta época, véase el
apéndice 1,  lo que nos remite al problema de la efectividad de la Justicia
Federal para los ciudadanos individuales, así como aquellos que vivían en
un mundo corporativo real.
En los expedientes de este litigio se muestra con detalle cómo las par-
tes hicieron uso de la argumentación jurídica, en especial llama la aten-
ción el empleo tan preciso y diverso que existe en los escritos de los que-
josos. No sabemos, por ahora, quién o quiénes estuvieron detrás de los
escritos jurídicos de los vecinos de Atarasquillo, pero el trabajo de sus-
tento y defensa es impecable. En cuanto a la argumentación jurídica ex-
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puesta, se muestra en toda la documentación la referencia a leyes (anti-
guas y modernas), a doctrinas y principios generales del derecho, a juris-
prudencia contemporánea (sentencias similares de la SCJN) y a disposicio-
nes administrativas emanadas de las autoridades federales mexicanas con
referencia al asunto tratado. Es decir, a pesar de encontrarnos en una épo-
ca en que se imponía la administración de justicia basada casi exclusiva-
mente en el imperio de la ley y las fórmulas de los procedimientos judicia-
les, todavía es posible observar aquí una práctica docta de la argumentación
jurídica que irá en gradual desuso hasta desaparecer en el siglo XX.
Un punto por demás relevante e insoslayable en este caso, es que los
vecinos de Atarasquillo se presentaron ante la Justicia Federal no como
una corporación o “pueblo”, sino como un conjunto de individuos pro-
pietarios de la ciénega de Chignahuapan. El asesoramiento legal fue cla-
ve, pues gracias a esta estrategia se sustentó todo el proceso jurídico a
favor de los vecinos de Atarasquillo. Los quejosos argumentaron que, si
bien las leyes federales habían proscrito en 1856 la posesión y adminis-
tración colectiva de los bienes raíces de antigua propiedad corporativa,
ellos habían asumido a partir de esa fecha la propiedad individual de la
ciénega de Chignahuapan, pero que, por encontrarse constantemente
anegada, les había sido imposible dividirla entre todos y que entonces
habían decidido gozar de ésta mancomunadamente. De esta forma, los veci-
nos de Atarasquillo habían asumido ante la justicia que formaban un colec-
tivo de individuos con personalidad jurídica para litigar y solicitar amparo
por los actos de autoridad perpetrados en 1878 en contra de sus garantías
individuales. En apoyo a esto, resaltaron la jurisprudencia que se había lo-
grado aplicar en otros casos similares y que mostraba una aplicación conti-
nua de la ley en este sentido desde finales de 1856.48
El 26 de julio de 1880, Evaristo Montoya y sus representados iniciaron un
nuevo juicio de amparo en contra de los procedimientos del Juez de Pri-
mera Instancia de Lerma, al impedir que los vecinos de Atarasquillo abrie-
ran una zanja perimetral en la ciénega de Chignahuapan, siendo que habían
48 En un caso posterior, en diciembre de 1882, los miembros de una sociedad agrícola
compuesta por los vecinos del pueblo de San Pedro Totoltepec solicitaron amparo contra los
actos de autoridad del Juez de Letras de Toluca por haber desconocido a uno de ellos como su
representante. En la argumentación se citan dos ejecutorias como jurisprudencia de estos
asuntos: una es la del 21 de abril de 1879 que se refiere a Atarasquillo; y la otra es la del 11 de
agosto de 1881, referente a los vecinos de los pueblos de Santa Cruz Tepexpan y San Miguel Yuste,
todos localizados en el valle de Toluca. Véase AHCCJT-SCJN/EM/1JDT/A/Pn/1882/exp. 56.
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recibido el amparo anterior a su favor. Con ello se violaban, flagrantemente,
las garantías inscritas en el artículo 16 de la Constitución Federal de 1857.
Después de la presentación de pruebas, el Juez de Distrito concedió el am-
paro solicitado el 11 de septiembre y la Suprema Corte confirmó la senten-
cia el 17 de noviembre de ese mismo año.
Uno de los puntos que nos llama la atención en este expediente es la voz
de los pobladores de Atarasquillo, quienes expusieron las razones históricas
del conflicto que enfrentaban con los vecinos de la cabecera municipal. De
manera clara señalaban que todo se debía a “añejas cuestiones de antipatía”
provocadas: por los intereses que tenía la ciudad de Lerma en apropiarse de la
ciénega; por la tendencia autonomista de Atarasquillo de independizarse del
municipio y por las divergencias que se presentaron en los trabajos electora-
les. Alegaban que todo ello había tenido como objeto “librarnos de la férrea
mano de nuestros enemigos”, quienes “nos han declarado una guerra abierta”.
Consideramos que todo esto es reflejo no sólo de las condiciones políticas
habidas en el siglo XIX, sino de algo mucho más complejo y trascendente, como la
vieja enemistad surgida en la época de la colonia entre los dos grupos sociales
con raíces distintas y opuestas: los españoles de Lerma y los indígenas de Talasco.
Por su parte, la voz de los vecinos de Lerma también se identifica por sus
argumentos y actitud ante este juicio. Si bien el presidente municipal termi-
nó por aceptar que no podía ir más allá ante el amparo concedido a los de
Atarasquillo y ante la presión socarrona que ejerció el Gobierno Estatal,
ordenó a los vecinos de Lerma que ya no introdujeran sus ganados en la
ciénega de Chignahuapan. Sin embargo, en una actitud francamente reta-
dora, la junta de vecinos de la cabecera (animados por algunos miem-
bros del Ayuntamiento) decidió no acatar sus órdenes y nombró a dos abo-
gados para que de inmediato iniciaran un juicio posesorio ante las
autoridades estatales, alegando “gozar de muy antiguo el derecho, pose-
sión y propiedad” de la citada ciénega. Fue esta actitud imprudente lo
que desembocó en los lamentables hechos ya reseñados.
El asunto jurídico que nos atañe no terminó aquí, sino que dio para más
todavía. No conforme, el Juez de Primera Instancia de Lerma con la segunda
queja de Montoya lo mandó aprehender y lo apresó bajo el pretexto de
haber usurpado y despojado a los vecinos de Lerma de sus bienes, al haber
mandado hacer una zanja perimetral en la ciénega de Chignahuapan. Por
tercera ocasión, Evaristo Montoya inició el 30 de agosto de 1880 un nuevo
juicio de amparo ante el Juez de Distrito, acusando a la autoridad responsa-
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ble de haber violado el artículo 14 de la Constitución de 1857, porque en
juicio criminal aplicó inexactamente las leyes a los hechos. También en este
expediente, la sustentación y argumentación jurídica son excelentes e impe-
cables, y logra su cometido. El 11 de octubre, el Juez de Distrito falló a favor
de otorgar el amparo a Montoya y la Suprema Corte confirmó la sentencia
el 24 de ese mismo mes y año. No obstante, la ejecución de la sentencia no fue
acatada de inmediato por las autoridades correspondientes, quienes sólo la
hicieron efectiva después de que el Tribunal Superior de Justicia del Estado
ordenó, el 30 de noviembre, al Juez de Primera Instancia de Lerma que deja-
ra en libertad a Montoya, conforme al amparo recibido.
CONCLUSIÓN
Como se ha observado, la Justicia Federal actuó en definitiva en favor de los
habitantes y vecinos del pueblo de Atarasquillo, quienes habían sufrido el
franco y descarado despojo de sus bienes raíces y las arbitrariedades por parte
de los vecinos y autoridades de la cabecera municipal. Lo cierto es que las
leyes estatales de la primera mitad del siglo XIX pusieron en bandeja de plata a
los vecinos de Lerma la oportunidad de apropiarse de los antiguos bienes cor-
porativos de las localidades subordinadas al municipio. En cambio, las leyes
federales de la segunda mitad de ese siglo, impidieron no sólo a los de Ataras-
quillo poseer y administrar bienes corporativos, sino también a todos los
municipios del país, incluido Lerma, por supuesto. Ambas partes anclaron su
derecho histórico en la época colonial durante el litigio en 1879, pero sólo
Atarasquillo probó la propiedad en disputa, debido a que contaba con un
documento muy temprano (1550) que le acreditó el dominio sobre una cié-
nega que conservó un topónimo antiguo, pero muy ambiguo en su ubicación
geográfica. En cambio, los vecinos de Lerma no presentaron ninguna prueba
instrumental, porque, además de que no contaban con ésta, en ese momento
o nunca se generó en la época colonial, tampoco fueron los dueños de dicha
ciénega.
En este litigio no aparecen directamente involucrados el jefe político y
las autoridades gubernamentales, lo cierto es que en los tres juicios anali-
zados, los quejosos aludieron frecuentemente su intervención maliciosa y
parcial o su omisión en este asunto. Visto de esta manera, la Justicia Fede-
ral contrarrestó los poderes y fuerzas estatales, además de marcar una
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nueva relación, más directa y efectiva, con estos ciudadanos jurídicos de
origen rural, aunque fueran todavía en la práctica vecinos corporativos o
de vida comunitaria.
Se afirmaría que en los tres juicios de amparo interpuestos por los vecinos de
Atarasquillo fue posible observar de forma contundente que ni el Juez de Distrito
ni la Suprema Corte de Justicia aplicaron el artículo 8 de la Ley Reglamentaria de
Amparo de 1869, en el sentido de su improcendencia en “negocios judiciales”. Por
el contrario, quedaron perfectamente sustanciadas las causas que atribuyeron los
actos de autoridad al Juez de Primeras Letras de Lerma en los juicios que estaban
bajo su responsabilidad y por tales motivos se concedieron los amparos a los
quejosos. Esto quiere decir que, para estas fechas (1879-1881), el juicio de amparo
estaba teniendo ya su función clara de medio de control de la constitucionalidad,
pues exigía el arreglo de todos los actos de los Jueces y órganos jurisdiccionales
locales a las disposiciones de la ley fundamental del país. Este papel del amparo
y esta exigencia del poder central no pudo más que interpretarse por los
actores de esta época como de una clara injerencia política en los gobier-
nos estatales y las instituciones de sus poderes.
A pesar de estos evidentes triunfos jurídicos en las propiedades del pueblo,
no todo se resolvió a favor de los vecinos de Atarasquillo. Por ejemplo, queda-
ron impunes los hechos y las personas que intervinieron en la refriega contra
los de Atarasquillo, en los que murió un vecino y otros salieron heridos. El
Juez de Distrito de ese entonces (1879) conoció e inició un juicio de averi-
guación, previo consentimiento del Tribunal de Circuito respectivo, para fin-
car las responsabilidades sobre este asunto. Sin embargo, las tácticas dilato-
rias de los inculpados, la falta de pruebas contundentes, la amenaza a testigos
presenciales y la poca colaboración que mostraron las autoridades estatales,
así como los continuos cambios de nombramiento del Juez de Distrito, hicie-
ron que el asunto quedara sin resolver. En julio de 1882, el Tribunal de Cir-
cuito ordenó al Juez de Distrito que diera por terminado el asunto por las
muchas labores que tenía pendientes por resolver.
Consideramos que a lo largo de este capítulo ha quedado suficiente-
mente demostrado que algunos pueblos rurales del centro de México, en la
segunda mitad del siglo XIX, tuvieron posibilidad de implementar otras
alternativas de solución para la defensa de sus tierras corporativas, no
únicamente la resistencia violenta. En este caso, Atarasquillo pudo conser-
var sus antiguas propiedades gracias al amparo otorgado. Lo novedoso de
este asunto es que la Justicia Federal abrió una nueva alternativa para
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dirimir y proteger sus derechos. Por ello, afirmamos que el juicio de ampa-
ro sí fungió hasta cierto punto como un instrumento del poder federal
para retener los abusos de autoridad local a los ciudadanos, pero que su
efectividad pudo haber variado en función de las resistencias estatales y del
poder de ejecución del gobierno nacional. También fue posible observar
que cuando los gobernantes liberales asumieron el control del Estado de
México, impulsaron el reparto de tierras corporativas de conformidad
con las leyes federales, tratando de dirimir o negociar los conflictos surgi-
dos con los propietarios corporativos. A pesar, de la experiencia obtenida
y de un relativo éxito logrado en esta materia, hubo momentos y situacio-
nes particulares en que se cerraron los canales de comunicación y justicia,
además de que se desataron entonces conflictos mayores.
 Los vecinos de los pueblos rurales mostraron en este caso una enorme
capacidad de adaptación a las circunstancias que vivían y un poder creati-
vo para solucionar y defender por la vía legal sus derechos, propiedades e
intereses. Ellos mismos invocaron las leyes nacionales de desamortización
y se conformaron, en el plano jurídico, como ciudadanos individuales, aun-
que en la práctica siguieran arreglando su vida de manera colectiva. A pesar
de que las Leyes de Desamortización habían proscrito desde 1856, la pose-
sión y administración de los bienes corporativos y de que la Suprema Corte
de Justicia declararía a partir de 1882 el desconocimiento absoluto de toda
personalidad jurídica a los pueblos y comunidades indígenas (votos de Ig-
nacio Luis Vallarta) del país, lo cierto es que, en la práctica, los pueblos y
otras entidades corporativas siguieron subsistiendo hasta 1917. A partir de
esta fecha, hubo un cambio fundamental en México en materia legal y jurídi-
ca, puesto que la nueva Constitución y nuevas leyes orgánicas del juicio de
amparo (1919 y 1936) reconocieron la personalidad jurídica de estos persis-
tentes ciudadanos colectivos en materia agraria.
Ha quedado de manifiesto en la descripción de estos juicios que mu-
chos poblados rurales tuvieron los recursos financieros suficientes como
para pagar a buenos e ilustres abogados de la época y lograr el éxito jurídi-
co para sí. Una tarea futura será estudiar más detalladamente a estos abo-
gados defensores de los pueblos y sus estrategias jurídicas. Lo mismo ocu-
rre con los Jueces de Distrito, los Magistrados de los Tribunales de Circuito
y los Ministros de la Suprema Corte, a quienes nos interesa ir descubrien-
do su papel y trascendencia en estos asuntos.
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También esperamos que la exposición de los antecedentes coloniales de
este conflicto haya servido al lector para mostrar la necesidad de explicar
el sentido profundo y de larga duración que tuvieron, y siguen teniendo
hoy, muchos de los problemas que aquejan a nuestros pueblos, al tratar de
conservar y dirimir sus derechos históricos. También este caso muestra la
necesidad de realizar estudios más detallados y concienzudos en los que
intervengan actores sociales poco estudiados en la historiografía moder-
na, como las cabeceras municipales, cuyo papel fue protagónico y deter-
minante en los problemas relativos a la propiedad corporativa.
Finalmente, como se ha mostrado en otros estudios, la desecación de las
lagunas o ciénegas del Alto Lerma no concluyeron en este periodo. A princi-
pios del siglo XX, hubo dos nuevos proyectos de desecación en 1906 y 1912,
cuyos promotores fueron Gumesindo Enríquez, ex Gobernador del Estado,
y Luis G. Zaldívar, representante legal de la Compañía Agrícola del Lago de
Lerma. Ambos proyectos se pactaron con el Gobierno Nacional y nunca
más con el estatal. Los múltiples problemas y conflictos a los que se enfrenta-
ron estos personajes, ante las resistencias de los vecinos de los pueblos fueron
muy similares a las que describimos aquí.49 Sin embargo, las dificultades
sobre límites de los pueblos aledaños a las lagunas o ciénagas no concluyeron
con el moderno reparto agrario. Y, hoy, en lo poco que queda de esas áreas
lacustres, todavía siguen siendo un asunto difícil y espinoso, que ha causado
no pocas muertes y conflictos sociales ante la presión demográfica, la escasez
de fuentes de empleo, la carestía de la tierra y el control político de los recur-
sos naturales.
49 Camacho, “Proyectos hidráulicos”, pp. 227-279.
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Abril 8. El presidente municipal de Lerma mandó abrir una zanja
(324 varas) en la ciénega Chignahuapan y autorizó la entrada de
animales de los vecinos de la ciudad de Lerma a pastar ahí. Según él,
obedeciendo un acuerdo del Ayuntamiento de fecha 22 de noviem-
bre de 1877, que tuvo por objeto desecar la ciénega y poder repartir
los terrenos desecados entre los vecinos de Lerma.
¿? El Juez de 1ª Instancia o de Letras (Mariano Rivera) de Lerma se negó
a abrir el interdicto para retener la posesión a los vecinos de
Atarasquillo, bajo el pretexto de que su apoderado no tenía la apro-
bación respectiva por parte del jefe político.
¿? Los vecinos de Atarasquillo solicitaron al jefe político (Carlos Nava-
rrete) les aprobara el nombramiento de apoderado en Ambrosio
Molina, pero él les sugirió privadamente que se hiciese entre un ve-
cino de ellos, para evitar un apoderado con torcida intención.
Octubre 7. Poder otorgado por parte de los vecinos de Atarasquillo a
Evaristo Montoya.
¿? Los vecinos de Atarasquillo solicitaron nuevamente al jefe político que
aprobara el nombramiento en Evaristo Montoya y otra vez la negó.
1879-1880: 1er. juicio de amparo promovido por Evaristo Montoya y 101
vecinos de Atarasquillo contra el presidente municipal y el Juez de Le-
tras de Lerma por violación a los artículos 16, 17 y 27 de la Constitución
de 1857.
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1879
Enero 8. Ocurso de Evaristo Montoya y sus poderdantes, ante el Juez
de Distrito (José María Romero), contra el presidente municipal de
Lerma por haber mandado abrir zanjas en la ciénega de Chigna-
huapan y autorizar la entrada de animales propiedad de los vecinos
de la ciudad de Lerma a pastar en ella, siendo que dicha ciénega es de
la propiedad de los quejosos (arts. 16 y 27). Y contra el Juez de letras
de Lerma por haberse negado a impartir justicia pronta y expedita
cuando le solicitaron les ampara en la posesión de la citada ciénega
(art. 17, apartado 3).
El Juez de Distrito solicitó a las autoridades responsables le remi-
tan un informe al respecto.
El Juez de Distrito entregó el ocurso y los informes al promotor
fiscal (Jesús Cevallos). El promotor sugiere que se abra a prueba el
negocio por el término legal.
El Juez de Distrito solicitó al Juez 1° Conciliador de Lerma (Juan
Becerril) que entregue los pliegos respectivos a las autoridades res-
ponsables, con acuse de recibido.
Marzo 3. Pedimento del promotor fiscal. En la dilación probatoria del
juicio, el peticionario produjo la testimonial e instrumental. Por la
primera acreditó con 5 o 6 testigos presenciales la posesión que tenía
el pueblo de Atarasquillo de la citada ciénega desde hace muchos
años, hasta que por la Leyes de Reforma (Ley Lerdo y circulares
relativas a la desamortización de corporaciones civiles) no la pudie-
ron administrar en común y entonces los vecinos tomaron la admi-
nistración a nombre propio y con este título siguieron ejerciendo
los actos de posesión (como introducir sus ganados a pastar en ella,
cortar tule y pescar). Por la segunda, presentaron una merced con-
cedida al pueblo de Tlalaxco en el año de 1550, en el que acredita la
propiedad que tuvo Atarasquillo en la referida ciénega hasta 1856.
Por tanto, pide que la Justicia de la Unión ampare y proteja a
Evaristo Montoya y sus poderdantes contra los actos del presidente
municipal y contra lo proveído por el Juez de Letras de Lerma.
Marzo 8. Sentencia del Juez de Distrito: 1°. Ampara y protege a Evaris-
to Montoya y sus poderdantes contra los procedimientos del presi-
dente municipal de Lerma por violar los artículos 15 y 27 de la cons-
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titución; 2° Ampara y protege a los citados contra la determinación
del Juez de Primera Instancia de Lerma por violar el artículo 17 de la
Constitución.; 3° Que se saquen copias de estilo para su publica-
ción; y 4° que se haga saber y se remita a la Suprema Corte de Justicia
para su revisión.
Abril 29. La Suprema Corte de Justicia confirma la sentencia del Juez de
Distrito en sus dos partes (la primera por mayoría de votos, y la se-
gunda por unanimidad). Ignacio L. Vallarta, presidente; Ministros:
Pedro Ogazón, Manuel Alas, Antonio Martínez de Castro, Miguel
Blanco, José María Bautista, Juan M. Vázquez; Eleuterio Ávila y José
Manuel Saldaña. Secretario: Enrique Landa.
Mayo. El Juez de Distrito mandó transcribir la ejecutoria a: jefe políti-
co, presidente municipal y Juez de Primera Instancia.
Mayo 20. El Juez de Primera Instancia acusa de recibida la ejecutoria.
Mayo 24. Oficio del gobernador José Zubieta al Juez de Distrito en el
que le comunica que se va a transcribir la ejecutoria al jefe político
para que la cumpla.
Mayo 27. Oficio de Carlos Navarrete, jefe político, al Juez de Distrito en
el que le comunica que se previno al presidente municipal de Lerma
para que tapara las zanjas hechas y que no permita la entrada del
ganado de los vecinos de la ciudad en la citada ciénega.
Junio 4. Motín de los vecinos de Lerma, que al grito de “¡Muera la
sentencia federal!” atacaron a los vecinos de Atarasquillo en la cié-
nega de Chignahuapan cuando trabajaban en la apertura de una
zanja. Hubo un muerto de Atarasquillo y varios de ellos fueron
presos por el Juez de Primera Instancia.
Junio 5. Ocurso de Evaristo Montoya en el que se queja de que los
vecinos de Lerma se han arrojado contra ellos, impidiéndoles a ba-
lazos y machetazos que abrieran una zanja en la ciénega de Chigna-
huapan. Pide al Juez de Distrito que en cumplimiento de los artícu-
los 20 y 22 de la ley de 20 de enero de 1869 se sirva pedir al Ejecutivo
de la Unión el auxilio de la fuerza armada para llevar a efecto la
ejecutoria de la Suprema Corte de Justicia y encausar a las autorida-
des responsables por la resistencia a la Justicia Federal. Esta resisten-
cia alentó a los vecinos de Lerma para que al grito de “muera la
sentencia del poder federal” cometieran el atentado de que el día de
ayer fueron víctimas.
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Junio 9. El presidente de Lerma (Donaciano Quesada) informa al Juez de
Distrito que mandó reunir a los vecinos de la ciudad para comunicarles
la ejecutoria. Sin embargo, contestaron a través de sus abogados (José
María Ortega e Ignacio Cejudo) que les sería casi imposible obsequiar
el mandato de la presidencia municipal. Además dice que cuando se
mandó tapar las zanjas, los vecinos de Atarasquillo se presentaron en
tumulto a impedir aquel acto. No obstante, debido a las lluvias la zanja
está inundada y es imposible taparla.
- o -
Julio 29. Ocurso de Evaristo Montoya ante el Juez de Distrito comuni-
cando que el presidente municipal no ha ordenado sacar los anima-
les de los vecinos de Lerma, pues aún continúan ahí los que pertene-
cen a los padres Ortega.
Julio 29. Auto del Juez de Distrito al jefe político en el que le comunica que
han sido declarados formalmente presos los señores Donaciano Quesada,
presidente municipal; Gerardo León, regidor; Pedro Rodríguez y Juan
Becerril, conciliadores de la municipalidad de Lerma en la averiguación
que en este juzgado se instruye contra el primero por desobediencia a la
Justicia Federal.
Julio 30. El Juez de Distrito solicita a la Suprema Corte de Justicia
autorización para que el personal de este juzgado pase a la ciénega
de Chignahuapan y haga ejecutar la sentencia pronunciada por la
Corte. Además, ordena que se libre oficio al Gobierno del Estado
para que preste el auxilio de la fuerza armada.
Julio 31. Oficio del gobernador José Zubieta al Juez de Distrito
transcribiéndole lo informado por el presidente municipal y jefe
político.
Agosto 9. La Suprema Corte de Justicia da licencia al Juez de Distrito
para que pase a Lerma a ejecutar la sentencia pronunciada.
¿? Juan Iturbe y varios vecinos de Lerma intentaron solicitar amparo
ante el Juez de Distrito contra el presidente municipal de Lerma,
quien les retiró las autorizaciones relativas a introducir su ganado
en la ciénega de Chignahuapan.
- o -
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Incidente sobre ejecución de la sentencia
1880
Marzo 9. Ocurso de Evaristo Montoya ante el Juez de Distrito, en el
que le hace saber que ni el jefe político ni el presidente municipal de
Lerma han cumplido la ejecutoria de la Suprema Corte de Justicia
del 29 de abril de 1879. Pide que este Juzgado proceda a la separa-
ción de los cargos de estas dos autoridades como lo previene la Ley
Orgánica vigente del juicio de amparo.
Marzo. El Juez de Distrito solicita al jefe político y presidente munici-
pal de Lerma que le informen si han cumplido con la ejecutoria
citada bajo su más estrecha responsabilidad.
Marzo 18. El presidente municipal informa que él (Vicente León) a
penas tomó el cargo el 1° de enero de este año y que el oficio recibido
no se refiere directamente a sus propios actos sino al de su predece-
sor (Donaciano Quesada) por lo que no se siente responsable en lo
que tenga relación con el asunto. Sin embargo, informa lo que en-
contró en sus archivos.
Marzo 19. El jefe político (Carlos Navarrete) dice que no está obligado
a informar porque no fue la autoridad directamente responsable de
los actos reclamados, además de que no se le ha hecho requerimien-
to formal a nombre de la Justicia de la Unión. Dice tener los más
altos respetos a la Justicia Federal y las más altas consideraciones al
personal del Juzgado de Distrito.
Marzo 25. Oficio del presidente municipal al jefe político informán-
dole que ha puesto 12 peones para tapar el canal de 3 247 varas que
lleva el agua del manantial llamado “ojo de agua” (Amomolulco)
al río de Lerma; y que ha ordenado a los vecinos el día de hoy sacar
el ganado de la ciénega, so pena de 25 pesos a quien infrinja estas
determinaciones. Adjunta certificado del escribano dando fe de
estos hechos.
Marzo 25. Oficio del jefe político al Juez de Distrito en el que le comu-
nica que le ordenó al presidente municipal para que dentro del pla-
zo de tres días dé el más exacto cumplimiento a lo determinado por
la Justicia Federal dando aviso de haberlo verificado.
240 LA VIDA, EL TRABAJO Y LA PROPIEDAD EN EL ESTADO DE MÉXICO
Marzo. El Juez de Distrito remite auto al presidente municipal de Lerma
para que cada ocho días le informe el número varas que se están tapando
en la zanja. La falta de informe se considerará como suspendido el cum-
plimiento de la ejecutoria de la Suprema Corte de Justicia.
Abril 1°. El secretario del Juzgado de Distrito (Vicente Landa) informa
que el día de hoy se hizo cargo de él, el licenciado Germán Navarro.
Abril. Evaristo Montoya dice que hace presente al Juzgado de Distrito
que la sentencia no ha recibido completa ejecución porque aún es-
tán dentro de la ciénega, a ciencia y paciencia de las autoridades de
Lerma, varios animales pertenecientes a Francisco Hernández y Fran-
cisco Pascual y que en cuanto a la zanja apenas dos peones la están
cegando.
Abril 26. Oficio del presidente municipal al Juzgado de Distrito en el
que informa que no tiene conocimiento que los ganados de Francis-
co Hernández y Francisco Pascual, vecinos de Amomolulco, estén
en la ciénega de Chignahuapan, pero que ya han sido citados para
ordenarles que los saquen de ahí. Además informa que ya van 700
varas de zanja que han cegado.
Mayo 7. Evaristo Montoya insiste en que los animales de los vecinos de
Lerma continúan ahí y que se ha abierto el portillo de agua del canal
para inundar la ciénega y argumentar después que por las lluvias no
es posible cegarla.
Mayo 18. El presidente municipal informa al Juez de Distrito que lleva
tapadas 1,431 varas, pero dice que ha llegado a terreno pantanoso y
que no se puede tapar con el cieno que hay. Pide se declare termina-
da la obra por este juzgado.
Mayo 29. Auto del Juez de Distrito en el que ordena que se practique
una “vista de ojos” el 1° de junio con el personal de este juzgado, con
el promovente y con el presidente municipal. Además que se dé avi-
so a la Suprema Corte de Justicia.
Mayo. El presidente municipal informa que junto a la ciénega de
Chignahuapan está el Llano de Perea, que es donde pastan los gana-
dos de los vecinos de Lerma y que algunas veces estos ganados en-
tran a la ciénega, pero que de inmediato son expulsados por una
persona que está puesta allí para este fin y que es pagada por el
municipio. Además de que a veces en las mañanas hay algunos gana-
dos que pasaron en la noche el límite y son llevados al corral de
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consejo las reses. Además de que, en efecto, en la ciénega hay ganado
del dueño de la hacienda de Doña Rosa por consentimiento de esta
ciudad hace más de treinta años.
Junio 1°. Se realiza la “vista de ojos”. Hay dudas sobre los límites entre
la ciénega de Chignahuapan y las tierras del rancho de Alta Empre-
sa. Carta de Francisco González de Salceda, dueño de la hacienda
San Antonio (alias Doña Rosa), concediendo la renta de pastos de
Alta Empresa a Gumersindo Pavón a razón de tres reales por cabeza
(45 reses).
Noviembre 24. El promotor fiscal devuelve los autos al Juez de Distrito
sin promover en ellos cosa alguna, en virtud de que los derechos de
la ejecutoria del 29 de abril de 1879 han sido reconocidos por el
presidente municipal de Lerma. Y si aún queda algo por ejecutar
será fácil llevar a cabo los efectos de dicha ejecutoria.
Diciembre 9. El Juez de Distrito declara lo siguiente: a) Que la sen-
tencia de la Suprema Corte de Justicia está debidamente cumplida
en cuanto a la prohibición de que el ganado de los vecinos de Ler-
ma entre a pastar a la ciénega de Chignahuapan. El presidente mu-
nicipal cuidará que se mantenga esta observancia: b) Que en cuan-
to a la ciega de la zanja deberá tener lugar tan luego como lo permita
el estado de dicha ciénega.
1880-1881: 2 Juicio de amparo promovido por Evaristo Montoya y
varios vecinos de Atarasquillo contra los procedimientos del Juez
de Primera Instancia de Lerma por violación del artículo 16 de la
Constitución.
1880
Julio 23. Demanda hecha por Juan Iturbe ante el Juez de Primera Instan-
cia de Lerma sobre el denuncio de una obra nueva, la apertura de la
zanja por vecinos de Atarasquillo en la ciénega de Chignahuapan,
siendo que ellos (los vecinos de Lerma) tienen un juicio pendiente de
apeo y deslinde.
Julio 26. Ocurso de Evaristo Montoya y varios vecinos de Atarasquillo
ante el Juez de Distrito contra los procedimientos del Juez de primeras
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letras de Lerma por impedirles y suspender, a través de una orden
verbal, la apertura de una zanja en la ciénega de Chignahuapan que es
de su propiedad, violando con ello el artículo 16 de la Constitución.
Julio. El Juez de Distrito solicita al Juez de Primeras Letras de Lerma que
informe con justificación sobre el ocurso del quejoso, conforme al
artículo 9 de la ley del 20 de enero de 1869.
Agosto. El Juez de Primera Instancia de Lerma informa con justificación.
Agosto 30. Pedimento del promotor fiscal. Pide que la justicia de la Unión
ampare y proteja a Evaristo Montoya y varios vecinos de Atarasquillo
contra la suspensión decretada por el Juez Letrado de Lerma para
estorbar los trabajos que hacían en la ciénega de Chignahuapan.
Septiembre 11. Sentencia del Juez de Distrito: a) La Justicia de la Unión
ampara y protege a Evaristo Montoya y socios contra los procedi-
mientos del Juez de Primera Instancia de Lerma por los que les impi-
dió abrir una zanja en terrenos de la ciénega de Chignahuapan; b) Se
notifique, se publique este fallo y se eleve el juicio a revisión.
Noviembre 17. Confirmación de la sentencia del Juez de Distrito por la
Suprema Corte de Justicia, por unanimidad.
Noviembre 24. Auto del Juez de Distrito ordenando la ejecutoria del
amparo.
Diciembre 3. Acatamiento escrito del Juez de Primera Instancia de
Lerma de la ejecutoria de la Suprema Corte de Justicia.
Diciembre 9. Oficio del gobernador José Zubieta al Juez de Distrito en
el que le comunica que ya se le ha transcrito al jefe político de Lerma
la ejecutoria de la Suprema Corte de Justicia para que proceda pres-
tando auxilio para su cumplimiento.
Diciembre 9. Respuesta del Juez de Primera Instancia, quien dice que
ya mandó abrir las zanjas como estaban antes del acto reclamado.
1881
Febrero 1. Ocurso de Evaristo Montoya en el que dice que las autori-
dades de Lerma no acatan la ejecutoria de la Suprema Corte de
Justicia y que les impiden a los vecinos de Atarasquillo a que abran
la zanja en la ciénega haciéndolos cegarla de inmediato. Entre ellos
va don Juan Iturbe, secretario y tesorero municipal, a ciencia y pa-
ciencia de la jefatura política. Pide que por conducto del Gobierno
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del Estado, la jefatura política auxilie a la Justicia Federal y ocurra
con los vecinos de Atarasquillo a la ciénega para que puedan abrir
las zanjas en su contorno. O bien, que el personal del Juzgado de
Distrito los acompañe en la ejecución de la sentencia.
Marzo 1°. Respuesta del Tribunal Superior de Justicia del Estado en el
que ordena al Juez de Primera Instancia de Lerma que cumpla con la
ejecutoria de la Suprema Corte de Justicia y mande abrir la zanja
como estaba antes del acto reclamado.
Marzo 22. Oficio del Tribunal Superior de Justicia al Juez de Distrito
donde le comunica que tanto el Juez de Primera Instancia como don
Juan Iturbe ordenaron abrir la zanja y acudieron al lugar de los
hechos verificándose el cumplimiento de la sentencia de la Suprema
Corte de Justicia.
1880-1881: 3er Juicio de amparo promovido por Evaristo Montoya
contra la prisión injusta que padece y los procedimientos del Juez
de Primera Instancia de Lerma porque en juicio criminal aplica
inexactamente las leyes a los hechos, violando con ello el artículo
14 de la Constitución.
Agosto 19. Auto del Juez de Primera Instancia por el que declaró preso
a Evaristo Montoya por la apertura de la zanja, acusándolo de des-
pojo violento.
Agosto 30. Ocurso de Evaristo Montoya contra la prisión injusta en
que lo ha puesto el Juez de letras, atribuyéndole el delito de usurpa-
ción y despojo contra los vecinos de la ciudad de Lerma cuando
mandó hacer una zanja en la ciénega de Chignahuapan el 23 de julio
pasado; y contra sus procedimientos porque en juicio criminal apli-
có inexactamente las leyes a los hechos.
¿? Auto del Juez de Distrito en el que pide al Juez de Primera Instancia
de Lerma un informe con justificación.
Septiembre 4. Informe del Juez de Primera Instancia. Dice que fue re-
cusado por el procesado y entonces su expediente y caso pasó al Juez
Primero Conciliador de Lerma (Gerardo Léon). Además, dice que
Montoya interpuso apelación contra el auto que motivó su prisión
y se encuentra en el Tribunal Superior de Justicia. Así es que en nin-
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gún caso tiene los expedientes en su mano que le permitan hacer su
informe con justificación.
Septiembre 29. Alegatos de Evaristo Montoya. Pide que se le suspenda
la prisión en que se encuentra. Pide que se le ampare y proteja con-
tra el auto del 19 de agosto pasado. Pide que se le ampare y proteja
contra los actos del Juez de Lerma en la causa criminal que se le
instruye por despojo violento.
Septiembre 29. Pedimento del promotor fiscal. Pide que la Justicia de
la Unión ampare y proteja a Evaristo Montoya contra el procedi-
miento criminal que sufre por la acusación que le hizo Juan Iturbe;
y por inexacta y maliciosa aplicación de las leyes.
Octubre 11. Sentencia del Juez de Distrito: a) Que la Justicia de la Unión
ampara y protege a Evaristo Montoya contra el auto de formal pri-
sión que por el delito de despojo violento decretó en su contra el Juez
de Primera Instancia de Lerma el 19 de agosto pasado. Así como con-
tra todos los procedimientos de la causa criminal que por tal delito se
le ha formado; b) Se notifique, se publique el fallo y eleve a revisión.
Octubre 24. Confirmación de la Suprema Corte de Justicia de la sen-
tencia del Juez de Distrito. Además ordena que se remita copia cer-
tificada de esta sentencia al Tribunal Superior de Justicia. Todo por
unanimidad.
Noviembre 17. Auto del Juez de Distrito ordenando la ejecutoria de la
sentencia pronunciada.
Noviembre 26. Escrito de Evaristo Montoya dirigido al Juez de Distri-
to para que se haga seguimiento a la ejecutoria del 24 de octubre y
que le fue comunicada al Juez 2° de Lerma (licenciado Pedro Nava-
rro) para su cumplimiento, pero quien pasó la causa al asesor. Por
lo tanto, el quejoso sigue preso y no se le ha cancelado su fianza.
Noviembre 30. Oficio del Tribunal Superior de Justicia al Juez de Distrito en el
que le comunica que se previno al Juez Primero Conciliador de Lerma, que
bajo su más estrecha responsabilidad ejecute la sentencia de la Suprema
Corte de Justicia y que dé cuenta de haberlo verificado.
1881
Enero 1°. El Juez Conciliador de Lerma (Gerardo León) mandó cance-
lar la fianza otorgada por José Bolaños a Evaristo Montoya.
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Enero 7. Se hace cargo del Juzgado de Distrito el licenciado Rodrigo
Inclán, Juez Segundo suplente por licencia concedida al propietario.
1879-1883: Juicio de averiguación para deslindar la responsabilidad
de las autoridades de Lerma por el desacato a la Justicia Federal.
Así como por la participación y responsabilidad de varios vecinos
de Lerma por el tumulto del 4 de junio de 1879 y resistencia a la
autoridad federal.
1879
Junio 4. Agustín Morales, auxiliar del pueblo de Atarasquillo, acom-
pañado por dos vecinos más se presentaron muy de mañana en la
antigua ciudad de Lerma para informar al jefe político y presidente
municipal la apertura de una zanja a fin de cerrar la entrada por
donde los vecinos de dicha ciudad introducían sus animales a la
ciénega de Chignahuapan, siendo que ellos habían ganado una eje-
cutoria de amparo el pasado 29 de abril en la que se ordenaba resti-
tuirles su posesión. Al llegar a las oficinas de ambas autoridades no
los encontraron, sólo estaba ahí Juan Iturbe, secretario del Ayunta-
miento, quien aparentemente se desentendió del asunto. Los comi-
sionados solicitaron la ayuda de algún regidor, pero ninguno de
ellos se encontraba en las oficinas municipales. Sin poder cumplir su
misión, se trasladaron como a las 11:00 de la mañana a la citada
ciénega para iniciar los trabajos de apertura de la zanja. En el cami-
no escucharon los tañidos de la campana de la iglesia y poco después
se presentó en la ciénega un enardecido grupo de vecinos de la ciu-
dad, quienes al grito de “¡Viva Lerma!” y “¡Muera la sentencia fede-
ral!” se avalanzó a punta de machetes y balazos sobre los vecinos de
Atarasquillo que estaban trabajando en la zanja. La trágica escena
fue presenciada por varios gendarmes municipales, quienes acom-
pañaron a los de Lerma, pero que no intervinieron de manera acti-
va en la refriega. Al verse sorprendidos varios individuos del pueblo
huyeron internándose en la ciénega para protegerse. Sin embargo,
algunos fueron alcanzados y de este tumulto resultaron seis vecinos
heridos y uno muerto, todos de Atarasquillo.
246 LA VIDA, EL TRABAJO Y LA PROPIEDAD EN EL ESTADO DE MÉXICO
El auxiliar de Atarasquillo afirmó, por información de un testigo
presencial, que entre los vecinos de Lerma que participaron en el
tumulto se encontraban Juan Becerril y Pedro Rodríguez, Jueces
conciliadores, así como Gerardo León, regidor de la ciudad.
Poco después, Donaciano Quesada, el presidente municipal de
Lerma, acompañado de vecinos y de otros gendarmes municipales, se
presentó en la escena del crimen. Ahí encontró a cuatro vecinos heri-
dos y los remitió presos a la cárcel de la ciudad y mando aprehender
a todo aquel que se encontrara en el lugar de los hechos. Luego se
dirigió al rancho de Santa Úrsula y ahí decomisó varios objetos y
caballos pertenecientes a la familia Montoya, líderes de Atarasquillo.
Según los informes rendidos por las propias autoridades, el jefe
político tuvo noticias del tumulto hasta las 17:00 horas de la tarde,
porque se encontraba, según él, trabajando fuera de la ciudad.
Junio 7. El Juez de Distrito abrió juicio de averiguación por los aconte-
cimientos del 4 de junio.
Julio 14. El Juez de Distrito procedió a practicar las averiguaciones y ordenó
citar a Evaristo Montoya, apoderado de Atarasquillo y a Donaciano Que-
sada, presidente municipal de Lerma. Además, ordenó que se diese aviso
al Tribunal de Circuito de haberse iniciado la causa.
Julio 17. Evaristo Montoya declara que el jefe político y el presidente
municipal de Lerma se ocultaron para no impartir justicia ni cum-
plir con la ejecutoria de la Suprema Corte de Justicia.
Julio 18. Declararon dos testigos presenciales de Atarasquillo: Anto-
nio Cuadros y Tomás Montoya.
Julio 21. Declaró Agustín Morales, auxiliar de Atarasquillo.
Julio 22. No habiendo comparecido el presidente municipal, el Juez de
Distrito mandó al Juez de Primera Instancia de Lerma que proce-
diera a su aprehensión.
Julio 23. Declaró el presidente municipal. Dijo haber cumplido con la
ejecutoria porque los vecinos de Atarasquillo no se quejaron. Ade-
más, solicitó al Juez de Distrito su libertad bajo fianza y ofreció no
salir de la ciudad por encontrarse enfermo. Se le fijó fianza de 500
pesos y la dio el licenciado José González y González.
Julio 24. Declaró Juan Iturbe. Careo con Donaciano Quesada. Decla-
raron otros vecinos de la ciudad. Se ordenó aprehender a Gerardo
León y Juan Plata.
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Julio 26. Careos entre vecinos de Lerma y Atarasquillo.
Octubre 28. El Juez de Primera Instancia inició juicio de competencia
al Juzgado de Distrito para que al presidente municipal y otros veci-
nos de Lerma se les tome declaración.
1880
Febrero 25. El Tribunal de Circuito declara competente al Juzgado de
Distrito para conocer de la averiguación que se instruye contra el
presidente municipal y socios por resistencia y desobediencia a los
mandatos de la autoridad federal.
Marzo 19. El Juez de Distrito plantea problemas en la averiguación:
faltan por declarar como treinta testigos y las autoridades locales
no cooperan en su localización.
1881
Noviembre 7. Comparecen los médicos Enrique Villela y Ramón Espejo
para ratificar el diagnóstico de los heridos y calificar los certificados. Ante
la imposibilidad de inspeccionar el cadáver del vecino de Atarasquillo
que resultó muerto no pudieron ratificar el certificado.
1882
Junio 9. El Tribunal de Circuito ordenó, a petición del Juez de Distrito
(Germán Navarro), que sin perjuicio del estado de la causa —por lo
voluminoso y las diligencias que faltan para poder proveer lo que corres-
ponde— el asunto se concluye por las muchas labores del juzgado.
Julio 9. Pedimento del promotor fiscal. Los vecinos de Atarasquillo
debieron esperar la autorización de la autoridad judicial para abrir
la zanja. Los vecinos de Lerma cometieron delito, de acuerdo a la ley
del 16 de octubre de 1856. Concluye: 1° Donaciano Quesada no es
responsable del delito de desobediencia porque mandó poner peo-
nes para tapar la zanja y previno a los auxiliares y vecinos para que
no llevasen sus animales a la ciénega e intentó sofocar el tumulto; 2°
No hay pruebas claras para proceder contra determinadas perso-
248 LA VIDA, EL TRABAJO Y LA PROPIEDAD EN EL ESTADO DE MÉXICO
nas que resulten culpables del tumulto. Los mismos heridos no su-
pieron decir quién les causó las heridas. Además, no hay pruebas
contra los individuos que fueron declarados presos por el Juzgado
de Distrito ni contra los detenidos por el Juez de Primera Instancia.
Así como tampoco hay pruebas claras para saber quiénes fueron las
autoridades que participaron en el tumulto. Por tanto, pide al Juez
de Distrito que se fundamente en la ley 26, 1°, p. 7 sobre esta causa.
1883
Julio 6. Los Magistrados del Tribunal de Circuito pidieron cuenta del
estado de cosas que guarda esta causa.
Fuente: AHCCJT-SCJN/EM/1JDT/A/Pn/1879/exps. 3 y s/n; 1880, exp. 53 y exp. 63.
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Este capítulo intenta alejarse del análisis de la desamortización comoun proceso en el que los pueblos resultaron despojados por los “per-versos” hacendados, en función de la legislación decimonónica poste-
rior a la segunda mitad del siglo XIX. Más bien, aquí se tratan de mostrar las
continuidades locales que se advierten en un contexto en el que se promo-
vieron iniciativas de cambio económico en el entorno nacional tendientes
al desarrollo de una agricultura comercial. Estas iniciativas de cambio se
vinculan con las respuestas dadas por los diferentes sectores de la sociedad
mexicana, ante la aplicación de la Ley de Desamortización de los Bienes de
las Corporaciones Civiles de 1856 en las diversas áreas del país, proceso
relacionado con el desarrollo agrícola y comercial que se generó en algu-
nas zonas de México. Se intenta presentar una de las muchas respuestas
que manifestaron los sectores, por así decir subalternos, a las políticas del
Estado mexicano. En particular me interesa abordar la formación de las
sociedades agrícolas, como una estrategia de los pueblos para enfrentar las
políticas individualistas de los liberales de la segunda mitad del siglo XIX
hacia sus bienes comunales, en particular el papel que tuvo el Poder Judi-
cial en el empeño desamortizador decimonónico. Me interesa analizar
tres juicios de amparo a los que recurrieron los vecinos de los pueblos en
su calidad de “individuos”, para evitar de alguna manera perder sus bie-
nes comunales. Escobar y Schryer señalan que las sociedades agrícolas re-
presentaron una clara alternativa para los pueblos en defensa de su espa-
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cio comunal.1 Mendoza señala que las sociedades agrarias se constituyeron
en parte para litigar y mostrar sus derechos de propiedad privada, en res-
puesta a la Ley de Desamortización que les quitó esta facultad.2
LA CONTINUIDAD DE LA ECONOMÍA LOCAL EN EL SUR DEL VALLE DE
TOLUCA
Buve señala que durante el porfiriato, muchos pueblos se vieron presionados
por sus tierras y sus recursos naturales en función del desarrollo de una “agri-
cultura audaz y creciente”.3 A finales del siglo XIX, ante la creciente demanda
internacional de materias primas, México reactivó su economía y en algunos
lugares hubo un notable auge de la agricultura comercial y de otras actividades,
como la minería y la industria.4 El proyecto liberal de la segunda mitad del siglo
XIX tendió a fomentar el desarrollo de la agricultura, a través de la creación de
pequeños propietarios, en detrimento de las corporaciones que mantenían el
uso colectivo de sus recursos productivos.
En lugares como Veracruz y Oaxaca, el motor de su economía giró en torno
a la producción de artículos comerciales, como la vainilla, el tabaco y el café.5 El
caso de Papantla, Veracruz, estudiado por Kourí, muestra una notable diferen-
cia en comparación con el sur del Valle de Toluca, debido a que en aquel lugar
se desarrolló el cultivo comercial de la vainilla, que alcanzó gran importancia
económica. Los habitantes de Papantla eran campesinos dispersos e indepen-
dientes, cuya actividad económica estaba orientada a la autosubsistencia. Hasta
1861, Papantla se caracterizó por ser una región aislada y su único medio de
producción agrícola fue el maíz, motivo por el que la vainilla resultó un cultivo
ideal. A partir de 1880, con el acelerado cultivo de la vainilla, se rompió el
aislamiento al posibilitar la apertura de la agricultura de Papantla a merca-
dos más amplios.6 Este auge agrícola explica que las mismas autoridades locales
impulsaran la desamortización, debido a que la tierra alcanzó un mayor valor.
Como resultado, se desató una fuerte competencia entre los vecinos por
1 Escobar y Schryer, “Las sociedades agrarias...”, p. 20.
2 Mendoza García, Poder político..., p. 326.
3 Buve, “Un paisaje lunar”, p. 127.
4 Guerra, México: del antiguo régimen..., p. 329.
5 Tutino señala que el café, el tabaco y el azúcar fueron los productos que estuvieron en primer
lugar en cuanto a las exportaciones durante el porfiriato. Tutino, De la insurrección..., p. 245.
6 Kourí, “Economía y comunidad”, p. 207.
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ampliar sus propiedades, sin que con ello se fomentara el fortalecimiento de las
haciendas, sino la consolidación de un sector campesino enriquecido. En Pa-
pantla, la privatización de las tierras de los pueblos se llevó a cabo con poca
resistencia, sin llegar al uso de la violencia colectiva.7
En 1890, en Oaxaca, la introducción del ferrocarril y el impulso de la agri-
cultura comercial permitieron la transformación agraria. Las tierras cercanas
a las líneas del ferrocarril incrementaron su valor. Gracias al auge del cultivo
del café como producto agrícola comercial, los campesinos se vieron en la
necesidad de solicitar la privatización de sus propiedades, para evitar que inte-
reses foráneos lograran la concentración de la propiedad. Así ocurrió en los
pueblos de Chilchota y Juchila.8 La distribución de la propiedad en Oaxaca fue
desigual, a raíz de que las tierras más fértiles con acceso al ferrocarril fueron
rápidamente desamortizadas, a diferencia de las menos fértiles y alejadas de
los puertos, es decir, la privatización de las tierras en Oaxaca se dio en las zo-
nas vinculadas con los intereses comerciales.9 En Cuicatlán, este fenómeno
de privatización se llevó a cabo hasta 1890, con la introducción del ferrocarril
y de los cultivos comerciales. En Oaxaca se invirtió un importante capital lo-
cal y extranjero, propiciando un aumento considerable en los cafetales e in-
genios de la región de la Cañada.10
En Tlalmanalco, Estado de México, se estableció en 1890 la fábrica San
Rafael, que significó una gran inversión de capital, motivo por el que se
presentó una respuesta distinta ante la aplicación de la Ley de Desamorti-
zación de los Bienes de las Corporaciones Civiles. Los propietarios de la
fábrica adquirieron los terrenos de las haciendas, así como el control de
los principales recursos de los pueblos.11 Esta utilización intensiva trastocó
el uso de los suelos, bosques y aguas, al modificar las relaciones entre los
recursos naturales y las unidades de producción. Uno de los bienes funda-
mentales fue la madera, que se empezó a explotar a gran escala: incluso el
gobierno estatal motivó a los pueblos y al Ayuntamiento a que arrendaran
este importante recurso para aumentar los fondos municipales.12 La intro-
ducción del ferrocarril en la zona tuvo gran impacto, ya que los propieta-
7 Ibid., p. 213.
8 Chassen, “¿Capitalismo o comunalismo?”, pp. 166-168.
9 Ibid., pp. 170 y 174.
10 Mendoza, “La desamortización”, pp. 199-200 y 209.
11 Huerta, “Transformación del paisaje”, p. 285.
12 Ibid., p. 289.
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rios de la fábrica lograron el control total de ese medio de transporte, para
movilizar su producción a los principales mercados.
Como se observa, en todos estos lugares puede vincularse la desamor-
tización con el auge e impulso de la agricultura comercial, la instalación
de fábricas y la presencia del ferrocarril. A diferencia de los espacios
anteriores, en Morelos, el fenómeno de acaparamiento y concentración
de los principales recursos fue anterior a la aplicación de la Ley de Des-
amortización de los bienes de las corporaciones civiles, en virtud de que
estos espacios ya habían consolidado su producción cerealera y azucare-
ra a finales del periodo colonial.13
En Sultepec la desamortización propició la aparición de pequeños pro-
pietarios, fenómeno en el que influyó el deficiente sistema de comunica-
ción en la zona. El escenario físico, compuesto de importantes elevaciones,
sí mantuvo aislada a la localidad. Schenk destaca que Sultepec se caracteri-
zaba por la dificultad de sus comunicaciones internas, así como por estar
limitado en sus contactos con los Valles Centrales. Para trasladarse a la
ciudad de Toluca, se debía viajar a lomo de mula y el recorrido duraba por
lo menos tres días. La comunicación directa con Toluca sólo se logró hasta
el siglo XX.14 Estos elementos motivaron al fortalecimiento de una econo-
mía regional y la creación de pequeños propietarios, quienes se beneficia-
ron con las medidas desamortizadoras.
En los pueblos ubicados en el sur del Valle de Toluca, en particular los que se
encontraban en los municipios de Toluca, Tenango, Lerma y Ocoyoacac, la des-
amortización fue muy distinta. A pesar de la ubicación de estos municipios, tan
favorable a la circulación mercantil, este proceso de transformación de la eco-
nomía no fue tan significativo.15 Destacan por lo menos cuatro variables: la
primera se refiere a la falta de una oligarquía poderosa que invirtiera en el valle;
la segunda, la fuerte presencia indígena que continuaba con el usufructo
13 Ávila, Los orígenes, pp. 43-44; Warman, Y venimos a contradecir, pp. 53-54; Anaya, Rebelión
y revolución, pp. 65, 101 y 106. A diferencia de esta concentración de la tierra practicada por los
hacendados en Morelos y Chalco, Menegus señala que los pueblos ubicados en el actual muni-
cipio de Ocoyoacac se resistieron a la concentración de las tierras que pretendieron ejercer los
hacendados durante el periodo colonial, antes bien conocieron bien el derecho indiano que les
permitía continuar con el usufructo de sus tierras comunales y sólo perdieron una mínima parte
de sus tierras. Menegus, “Ocoyoacac: antología...”, 2.
14 Schenk, “La desamortización”, p. 10.
15 Albores, “La producción lacustre”, p. 22; Camacho, “Agua y liberalismo”, pp. 21-26 y
“Proyectos hidráulicos”, pp. 233-238.
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comunal de la mayor parte de sus recursos.16 Además, como tercer factor,
está el débil desarrollo de una agricultura comercial, lo que tiene que ver
con la tradición lacustre de la zona y el intercambio entre los pueblos de
productos agrícolas, de montaña y lacustres para complementar su dieta.
Una cuarta y última variable explica el relativo estancamiento de la econo-
mía local se relaciona con la introducción del ferrocarril, debido a que
amplió las posibilidades de abastecer a los grandes centros urbanos con pro-
ductos de haciendas más lejanas, es decir, hubo un aumento general en la
competencia.17
Los pueblos ubicados en los municipios antes señalados, distaban de ser
zonas aisladas, pues formaban parte de un importante paso comercial entre
la ciudad de México y Toluca. Además del camino carretero, desde 1870 co-
menzaron las iniciativas estatales para tender las vías del ferrocarril México-
Toluca, hecho que motivó una explotación más intensiva de las maderas en la
zona. Kuntz considera que el Ferrocarril Nacional Mexicano fue el que ma-
yor impacto tuvo en la entidad, tocaba los puntos de Lerma, Salazar, Jajalpa y
Toluca. Su carga estaba compuesta de la siguiente manera: 60 por ciento en
materiales de construcción, 20 por ciento de productos agrícolas y 12 por
ciento de artículos manufacturados.18 Es evidente que la producción agrícola
transportada en el FNM era ínfima en comparación con los productos foresta-
les. Las estaciones de Lerma, Jajalpa y Salazar cargaban el 42.5 por ciento
del total de productos forestales, 3.2 por ciento de cereales y 19.5 por cien-
to de otros productos agrícolas. Es posible suponer, como señala Kuntz,
que el grueso de la producción agrícola se consumiera en los sitios de pro-
ducción o se comercializara en las poblaciones cercanas, es decir, en los
mercados tradicionales de Santiago Tianguistenco, Capulhuac y Ocoyoa-
cac (véase el cuadro 1).19
16 Vale la pena señalar que los pueblos de Chalco-Amecameca y los de Morelos contaban con una fuerte
estructura comunal, sin embargo, la presencia de hacendados poderosos y acaparadores de los principales re-
cursos fueron una constante. La concentración de la tierra tuvo mayor impulso con la aplicación de la legislación
liberal decimonónica. Además, los hacendados dedicaron estos espacios al desarrollo de una fuerte agricultura
comercial basada en la producción de cereales en Chalco y de azúcar en Morelos. La concentración de la tierra
propició una participación distinta de los vecinos en el movimiento armado de 1910 y en el proceso de reforma
agraria. Tortolero, “Los usos del agua”, p. 230; Anaya, Rebelión y revolución, p. 49; Warman, Y venimos...
17 Tutino, De la insurrección..., p. 242.
18 Kuntz, “Los ferrocarriles...”, p. 281.
19 Ibid., p. 286.
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En los pueblos del sur del Valle de Toluca, se aprecia, entonces, una tenden-
cia a la reproducción de mercados locales, debido a la ausencia de un cul-
tivo comercial que posibilitara el auge y desarrollo agrícola, como el que
se observó en Veracruz, Morelos y Oaxaca. En estos lugares se presentó una
rápida desamortización de los bienes comunales, debido a este auge agrí-
cola. Asimismo, como lo señala Tutino, el impacto del ferrocarril en la
zona central no fue tal, debido a que abrió la posibilidad de que los centros
urbanos se abastecieran de espacios productivos más lejanos.20 Albores
indica que no fue sino hasta después de 1950, con la industrialización y el
abasto de agua a la ciudad de México, cuando las actividades primarias
CUADRO 1
COMPOSICIÓN DE LA CARGA EN EL ESTADO DE MÉXICO:
FERROCARRIL NACIONAL, 1894
Estaciones Materiales Productos Cereales Otros Mercancías
construcción forestales agrícolas diversas
Tlalnepantla  6 996  645  12  11  72
Lechería  6 990  17  6  6  30
Cuautitlán  90  78  299  165  698
Teoloyucan  163  328 1 487  9  64
Huehuetoca  1 247  4 061  70  57  28
Naucalpan 14 601  26  140  60  175
Río Hondo  605  33  0  0  363
Dos Ríos  2 325  803  0  37  20
Salazar  10 15 785  0  3  4
Jajalpa  0  5 654  30  3  34
Lerma  2  8 964  215  551  141
Toluca  86  9 101 2 547 1 902 4 081
Palmillas  0  0  84  0  0
Del Río  0  0  70  1  .5
Ixtlahuaca  0 11 392 1 792  6  53
Flor de María  4  7 943  495  16  80
Bassoco  24  4 258  342  18  6
Tultenango  12  2 469  118  3  41
Suma 33 154 71 557 7 677 2 848 5 890
 Porcentaje total  24.5  52.9  5.7  2.1  4.3
FUENTE: Kuntz, “Los ferrocarriles...”, p. 280.
20 Tutino, De la insurrección..., p. 242.
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fueron desplazadas y la inversión capitalista generó una gran transforma-
ción económica en el valle, así como una transformación ambiental.21
En este sentido, el sur del Valle de Toluca presenta rasgos distintos, ya
que su economía básicamente estuvo encaminada al desarrollo de activi-
dades lacustres, agrícolas, ganaderas y en la extracción de carbón para
mercados locales. No hubo grandes empresas ni cultivos comerciales, pero,
en cambio, estaba presente su tradición lacustre ancestral. Si bien es cierto
que en 1871 se tuvo la intención de desecar las grandes áreas de laguna para
el desarrollo de la agricultura comercial,22 y en 1907 se persiguió el mismo
objetivo, pero ahora con la finalidad de utilizar sus aguas para generar
energía eléctrica,23 ambas iniciativas fracasaron, pues los pueblos se mos-
traron reacios ante los cambios que implicaba transformar su modo de
vida.
Para fundamentar el atraso agrícola en los pueblos ubicados en el sur
del Valle de Toluca, veamos el caso del trigo. Este cereal, a pesar de ser un
cultivo comercial, no tuvo el impacto que había ganado en otras zonas,
como Atlixco. Para ello hay que analizar la producción de trigo en el Dis-
trito de Lerma, que involucra a varios pueblos del sur del Valle de Toluca.
En relación con los otros cultivos, ocupaba el último lugar en la produc-
ción total agrícola de dicho distrito, y en ocasiones ni siquiera se conside-
raba en la información estadística sobre producción agrícola anual. Los
distritos con un alto rendimiento en su producción de cereales eran, por
orden de producción, Chalco, Toluca, Tenancingo, Valle de Bravo,
Ixtlahuaca, Jilotepec, Tenango y Texcoco.24 Las estadísticas disponibles
confirman el argumento relacionado con la continuidad de la economía
local. En el cuadro 2 se presenta la producción de maíz, trigo y frijol del
Distrito de Lerma, así como la producción total del Estado de México.25
En el cuadro 2 no se observa un incremento considerable en la produc-
ción de frijol, maíz y trigo en relación con la producción total del Estado
de México. Sólo resalta la producción de maíz en 1898, pues alcanzó el
mayor porcentaje (34) en producción en relación con lo que obtuvieron
21 Albores, “La producción lacustre”, p. 230.
22 Camacho, “Proyectos hidráulicos”, caps. 4 y 5.
23 Ibid., pp. 247-271.
24 Tortolero, “La estructura agraria”, p. 167.
25 Los datos estadísticos deben tomarse cuidadosamente, debido a que en 1898 se registró una
producción muy alta de 1 256 842, mientras que en 1899 hubo una fuerte caída de 149 282
kilogramos, factor que hace poco confiable la información estadística.
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CUADRO 2
PORCENTAJE DE LA PRODUCCIÓN AGRÍCOLA DEL DISTRITO DE LERMA
RESPECTO DE LA PRODUCCIÓN TOTAL DEL ESTADO DE MÉXICO 1878-1911
Productos 1879* 1898 1899 1900 1901 1902 1911
Alfalfa 29 150
(3.5)





Cebada 22 873 37 893 64 005 58 200 3 625 2 680 331 661
(4) (3.4) (6) (5) (7.4) (7.6) (2)
Frijol 560 15 980 400 60 159
(7.8) (7.1) (7.4) (7.1) (.7)
Haba 5 375 180 591 4 993 5 815 2 410 800 3 113





Maíz 274 120 1 256 842 149 282 142 500 108 482 110 000 57 958
(16) (34) (4.9) (5.5) (5.4) (5.7) (4)
Paja 235 537
(41.3)
Papa 80 6 895 19 910 11 749
(7.4) (1.2) (12.2) (1.9)
Pulque 113 550
(5.6)
Trigo 11 826 1 136 444 559 000 429 400 259 750 301 670
(5.2) (5) (1.7) (2) (1.7) (1.4)
Zacate 5 148 680
(47)
FUENTE: * Miño Grijalva y Téllez González, Estadísticas, pp. 311-312. Los años de 1898, 1899,
1900, 1901, 1902 y 1911 se obtuvieron de Concentración de los datos estadísticos del Estado de México,
1898, 1899, 1900, 1901, 1902 y 1911, respectivamente.
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los otros distritos. Sin embargo, en años posteriores, la producción local pre-
sentó una fuerte caída. El Distrito de Lerma muestra la participación más baja
en cuanto a su producción agrícola. Sólo por citar un ejemplo, en 1899, regis-
tró 4.9 por ciento en maíz, mientras que Jilotepec contaba con 33 por ciento
de la producción de maíz de todo el estado. En el cuadro 3 se observa este
estancamiento agrícola del Distrito de Lerma en el caso del trigo, en compara-
ción con otras economías más dinámicas, como Chalco, Ixtlahuaca y Jilotepec,
que presentaron un alto rendimiento en su producción. En 1899, Chalco,
Ixtlahuaca y Jilotepec registraban el 56 por ciento de la producción total de
trigo en el Estado de México.
Otro aspecto que permite corroborar la continuidad económica en
la zona se relaciona con la ausencia de hacendados industriosos y con la
poca visión para desarrollar una agricultura comercial. Sólo uno, Isido-
ro de la Torre, dueño de la hacienda de San Nicolás Peralta, se caracterizó
por ser un empresario innovador y dinámico. Entre 1855 y 1881, éste ad-
quirió varias fincas rústicas: en Yautepec, las haciendas de San Nicolás Bo-
rromeo, San José Cocoyoc y San Nicolás Pantitlán. En Ixtlahuaca, las ha-
CUADRO 3
PORCENTAJE DE PRODUCCIÓN DE TRIGO EN KILOGRAMOS
Distrito 1898 1899 1900 1911
Chalco 2 386 710 2 481 450 2 518 834 4 974 724
(15) (11) (8) (23)
Ixtlahuaca 3 240 200 5 631 989 2 040 160 2 272 208
(20) (25) (6) (11)
Jilotepec  613 639 4 485 489 7 789 120  782 304
(4) (20) (24) (3.6)
Lerma  286 040 1 136 444  559 000  301 670
(1.8) (5) (1.7) (1.4)
Total de
producción 15 972 079 22 494 336 32 350 385 21 189 012
en el Estado 100 100 100 100
de México
FUENTE: Concentración de los datos estadísticos del Estado de México, 1898, 1899, 1900 y 1911,
respectivamente.
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ciendas San Pedro Nose, San José del Río, Tepetitlán y Enyege. Huerta seña-
la que las haciendas azucareras eran las más atractivas para Isidoro de la
Torre, pero se hallaban en el valle de Morelos. Las haciendas ubicadas en
Yautepec producían básicamente azúcar, miel y aguardiente, y las de Ixtl-
ahuaca eran productoras de trigo. Después de 1881, las haciendas de San
Carlos y Santiago Tenextepango se convirtieron en las unidades agrícolas
modelo por la introducción de maquinaria moderna. No ocurrió lo mismo
con la hacienda de San Nicolás Peralta, ubicada en el municipio de Lerma,
donde se producía maíz y se criaba ganado, sin experimentar grandes inno-
vaciones para impulsar su desarrollo agrícola.26 Durante el porfiriato, los
hijos de Isidoro de la Torre consolidaron su posición de hacendados podero-
sos, pero sólo en la zona azucarera de Morelos.27 Para comprobar esta hipóte-
sis de baja producción agrícola en las haciendas ubicadas en la zona de estudio,
veamos su producción en varias del Estado de México, a finales del siglo XIX. En
el cuadro 4, se observa que, a pesar de que la hacienda de San Nicolás
Peralta registra una extensión mayor que otras propiedades, es la que cuen-
ta con la más baja producción agrícola.
CUADRO 4
HACIENDAS DEL ESTADO DE MÉXICO CON ALTA PRODUCTIVIDAD AGRÍCOLA
1889-1893 (CARGAS)
Distrito Haciendas Extensión Maíz Trigo Cebada Número de Salario
en hectáreas trabajadores
Cuautitlán Jalpa 4 558 3 000 70 600 50 18
Chalco El Moral 1 290 4 000 200 300 50 31
Ixtlahuaca Enyeje 12 803 2 000 2 000 200 160 12 a 18
Ixtlahuaca Solís 14 362 6 800 3 150 180 340 12 a 18
Texcoco Tepexpan 1 376 2 461 800 2 000 25 25
Tenango Veladero 3 956 1 000 7 000 1 000 149 25
Tenancingo Tenería 3 440 1 000 4 000 120 18
Toluca La Gavia 64 500 2 000 1 500 2 000 250 12
Toluca Hda. del Río 2 580 800 200 80 12 a 18
Lerma* San Nicolás 5 391 100 20 150
Peralta
FUENTE: Anaya Pérez, Rebelión y revolución, p. 51. * Los datos que registra el Distrito de Lerma
se obtuvieron de Miño Grijalva y Téllez González, Estadísticas, p. 259.
26 Huerta, “Isidoro de la Torre”, pp. 175, 178 y 181.
27 Ibid., p. 186.
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Aunado a todo ello, debemos considerar los fenómenos naturales que
frecuentemente ocasionaban la pérdida de las cosechas, como las heladas,
sequías o inundaciones. López Rosado señala que al iniciar el régimen
porfirista, la producción de maíz había sido de 2.7 millones de toneladas,
sin embargo, esta producción descendió continuamente debido a las ad-
versas condiciones climáticas, por lo que en 1894 sólo se registraron 1.4
millones de toneladas.28 En 1896, los presidentes de los municipios del Dis-
trito de Lerma hacían las siguientes declaraciones:
Las heladas de los días 15 y 16 del mes pasado destruyeron las dos terceras
partes de las cosechas y la otra tercera no está lo desarrollada que debiera
estar [...] Las heladas antes citadas no causaron daños de consideración en
la cosechas y se perderá una gran parte por la escasez de lluvia [...]. En la
parte baja, las cosechas fueron destruidas completamente por las heladas y
en la parte alta con la sequía sólo el trigo se cultivó [...]. En resumen, las
cosechas en el distrito tienen malas perspectivas, pero pueden componerse
algo en algunos lugares con las lluvias.29
Al parecer, las heladas afectaban enormemente las cosechas en el Valle de
Toluca, pues en 1909, Ramón Corral, secretario de Gobernación, señaló
que debido a los males que ocasionaron las heladas a las cosechas, se decre-
tó eximir al maíz de los derechos de importación. Rafael M. Hidalgo, se-
cretario del Gobierno del Estado de México, indicó que los lugares que
presentaron enormes estragos con las heladas fueron los distritos de
Jilotepec, Otumba, Texcoco, Ixtlahuca, El Oro, Tlalnepantla, Chalco,
Cuautitlán, Zumpango, Lerma, Toluca y Tenango. Asimismo, los distritos
menos afectados estaban ubicados en el suroeste: Tenancingo, Sultepec,
Temascaltepec y Valle de Bravo.30 El presidente municipal de Lerma argu-
mentó que, debido “al mal tiempo en los meses de cultivo, las cosechas
fueron considerablemente menores que en otros años”.31
28 López, Historia del abasto, p. 169.
29 Informe del jefe político del Distrito de Lerma, dirigido al secretario general del Superior
Gobierno, 9 de julio de 1896. AHML, Estadística, vol. 12, 1896.
30 Informe de Rafael M. Hidalgo dirigido a Manuel Araoz vocal de la Junta Proveedora de
Cereales 23 de diciembre de 1909. AGN, Gobernación, s/s, caja 830, exp. 8.
31 Informe del presidente municipal de Lerma José Calixto Ortega, AHML, Estadística, vol. 17,
1909.
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En suma, no hubo un producto agrícola comercial que propiciara grandes
cambios en la economía local. La explotación forestal fue la que adquirió mayor
fuerza en las partes altas del valle. La introducción del ferrocarril fomentó una
mayor explotación de los bosques. Esta actividad experimentó un gran impul-
so, sobre todo a finales del siglo XIX, lo que posibilitó la comercialización de las
maderas hacia otros mercados, así como para la construcción de las vías fé-
rreas.32 Los productos forestales que se cargaban en la estación de Salazar, Jajalpa
y Lerma eran representativos (véase el cuadro 1). Quizá este recurso fue el que
mayor impacto tuvo en la zona. Hasta ahora se desconoce adónde se llevaba la
producción de madera, pero, al parecer, se dirigía a la ciudad de México. En
algunos documentos aparecen licencias a particulares, sin embargo, en otras
ocasiones se indica que son los vecinos los que hacen esa excesiva explotación
de los bosques para posteriormente vender la madera en la estación del Llano de
Salazar, tal era el caso de los vecinos de Atlapulco y San Miguel Almaya.33 Asi-
mismo, hay varias solicitudes de contratistas para explotar los bosques de
Atlapulco, Coapanoaya y Tepexoxuca.34
LAS SOCIEDADES AGRÍCOLAS EN LOS PUEBLOS DEL SUR
DEL VALLE DE TOLUCA Y LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA
Una vez que se analizó la economía de la zona en cuestión, corresponde ver
la estrategia adoptada por los pueblos a través de las sociedades agrícolas
para contrarrestar los posibles efectos negativos que tuviera la aplicación
de la Ley de Desamortización de los Bienes de las Corporaciones Civiles
tendiente a fomentar la individualización de la propiedad; así como anali-
zar los juicios de amparo a los que recurrieron dichas sociedades. Escobar
es uno de los autores que más trabaja los condueñazgos o las sociedades
agrícolas en el siglo XIX en las Huastecas. Señala que estas sociedades agra-
rias fueron una alternativa viable para conservar en manos de los indíge-
nas sus bienes comunales heredados del periodo colonial.35 A partir de la
32 Sesión de cabildo, Alejo Quezada presidente municipal, 15 de mayo de 1902. AMO, Actas de
cabildo, vol. 3, 1901-1902, f. 65v.
33 Sesión de cabildo, Bartolo Fonseca presidente municipal, 6 de agosto de 1896. AHML, Actas
de cabildo, vol. 3, 1896, f. 40.
34 Sesión de cabildo, José Romero presidente municipal 19 de marzo de 1903. AMO, Actas de
cabildo, vol. 3, 1902-1903, f. 52.
35 Escobar Ohmstede, “¿Qué sucedió?, p. 164.
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creación de estas sociedades se logró entablar negociaciones y alianzas con
los miembros de los grupos en el poder, así como con el gobierno estatal y
nacional. Su formación se justificaba como un claro afán de los pueblos
por controlar el acceso a los derechos de propiedad. Incluso cuando acu-
dían al amparo ante el Juez de Distrito, enfatizaban que se estaban violando
sus garantías individuales cuando se desconocía la personalidad jurídica
como encargado o apoderado de los individuos que representaba a una
determinada sociedad agrícola.36 En el discurso que manejaban en la solici-
tud de amparo, siempre se dirigen como individuos, tratando de evitar a
toda costa el término de corporación, pues de lo que se trataba era de entrar
al juego de la individualidad, propuesta por los liberales de la segunda mitad
del siglo XIX. Además, señalaban en la solicitud de amparo que la SCJN había
resuelto múltiples ejecutorias relativas a que “los indígenas que antes eran
corporaciones, hoy son individualmente propietarios de los terrenos que les
pertenecieron pro-indiviso”, de manera satisfactoria.
Cabe aclarar que se presentan algunas solicitudes de juicios de ampa-
ro de sociedades agrarias ubicadas en los pueblos del sur del Valle de
Toluca. Estas sociedades relacionadas con la respuesta que manifestaron
los vecinos a las iniciativas desamortizadoras de los liberales del siglo XIX.
Hace falta una revisión más detallada de los valiosos documentos judi-
ciales que resguarda la Casa de la Cultura Jurídica de la Suprema Corte
de Justicia de la Nación, en Toluca. También resulta importante aclarar
que los pueblos aquí examinados se clasificaban en tres pisos ecológicos:
laguna, planicie y montaña.
La Ley del 25 de junio de 1856 o mejor conocida como la Ley de Des-
amortización de los Bienes de las Corporaciones Civiles y Eclesiásticas,
intentó fomentar la propiedad individual, en perjuicio de los bienes de las
corporaciones colectivas. La idea consistió en poner en circulación una
gran cantidad de tierra considerada por los liberales de esa época como
improductiva. Sobre estas iniciativas, la historiografía tradicional, en par-
ticular de los bienes de las corporaciones civiles, ha señalado un despojo
masivo de las tierras y demás recursos de los pueblos. Sin embargo, auto-
res como Kourí han insistido en proponer que los estudios sobre desamor-
tización no explican claramente “cómo, dónde, cuándo y por qué (o por
36 “Francisco Biviano y socios contra el juez primero de letras de esta ciudad”, AHCCJ-SCJN/EM/1JDT/A/Pn/
1882, exp. 56.
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qué no) se fraccionaron las tierras de los pueblos”.37 Sugiere analizar qué tierras
se consideraron en la desamortización, es decir, si se trataba de las tierras de
común repartimiento, los propios, los ejidos o el fundo legal.38 Esto no es para
nada una singularidad mexicana. En Perú se observó una gran diversidad de
resultados obtenidos por los pueblos indios, en relación con los proyectos libe-
rales. Estos pueblos tuvieron una participación directa en los debates políticos
nacionales, lo que les permitió lograr con éxito su autonomía frente a los gru-
pos de poder. La intervención de las comunidades del Altiplano boliviano, a
finales del siglo XIX en la vida política del país, fue más consciente y activa, con el
objeto de conservar una posición socioeconómica mediante la alternancia de
las negociaciones y los enfrentamientos. Los actores colectivos en los Andes
se oponían a todo lo que les parecía que perjudicaba “su estatuto, sus bie-
nes y su visión del mundo”.39
En este sentido, cabe señalar que destacan dos respuestas en torno al proyecto
liberal desamortizador en los pueblos del sur del Valle de Toluca: en primer lugar,
que no resultaron despojados de sus bienes comunales en virtud de la situación
económica que existía en la zona, ya expuesta en el primer apartado; en segundo,
que los pueblos enfrentaban serios conflictos entre sí por tener el control de sus
recursos, sobre todo porque se trataba de pueblos no homogéneos, por lo tanto, al
interior existía un grupo de pudientes o caciques que comenzaron a acaparar las
tierras. Los pueblos, al ver amenazados sus bienes comunales, pusieron en prácti-
ca ciertas estrategias que les permitieran continuar con el usufructo colectivo de
sus bienes comunales. Una de estas estrategias fue la creación de las sociedades
37 Kourí, “Economía y comunidad”, p. 201. Este autor coincide con Friedrich Katz, quien
señala que los beneficiados con las expropiaciones de las tierras de los pueblos no eran los
hacendados, sino más bien grupos de campesinos pudientes, usureros pueblerinos y caciques
locales. Katz citado en Kourí, “Economía y comunidad”, p. 203.
38 En España, muchos bienes comunales siguieron en manos de los pueblos, a pesar de que la
privatización de algunos de ellos había sido una constante a principios del siglo XIX y se reforzó en
1855 con la Ley de Desamortización General, debido a que la ley especificaba que quedaban
exceptuados los terrenos de aprovechamiento común si el ayuntamiento demostraba que los terre-
nos no habían sido arrendados. Además se excluían las dehesas boyales destinadas al pastoreo, así
como los montes y bosques. Sobre estos últimos, el gobierno español consideró que debían perma-
necer en manos públicas. En 1926, ya finalizado el proceso de desamortización, más de 6 800 000
hectáreas seguían siendo bienes comunales. Iriarte, “La desamortización civil”, p. 51, y “La perviven-
cia”, p. 115.
39 Démelas, “Estado”, pp. 347-378.
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agrarias, las cuales les permitían, al mismo tiempo, alejar la injerencia que
tenían las autoridades locales en el manejo de sus recursos.40
Los litigios en la zona de montaña tenían que ver con el interés de los
vecinos por dejar fuera a las autoridades locales. Sin duda, los conflictos
más intensos se desarrollaron en el municipio de Ocoyoacac. Los pueblos
del municipio de Ocoyoacac se caracterizaban por ser sumamente hermé-
ticos, y trataron de conservar sus recursos sólo en beneficio de los hijos del
pueblo.41 Muchos de los litigios habidos en este piso ecológico se remonta-
ban al periodo colonial. La legislación decimonónica, tendiente a fomen-
tar la propiedad privada de la tierra, les dio nuevo impulso.
Los recursos que tardaron en desamortizarse o que enfrentaron mayores
obstáculos fueron los de laguna y montaña. Para contrarrestar las medidas
desamortizadoras, e incluso para dejar fuera al Ayuntamiento de la injeren-
cia que tenía sobre los recursos productivos de los pueblos, algunos vecinos
constituyeron sociedades agrarias. La creación de estas sociedades fue tam-
bién una respuesta de los pueblos para no perder su posición dentro de la
organización de éstos. Estas sociedades quisieron conservar la propiedad,
bajo el supuesto de que se dividían los bienes comunes entre todos los inte-
grantes de la sociedad agrícola, sin dejar, por supuesto, su carácter comunal.
En 1882, los pueblos de Tepexoyuca y Acazulco, al enfrentarse con los veci-
nos de Coapanoaya y Atlapulco por la propiedad del monte ubicado en el
municipio de Ocoyoacac, se valieron de esta figura. Los dos primeros señala-
ban que tenían la posesión del monte desde el periodo colonial; sin embargo,
los vecinos de Coapanoaya y Atlapulco habían usurpado su derecho a esa propie-
dad. Este monte, indicaban los vecinos de Tepexoyuca y Acazulco, entraba en la
categoría de bienes de común repartimiento. En este sentido, deseaban la divi-
sión y adjudicación con base en la formación de una sociedad agrícola,
cuya creación no implicó la pérdida del usufructo colectivo. A la hora de
40 Aunque hay estudios en los que se llega a conclusiones distintas, pues mientras Escobar señala que en la
zona de las huastecas las sociedades agrícolas o condueñazgos eliminaron la injerencia del gobierno municipal
en la organización de las sociedades, Mendoza apunta que en Oaxaca sucedió lo contrario, ya que la sociedad se
mezcló con la institución municipal, motivo por el que los pueblos se pudieron reestructurar tanto territorial,
como políticamente. Mendoza, Poder político, p. 327. En la zona de este estudio al parecer también se trató de
eliminar la injerencia de las autoridades tanto locales como estatales. Aunque de estas últimas no fue posible
como se verá en la sociedad agrícola de Jalatlaco.
41 Un ejidatario del pueblo de Tepexoyuca me comentaba que los vecinos de los pueblos de Acazulco y
Atlapulco continúan con el sentido de vecindad y de ser hijos del pueblo muy arraigado, pues sus bienes comu-
nales deben continuar en manos de los vecinos, es decir, se reúnen en asamblea para aprobar la cesión de derechos
pero ésta debe ser sólo para los hijos del pueblo. Entrevista a Emilio Corona Reyes, 19 de febrero de 2004.
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su dotación ejidal, esta misma escritura la utilizaron los vecinos de Te-
pexoyuca y Acazulco para lograr que las autoridades agrarias les recono-
cieran y confirmaran sus bienes comunales.
En la formación de esta sociedad en 1882, resaltan algunos puntos rela-
tivos a la intención de continuar con el usufructo colectivo de una parte de
los montes. Por ejemplo, se estableció que:
Todo terreno de cultivo o con aptitud de ser cultivado y especulado, se dividi-
rá en lotes para cada uno de los socios, cuyas fracciones son vendibles y
entrarán al comercio común. El uso de las aguas, pastos y montes que expre-
sen los títulos de propiedad respectivos, son y serán de uso común para los
nombrados socios, quienes pueden destinar la madera para combustión o
construcción.42
En esta cita hay una distinción importante. El terreno de cultivo o con posi-
bilidades de ser cultivado podía venderse entre los mismos socios, pero el uso
de las aguas, montes y pastos continuaría siendo de uso común entre ellos.
En esta sociedad no aparece ningún vecino considerado como cacique o
pudiente del pueblo. Las sociedades formadas en estos pueblos tenían la
intención de aparentar una división de los terrenos de uso común. También
se formaron para dejar fuera a las autoridades municipal y estatal. Los indi-
viduos, al recurrir al amparo ante la SCJN intentaban que su sociedad fuera
reconocida por las autoridades, y así los individuos podían evitar que sus
bienes fueran desamortizados, pues a través de las sociedades lograban con-
servar el carácter comunal de sus bienes, en virtud de que las sociedades
implicaban la supuesta división entre los individuos que conformaban la
sociedad para entrar al juego de la individualización de la propiedad. Al
mismo tiempo, lograban el desplazamiento de la autoridad local, en cuanto
al dominio territorial que desempeñaba en la organización de los pueblos.
Es muy claro el testimonio de la sociedad agrícola que se formó en 1882, en el
pueblo de San Pedro Totoltepec, la cual estableció la eliminación del Ayunta-
miento de toda injerencia en los bienes de la sociedad agrícola. En una de sus
bases, se estableció lo siguiente:
42 Sociedad Agrícola, poder conferido a sus representantes, otorgada por los vecinos de los
pueblos de Tepexoyuca y Acazulco, 28 de octubre de 1882. AGNEM, vol. 2, notario Jesús María
Hernández, f. 83v.
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Con el objeto de adquirir y poner en explotación los terrenos conocidos con
el nombre de común repartimiento y que conforme a la ley de 25 de julio de
1856 sobre desamortización [...] han convenido, en formar una sociedad
agrícola bajo las bases siguientes: sin intervención de la autoridad municipal
y con arreglo a lo prevenido en su artículo 27 de la Constitución Federal de
1857.43
Esta sociedad estuvo conformada por 428 socios, quienes aseguraban que
deseaban poner en explotación los terrenos de común repartimiento,
motivo por el cual querían hacer efectiva la aplicación de la Ley del 25 de
junio de 1856, a través de la formación de sociedades agrarias. Se aprecia
su aceptación a la legislación liberal, la que se suponía implicaba el dete-
rioro de los bienes de los pueblos como corporación, de ahí las virtudes de
las sociedades agrarias que permitían la permanencia del bien, en benefi-
cio de todos los socios vecinos del pueblo. Trece fueron las bases que se
establecieron para la conformación de esa sociedad, destacan varias, rela-
cionadas con la salvaguarda de sus bienes comunes, así como las que dejan
fuera a las autoridades locales del manejo de sus bienes comunes. En la
defensa del representante del pueblo de San Pedro Totoltepec, resaltan
puntos importantes relativos a la lentitud de la división de los bienes entre
los vecinos del pueblo. El 15 de septiembre de 1882, Francisco Biviano,
socio y representante jurídico de la sociedad agrícola formada por los
vecinos de San Pedro Totoltepec y Barrio de La Concepción, indicaba que
los integrantes de la sociedad que representaba, no habían logrado dividir
los terrenos que por mercedes adquiririeron los vecinos en épocas pasadas.
Daba dos razones: la confusión de límites y los conflictos por los linderos con
los hacendados. Lo primero no permitía, según el representante de esta so-
ciedad, fijar adecuadamente la extensión del terreno que se debía repartir a
cada socio. Este hecho sólo favorecía a los hacendados quienes usurpaban
los bienes de los pueblos. Otro argumento importante rescatable del discur-
so del representante de la sociedad es el referente al papel del municipio. Los
municipios habían quedado imposibilitados para adquirir o administrar
(según se señala); bienes raíces, de acuerdo con el artículo 27 de la Constitu-
43 “Testimonio de la escritura de sociedad agrícola, otorgada a los vecinos del pueblo de San
Pedro Totoltepec, 2 de septiembre de 1882”, AHCCJT-SCJN/EM/1JDT/A/Pn/1882/exp. 56/ f.5.
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ción. Además, se indica que no se estableció en la Ley del 25 de junio de 1856
ni en la circular del 9 de octubre de 1856 que los
bienes que fueron de comunidad de indígenas ni han entrado al dominio
de la nación ni quedado sin dueño, para que pudieran adquirirlos los
hacendados como res nulius, sin que baste a estos para apoyar sus dere-
chos de propiedad y posesión la simple información testimonial supuesto
que la única prueba, tratándose de dichos terrenos es el título expedido por
la autoridad política según se previene en la circular suprema de 9 de octu-
bre de 1856, pues la prohibición del pacto federal se limitó a impedir la
amortización de esos bienes garantizando en la primera parte del artículo
27 de la propieidad a favor de los indígenas individualmente considerados
porque la legislación de reforma no quitó la propiedad de las tierras men-
cionadas a los indígenas sino que por el contrario los preservó de denuncias
y adjudicaciones, dejando propietaria a esta desgraciada clase que fue su-
brogada en lugar de las corporaciones civiles. 44
Es importante el alegato del representante de la sociedad, en defensa de los
bienes de las “comunidades indígenas”, como las llaman, en virtud de que
rescata un asunto contundente, vinculado con la propiedad como indivi-
duos particulares. Ahora bien, defendía el representante que no se había
llevado a cabo la división de los terrenos por la confusión de linderos en la
zona y la usurpación de terrenos en los que habían incurrido algunos ha-
cendados. Esta confusión en los linderos no permitía reconocer la superfi-
cie de terreno que los socios debían repartirse, ésa era su principal defensa.
En este amparo, también se alegaba que los terrenos no habían sido adju-
dicados a los integrantes de la sociedad agrícola, además de que Francisco
Biviano no había comprobado su personalidad jurídica. De esta manera,
el Juez de Distrito indicó que, como los terrenos en cuestión no pertene-
cían a los “socios particulares” y sí al “pueblo en su común”, entonces los
terrenos son de un pueblo y no de una sociedad. En este sentido, no cu-
brían los requisitos mínimos de la Ley de Desamortización que proponía
la propiedad individual, en virtud de que continuaban los bienes en térmi-
nos de la corporación. A pesar del anterior argumento, el Juez de Distrito
Interino, Vicente Rodríguez Miramón, amparó a los quejosos. Sin embar-
44 “Amparo promovido por Francisco Biviano y socios contra el juez primero de letras de esta
ciudad, 15 de septiembre de 1882”, AHCCJT-SCJN/EM/1JDT/A/Pn/1882/exp. 56/ f.8.
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go, el 13 de agosto de 1883, la SCJN resolvió no amparar a los quejosos, en
virtud de que la sociedad no se había conformado de acuerdo con lo que
establecía la ley.
El anterior fue el caso de una sociedad agrícola que se quiso conformar
en el piso ecológico de laguna o planicie. Veamos ahora la montaña. Los
pueblos ubicados en las partes altas del sur del Valle de Toluca dependían
de la explotación de sus montes para uso doméstico, así como de los bene-
ficios industriales que les brindaba la raíz de zacatón y madera, en virtud
de que contaban con reducidas parcelas para el cultivo. Al finalizar el
siglo XIX, se generó una gran explotación de los bosques en esta zona, mo-
tivada por la construcción del ferrocarril que se dirigía de Toluca a la
ciudad de México. Se tiene noticia de algunos contratistas de la ciudad de
México que se aprovechaban de las maderas de esta zona. Por ejemplo, en
1897, el gobernador Villada informó sobre el arrendamiento que se le
había concedido a Fernando Zepeda para la explotación del monte del
pueblo de Atlapulco, municipio de Ocoyoacac. El ingreso que obtenía la
hacienda municipal era de cincuenta pesos mensuales, suma que debía
utilizarse para las mejoras materiales del pueblo.45 En 1896, Rufino Angu-
lo solicitó la explotación de la raíz de zacatón del monte ubicado en el
mismo pueblo de Atlapulco. Angulo justificaba su solicitud alegando que
los vecinos no hacían uso de ese recurso, mientras que él lo aprovecharía
en su taller.46 La raíz que se quería extraer de los montes de Atlapulco era
un producto de exportación, e incluso se insinuaba que Angulo no paga-
ba lo que en realidad obtenía por explotar la raíz de zacatón. La comisión
sugería que si se le otorgaba el arrendamiento debía ser en condiciones
favorables a los vecinos del municipio. En estas solicitudes, la interven-
ción del gobierno estatal era una constante. En 1889, el Congreso del Esta-
do autorizó al Ejecutivo a intervenir en los recursos de uso común.47 En
1890, el gobierno estatal emitió una circular, señalando que ninguna cor-
poración civil o eclesiástica tenía capacidad legal para adquirir o admi-
45 Cuenta de las mejoras materiales que se han dado en el pueblo de Atlapulco con las rentas que
ha pagado el Sr. Fernando Zepeda en junio y julio de 1897. AHML, Tierras, caja 6 bis, exp. 10, 1897.
46 Dictamen de la comisión del Ayuntamiento de Ocoyoacac, 24 de marzo de 1898. AHEM,
Fondo Gobernación, serie Municipios, vol. 9, exp. 49, f. 16.
47 En el decreto núm. 57, artículo primero se estableció: “Se autoriza al Ejecutivo del Estado
para que dicte todas las disposiciones legislativas que juzgue conveniente, a fin de que cuanto
antes se haga efectivo el fraccionamiento de la propiedad común de los pueblos”. Colección de
decretos, XXI, decreto núm. 57, 17 de octubre de 1889, pp. 201-202.
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nistrar bienes raíces. Asimismo, apuntaba que ni los ejidos ni los terrenos
denominados de común repartimiento debían existir como propiedad
comunal. Se insistía en que ni unos ni otros debían adjudicarse en propie-
dad privada.
El gobierno aseguraba que en 1890 esos bienes continuaban en su ca-
rácter de tierras comunales, porque “ni uno ni otros han perdido su carác-
ter de propiedad de los pueblos y municipios”.48 En la actividad forestal
resalta el papel “protector” del gobierno estatal, que consideró que los
pueblos no eran capaces de evitar la tala inmoderada de ese recurso. Por
esa presunta incapacidad no debían administrar los bosques.49 No obstan-
te, otorgaba su aprobación para que algunos particulares utilizaran ese
recurso sin ningún obstáculo. Así, la formación de sociedades agrarias
también estuvo motivada por el hecho de dejar fuera a la autoridad esta-
tal, aunque los resultados no beneficiaron a los vecinos en cuestión. En
1904, Francisco Flores solicitó amparo para que se reconociera la Socie-
dad Cooperativa Agrícola de Jalatlaco. El fundamento legal de los vecinos
era el artículo 27 de la Constitución y la Ley del 25 de junio de 1856, pues
argumentaban que habían reducido a dominio privado los terrenos de
comunidad pertenecientes al pueblo, constituyendo así una sociedad coo-
perativa, se declaraban entonces “individualmente propietarios de los te-
rrenos que les pertenecieron”.50
48 Circular núm. 20, emitida por el gobierno del estado,1890. AHML, Tierras, caja 3, exp. 7.
49 En España el Estado culpaba a los pueblos de manejar inadecuadamente sus montes, por lo
tanto debía ser el Estado el que los administrara; con estas medidas sólo se lograba restar
autonomía a los pueblos en el manejo de sus recursos forestales. González de Molina, “De la
cuestión agraria” 27. En el Estado de México, se esgrimió el mismo argumento justo en 1889. El
ejecutivo envió una circular a los auxiliares de los pueblos de Cholula, Coapanoaya, Acazulco,
Tepexoyuca y Atlapulco, en la que se advertía que los vecinos de esos pueblos dejaran de
“destrozar los árboles para sacar leña y madera de construcción en grandes cantidades [...] y
además que retiren los contratos que tienen hechos con personas de poblaciones extrañas, por las
cuales se destrozan de una manera inconsiderada”. Por si fuera poco se les advertía que hicieran
uso de la madera sólo para cubrir sus necesidades más urgentes con la obligación de sujetarse a
las reglas establecidas por el gobierno del estado. Sin duda, en esta circular se observa el intento
de limitar la autonomía de los pueblos en el manejo y administración de los bosques. Curiosa-
mente en años posteriores el gobierno local aprobó el arrendamiento de los montes de esos
pueblos a particulares, que en 1889 había ordenado que los pueblos terminaran los contratos en
virtud de la excesiva explotación. Sesión de cabildo, presidente municipal José Flores, 2 de mayo
de 1889. AMO, Actas de cabildo, caja 2, 1889, f. 17v. Sobre esta posición del gobierno del estado
relativa a la conservación de los bosques, véase Gaceta de Gobierno Periódico Oficial del Estado de
México, núm. 9, Toluca, 24 de abril de 1889.
50 Ocurso de Francisco Flores gerente de la Sociedad Agrícola de Jalatlaco dirigido al gober-
nador del Estado de México, 27 de abril de 1904. AHEM, Gobernación, sección Gobernación, vol.
96, exp. 50, 1904, f. 2v.
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En este sentido, solicitaban que finalizara la intervención del gobierno
del Estado de México en la “explotación y administración de los menciona-
dos terrenos”. La intervención del gobierno sólo se ceñía a aprobar y autori-
zar los contratos que hicieran los pueblos para la explotación del monte,
siempre y cuando sus bienes no estuvieran reducidos a dominio privado. En
respuesta a esta petición, el gobierno estatal argumentó que no se había
realizado el fraccionamiento y adjudicación de los terrenos, y tampoco se
había constituido la sociedad agrícola,51 además de que no reconocía la per-
sonalidad jurídica de Francisco Flores. Un aspecto que en realidad era de
peso para no reconocer ni la personalidad jurídica, ni la sociedad se relacio-
na con los litigios por límites que tenía el pueblo de Jalatlaco con los del
Ajusco del Distrito Federal, Huichilac de Morelos y con el pueblo de Coate-
pec de las Bateas. Éste sí era un problema de fondo que impedía la desamor-
tización de los terrenos comunes, en tanto no se resolvieran los litigios. Ade-
más de la legislación estatal, relacionada con la explotación de los bosques,
el argumento principal fue señalar una supuesta “incapacidad de los pue-
blos” de administrar sus bienes. De esta manera, la SCJN negó el amparo que
solicitó Francisco Flores, gerente de la Sociedad Cooperativa Agrícola. A
pesar del fallo, no deja de ser un documento importante que permite obser-
var esta dinámica de conservar sus recursos de uso común y tratar de dejar
fuera a la autoridad estatal en la administración de sus bienes, esgrimiendo
como argumento la misma legislación que promovía la individualización de
la propiedad. Este amparo nos permite observar el juego de los pueblos y los
intereses de las autoridades estatales por la explotación de la madera que en
ese momento era fundamental para las actividades económicas.52
Otro medio que posibilitó que los pueblos conservaran los bienes comu-
nales fue la misma legislación de 1856. En 1882, los vecinos de Ameyalco,
Municipio de Lerma, se enfrentaron a los vecinos de Coapanoaya, Munici-
pio de Ocoyoacac, por la propiedad de un monte. Antonio e Isidro Corde-
ro, vecinos de Ameyalco, trataron de adjudicarse esa propiedad en virtud de
la ley de desamortización de 1856. Sin embargo, el pueblo de Coapanoaya
señaló que, de acuerdo con la citada ley, los montes quedaban exceptuados,
motivo por el que continuaba el pueblo con la posesión.53
51 Oficio dirigido a Francisco Flores, 9 de septiembre de 1904. AHEM, Gobernación, sección
Gobernación, vol. 96, exp. 50, 1904, f. 4.
52 Al final se anexan los argumentos de los involucrados.
53 “Amparo promovido por Antonio e Isidro Cordero”, AHCCJT-SCJN/EM/1JDT/A/Pn/1882/
exp. 23, ff. 2-2v.
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El 21 de octubre de 1882, un grupo de vecinos de los pueblos de Atlapul-
co, San Miguel Almaya y Cuaxusco presentaron un escrito al Juez de Dis-
trito de Toluca para solicitar el amparo contra los procedimientos del Juez
Conciliador 1º de Lerma, quien realizó un apeo y deslinde en terrenos y
montes de su propiedad, a solicitud del licenciado Hilario García, repre-
sentante de los pueblos de Acazulco y Tepexoyuca. Por su parte, los quejo-
sos estuvieron representados por el licenciado Prisciliano María Díaz Gon-
zález, quien en su argumentación jurídica señalaba que el apeo y deslinde
había violado las garantías señaladas en el 2 inciso del art. 27 y las del art.
16 de la Constitución.54 Los vecinos de los pueblos indicaban al juez que
eran “dueños en posesión y propiedad de diversos terrenos y montes, los
cuales aún no se han repartido u adjudicado a cada uno de nosotros con
arreglo a las Leyes de Reforma, pero sobre los cuales tenemos un derecho
individual indisputable conforme a las mismas leyes”.55
Los quejosos argumentaban tres situaciones a su favor: primero, que
los pueblos de Acazulco y Tepexoyuca no tenían personalidad jurídica
para litigar, pese a que contaban con el nombramiento conforme al art. 2
del decreto estatal de 17 de octubre de 1878, pues el nombramiento viola-
ba el art. 126 de la Constitución Federal.56 Segundo, que el juez de Lerma
no había convocado a los vecinos de Atlapulco, San Miguel Almaya y
Cuaxusco para el deslinde y apeo, como lo señalaba la ley. Y tercero, el Juez
Conciliador debió estar asesorado como lo establecía el art. 38 de la Ley de
Procedimientos del Estado, por un Juez de Primera Instancia, que en con-
secuencia había sido incompetente para practicar el apeo y deslinde.
El promotor fiscal, al revisar la solicitud, indicó que las acciones del
Juez no constituían incompetencia, pues con el apeo y deslinde sólo se
había practicado una diligencia, no un juicio o controversia que significa-
ra dictar alguna resolución sobre los derechos de propiedad. Asimismo, al
54 Respecto al inciso señalado del artículo 27 de la Constitución de 1857 se dice “La ley
determinará la autoridad que deba hacer la expropiación y los requisitos con que ésta haya de
verificarse”. Por su parte el artículo 16 refería a que “nadie puede ser molestado en su persona,
familia, domicilio, papeles y posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad
competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento”.
55 Datos expediente.
56 El artículo referido establecía que la “Constitución, las leyes del congreso de la Unión que
emanen de ella y todos los tratados hechos ó que se hicieren por el presidente de la República,
con aprobación del congreso; serán la ley suprema de toda la Unión. Los jueces de cada Estado
se arreglarán á dicha Constitución, leyes y tratados, á pesar de las disposiciones en contrario que
pueda haber en las constituciones ó leyes de los Estados”.
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no haber realizado la división de los terrenos de común repartimiento, los
pueblos involucrados tenían la “capacidad legal para intentar y confirmar
los litigios relativos a los mismos terrenos”.
La resolución del Juez de Distrito fue que no existían causales para
reconocer la incompetencia del conciliador de Lerma, pues el art. 16 invo-
cado no se refería a la competencia de jurisdicción, puesno existía perjui-
cio del derecho de las partes al no poner en posesión a ninguno. Y enfatizaba
que no se violaba el art. 27 constitucional, pues al no estar repartidas y
adjudicadas las tierras en disputa, no existía el derecho de propiedad de los
quejosos. El Juez de Distrito ordenaba que la SCJN no amparaba ni protegía
a los quejosos, por el contrario, se les imponía una multa de diez pesos. La
SCJN ratificó la resolución de no otorgar el amparo.
Como se advierte, en los conflictos que se presentaron era frecuente la
manipulación de la Ley de 1856. Los vecinos la emplearon para conservar
el control corporativo de sus principales recursos, en el entendido de que
se trataba de sociedades dedicadas a la agricultura, pesca, caza y la explo-
tación de recursos forestales. Entre 1880 y 1900, el malestar con las autori-
dades locales tuvo su origen, una vez que dejaron de asumir el papel que
habían desempeñado cuando se crearon los ayuntamientos constitucio-
nales, es decir, proteger y conservar los recursos productivos de los pue-
blos. En el momento en que estas autoridades locales no cumplieron con
su papel y decidieron favorecer el interés de algunos sectores del vecindario,
e incluso a personas ajenas, entonces el vecindario empezó a configurar una
nueva organización pueblerina, en la que ya no se consideraba a la autori-
dad local. Muestra de ello fue la formación de estas sociedades agrarias que,
además de tener como principal objetivo contrarrestar las medidas
desamortizadoras tendientes a fomentar la propiedad individual, resulta-
ron un medio para tratar de dejar fuera de toda injerencia al Ayuntamiento,
en relación con la administración del territorio de los pueblos.
En Lerma, el malestar se generó porque las autoridades del municipio
quisieron preservar el control total de la laguna, limitando el de los otros
pueblos, que también argumentaban su derecho de propiedad. Por eso
se entiende la iniciativa de esos pueblos de formar un municipio inde-
pendiente, como en los casos de Atarasquillo y Huitzizilapan. Cabe su-
brayar que sólo las autoridades de Lerma podían cobrar el derecho de
explotar la laguna, acción que disgustó enormemente a los vecinos de los
pueblos que también peleaban por ese beneficio. La concentración de la
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propiedad en manos de algunos caciques en los pueblos, llamados así por los
vecinos, el desencanto motivado porque sólo el Ayuntamiento recibía bene-
ficios económicos de la laguna, como ocurrió con el caso de Lerma, y la
formación de las sociedades expresaban un malestar creciente de los vecinos
hacia las autoridades locales. Entre 1880 y 1910, se observa un descontento
general de los vecinos no pudientes, ante la creciente desigualdad social que
se observaba en relación con el dominio territorial, político y económico de
los vecinos pudientes de los pueblos, aunado a su inconformidad hacia el ac-
tuar tanto de las autoridades locales, como de las estatales. Recurrir al am-
paro muchas veces benefició a los pueblos, pues la resolución de las autori-
dades en ocasiones los favoreció y lograron conservar sus tierras; en otros
casos no ocurrió lo mismo, como en Jalatlaco, sin embargo, se observa un
total desacuerdo de que las autoridades estatales intervinieran en el manejo
de sus montes. Por otro lado, los litigios entre los pueblos fue otro instru-
mento seguro que motivó la continuidad del sistema corporativo. Este aná-
lisis, resultado de una diversidad de intereses de los actores involucrados,
explica la lenta desamortización de los bienes de las corporaciones civiles, la
que se vio favorecida por una relativa continuidad económica y por la au-
sencia de hacendados poderosos.
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ANEXO 1
LA SOCIEDAD AGRÍCOLA DE XALATLACO
Señor Juez de Distrito del Estado de México, Francisco Flores, como gerente de
la Sociedad Cooperativa Agrícola de “Xalatlaco”, según lo acredita el testimonio
de la escritura respectiva que acompaño, ante usted respetuosamente digo: que
vengo a pedir el amparo de la Justicia de la Unión contra la resolución del
Ejecutivo del Estado de México que negó el reconocimiento de la personalidad
legal de la mencionada sociedad, todo por los siguientes hechos y fundamentos
legales:
Hechos
I. El pueblo de Jalatlaco, como todos los llamados pueblos o reducciones de
indios, tiene una cantidad de terrenos de uso y propiedad comunal, que le
fueron concedidos por los reyes de España, según puede verse en las cédulas
respectivas que obran en los títulos auténticos del mencionado pueblo.
II. Los terrenos de que se trata como inmuebles pertenecientes a corporación de
duración perpetua e indefinida, quedaron sujetos a la desamortización que
establecieron las leyes de 25 y 28 de junio de 56, circulares de mismo año y de 59
y artículo 27 de la constitución federal; pero no obstante esas disposiciones, la
desamortización o reducción a dominio privado de dichos terrenos no se veri-
ficó y continuaron perteneciendo pro-indiviso a los antiguos propietarios.
III. Esta situación anómala dado las leyes vigentes por una parte; y por otra la
dificultad insuperable de hacer la desamortización y el fraccionamiento equi-
tativo en la forma prevenida por las leyes y prácticas establecidas por el Esta-
do de México, hicieron al pueblo de Jalatlaco ocurrir a un procedimiento que
siendo perfectamente legal y válido, realizara la desamortización, acatara el
espíritu del artículo 27 constitucional y permitiera la explotación de los terre-
nos comunales en provecho de sus legítimos dueños, aumentando así la
riqueza pública y concluyendo para siempre con esos inicuos contratos de
tala de montes, en que los terceros han obtenido ganancias fabulosas con
perjuicio exclusivo de los legítimos propietarios.
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IV. El procedimiento o expediente empleado por los vecinos de Jalatlaco para
llegar al resultado de que se ha hecho mérito, consiste, como lo acredita el
testimonio de la escritura respectiva que se acompaña a esta demanda, en
constituir una “sociedad cooperativa agrícola” de la que son socios todos los
vecinos del pueblo que tendrían derecho al repartimiento de los terrenos estan-
do formado el capital de la sociedad por el conjunto de dichos terrenos.
V. Esta sociedad perfectamente válida, que obedece no sólo al espíritu del
precepto constitucional, sino que trata de realizarlo en una forma seria y bajo
la autenticidad de una escritura pública; esta sociedad que verifica la des-
amortización en la misma forma posible si se quiere ser equitativo, puesto
que la repartición y fraccionamiento de terrenos extensos y accidentados de
millares de lotes, además de ser muy costosa presenta en la práctica dificulta-
des invencibles; esta sociedad, repito, solicitó del Poder Ejecutivo del Estado de
México el reconocimiento de su personalidad jurídica y cosa inaudita; el go-
bierno se ha negado en reconocer esa personalidad, ha negado la inscripción
de la escritural social en el registro público, lesionando de una manera eviden-
te los intereses del pueblo, y atacando derechos indiscutibles en que ha funda-
do la contratación de la referida sociedad.
VI. El oficio que se acompaña a esta demanda, en que se notifica a nuestro
patrono señor licenciado don francisco pallares, la resolución del Ejecutivo
del Estado, manifiesta el fundamento en que se pretende apoyar dicha resolu-
ción de ese fallo basta para demostrar que es ilegal, y violatorio de leyes
expresar y de derechos reconocidos que paso a demostrar:
Derechos
1. No sólo las leyes fundamentales de la desamortización sino las circulares
aclaratorias de las mismas leyes hicieron que la propiedad de los pueblos de
indígenas se convirtiera de incompleta e imperfecta en propiedad completa y
absoluta aunque pro-comunal a favor de todos los vecinos de los pueblos
respectivos, y de ellas basta citar la resolución de 11 de noviembre de 56 que
dice textualmente “que los indígenas deben tener y disfrutar los terrenos des-
amortizados en absoluta propiedad, pudiendo por consiguiente empe-
ñarlos, arrendarlos, enajenarlos y disponer de ellos como todo dueño lo hace
de sus cosas”. Por eso la Suprema Corte de Justicia, fundada en esa disposi-
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ción y en otras semejantes ha decidido en diversas ejecutorias de 9 de enero, 18
de marzo, 26 de junio, 9 de noviembre de 1882 y en otras muchas “que los
bienes que fueron de comunidades indígenas y que antes pertenecían a corpo-
raciones se convirtieron en propiedad individual de los vecinos de los pue-
blos. Así pues la resolución del gobierno del estado que se apoya en que los
indígenas no pudieran poner como capital de la sociedad unos bienes que no
les habían sido previamente adjudicados, desconoce abiertamente la inter-
pretación auténtica de las leyes de desamortización hecha por los mismos
autos de esas leyes y después por la Corte Suprema
4. El referido fallo del gobierno del estado ha violado contra la sociedad que
yo represento las garantías de los artículos 4, 9, 14 y 27 constitucionales,
impidiendo una asociación pacífica con objeto lícito, cortando la libertad de
abrazar un trabajo útil y honesto, como es el de explotar los productos de un
inmueble que nos pertenece…ha violado abiertamente el artículo 27 de la
misma carta fundamental impidiendo que se realice la más grande de las
aspiraciones de la reforma que fue la desamortización. Por todo lo expuesto
y con fundamento del artículo 745 fracción 1ª del código de procedimientos
federales al juzgado pido tener por presentada la presente demanda ampa-
ro… Toluca, septiembre 22 de 1904
Francisco Flores
[Rúbrica]
Al Juez de Distrito 20 de octubre de 1904
Dada cuenta al C. Gobernador con la muy atenta comunicación de ese juzga-
do marcada con el número 1677 de fecha 15 del corriente por la que se sirve
manifestar, que en el juicio de amparo promovido por Francisco Flores, como
gerente de la Sociedad Cooperativa Agrícola de Jalatlaco contra actos de este gobier-
no, se ha servido ese juzgado decretar que den los autos a la vista de las partes por el
término común de seis días para tomar apuntes señalándose para la audiencia de
alegatos el día 22 de este citado mes… que en tal virtud, este propio gobierno espera,
que el juzgado del muy digno cargo de usted, ha de servirse apreciar, como radicado
en fundamentos legales, el hecho de no haber dado su autorización para que se
inscribiere en el registro público de la propiedad, la escritura de la sociedad coopera-
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tiva agrícola de Jalatlaco, así como para no reconocer la personalidad jurídica
de la misma, puesto que ni las leyes de 25 de junio de 1856, circular 9 de
octubre y resolución de 11 de noviembre del mismo año, lo mismo que
ninguna de las demás disposiciones vigentes en materia de desamortización,
autorizan a los indígenas a reducir por sí y ante sí a dominio privado sus
bienes pro-indiviso y si determinan esas mismas leyes y disposiciones de la
manera más expresa y terminante que autoridades administrativas, son las
encargadas de esa conversión de manera que cualesquiera que hayan sido
las pruebas, que hubiera rendido el recurrente, ninguna de ella ha de ser
bastante a demostrar que, con el hecho de la negativa dicha se haya violado
ninguna garantía individual en las personas de sus representados, ni tampo-
co por consecuencia lógica, que en derecho hayan podido ni puedan disponer
del fundo del que gozan, pro-indiviso sin la previa mesura, valorización y
adjudicación en lotes, hecha por la autoridad competente, y sin requisito previo, según
se dijo en el informe antes mencionado no pueden aportar aquellos a la sociedad
mercantil en que han querido constituirse ni disponer de ellos entre tanto mas que para
sus necesidades domésticas en la forma que lo tiene permitido, mientras que por el
contrario y como está manifestado con anterioridad este gobierno de hecho
y de derecho, tiene que conservar esos bienes para el objeto exclusivo de la
desamortización, en estricta observancia de las leyes y disposiciones que se han
citado ya; y la cual desamortización tendrá verificativo desde luego que los
representados del recurrente se encuentren en posesión pacífica del fundo de
que se trata, porque hubiesen zanjado ante la autoridad que corresponda, las
diferencias que tienen con el pueblo de Ajusco, con el de Huichilac y con el de
Coatepec de las Bateas, así como que por otra parte, queden resueltos los
inconvenientes que han surgido en la práctica para el fraccionamiento de
los fondos montuosos de los pueblos y cuya ley se encuentra en estudio,
como así mismo se ha expuesto; siendo de esperarse que cuanto antes será
expedida por quien corresponde a fin de resolver no sólo el asunto en cues-
tión, sino otros muchos pertenecientes a pueblos del estado que se encuen-
tran en idénticos casos. Que así pues este gobierno confía, en que la reconoci-
da justificación de ese juzgado, ha de servirse fallar en el asunto de referencia,
no concediendo el amparo solicitado por el quejoso flores, en virtud de care-
cer de motivo fundado para haberlo pedido. Protesto a usted como siempre
mi atenta consideración. Independencia y libertad.
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En Toluca a 31 de octubre de 1904, el ciudadano Juez de Distrito del Estado de
México, lic. Adalberto Andrade pronunció el siguiente fallo:
Considerando primero: que antes de entrar al estudio de las cuestiones
traidas al debate constitucional se presentó la relativa a la personalidad del
promovente supuesto que al formular su demanda no lo ha hecho indivi-
dualmente, sino en su carácter de una sociedad mercantil. La personería en
este caso ha debido justificarse comprobando por medio de la escritura rela-
tiva la existencia jurídica de la sociedad y el nombramiento de gerente de ella
en el promovente del amparo, de conformidad con el artículo 184 del código
de procedimientos federales y los demás relativos. Y si bien se hace referencia
en el artículo de demanda al testimonio de esa escritura, no fue este presenta-
do, como tampoco lo fue en el término de pruebas por más que den su escrito
relativo el promovente pasa indicando que ese testimonio fuese pedido al
Ejecutivo, pues el documento que remitió no es tal testimonio, sino un
simple documento sin valor legal alguno. En consecuencia para los efectos
del amparo, no debe tenerse a Francisco Flores como tal gerente, sino como
particular interesado determinante del amparo.
Considerando segundo: que suponiendo la existencia de la sociedad y el
carácter con que Francisco Flores promovió este juicio, el acto reclamado que
comprende dos puntos: el no reconocimiento de la sociedad y la no autoasig-
nación para el registro, no ha podido violar las garantías consignadas en los
artículos 4 y 9, constitucionales; pues, o la sociedad se ha constituido legal-
mente o no, si lo primero sale sobrando si el Ejecutivo reconozca o deje de
reconocer su existencia supuesto que la ley no exige como requisito substan-
cial ese reconocimiento de igual modo que la autorización para el registro;
por lo que la ley no prescribe que sea necesaria para que se haga la inscripción,
ni es el Ejecutivo el que debe hacerlo, ni ordenar que el registrado lo haga, por
no ser la autoridad competente, si lo segundo, esto es, que la sociedad no se
haya constituido con arreglo a la ley, no sería el reconocimiento del Ejecutivo,
ni su autorización para el registro, los que pudieran dar el carácter de legali-
dad que legalmente no tuviera ; luego el no reconocimiento y la no autoriza-
ción, jamás podrían violar derechos no adquiridos. En consecuencia el acto
reclamado no impide a los vecinos de Jaltlaco el ejercicio de derecho que tienen
para abrazar el trabajo que les acomode ni les coarta el ejercicio del derecho de
asociación, pues aún con el acuerdo del Ejecutivo pueden trabajar en sus
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propiedades comunales con arreglo a las disposiciones legales relativas y pue-
den constituirse en sociedad con sujeción a la ley.
Considerando tercero: que acerca de las garantías que otorga el artículo 14 y
que el promovente estima violado porque el Ejecutivo no ha aplicado exacta-
mente el artículo 31 del código de comercio , sabido es que esa segunda parte del
artículo 14 sólo hacer referencia a los negocios del orden judicial, más suponien-
do que así no fuese , el artículo 31 del código de comercio impone una obliga-
ción a los legisladores y el Ejecutivo no es legislador y con su acuerdo no ha
podido faltar al cumplimiento de una obligación que no tiene.
Considerando cuarto: que con relación al artículo 27 constitucional que
también se considera violado por el Ejecutivo, impide realizar la desamortiza-
ción, extraño es que se alegue semejante capítulo en el amparo cuando ni los
vecinos de Jalatlaco tratan de realizar la desamortización de sus terrenos comu-
nales con el contrato de sociedad, ni aun cuando ese fuera su propósito…
porque las leyes relativas no dan facultad a los interesados para la desamortiza-
ción mediante convenio celebrado entre los mismos interesados, ni el acuerdo
del Ejecutivo impide que sean desamortizados esos terrenos.
La Justicia de la Unión no ampara ni protege a Francisco Flores contra los
actos de que se queja.
Toluca, noviembre 1 de 1904.
Secretario Joaquín Piña
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